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INTRODUCCIÓN
EDITORIAL

L A justificación de la evaluación de las políticas públicas puede ha-
cerse, al menos, desde tres dimensiones. En primer lugar, la rendición 
de cuentas a los ciudadanos en el uso de los fondos públicos por 
parte de sus gobernantes es una pieza fundamental en toda demo-
cracia. En segundo lugar, los principios de eficacia y eficiencia en el 
uso de los recursos públicos aparecen recogidos en nuestras normas 
de mayor rango (Constitución Española, Ley Orgánica de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y Ley General Presupuesta-
ria, por poner tres ejemplos relevantes). Por último, desde una pers-
pectiva más pragmática, el diseño correcto de la política pública, esto 
es, conocer si alcanza sus objetivos y, en caso contrario, proponer su 
modificación o supresión exige su evaluación de manera que los pro-
gramas públicos se basen en resultados y no en buenas intenciones o 
meras intuiciones.

El desarrollo de la evaluación de las políticas públicas, como le ha su-
cedido a la propia evolución de la Economía Pública en las últimas dé-
cadas como una disciplina cada vez más empírica (Martínez-Vázquez, 
2018), se ha visto favorecido por dos elementos claramente relacio-
nados. Por una parte, la disponibilidad de microdatos administrativos 
de carácter longitudinal. Por otra, el desarrollo de nuevas técnicas, en 
especial, el uso de experimentos aleatorios (Randomized Controlled 
Trials o RCTs), recientemente refrendadas con la concesión de varios 
premios nobel de Economía (Barnejee, Duflo y  Kremer en 2019 y 
Angrist, Card e Imbens en 2021).

Si descendemos a nuestro país, desde una perspectiva institucional 
en términos comparados, España alcanza un nivel medio-bajo en la 
evaluación de políticas públicas (Stockmann, Meyer y Taube, 2020). 
Lo cierto es que nos falta una verdadera cultura de la evaluación como 
sucede en los países con una larga tradición en evaluación (Reino 
Unido y Estados Unidos). 

Las bases de datos, en su mayoría, no están diseñadas para evaluar 
sino con objetivos más tradicionales de control del gasto y, en general, 
no se encuentran a disposición de los investigadores. En ese sentido, 
una interesante iniciativa es la propuesta de la Autoridad Indepen-
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diente de Responsabilidad Fiscal (AIReF, 2020) de llevar a cabo una 
estrategia nacional para la disponibilidad y el uso de los datos que 
contienen los registros administrativos. 

En cuanto a las técnicas más novedosas de evaluación que ponen 
el énfasis en el establecimiento de causalidad entre los programas 
públicos y sus resultados e impactos, no existen especialistas en la 
administración pública y se encuentran al alcance solo de unos pocos 
académicos universitarios que las utilizan en sus investigaciones.

La situación sin embargo parece que está cambiando. Un paso rele-
vante en la buena dirección ha sido la puesta en marcha de la División 
de Evaluación del Gasto Público en la AIReF en 2021, consolidando 
con ello la actividad que esta institución venía realizando con los 
llamados Spendings Reviews desde 2017. Por otra parte, el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia constituye una buena 
oportunidad para profundizar en la práctica evaluadora a juzgar por 
la forma en la que deben justificarse la percepción de los fondos aso-
ciados a ese plan.

Un número de Papeles de Economía Española dedicado a la «Evaluación 
de las Políticas Públicas» parece, en consecuencia, plenamente justifi-
cado. El que presentamos consta de doce trabajos agrupados en tres 
bloques; cuatro forman la parte introductoria, tres se dedican a impo-
sición y política fiscal, y cinco dan el contenido a las políticas de gasto.

La sección introductoria comienza con un análisis comparado de la 
evaluación de las políticas públicas en España con ocho países ca-
racterizados por su tradición evaluadora por parte de José María 
Casado y Eloísa del Pino. Los autores constatan el avance que se ha 
producido en nuestro país en la institucionalización de la evaluación 
de sus políticas públicas, así como una serie de deficiencias y retos 
importantes que agrupan en diferentes aspectos. En relación al marco 
organizativo y regulatorio de la evaluación, no existe en nuestro país 
una ley de evaluación de políticas, aunque sí normas que la mencio-
nan de manera más o menos directa como sucede en la mayoría de 
los países. Un paso importante en esta dirección, después de la escasa 
exitosa experiencia de la Agencia Estatal  de Evaluación de la Calidad 
de los Servicios y de las Políticas Públicas (AEVAL), es la puesta en 
marcha de la División de Evaluación del Gasto Público en la Autoridad 
Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) en 2021 que ha for-
malizado la práctica de la evaluación en esa institución independiente 

NOS FALTA UNA 
VERDADERA CULTURA 

DE LA EVALUACIÓN 
COMO SUCEDE EN 

LOS PAÍSES CON UNA 
LARGA TRADICIÓN EN 
EVALUACIÓN (REINO 

UNIDO Y ESTADOS 
UNIDOS)

UN PASO RELEVANTE 
HA SIDO LA  

PUESTA EN MARCHA  
DE LA DIVISIÓN DE 

EVALUACIÓN DEL 
GASTO PÚBLICO EN LA 

AIReF EN 2021



VII

INTRODUCCIÓN EDITORIAL

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

que llevaba desarrollándose desde 2017 y que se consolidará aún 
más con el papel que tendrá la institución como organismo evalua-
dor en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR) 
del Gobierno central (2021). En cuanto a la capacidad evaluadora, se 
pone de manifiesto la relevancia de disponer de datos administrativos 
en la experiencia comparada y el reto que supone para nuestro país 
la puesta en marcha de una estrategia nacional con ese objetivo, así 
como disponer de efectivos en la administración con conocimientos 
específicos en técnicas de evaluación. Por último, una dimensión re-
levante es el uso de las evaluaciones en el que queda mucho camino 
por recorrer si nos comparamos con países en los que la publicación 
de los resultados de las evaluaciones es obligatoria y se hace un segui-
miento de tales resultados. En este sentido, el PRTR incluye la creación 
de una unidad en el Ministerio de Hacienda para el seguimiento de 
las propuestas de la AIReF y su incorporación al ciclo presupuestario. 
También ayudará a la difusión el que las evaluaciones de la AIReF sean 
llevadas a las conferencias sectoriales donde se reúnen los ministerios 
y consejerías autonómicas correspondientes.

Dado el extraordinario desarrollo producido en los últimos años 
en las técnicas de evaluación de impacto, era obligado dedicar un 
trabajo a ofrecer una panorámica de las mismas, tarea que llevan a 
cabo Joaquín Artés y Beatriz Rodriguez-Sánchez. A pesar de la 
complejidad del tema, el resultado es óptimo debido a la claridad de 
su contenido y al apoyo de ejemplos con el que ilustran las diferentes 
alternativas. Tras plantear el problema fundamental de identificación 
de relaciones causales en el ámbito de las políticas públicas, se abor-
da el método de aleatorización que permite asegurar que el grupo 
tratado y el grupo de control sean estadísticamente idénticos en todo 
aquello que no es la pertenencia al grupo tratado, lo que permite atri-
buir las diferencias entre los dos grupos al tratamiento o a la política 
aplicada. A veces la aleatorización se produce de modo natural (invo-
luntariamente) mediante experimentos naturales. Cuando lo anterior 
no es posible, como sucede en la mayoría de las evaluaciones de las 
políticas públicas, hay que recurrir a otras técnicas estadísticas. Las 
más destacadas son las cuasiexperimentales que permiten identificar 
los efectos causales incluso cuando existen diferencias no observables 
entre el grupo tratado y el de control. De ellas se ocupa el trabajo en 
su parte final (regresión discontinua, diferencias en diferencias y va-
riables instrumentales) destacando sus ventajas e inconvenientes en 
relación con las características de la política a evaluar y con la infor-
mación disponible en cada caso.
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El artículo de Jennifer Graves y Eugenio Zucchelli versa sobre un 
aspecto tan relevante como poco tratado en el ámbito de la evalua-
ción de las políticas públicas, la necesidad de considerar las conse-
cuencias inesperadas e indeseables al evaluar el efecto causal de tales 
políticas, que los autores ilustran mediante una serie de ejemplos para 
los casos de sanidad y educación. En políticas sanitarias se destaca la 
importancia de incluir en la evaluación los efectos sustitución entre 
bienes, los efectos indirectos en otros sectores y tener en cuenta las in-
teracciones que se producen entre las legislaciones de distintos niveles 
de gobierno sobre una determinada materia. En políticas educativas 
se insiste en los incentivos que se producen en las respuestas a deter-
minados objetivos (resultados en los exámenes) con la reducción del 
tiempo dedicado a desarrollar contenidos o capacidades no evaluadas 
tanto o más importantes. También se llama la atención sobre los pro-
blemas de implementar políticas a gran escala a partir de los resulta-
dos obtenidos al aplicar una política en un ámbito reducido, como 
por ejemplo la reducción del número de alumnos por aula cuyos efec-
tos beneficiosos acaban más que contrarrestándose con una pérdida 
de calidad del profesorado que ha de contratarse masivamente para 
aplicar esa política. Como reflexión final, se aboga por una evaluación 
periódica de las políticas teniendo en cuenta que buena parte de esos 
efectos se producen pasados bastantes años desde que las políticas 
públicas se aplican.

Cerramos la parte introductoria con un trabajo dedicado a los desa-
rrollos recientes en eficiencia y productividad en el ámbito del sector 
público a cargo de Daniel Santín González. A este tema ya en 1995 
la revista Papeles de Economía Española dedicó su número 95 con el 
título «Sector Público y Eficiencia» también coordinado por el profesor 
Pedraja. Tras destacar la conexión entre eficiencia y evaluación y la im-
portancia de mejorar aquella en nuestro sector público, dada su deli-
cada situación financiera y la relevancia cuantitativa de los programas 
de gasto representativos del Estado del bienestar, el artículo expone 
tres desarrollos metodológicos recientes en los métodos de frontera 
en los que el autor ha tenido un papel protagonista. En primer lugar, 
las metafronteras y tecnologías de referencia, de enorme interés para 
estados descentralizados como sucede en nuestro país. En segundo 
lugar, la combinación de las herramientas de la inferencia causal con 
las técnicas de medición de la eficiencia basadas en el uso de fronte-
ras. Por último, la utilización del análisis de fronteras productivas en 
la cuantificación de ganancias de eficiencia en procesos de fusión de 
unidades que prestan servicios similares. El artículo se cierra con la 
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propuesta de crear agencias de evaluación en el ámbito autonómico 
en España.

La sección de imposición y política fiscal comienza con el trabajo de 
Carlos Sanz sobre preferencias impositivas, renta de los contribu-
yentes y confianza en las instituciones. Se trata de un valioso análisis 
descriptivo, complementario de posteriores análisis causales, en el que 
se obtienen interesantes resultados a partir de una encuesta. Son los 
hogares con más renta los que expresan una mayor preferencia por 
subir los impuestos, lo que contradice el marco teórico tradicional en 
el caso de que se asocien mayores impuestos a más redistribución. El 
estudio muestra además que otros factores sociodemográficos y polí-
ticos correlacionan con las preferencias impositivas de los ciudadanos; 
en ese sentido, los hombres, las personas de más edad y los votantes 
de izquierda muestran una mayor preferencia por subir los impuestos. 
Por último, una variable clave para explicar las preferencias impositi-
vas es la confianza en las instituciones públicas y el sistema político, 
contribuyendo a apoyar la literatura que identifica a ese factor de la 
confianza en las instituciones como un elemento crucial para el desa-
rrollo económico y el buen funcionamiento institucional.

El artículo de Ignacio Moral-Arce se ocupa del impacto de las subi-
das de tipos reducidos en el IVA en los años 2010 y 2012. Tras repasar 
los estudios que analizan el impacto de los cambios en la imposición 
indirecta general y especial en España, utilizando tanto modelos de si-
mulación como aproximaciones contrafactuales, analiza los efectos de 
esos cambios utilizando la EPF en el periodo 2007 a 2015 con técnicas 
de regresión en discontinuidad. Para ello distingue lo que denomina 
margen extensivo, número de hogares afectados, y margen intensivo 
o efecto sobre el gasto medio de los hogares, diferenciando el impac-
to de cada reforma por grupos de bienes. Un resultado interesante es 
el distinto efecto, por niveles de ingresos del hogar, de las reformas 
de 2010 y 2012 por categorías de bienes.

Al ámbito de la evaluación de la política fiscal se dedica el trabajo de 
Iván Kataryniuk, Lucía López Muñoz y Javier J. Pérez en el que, 
desde una perspectiva macroeconómica, se revisan los principales 
elementos institucionales y técnicos en la evaluación ex ante y ex post 
de los planes de la política fiscal. En primer lugar, se repasa el marco 
institucional europeo y nacional para la elaboración y supervisión de 
los planes fiscales, incluyendo una referencia particular al papel de los 
organismos de control en los mismos. En segundo lugar, se exponen 

EL PROGRAMA NGEU 
ES UN EJEMPLO 
PROMETEDOR 
DE DISEÑO 
INSTITUCIONAL 
QUE INCORPORA 
INCENTIVOS Y 
ELEMENTOS  
DE VALORACIÓN  
EX ANTE Y EX POST



X

INTRODUCCIÓN EDITORIAL

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

los elementos técnicos básicos necesarios para una adecuada evalua-
ción ex ante de los planes. En tercer lugar, se examinan los aspectos 
más relevantes de acuerdo con la literatura de referencia sobre la 
evaluación ex post de los planes, elemento crucial para dotar de cre-
dibilidad a los mismos y pieza esencial de la rendición de cuentas de 
los gobiernos frente a los ciudadanos, resaltando el caso del progra-
ma NGEU como un ejemplo prometedor de diseño institucional que 
incorpora incentivos y elementos de valoración ex ante y ex post. 

La evaluación de las políticas públicas en la administración de justicia 
corre a cargo de Juan S. Mora-Sanguinetti, quien divide el conteni-
do de su trabajo en cuatro secciones. En la primera, justifica la evalua-
ción del buen funcionamiento del sistema judicial poniendo el énfasis 
en su relevancia económica en sus dos vertientes privada y pública. En 
este sentido, se insiste en la relación entre seguridad jurídica e inver-
sión y se llama la atención sobre cómo la acción de la justicia, desde 
una perspectiva global, determina, en parte, el comportamiento de la 
productividad. En la segunda sección, tras repasar los indicadores que 
la literatura utiliza para evaluar la eficacia de la justicia, se decanta por 
su lentitud como el indicador más adecuado y repasa las fuentes de 
información existente para un análisis comparado entre países. En la 
tercera sección, a partir de las fuentes anteriores, ofrece un panora-
ma de la situación de la justicia española y pone de relieve su elevada 
tasa de congestión general, así como las notables diferencias entre 
comunidades autónomas. Por último, mediante ejemplos de impactos 
económicos se analizan algunos problemas de funcionamiento de la 
justicia en España: marco regulatorio complejo y negativas implicacio-
nes para la inversión de la ineficacia de la jurisdicción civil.

El artículo de Beatriz González López-Valcárcel constituye una 
excelente reflexión sobre datos y métodos de evaluación de políticas 
sanitarias y de salud, su organización en España y los temas relevantes 
para una agenda priorizada. La autora señala que, pese al enorme 
avance en la disponibilidad de datos, la metodología para procesarlos, 
para evaluar políticas públicas, está relativamente estancada. La mode-
lización ha progresado, pero todavía falta integrar mejor los modelos 
epidemiológicos y económicos, así como incorporar los efectos sobre 
la desigualdad. En cuanto a la gestión de la pandemia, pone de mani-
fiesto la falta de una evaluación global de la misma, que actualmente 
se encuentra en proceso de elaboración. La evaluación de la sanidad 
debe abarcar tres niveles: macro (políticas de salud y sanitarias, meso 
(gestión y organización de centros y servicios sanitarios) y micro (gestión 

LA MODELIZACIÓN 
HA PROGRESADO, 

PERO TODAVÍA FALTA 
INTEGRAR MEJOR 

LOS MODELOS 
EPIDEMIOLÓGICOS 
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LOS EFECTOS SOBRE 

LA DESIGUALDAD
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clínica), siendo áreas de especial relevancia para la evaluación la digita-
lización de la sanidad, la gestión indirecta de la prestación sanitaria y 
las tecnologías de alto coste unitario, como la medicina personalizada, 
y finaliza reclamando, entre otras acciones, una evaluación urgente del 
modelo MUFACE.

El artículo de José Manuel Cordero Ferrara, Francisco Pedraja 
Chaparro y Rosa Simancas Rodríguez ofrece una panorámica de 
la evaluación en educación. Comienza justificando la importancia de la 
evaluación en educación y, concretamente, en los resultados educativos 
ya que explican una parte importante de las tasas de crecimiento de los 
países. A continuación, se repasan, sin un ánimo exhaustivo, algunos 
estudios que utilizan las técnicas de evaluación de impacto en la fun-
ción de producción educativa tanto desde una perspectiva internacional 
como nacional. Los autores ponen de manifiesto la superioridad de los 
experimentos aleatorios controlados como método de evaluación cada 
vez más utilizados especialmente en países con mayor tradición eva-
luadora. Precisamente esa es la gran asignatura pendiente de España 
en la evaluación de políticas educativas, la utilización de experimentos 
aleatorios, aunque existen algunas excepciones impulsadas por diver-
sas instituciones. Por último, a modo de ejemplo, evalúan el Programa 
18-25 implementado en Extremadura consistente en la oferta de un 
incentivo económico a los desempleados con edades comprendidas 
entre 18 y 25 años para que finalizasen la enseñanza secundaria obli-
gatoria e incrementasen con ello sus posibilidades de incorporación al 
mundo laboral. Mediante el uso de una regresión en discontinuidad, 
se demuestra que la posibilidad de obtención del título de la ESO no 
fue estadísticamente diferente entre el grupo de tratados y el grupo de 
control. En definitiva, esa política educativa, no resultó efectiva.

La evaluación de las políticas en el mercado de trabajo corre a cargo 
de José María Arranz y Carlos García-Serrano. Su propósito es 
doble, hacer una revisión de estos trabajos para el caso español y mos-
trar un ejemplo práctico de evaluación de alguna política realizada en 
el mercado de trabajo en nuestro país. En cuanto al primer objetivo, 
ponen de manifiesto la escasez de estudios que aplican estas técnicas 
apuntando un par de razones. Por una parte, la dificultad de dispo-
ner de datos adecuados (longitudinales y representativos); por otra, 
la simultaneidad de cambios en la normativa laboral que imposibi- 
lita la delimitación adecuada entre grupos de tratados y de control. 
El ejercicio de evaluación se centra en el cambio legislativo producido 
en 2012 por el que se aumentó la edad mínima para solicitar una 
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prestación asistencial ilimitada. Utilizando microdatos del Servicio 
Público de Empleo Estatal (SEPE) y mediante una técnica de diferen-
cias en diferencias, llegan a la conclusión, análoga a la obtenida en la 
literatura comparada, de que la política tuvo efectos sustanciales en el 
comportamiento de los trabajadores mayores. Concretamente, la pro-
babilidad de salir del desempleo hacia un empleo para las personas de 
52 a 54 años que dejaron de tener acceso a los subsidios ilimitados 
después de que se produjo el cambio de política, fue 2,5 veces mayor 
que la que había antes de ese cambio.

Para finalizar, en el artículo de Luis Ayala Cañón, Antonio Jurado 
Málaga y Jesús Pérez Mayo se lleva a cabo una primera valoración 
del ingreso mínimo vital (IMV) puesto en marcha en junio de 2020, una 
importante novedad ya que se trata de la primera renta mínima de ám-
bito nacional en España. El tema es muy relevante dados los elevados 
niveles, en términos comparados europeos, de nuestro país en pobreza 
y desigualdad y las notables diferencias por categorías demográficas y 
territoriales que existen en España, donde buena parte de las competen-
cias en esta política social se encuentra descentralizada en las CC. AA.  
Con la escasa información disponible y el breve periodo de desarrollo 
del IMV, el trabajo utiliza diversas fuentes como los microdatos de la 
ECV 2020, la encuesta FOESSA 2021 y los registros administrativos. 
Entre sus principales conclusiones se destaca que, pese a la mejora en 
relación con los niveles ofrecidos por los esquemas autonómicos, se ob-
serva el escaso alcance del programa para la población objetivo que se 
habría duplicado de haber utilizado el umbral del 40 por 100 de la me-
diana de la renta equivalente del hogar, el más frecuente en la literatura 
especializada. De los resultados también se desprende que la principal 
causa de denegación es el incumplimiento de los umbrales económicos 
de ingresos y patrimonio, por lo que resulta imprescindible una modifi-
cación del modo de determinar los recursos económicos a evaluar. Por 
último, se identifican problemas considerados de ineficiencia asignativa 
vertical al existir un significativo porcentaje de unidades que, sin perte-
necer a la población objetivo, declaran recibir la prestación, lo que pone 
de manifiesto un evidente problema de equidad del programa.
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AIReF

Y en la quinta, el énfasis de la 
evaluación se pone en el estable-
cimiento de causalidad entre los 
programas públicos y sus resulta-
dos e impactos (Guba y Lincoln, 
1990, pp. 38-39; Brousselle y 
Buregeya, 2018; De Francesco  
y Pattyn, 2021). 

Esta cierta homogenización 
en los países desarrollados se 
debe principalmente a dos fac-
tores. Uno de ellos es la exten-
sión de la nueva gestión pública 
(NGP) como paradigma domi-
nante en las administraciones 
de los países desarrollados. La 
NGP habría contribuido a que 
algunos países, que hasta ese 
momento no evaluaban o lo ha-
cían de forma excepcional, vieran 
la idoneidad de incorporar esta 
práctica. La descentralización y 
desconcentración típicas de la 
NGP incrementaron la necesidad 
de coordinación y obtención de 
información y esta necesidad cre-
ció en un contexto de control del 
gasto público. Ello estimuló eva-
luaciones de tipo benchmarking  
y la medición cuantitativa del 
rendimiento (Vedung, 2010, p. 
272). 

El segundo factor es el esfuer-
zo de las organizaciones inter-
nacionales (UE, OCDE o Banco 
Mundial) por promover están-
dares de evaluación (Pattyn et 
al., 2018). En Europa, países con 
tradición evaluadora como los 

Resumen

En este artículo se analiza la situación de 
la evaluación de políticas públicas en ocho 
países, entre los cuales se encuentra España. 
En concreto, se explora la institucionalización 
de la evaluación en el sistema político-admi-
nistrativo y en particular su marco normativo 
y organizativo, la capacidad de evaluación de  
las administraciones y el uso que se hace  
de la evaluación por parte de los decisores pú-
blicos. Los países se han escogido atendiendo 
a diversos criterios: larga tradición de evalua-
ción (Reino Unido y Estados Unidos), países 
con un alto grado de institucionalización de 
la evaluación en sus sistemas políticos (Suiza, 
Holanda y Canadá) y países que presentan 
ciertas similitudes con España en cuanto a 
su cultura político-administrativa (Alemania 
y Francia). España presenta, en comparación 
con estos países, algunos retos singulares; sin 
embargo, comparte con ellos otros desafíos, 
como impulsar la utilización de las evaluacio-
nes en la elaboración de las políticas públicas.

Palabras clave: evaluación, políticas pú-
blicas, institucionalización, comparación in-
ternacional.

Abstract

This article analyses the situation of 
public policy evaluation in eight countries, 
including Spain. Specifically, it explores  
the institutionalisation of evaluation in the 
polit ical-administrative system and, in 
particular, its regulatory and organizational 
framework, the evaluation capacity of public 
administrations and the use public decision-
makers make of evaluation. The countries 
were chosen on the basis of various criteria: a 
long tradition of evaluation (United Kingdom 
and the United States), countries with a high 
degree of institutionalisation of evaluation 
in their political systems (Switzerland, the 
Netherlands and Canada) and countries with 
certain similarities to Spain in terms of their 
political-administrative culture (Germany and 
France). Compared to these countries, Spain 
presents some unique challenges; however, it 
shares with them some common issues such 
as the need to enhance the use of evaluations 
in policy making.

Keywords: evaluation, public policies, 
institutionalisation, international comparison.

JEL classification: H10, H50, H70.

I.	 INTRODUCCIÓN: 
¿HAN CONVERGIDO 
LOS SISTEMAS DE 
EVALUACIÓN DE 
POLÍTICAS PÚBLICAS?

A LGUNOS análisis han en-
contrado cierta tendencia 
convergente en las prácti-

cas y los enfoques de evaluación 
de políticas públicas (EvPP) en el 
mundo, pero también han mos-
trado la persistencia de diferen-
cias en los arreglos y formas de 
institucionalización de la evalua-
ción entre los países (Stockmann, 
Meyer y Szentmarjay, 2022; 
OCDE, 2021; AIReF, 2021; De  
Francesco y  Pattyn,  2021;  
Stockmann, Meyer y Taube, 
2020; Jacob, Speer y Furubo, 
2015). 

La convergencia entre enfo-
ques de evaluación en los paí-
ses funciona como un proceso 
de sedimentación. Conviven los 
enfoques anteriores con otros 
más actuales. Los que configu-
ran la denominada tercera ge-
neración siguen considerándo-
se los principales enfoques de 
EvPP en muchos países y en ellos 
coexisten con la cuarta y quin-
ta generación. En la tercera, el 
evaluador actúa como un juez, 
emitiendo juicios sobre la efica-
cia y la eficiencia. En la cuarta, 
caracterizada por un enfoque 
constructivista y pluralista, la voz 
de los actores es fundamental. 
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desarrolla; 2) la capacidad de 
las administraciones para hacer 
EvPP, el tipo de evaluación que 
se practica, su naturaleza inter-
na o externa, si existen guías 
o mecanismos para velar por 
la calidad de las evaluaciones; 
y 3) el uso que se hace de la 
EvPP por parte del Parlamento 
o del Ejecutivo. Estas cuestio-
nes indican hasta qué punto el 
sistema político-administrativo 
de un país ha hecho un esfuer-
zo por institucionalizar la EvPP  
(Stockmann, Meyer y Taube, 
2020). Además, estos asuntos 
atañen a un buen número de las 
preocupaciones que han mos-
trado los expertos españoles en 
EvPP (Bustelo, 2020; Onrubia y 
Fernández-Fuentes, 2019; Ruiz, 
2012; Garde-Roca, 2017; Catalá 
et al., 2015; De la Rica, 2020; 
Herrero, 2021; Fedea, 2021;  
Jimeno, 2021). 

Para responder a estas pre-
guntas, se realiza una revisión de 
la literatura existente sobre EvPP y 
se analizan numerosos documen-
tos y webs sobre evaluación de 
cada país estudiado. Se han es-
cogido ocho países atendiendo a 
diversos criterios: países con larga 
tradición de evaluación (Reino 
Unido y Estados Unidos), países 
que presentan ciertas similitu-
des con España en cuanto a su 
cultura administrativa (Alemania  
y Francia) y países que han avan-
zado más en el proceso de ins-
titucionalización de la EvPP en 
sus sistemas político-administra-
tivos (Suiza, Holanda y Canadá)  
(Stockmann, Meyer y Taube, 
2020; Stockmann, Meyer y  
Szentmarjay, 2022). También se 
aprovecha la experiencia laboral de 
los autores en instituciones respon-
sables de evaluación en España. 

El resto del artículo se orga-
niza en cuatro secciones. En la 
siguiente se analiza el marco 

Escandinavos, Reino Unido o 
Alemania reforzaron su actividad 
y otros iniciaron sus prácticas 
evaluadoras tras la adhesión a la 
Unión Europea (UE). Fue el caso 
de los países del sur de Europa 
en la década de 1980 y de los 
países del Este posteriormente, 
cuando una gran parte del pre-
supuesto de la UE se redirigió a 
estos nuevos Estados miembros  
a través de los fondos estructu-
rales y la política de cohesión. 
Desde 1988, la Comisión Europea  
comenzó a exigir evaluaciones. A 
partir de 1990 reforzó sus reque-
rimientos de evaluación ex ante 
y evaluaciones intermedias a las 
autoridades nacionales. En los 
primeros años del siglo XXI in-
trodujo la evaluación de impacto 
regulatorio que parecía encajar 
bien con los nuevos instrumen-
tos de política pública (por ejem-
plo, la corregulación, el método 
abierto de coordinación, los par-
tenariados y la autorregulación), 
más complejos y para los que la 
evaluación convencional no es 
de fácil aplicación (Stern, 2009; 
Blomeyer y Eussner, 2020). Final-
mente, además de la OCDE, tam-
bién la UE, en particular a través 
de sus joint research centres, 
ha tenido cierta influencia en 
la aplicación de las ciencias del 
comportamiento y en el hecho 
de que al menos diez países de la 
UE, entre los que no está España,  
cuentan con unidad de nudges 
(John, 2019; De Francesco y 
Pattyn, 2021).

Sin embargo, a pesar de esta 
convergencia sedimentaria en la 
que se acumulan enfoques de 
evaluación, los arreglos y for-
mas de institucionalización de 
evaluación no parecen haber 
convergido de la misma manera  
(Stockmann, Meyer y Taube, 
2020). Aunque la NGP y las insti-
tuciones internacionales han po-
dido tener cierto impacto, estas 

presiones no han sido iguales 
ni han tenido el mismo efec-
to en todos los países (Stern, 
2009). Por ejemplo, dado que la 
evaluación se relaciona con los 
fondos estructurales, los países 
receptores de más fondos han 
recibido más presión y es posible 
que en ellos las políticas más 
vinculadas a esta financiación 
(por ejemplo, el desarrollo re-
gional) hayan concentrado, al 
menos al principio, la mayoría 
de las evaluaciones a diferencia 
de otros países donde la eva-
luación presenta más diversidad 
sectorial. Stern (2009) también 
sugiere que, en los países que 
han recibido más financiación 
europea, es más probable que 
se desarrolle una política centra-
lizada de evaluación sobre todo 
si esta se vincula al control del 
gasto a través de los ministerios 
de hacienda (especialmente en 
los países del Este) en contraste 
con otros países como el Reino 
Unido o Suecia y Holanda, con 
una cultura descentralizada de 
evaluación. Finalmente, aunque 
a veces los estímulos que reciben 
los países de las organizaciones 
internacionales son similares, 
estos han pasado por el filtro 
de las instituciones y la cultura 
administrativa nacional produ-
ciendo rutas distintas en el pro-
ceso de institucionalización de 
la EvPP.

En este artículo tratamos de 
identificar similitudes y diferen-
cias en la institucionalización de 
la EvPP en los países de nuestro 
entorno dentro del nivel central 
de Gobierno y ubicar el caso de 
España en este contexto inter-
nacional. En particular compa-
ramos: 1) la existencia de re-
gulación general, o al menos 
sectorial, en la que se establez-
can las características de la po-
lítica de EvPP y en identificar un 
marco organizativo en el que se 
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forma que se logre fundamentar 
mejor las políticas y garantice su 
evaluación. También existe un 
reglamento sobre estudios de 
evaluación periódica de 2012 
(Klein Haarhuis, 2020: p. 90). 
Además, las disposiciones sobre 
evaluación en normas sectoriales 
son frecuentes. En algunos sec-
tores, como infraestructuras, la 
evaluación ex ante es obligatoria.

Los ministros son responsa-
bles de evaluar periódicamente 
sus políticas, lo que no signifi-
ca que todos lo hagan de igual 
modo. El Tribunal de Cuentas 
también analiza la eficacia y la 
eficiencia de las políticas y el 
Parlamento puede determinar si 
las propuestas que llegan del Go-
bierno están bien fundamenta-
das y si las evaluaciones son sufi-
cientes (Klein Haarhuis, 2020, p. 
90). En Holanda, el CPB, Oficina  
de Análisis de Política Económica,  
una agencia administrativa in-
dependiente, también realiza 
evaluaciones, incluidas algunas 
sobre las medidas propuestas 
por los partidos políticos, a peti-
ción de estos (1). 

Las dos principales formas de 
evaluación presupuestaria son los 
spending reviews (SR) y las policy  
reviews (de Jong, 2016). Los pri-
meros han ido evolucionando 
hacia evaluaciones destinadas a 
comprobar la eficacia y eficien-
cia e identificar alternativas de 
política pública y acostumbran a 
proponer posibles ahorros en el 
gasto. El Ministerio de Hacienda 
presenta anualmente al Consejo  
de Ministros la propuesta de  
spending. De acuerdo con de Jong  
(2016), en tres décadas se ha-
brían llevado a cabo alrededor 
de 270 SR. Además, desde 2006, 
los ministros son responsables de 
realizar policy reviews periódica-
mente (cuatro a siete años) que 
deben revisar la teoría del cam-

normativo y organizativo de la 
EvPP en los países seleccionados. 
En la tercera sección se revisa lo 
que hemos llamado la capacidad 
de evaluación para referirnos a 
la disponibilidad de recursos de 
evaluación en las administracio-
nes de cada país. En el cuarto 
apartado se hace referencia a 
la difusión y la utilización de la 
EvPP. En la sección final se discu-
ten los hallazgos.  

II.	 LA POLÍTICA DE 
EVALUACIÓN: MARCO 
ORGANIZATIVO Y 
NORMATIVO DE LA 
EVALUACIÓN

Desde 2000, la Constitución 
federal suiza establece que el 
Parlamento velará por que las 
medidas del Gobierno federal 
sean evaluadas para estimar su 
eficacia. Aunque ya desde la 
década de 1990 se identifican 
importantes iniciativas, la refe-
rencia constitucional a la evalua-
ción contribuyó a un nuevo im-
pulso en el país (Widmer, 2000; 
Horber-Papazian y Baud-Lavigne, 
2019). Fruto de la reforma cons-
titucional, en 2002, un grupo in-
terministerial elaboró un informe 
con recomendaciones de aplica-
ción en todos los órganos de la 
Administración y el Parlamento. 
Wirths y Horber-Papazian (2016) 
encontraron que el 80 por 100 de 
las disposiciones sobre EvPP de la 
legislación federal y cantonal se 
incluyeron después de la reforma 
constitucional. La mayoría de ellas 
recogen la necesidad de realizar 
evaluaciones de tipo retrospectivo 
y sectorial, lo que ha ocasionado 
que algunos expertos sugieran 
una normativa más transversal 
que permitirá economías de esca-
la (Widmer, 2020).  

Desde 1990, el Parlamento 
federal cuenta con su propia uni-
dad de evaluación interna deno-

minada Control Parlamentario de 
la Administración (CPA). La CPA 
realiza evaluaciones de forma 
continuada sobre la legalidad y la 
eficacia de las actividades del Go-
bierno federal en nombre de las 
comisiones de control de las dos 
cámaras parlamentarias. El Eje-
cutivo está obligado a responder 
a las recomendaciones. La CPA 
coordina sus planes de evaluación 
con el Tribunal de Cuentas que 
también evalúa la relación coste-
beneficio de las medidas de la 
Administración y sus efectos. Sin 
embargo, en términos numéri-
cos, las evaluaciones que realizan 
estos órganos son mucho menos 
numerosas que las 80 anuales 
que elaboran o encargan los mi-
nisterios suizos. Algunas agencias 
federales evalúan con frecuencia 
(la Oficina de Salud Pública, la 
Agencia para la Cooperación al 
Desarrollo, la Secretaría de Estado  
de Asuntos Económicos, la de 
Educación y la de Investigación 
e Innovación), pero también hay 
otras que nunca han evaluado 
(Horber-Papazian y Baud-Lavigne, 
2019; Widmer, 2020). 

Holanda es, junto a Suiza, 
uno de los países europeos de 
entre los once que analizan Stoc-
kmann, Meyer y Taube (2020) 
con un alto grado de institucio-
nalización de la EvPP en su sis-
tema político-administrativo. La 
evaluación comenzó a impulsar-
se en la década de 1970 y ha 
florecido a partir de los 2000, 
cuando el país ha formalizado 
una política de evaluación (Klein 
Haarhuis, 2020, p. 90). La eva-
luación está regulada en la Ley de 
Cuentas del Estado de 2001, que 
ha experimentado modificacio-
nes a lo largo del tiempo, como 
la realizada en 2018 para exigir 
que todas las propuestas de po-
lítica pública incluyan claramente 
sus objetivos y los instrumentos 
que usarán para conseguirlos, de 
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Por otro lado, las distintas co-
misiones parlamentarias pueden 
pedir informes a la Oficina del 
Contralor General de Canadá 
(OCG) con el fin de supervisar 
las actividades del Gobierno y 
evaluar el gasto público. Realiza 
una importante labor de audito-
ría de distintos tipos, incluyendo 
en algunas de ellas evaluaciones 
del impacto de los programas 
públicos de diferentes sectores.

Alemania se interesa por la 
EvPP desde la década de 1960, 
cuando implementó una profun-
da reforma de su Administración 
Pública. Más tarde, en los años 
1990, debido a la influencia de 
la NGP y de la UE, y en la déca-
da de 2000, como resultado de 
las grandes reformas del merca-
do laboral, la EvPP experimentó 
su auge. En Alemania no hay 
una legislación ni una política 
nacional sobre evaluación, aun-
que, desde la década de 1970, 
su Código Presupuestario Federal 
dispone que las auditorías deben 
valorar el logro de los objetivos, 
los impactos y la rentabilidad. El 
Reglamento Interno Conjunto de 
los Ministerios (que regula la or-
ganización de los ministerios y la 
cooperación entre ellos y con los 
órganos constitucionales federa-
les) también exige la realización 
de la evaluación de impacto y el 
análisis coste-eficacia. Además, 
la normativa sectorial que recoge 
obligaciones concretas de evalua-
ción ha aumentado significativa-
mente en las últimas legislaturas, 
lo que no quiere decir que estas 
obligaciones se cumplan siempre 
(Stockmann y Meyer, 2020).

De entre los analizados en 
este artículo, Alemania es quizá 
el país con un sistema de eva-
luación a nivel federal menos 
coordinado, en el que los minis-
terios gozan de gran autonomía 
(OCDE, 2021). Algunos minis-

nisterios y se han puesto en mar-
cha comités de seguimiento de 
la evaluación. Cada ministerio es 
responsable de formalizar un plan 
de evaluación y los programas 
que superen los cinco millones de 
dólares canadienses deben eva-
luarse cada cinco años. Además, 
debe disponer de un jefe de eva-
luación y un comité de medición y 
evaluación del desempeño. 

Sin embargo, es el Consejo 
del Tesoro (TBS) quien tiene la 
misión de extender la cultura y 
coordinar la política de evalua-
ción. De hecho, los ministerios 
deben obtener la aprobación del 
TSB para desarrollar o modificar 
su marco (Departmental Results 
Framework, DFR) y estructuras 
de evaluación. El DFR se sintetiza 
en un cuadro en el que se inclu-
yen: 1) responsabilidades básicas 
de un ministerio; 2) los objetivos 
e indicadores; y 3) un inventario 
de programas que contribuyen 
a garantizar las competencias 
básicas y resultados del depar-
tamento (3). El Parlamento es el 
destinatario de todas las evalua-
ciones realizadas por los ministe-
rios. Además, en 2015, Canadá  
creó la Unidad de Impacto e  
Innovación (IIU), dependiente del 
primer ministro y que trabaja con 
los ministerios en el desarrollo de 
las metodologías de medición 
del impacto y en evaluar los efec-
tos de los experimentos.

Por  lo  que se ref iere  a l  
Par lamento,  la  Of ic ina  de  
Presupuestos (OPC) proporciona 
a los diputados análisis indepen-
dientes sobre el presupuesto o 
sobre otros temas relacionados 
con la economía nacional. Tam-
bién puede estimar el coste de 
cualquier propuesta legal si lo 
solicita una comisión parlamen-
taria. Aun así, la OPC no tiene un 
mandato específico en materia 
de evaluación (OCDE, 2021). 

bio o fundamentos subyacentes 
a las intervenciones públicas. 
Recientemente se ha puesto en 
marcha una nueva forma de eva-
luación, inspirada en los public 
value reviews del Reino Unido, 
los publieke waardescan, que 
revisan hasta qué punto se han 
tomado las medidas oportunas 
para maximizar el valor añadido 
esperado de la política analiza-
da (Ministerio de Hacienda de  
Holanda, 2021). Además, tam-
bién llevan a cabo evaluaciones de 
coste beneficio y de otros tipos. 

Finalmente, desde 2014 cada 
ministerio debe tener su propio 
equipo de análisis del comporta-
miento y el Ministerio de Econo-
mía se encarga de homogeneizar 
sus iniciativas y evaluaciones a 
través de la Behavioural Insights 
Network Netherlands (Banco 
Mundial, 2019).

Canadá cuenta con una larga 
tradición de evaluación que se 
remonta a 1977, cuando ela-
boró su normativa Policy on 
Evaluation. Este documento se 
actualiza periódicamente inclu-
yendo nuevos enfoques e inicia-
tivas (Gauthier, Lahey y Jacob, 
2022). Desde 2016, con la de-
nominación de Policy on Results 
y, junto con una directiva con 
el mismo nombre, es la norma 
clave que inspira la EvPP en el 
nivel federal. Entre los cuatro 
objetivos que espera conseguir 
enumera que los «ministerios 
midan y evalúen su rendimiento 
y usen esta información para 
gestionar y mejorar los progra-
mas, políticas y servicios» (2).  
En 2001, reguló la obligatorie-
dad de la evaluación en los mi-
nisterios, lo que no significa que 
ya sea una práctica generalizada. 

Su marco Policy on Results ha 
llevado a la creación de unidades 
de EvPP en la mayoría de los mi-
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se crearon los centros What Works 
que tuvieron una gran influencia 
en el uso de la evidencia (Baïz et 
al., 2019). Desde 2015, el equipo 
de What Works coordina el deno-
minado Cross-Government Trial 
Advice Panel (CG-TAP), compues-
to por académicos y expertos de  
la Administración con el fin  
de estimular la evaluación en los 
ministerios. Aunque no realiza 
evaluaciones, ha apoyado 52 de 
ellas  (7).

En Estados Unidos, la evalua-
ción se extendió con la expan-
sión de los programas sociales de 
la Great Society y, en concreto, 
con la exigencia del Gobierno 
federal para que los estados eva-
luasen las políticas educativas y 
de protección social que aquel 
financiaba. El país cuenta con 
un marco formal de evaluación 
desde hace tiempo. Sin embargo, 
desde 2018, debe destacarse el 
impulso que ha supuesto la Ley 
de Fundamentos para la Elabora-
ción de Políticas Basadas en la Evi-
dencia (Ley de Evidencia)  (8) que 
insta al Gobierno federal a tomar 
decisiones utilizando la mejor 
evidencia disponible a través de 
un análisis sistemático orienta-
do por el principio de integridad 
científica. Además, en esta fecha, 
el Gobierno puso en marcha un 
plan de reforma para el forta-
lecimiento de la evaluación en 
este nivel federal  (9). En 2021, a 
través de un Memorando sobre el 
Restablecimiento de la Confianza 
en el Estado a través de la inte-
gridad científica y la elaboración 
de políticas basadas en la eviden-
cia  (10), el presidente ha comu-
nicado a los altos cargos de los 
ministerios la urgencia de aplicar 
el enfoque de políticas basadas 
en la evidencia, para lo cual se 
organizó un grupo cuyo trabajo 
ha dado lugar a variadas medidas 
que afectan también a la EvPP y 
que se mencionan más adelante. 

pero no existe una regulación 
general sobre evaluación. Al-
gunos nuevos programas inclu-
yen disposiciones más o menos 
vinculantes para su evaluación. 
Sin embargo, el Ministerio de 
Hacienda y el Cabinet Office (lo 
que aquí sería el Ministerio de 
Presidencia) sí desempeñan fun-
ciones de dirección informal de 
las evaluaciones (OCDE, 2021).  
En todo caso, cada ministerio es 
responsable de planificar y ejecu-
tar sus propias evaluaciones. 

Además, existen otros orga-
nismos públicos no vinculados 
a los ministerios que también 
desempeñan tareas relaciona-
das con la evaluación. La Oficina  
Nacional de Auditoría (NAO) es 
un organismo parlamentario in-
dependiente que desarrolla una 
importante actividad de supervi-
sión del gasto en todos los secto-
res de política pública. También 
hay otros organismos que tienen 
un papel en materia de evalua-
ción, como el Instituto de Estu-
dios Fiscales (IFS), en concreto en 
el análisis presupuestario de los 
proyectos de ley de financiación 
o las propuestas de los principa-
les partidos políticos en períodos 
preelectorales. 

En 2010, se creó Behavioural 
Insights Team (BIT) con la fina-
lidad de tener más en cuenta la 
investigación en ciencias del com-
portamiento en el diseño y EvPP 
y para ello realizó experimentos e 
informes conjuntos con los prin-
cipales ministerios. Su informe 
de 2012, Test, Learn, Adapt  (5), 
tuvo una amplia difusión y dio a 
conocer los métodos y técnicas 
experimentales (RCT) en la Admi-
nistración. Desde 2014, el BIT es 
independiente, aunque continúa 
siendo en parte financiado por el 
Gobierno y asesorando a las admi-
nistraciones (Baïz et al., 2019)  (6). 
Durante el Gobierno de Tony Blair 

terios cuentan con unidades es-
pecializadas de evaluación y la 
practican de forma habitual (por 
ejemplo, el ministerio encargado 
de la cooperación al desarro-
llo). Otras veces, los ministerios 
se apoyan en entidades inde-
pendientes a las que financian 
en gran medida. Es el caso de 
la agencia de exportación del  
Ministerio de Economía, que 
cuenta con una unidad que reali-
za evaluaciones o supervisa las que 
hace el ministerio o las que este 
encarga a terceros. Existe también 
un Instituto de Investigación sobre 
el Empleo dependiente del Servicio 
Público de Empleo que se encarga 
de las evaluaciones y cuenta con 
numeroso personal y un elevado 
presupuesto (Consejo de Estado 
francés, 2020). 

En el Parlamento, el Tribunal 
de Cuentas realiza una extensa 
labor de auditoría del Gobierno 
federal y otras actividades que 
reflejan crecientemente su interés 
por la EvPP como puede com-
probarse en el informe 2020  (4). 
Su gran estructura y plantilla le 
permiten realizar actividades de 
asesoramiento y formación. Fi-
nalmente, desde 2015, Alemania 
creó un equipo de ciencias socia-
les y del comportamiento con el 
apoyo directo de la Cancillería. La 
unidad trabaja con los ministerios 
para diseñar y aplicar intervencio-
nes y algunos (defensa o empleo) 
ya han evaluado programas dise-
ñados con este enfoque. 

En el Reino Unido, la profesio-
nalización de la gestión pública 
a partir de 1970 y el deseo de 
control de gasto público fueron 
las dos principales fuerzas im-
pulsoras de la evaluación (Pattyn 
et. al., 2018). Desde entonces, 
se han sucedido distintos pro-
gramas que han ido poniendo 
el énfasis en diferentes tipos de 
evaluaciones y metodologías, 
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dirección general que actual-
mente se ubica en el Ministerio 
de Transformación y Función 
Pública  (14). 

En España, la EvPP que se 
llevó a cabo entre 1980 y 1990, 
se concentró en unos pocos 
sectores (educación, empleo, 
servicios sociales, sanidad, fon-
dos europeos o cooperación al 
desarrollo) y no tenía carácter 
sistemático (Fenstein y Zapico-
Goñi, 2010; Bustelo, 2020). Este 
despegue tardío empieza a co-
rregirse a partir del ingreso en 
la UE. Desde entonces pueden 
destacarse otros dos hitos. El 
primero fue la creación de la 
Agencia Estatal de Evaluación de 
Políticas Públicas y Calidad de los 
Servicios (AEVAL) en 2006. Sin 
embargo, a partir de 2011, la 
AEVAL fue perdiendo su impulso 
inicial y en 2017, en un contex-
to de racionalización del sector 
público, se disolvió y se creó en 
su sustitución el Instituto para la 
Evaluación de Políticas Públicas 
(IEPP) con rango de subdirección 
general adscrita a la Secretaría 
de Estado de Función Pública.

El segundo hito fue la asun-
ción de tareas y competencias de 
evaluación por parte de la Autori-
dad Independiente de Responsa-
bilidad Fiscal (AIReF) que ha pro-
porcionado un fuerte impulso a la 
EvPP en el país. La AIReF, donde 
en 2021 se ha creado una División 
de Evaluación del Gasto Público, 
se ha convertido en el principal 
agente evaluador en los últimos 
años en el nivel central de Gobier-
no desde que en 2017 realizara su 
primera evaluación. El Gobierno 
central encarga periódicamente 
a la AIReF los llamados spendings 
reviews (el primero abarcó el pe-
ríodo 2018-2021 en tres fases 
y un segundo constará de cinco 
fases que se desarrollarán en el 
período 2022-2026) y otras eva-

de todo, el papel del Parlamento 
en la EvPP es limitado, aunque ha 
comisionado algunos estudios 
emblemáticos a cuatro centros 
universitarios y en 2019 contaba 
con un presupuesto para encar-
gar otros. 

En Francia no existe un orga-
nismo de coordinación ni una 
política de EvPP a nivel nacional. 
Cada ministerio programa su pro-
pio plan de trabajo. Aun así, cabe 
mencionar el programa de eva-
luación que el Gobierno propuso 
en 2012 en el marco de la iniciati-
va de Modernización de la Acción 
Pública (MAP). Esta iniciativa dio 
lugar a más de 80 informes de 
evaluación (Lacouette-Fougère y 
Simon, 2020). Además, France 
Stratégie, organismo de prospec-
tiva dependiente del primer mi-
nistro, creado en 2013 y sucesor 
del Centre d’Analyse Stratégique, 
ha asumido tareas de evaluación 
que representan el 20 por 100 del 
total de sus actividades (Consejo 
de Estado francés, 2020). Tam-
bién han surgido otros actores, 
en particular centros de evalua-
ción económica, que son respon-
sables de alrededor del 15 por 
100 de las evaluaciones. Según la 
Sociedad Francesa de Evaluación, 
entre 2007 y 2017, se produjeron 
unas 236 evaluaciones por año, 
un 45 por 100 de las mismas por 
parte del Estado central. Del con-
junto de las evaluaciones, un 12 
por 100 son ex ante, un 43 por 
100 durante y un 46 por 100 ex 
post; en un 50 por 100 se aplicó 
una metodología mixta o cuanti-
tativa  (13).  

Por último, en 2013, la Secre-
taría General para la Moderniza-
ción del Estado (SGMAP) puso 
en marcha algunos proyectos 
con enfoque experimental en 
diversos sectores de política pú-
blica. Más tarde, estas respon-
sabilidades se situaron en una 

Desde 2018, la Oficina de 
Gestión y Presupuesto (OMB)  
de la Casa Blanca cuenta con 
un pequeño equipo, el Evidence 
Team, encargado del impulso de 
la evaluación y su coordinación en 
la Administración federal, aunque 
los ministerios pueden decidir las 
evaluaciones que realizan y que 
incluyen en sus planes. Algunos 
ministerios cuentan con potentes 
unidades de análisis y evaluación, 
por ejemplo, el Ministerio de  
Trabajo y su oficina CEO  (11). 

El Congreso de los Estados 
Unidos dispone de tres organis-
mos que realizan actividades de 
evaluación, aunque no necesa-
riamente de impacto. La General 
Accounting Office (GAO) cuenta 
con un importante presupuesto 
y realiza fundamentalmente au-
ditorias y análisis de la eficacia 
y eficiencia. Elabora entre 600 y  
700 análisis al año y el segui-
miento de sus recomendacio-
nes se puede consultar en línea 
(OCDE, 2021)  (12). Además 
de ella, el Congreso cuenta un  
Servicio de Investigación (CRS) 
que realiza análisis legislati-
vos y una Oficina Presupuesta-
ria (CBO). Esta última, elabora 
proyecciones económicas y pre-
supuestarias y estimaciones de 
coste de los proyectos de ley y 
otras normas. 

En Francia se pueden identifi-
car algunas experiencias de eva-
luación en diversos ministerios 
desde la década de 1960, pero 
la EvPP ha sufrido altibajos a lo 
largo del tiempo. Desde 2008, la 
constitución francesa mandata 
al Tribunal de Cuentas que asis-
ta al Parlamento y al Gobierno 
en la EvPP (Consejo de Estado 
de Francia, 2020). En 2009, se 
creó el Comité de Evaluación 
y Control (CEC), que coordina 
una media de seis informes de 
evaluación cada año. A pesar  
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periódica, entre otros), como la 
Oficina del Análisis del Empleo 
recogida en el Anteproyecto de 
la Ley de Empleo. También cabe 
destacar la puesta en marcha 
de proyectos piloto innovado-
res, como los financiados por el  
Ministerio de Inclusión, Seguridad  
Social y Migraciones y ejecutados 
por las administraciones sub-
centrales alrededor del ingreso 
mínimo vital y su evaluación, que 
debe estar lista en 2024  (17). 
En el desarrollo y evaluación de 
estos itinerarios de inclusión, el 
Ministerio de Inclusión colabo-
ra con una organización nacio-
nal, el Cemfi, vinculada al Banco 
de España, y otra internacional, 
J-Pal, con experiencia en ensayos 
de control aleatorio  (18).

III. 	 LA CAPACIDAD 
EVALUADORA: 
RECURSOS Y 
EXPERIENCIA  

En Suiza, la Sociedad de  
Evaluación ha tenido una gran 
influencia en el desarrollo de la 
evaluación, en particular desde 
2001, cuando realizó una im-
portante labor en la formaliza-
ción de los estándares de eva-
luación que se basaron en los 
de Estados Unidos. Aunque el 
número de personas dedicadas 
a la evaluación en la Adminis-
tración federal ha crecido en los 
últimos años (Horber-Papazian y 
Baud-Lavigne, 2019), la mayor 
parte de las evaluaciones se con-
tratan externamente y el papel 
de la Administración y de la 
académica en su ejecución ha 
disminuido. Cada vez más, las 
administraciones se limitan a 
diseñar los proyectos de forma 
estandarizada. Las consultoras 
ya establecidas invierten crecien-
tes recursos en la elaboración 
de los proyectos con los que se 
presentan a las muy competidas 
licitaciones para asegurar que 

la propia Constitución se refiere  
a la asignación equitativa del 
gasto público y a que su pro-
gramación y ejecución respon-
derán a los criterios de eficacia 
y eficiencia.  Igualmente, la Ley 
Orgánica de Estabilidad Presu-
puestaria y Sostenibilidad Finan-
ciera establece el principio de 
eficiencia en la asignación y uti-
lización de los recursos públicos. 
Sin embargo, estas menciones 
no han garantizado la práctica 
de la EvPP. Tampoco es claro 
que todas estas referencias alu-
dan a actividades que puedan 
considerarse como EvPP y no 
como ejercicios de fiscalización 
o auditoría. En cualquier caso, 
en 2021, el Gobierno de España 
abrió una consulta pública para 
la redacción de un anteproyecto 
de ley y el Plan Normativo nacio-
nal para 2022 incluye la aproba-
ción de una ley de evaluación en 
el último trimestre de 2022  (15). 

Además, el Plan de Recupe-
ración, Transformación y Resi-
liencia (PRTR) presentado por el 
Gobierno en 2021 para acceder 
a los nuevos instrumentos co-
munitarios de financiación Next 
Generation EU, menciona la EvPP 
en varios de sus componentes 
(muy concretamente en el 11 
sobre Modernización de las Ad-
ministraciones Públicas; y en el 
29 sobre Mejora de la Eficacia 
del Gasto Público). Por un lado, 
consolida el papel que tendrá 
la AIReF como organismo eva-
luador reforzando su indepen-
dencia, profesionalidad, siste-
maticidad y la relevancia de sus 
evaluaciones  (16). 

Además, en los últimos meses 
de 2021 y en 2022 algunos an-
teproyectos de ley están incorpo-
rando en su articulado compro-
misos relevantes en materia de 
evaluación (creación de estruc-
turas de evaluación, evaluación 

luaciones concretas (alrededor de 
doce comunidades autónomas 
le han encargado también varias 
evaluaciones). La AIReF se crea en 
2013 como respuesta a la crisis 
de 2008 para el refuerzo de la es-
tabilidad presupuestaria y gracias 
al impulso europeo, y está regu-
lada en su Estatuto Orgánico de 
2014. En este sentido, la puesta 
en marcha de la evaluación en la 
AIReF genera importantes siner-
gias con su función tradicional: su 
misión de garante de las finanzas 
públicas se enriquece ahora con 
los análisis de la calidad del gasto 
público. Su independencia se ga-
rantiza por, entre otros mecanis-
mos, su forma de financiación 
mediante una tasa y el modo de 
selección de su presidenta, que 
requiere la mayoría absoluta del 
Parlamento y se realiza fuera de 
las legislaturas.

Además de la AIReF, en la Ad-
ministración central existen otros 
organismos que realizan evalua-
ciones. Es el caso del Instituto de 
Estudios Fiscales o el menciona-
do IEPP. Algunos ministerios rea-
lizan internamente evaluaciones 
o las subcontratan con terceros. 
Finalmente, el Tribunal de Cuen-
tas (vinculado al Parlamento) 
y la Intervención General de la 
Administración del Estado (de-
pendiente del Ejecutivo) realizan 
tareas de fiscalización y auditoría 
pública y otras actividades cerca-
nas a la EvPP. 

Aunque en España no exis-
te una ley de EvPP, Onrubia- 
Fernández y Sánchez-Fuentes 
(2019, p. 236) detectan «una 
presencia… extensiva y hasta 
bastante exagerada del término 
evaluación en nuestra legisla-
ción». Recientemente, por ejem-
plo, la evaluación de los resulta-
dos de las políticas se menciona 
en la Ley de Régimen Jurídico del 
Sector Público de 2015. Además, 
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su página web  (21) y las capaci-
dades de las unidades de evalua-
ción de ministerios y la calidad de  
las evaluaciones. La División  
de Resultados, formada por unos 
50 analistas, apoya el desarro-
llo de unidades de evaluación 
dentro de los ministerios (OCDE, 
2021). Ofrece también forma-
ción en las denominadas drop-in 
sessions para los evaluadores y 
las difunde a través de las redes 
sociales (OCDE, 2021). Canadá 
dispone de numerosas guías de 
evaluación. Entre las últimas, 
destaca una sobre la evaluación 
con perspectiva de género  (22).

Por último, Canadá también 
ha desarrollado una hoja de ruta 
para la explotación de datos de 
la Administración. El trabajo con-
junto del TBS, de Statistics Canada  
y de los distintos ministerios y la 
comunidad evaluadora se con-
sidera un factor de éxito que ha 
mejorado el uso de los datos. 

En Alemania, las evaluacio-
nes son realizadas principal y 
regularmente por institutos de 
investigación no universitarios 
más o menos vinculados a las 
estructuras gubernamentales y al 
mundo académico y a los que la 
Administración realiza sus encar-
gos. Estos institutos están muy 
presentes en el debate económi-
co y son también productores de 
datos estadísticos. Algunos son 
generalistas (Centro de Investiga-
ción en Ciencias Sociales de Ber-
lín [WZB]; Instituto Alemán de 
Investigación Económica [DIW]); 
otros están especializados en 
un tema concreto (Instituto de 
Economía Laboral [IZA]; Instituto 
de Investigación sobre el Empleo 
[IAB]). Algunos son empresas 
privadas, la mayoría sin ánimo de 
lucro y en parte con financiación 
pública. Otros están vinculados 
por ley a las autoridades admi-
nistrativas, como el IAB, crea-

En 2018 se pusieron en marcha 
19 iniciativas en los ministerios 
consistentes en experimentos, el 
desarrollo de sistemas de indi-
cadores en políticas como la de 
medioambiente o formas inno-
vadoras de analizar los datos. En 
2021, se publicó un informe con 
las conclusiones de esta iniciati-
va  (19). 

En el contexto de Insight into 
Quality se han tomado medidas 
que en parte respondían a la dis-
cusión existente entre los exper-
tos sobre la necesidad de esta-
blecer estándares de evaluación. 
La deficiente calidad de los policy 
reviews ya había llevado a desa-
rrollar un instrumento denomi-
nado beleidsdoorlichtingen, con-
sistente en listado de cuestiones 
que debe responder de forma 
estandarizada cada ministerio. 
Las respuestas son examinadas 
por un experto externo y envia-
das al Parlamento por el Consejo 
de Ministros. El instrumento se 
ha revisado en varias ocasiones. 
Se ha desarrollo un programa 
de formación y elaborado una 
interesante caja de herramientas 
(toolbox beleidsevaluatie) que 
puede consultarse en línea  (20). 

En Canadá, la mayoría de las 
evaluaciones de los programas 
son realizadas internamente por 
unos 450 evaluadores del Go-
bierno federal (Baïz et al., 2019). 
Al crecer la demanda interna de 
evaluación, algunos evaluadores 
que trabajaban en firmas priva-
das han pasado a formar parte 
de la plantilla de la Administra-
ción. Esto ha hecho que se con-
traten menos proyectos de eva-
luación completos con el sector 
privado y se licite prioritariamen-
te el trabajo de campo (Gauthier, 
Lahey y Jacob, 2022, p. 150). El 
Consejo del Tesoro (TBS) evalúa 
y certifica las competencias de 
los evaluadores, que detalla en 

pueden conseguirlos. Ello hace 
que, cuando lo ganan, destinen 
menos recursos a la ejecución 
del proyecto dado el trabajo rea-
lizado ex ante. Además, en los 
últimos años se ha detectado un 
incremento de la burocratización 
del proceso que ha contribuido a 
que las evaluaciones tengan un 
cariz más legalista y se parezcan 
más a las auditorías (Widmer, 
2020). El país discute si sería ne-
cesario diseñar un mecanismo de 
acreditación de los evaluadores. 
Finalmente, los recursos financie-
ros asignados a la evaluación en 
el nivel federal se han estancado 
durante muchos años (Horber-
Papazian y Baud-Lavigne, 2019).

En Holanda, en los ministerios 
no hay unidades de evaluación 
como tales. La mayoría de las 
evaluaciones se contratan con 
consultoras, con la academia o 
con institutos de investigación 
semiindependientes El porcen-
taje que se hace internamente 
en cada ministerio varía y, en 
parte, depende de la experiencia 
(Klein Haarhuis, 2020, p. 90). 
En 2018, el Gobierno puso en 
marcha la operación Insight into 
Quality dirigida por el Ministerio 
de Hacienda para mejorar las 
políticas, desde su diseño a su 
evaluación de impacto (Ministe-
rio de Hacienda holandés, 2021). 
Esta iniciativa respondía a las 
críticas del Tribunal de Cuentas 
y de un Grupo de Estudio sobre 
Fiscalidad que consideraban que 
la información que se obtenía 
de las políticas no era de calidad 
suficiente. Durante los años que 
ha durado la iniciativa, los mi-
nisterios debían: identificar los 
asuntos de política pública que 
era necesario investigar, mejorar 
la fundamentación de las po-
líticas que querían proponer y 
planificar las evaluaciones. Ello 
debía configurar una Agenda 
de Evaluación Estratégica (AEE). 
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cuantitativas y cualitativas apli-
cables a la evaluación  (26). En 
2019 se actualizó el Public Value  
Framework  (27) que ayuda a 
que los ministerios revisen las 
políticas en marcha para detectar 
posibles asuntos a mejorar.

En Estados Unidos, los mi-
nisterios pueden desarrollar sus 
evaluaciones o contratarlas con 
terceros. La Ley de la Eviden-
cia introdujo la llamada Agenda 
de Aprendizaje (AA) que debe 
formar parte del plan estratégi-
co de la agencia o ministerio e 
identificar qué temas de política 
pública necesitan evidencia y 
cómo se abordará su análisis, 
incluyendo la metodología que 
se utilizará. Existen numerosas 
guías para elaborar la AA. En 
particular, la Oficina de Cien-
cias de la Evaluación (OES) ha 
desarrollado un interesante ma-
terial de apoyo  (28), tanto para 
la elaboración de las AA como 
para el diseño de los planes de 
evaluación y el análisis de las ca-
pacidades de los ministerios. La 
oficina cuenta con 30 efectivos, 
entre los cuales se encuentran 
investigadores de numerosas 
disciplinas que proporcionan 
apoyo al Gobierno para el dise-
ño y EvPP utilizando un enfoque 
de ciencias del comportamiento. 
Entre 2015 y 2022 han llevado a 
cabo más de 90 evaluaciones de 
impacto en 20 agencias guber-
namentales de distintos sectores. 

Tras la aprobación de la Ley 
de Evidencia de 2018, el Gobier-
no está realizando un intenso es-
fuerzo por mejorar la capacidad 
de los ministerios para obtener 
evidencias, cuya situación es muy 
desigual (Donaldson, Donaldson 
y Renger, 2022). Cada ministerio 
debe evaluar su capacidad para 
trabajar con evidencia y propo-
ner formación u otras estrategias 
para mejorarla. Además, la Ley 

El Gobierno del Reino Unido 
realiza un esfuerzo intenso para 
la mejora de la capacidad eva-
luadora interna, aunque con 
frecuencia las evaluaciones se 
subcontratan con consultoras 
o centros de investigación bus-
cando independencia. Existen 
tres iniciativas destacables. La 
primera fue la creación en 2004 
de la Policy Profession. Para este 
grupo de empleados públicos se 
exigen competencias en evalua-
ción que se describen en 23 cri-
terios, entre los que se encontra-
ban algunos como: comprender 
la importancia de evaluar las po-
líticas, utilizar evaluaciones an-
teriores para analizar la eficacia 
de las políticas; capacidad para 
criticar una evaluación desde un 
punto de vista metodológico e 
identificar estrategias de inves-
tigación; experiencia práctica en 
una serie de métodos de evalua-
ción o capacidad para encargar 
evaluaciones y apoyar su uso en 
el proceso de toma de decisiones 
(Baïz et al., 2019). Estos criterios 
se han utilizado para la selección 
de un volumen de personal que 
en 2017 ascendía a casi 18.300 
personas. También existe forma-
ción continua para los departa-
mentos ministeriales. 

Desde 2015, el equipo de 
What Works anima a los minis-
terios a publicar las preguntas 
sobre las que les gustaría conse-
guir evidencia (Áreas de Interés 
para Investigar, ARI) (Boaz et. 
al., 2021). En 2022, se ha pu-
blicado un guía para elaborar-
los  (24). Además, el Ministerio 
de Hacienda actualizó en 2020 
los Libros Verde y Magenta  (25) 
sobre evaluación que se utilizan 
como guías de EvPP y reflexionan 
sobre las capacidades necesa-
rias para evaluar. El Libro Ma-
genta cuenta, con una adenda 
metodológica de 2020, en el 
que se presentan 30 técnicas 

do por el Ministerio de Trabajo. 
Cuentan con una financiación y 
un personal relativamente im-
portantes, al menos desde la dé-
cada de 2010. La disponibilidad 
de datos en algunos sectores, 
como el del mercado laboral, 
favorece la evaluación (Baïz et 
al., 2019).

En Alemania, algunos análisis 
han mostrado que no existe una 
falta de voluntad política o admi-
nistrativa en relación con la EvPP. 
El problema reside más bien en 
la capacidad ministerial para rea-
lizar evaluaciones. En 2013, un 
informe del Tribunal de Cuentas 
demostró que las evaluaciones 
presentan problemas en cuan-
to a su alcance, metodología y 
la expertise de los evaluadores 
(Stockmann y Meyer, 2020). En 
algunos ministerios se ofrece 
formación sobre metodología 
de EvPP, de manera sistemática 
(Baïz et al., 2019). Aun así, el 
Tribunal de Cuentas y el Consejo 
Nacional de Control de la Regu-
lación han amonestado a los mi-
nisterios en alguna ocasión por 
la calidad de sus evaluaciones. 

En la actualidad, Alemania no 
dispone de directrices generales 
sobre cómo llevar a cabo eva-
luaciones de impacto o supervi-
sar la eficacia de los programas, 
pero se están elaborando  (23). 
Algunos ministerios han publi-
cado orientaciones internas. El 
Consejo Nacional de Control de 
la Regulación (NKR), como ór-
gano consultivo independiente, 
ha desarrollado un modelo de 
buena evaluación que puede 
utilizarse como posible base para 
las normas de evaluación de los 
ministerios federales. La Socie-
dad Alemana de Evaluación ha 
publicado unos estándares de 
evaluación que se espera que 
puedan contribuir a mejorar la 
calidad de las evaluaciones. 
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externo (consultoras y/o univer-
sidades) para la mayoría de las 
evaluaciones, pero se involucra 
intensamente con cada uno de 
los equipos externos, diseñando 
y dirigiendo las evaluaciones y 
coordinando su gobernanza. El 
IEPP ha desarrollado numero-
sas guías de evaluación, pero 
su actividad evaluadora de los 
últimos años es limitada. Ambas 
instituciones imparten semina-
rios de formación. Por su parte, 
desde hace algunos años exis-
te el Grupo de Referencia en 
Evaluación de la Administración 
General del Estado que se reúne 
mensualmente. 

Uno de los asuntos que más 
se ha discutido en los últimos 
años en España ha sido la dispo-
nibilidad de datos para la realiza-
ción de las evaluaciones. En este 
sentido, la AIReF (2020) propuso 
el diseño de una estrategia na-
cional  (30) que fue compartida 
también por la comunidad cien-
tífica e investigadora (Almunia 
y Rey Biel, 2021) y que debería 
requerir avances legales para que 
los datos se produzcan, además 
de con fines estadísticos, con 
fines de investigación y evalua-
ción de políticas públicas a la vez 
que se crean uno o varios reposi-
torios de la información que sean 
accesibles por las instituciones y 
la academia. En los últimos años 
se han producido algunos avan-
ces, como la puesta en marcha 
del Plan de Gobierno Abierto, la 
creación de la Oficina del Dato 
para dinamizar la compartición 
y el uso de los datos en todos 
los sectores productivos; se ha 
comenzado la trasposición de la 
Directiva UE 2019/1024 sobre 
datos abiertos y la reutilización 
de la información del sector pú-
blico; el Plan Estadístico Nacional 
2021-2024 incluye el incremento 
de la explotación de los regis-
tros administrativos o el esta-

planteamiento de los objetivos 
en las evaluaciones, pero tam-
bién algunas carencias metodo-
lógicas, de recogida de datos y 
problemas de replicabilidad que 
en parte fueron corrigiéndose 
con el apoyo de la Secretaria  
General para la Modernización 
de la Acción Pública y con el 
propio aprendizaje de los eva-
luadores. Algunos de ellos tenían 
experiencia en auditorias o en 
inspección de servicios, pero no 
en evaluación (Lacouette-Fougè-
re y Simon, 2020). Según el Con-
sejo de Estado francés (2020), el 
Ministerio de Acción y Cuentas 
Públicas promueve la evaluación 
y proporciona apoyo financiero y  
metodológico a los ministerios. 
De acuerdo con la Sociedad fran-
cesa de Evaluación, casi el 65 
por 100 de las evaluaciones se 
han encargado a consultoras 
privadas, un 3 por 100 a las uni-
versidades y el resto, un 27 por 
100, a distintos órganos de la 
Administración. 

En los últimos años, France 
Stratégie ha elaborado nume-
rosas guías metodológicas y ha 
organizado seminarios dedica-
dos a la evaluación. También 
se ha trabajado en la mejora de 
disponibilidad de información 
con la creación del Centro de 
Acceso Seguro a los Datos en 
el que están involucrados varios 
ministerios y centros de investi-
gación  (29). 

En España, salvo algunas uni-
dades especializadas, la capaci-
dad para hacer evaluaciones de 
los ministerios es limitada debido 
a la falta de experiencia. Por su 
lado, los organismos encarga-
dos de evaluar cuentan con un 
número de efectivos reducido 
(el IEPP cuenta con once, y en  
la AIReF el personal dedicado a la  
evaluación no asciende a una 
decena). La AIReF busca apoyo 

de Evidencia requiere que los 
ministerios diseñen un Plan de 
Evaluación Anual y designen a 
un responsable de evaluación, 
cuya cualificación y funciones 
se establecen con detalle (véase 
OMB, 2021, pp. 29 y ss.). El res-
ponsable de evaluación diseña y 
aplica la política de evaluación 
y supervisa las evaluaciones y es 
el enlace con la OMB de la Casa 
Blanca. En 2019, la OMB creó 
un consejo interdepartamental 
para apoyar el desarrollo de estas 
capacidades en todo el Gobierno 
federal. La Ley de Evidencia prevé 
que la Oficina de Gestión de Per-
sonal (OPM) identifique las com-
petencias necesarias para evaluar 
programas y defina la cualifica-
ción de los profesionales.

Finalmente, cabe destacar 
que la Ley de Evidencia se diseñó 
en parte para garantizar la dis-
ponibilidad y calidad de los datos 
administrativos en las evaluacio-
nes. Cada agencia debe nombrar 
un órgano de gobernanza del 
dato que será responsabilidad 
de un jefe de datos nombrado 
entre el personal cualificado de 
la agencia. Además, debe haber 
una responsable de estadísticas. 
La Ley de Evidencia incorpora la 
Ley de Datos Abiertos del Esta-
do, que obliga a los organismos 
a publicar información en línea 
usando formatos reutilizables 
(OMB, 2021). 

En Francia, los servicios es-
tadísticos de algunos ministe-
rios utilizan los datos que pro-
ducen para hacer evaluaciones. 
Las áreas con más evaluaciones 
son también las que producen 
más datos: economía, sani-
dad, servicios sociales y empleo  
(Lacouette-Fougère y Simon, 
2020). Una interesante metae-
valuación de 80 informes reali-
zados entre 2012 y 2017 detec-
tó buenas prácticas relativas al 
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evaluaciones varía mucho entre 
sectores. Los receptores de las 
evaluaciones son, sobre todo, los 
responsables de los programas 
evaluados y los controladores 
del gasto, más que los responsa-
bles políticos de la adopción de 
decisiones (Stockmann y Meyer, 
2020). Desde la legislatura com-
prendida entre 2005 y 2009, 
el término evaluación empezó 
a mencionarse en las interven-
ciones de los parlamentarios 
con más frecuencia (Stockmann 
y Meyer, 2020). El interés del  
Parlamento por la evaluación ha 
crecido con el tiempo: las comi-
siones demandan con frecuencia 
informes científicos y pueden 
solicitar evaluaciones de impacto 
de los proyectos de ley. También 
puede pedir al gobierno que rea-
lice evaluación y presente sus 
resultados al Parlamento. 

En el Reino Unido, el Servicio 
Gubernamental de Investigación 
Social (GSR) presentó un proto-
colo de publicaciones, actuali-
zado en diciembre de 2021, que 
ha hecho que varios ministerios 
difundan sus evaluaciones  (33). 
La experiencia más conocida es 
la desarrollada por los nueve 
Centros What Works con una 
estrategia clara de divulgación 
sistemática de sus hallazgos en 
los diferentes temas en los que 
trabajan (reducción de la crimi-
nalidad, envejecimiento, sinho-
garismo, infancia, educación 
infantil o sanidad)  (34). What 
Works ha puesto en marcha las 
llamadas auditorias de pruebas o 
de evidencia para mejorar la pro-
ducción, difusión y asimilación 
de las evaluaciones de impacto.

Por lo que se refiere al uso 
de las evaluaciones, entre 2015 
y 2020, la NAO manifiesta que 
ha realizado 967 recomenda-
ciones, de las cuales 807 se han 
debatido con las organizacio-

evaluaciones llevadas a cabo por 
los distintos actores. Por lo que 
se refiere a la Administración 
federal, un 65 por 100 de aque-
llos que habían participado en 
una evaluación percibían que 
su utilización había sido elevada  
(Horber-Papazian y Baud-Lavigne,  
2019).

En Holanda, los informes de 
evaluación suelen publicarse y 
enviarse al Parlamento  (32). Los 
evaluadores pueden generalmen-
te hacer uso de las evaluacio-
nes para hacer presentaciones o 
escribir artículos científicos. En 
2021, un Informe del Tribunal de 
Cuentas puso de manifiesto que, 
de los 26 proyectos de ley que los 
ministros enviaron al Parlamento 
durante seis meses de 2020, casi 
dos tercios contenían una justifi-
cación insuficiente de las medidas 
de política pública que propo-
nían (Ministerio de Hacienda de 
Holanda, 2021). El Parlamento 
acostumbra a utilizar las evalua-
ciones. Un interesante estudio en-
contró que los evaluados querían 
que las evaluaciones de impacto 
recogieran también propuestas 
para modificar las políticas, que  
la evaluación sirviera para revisar la  
teoría del cambio (o conjunto de 
hipótesis en las que se apoya una 
intervención pública) que había 
dado lugar a la política y sugerían 
la creación de repositorios que 
sistematizaran los resultados de 
las evaluaciones (Klein Haarhuis, 
2016). 

En Canadá, el Policy on Re-
sults establece que los informes 
de evaluación elaborados por 
los ministerios y agencias deben 
publicarse. En Alemania, algunos 
organismos, como la Agencia 
de Cooperación Internacional, 
acostumbran a publicar todas 
sus evaluaciones, pero esto no 
siempre ocurre en el resto de 
los ministerios y el uso de las 

blecimiento de una arquitectura  
de datos comunes procedentes de  
distintos registros administra-
tivos, entre otras cosas (Arroyo  
y Fernández Albertos, 2021;  
Rodríguez Póo y Salcedo Galiano, 
2021). Un paso relevante en este 
sentido y que sienta las bases del 
diseño propuesto por la AIReF es 
el nuevo marco de colaboración 
establecido entre INE, Banco de  
España, la Agencia Estatal  
de la Administración Tributaria, 
la Seguridad Social y el Servicio 
Público de Empleo Estatal, que 
han creado un grupo de trabajo 
con la finalidad de que se reu-
tilice la información estadística 
disponible por estos organismos 
por parte de los investigado-
res de forma que se permita el 
máximo aprovechamiento social 
dentro de lo que establece la 
legislación estadística. 

IV.	 LA DIFUSIÓN Y LA 
UTILIZACIÓN DE LA 
EVALUACIÓN

En Suiza, la Ley de Libertad de 
Información exige que los infor-
mes de evaluación sean accesi-
bles. Además, se dispone de una 
base de datos nacional (ARAMIS) 
que, en principio, reúne las eva-
luaciones, entre otra informa-
ción  (31). Ello no significa que 
las evaluaciones sean conocidas 
por el público general o la pren-
sa. Aun así, las evaluaciones que 
solicita el Parlamento tienen una 
importante dimensión política 
ya que este puede controlar su 
aplicación por el Ejecutivo. La 
existencia de las disposiciones 
de evaluación y la posibilidad de 
solicitar una evaluación sobre 
determinadas medidas parece 
tener influencia en los debates 
parlamentarios, contribuyendo 
a obtener consensos sobre las 
medidas (Widmer, 2000). Nu-
merosos estudios han tratado 
de estimar la utilización de las 
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rados ubican el caso español en 
un lugar modesto. Jacob, Speer 
y Furubo (2015) sitúan a España 
entre los países con un grado 
de madurez medio. Más recien-
temente, Stockmann, Meyer y 
Taube (2020) encuentran que 
España alcanza un grado medio-
bajo de institucionalización de la 
evaluación. Sin embargo, estos 
estudios no incluían las iniciati-
vas que en materia de EVPP ha 
puesto en marcha España en los 
últimos cinco años. La EvPP en 
nuestro país ha experimentado 
altibajos, pero en la actualidad 
atraviesa su momento de mayor 
apogeo en los tres últimos lus-
tros (Casado y Del Pino, 2021). 
Con todo, la EvPP no es aún una 
práctica consolidada en España 
y ello hace conveniente explorar 
los problemas y los avances de 
países con más experiencia, lo 
cual ayudará además a calibrar 
los nuestros. 

En este artículo se ha exa-
minado la situación de la EvPP 
en ocho países. En cada uno de 
ellos, se han analizado distintos 
elementos que ayudan a valorar 
hasta qué punto la evaluación 
está institucionalizada dentro 
de sus sistemas político-admi-
nistrativos. El artículo ha anali-
zado el nivel central de Gobier-
no, aunque en algunos países 
como Suiza, Canadá, Alemania o  
España los Gobiernos subcentra-
les llevan crecientemente a cabo 
evaluaciones (Widmer, 2020; 
Lahey, et al., 2020; Stockmann y 
Meyer, 2020; Casado y Del Pino, 
2021, respectivamente). Otra 
limitación del artículo es que no 
se han incluido los análisis de 
impacto normativo que son una 
práctica en aumento en todos 
los países aquí estudiados, pero 
que en pocas ocasiones pue-
den ser considerados como EvPP 
(Pattyn et al., 2018). 

que sirva para la adopción de 
decisiones. 

En España, el IEPP y la AIReF 
publican sus evaluaciones, pero 
no es fácil encontrar evaluacio-
nes en los ministerios. No exis-
ten datos sistemáticos sobre la 
utilización de las evaluaciones. 
El reciente PRTR (202:133) del 
Gobierno central parece haber 
tomado como referencia los re-
sultados de las evaluaciones de la 
AIReF en varios sectores (políticas 
activas de empleo, simplificación 
y racionalización de los incenti-
vos a la contratación o beneficios 
fiscales). Además, otras evalua-
ciones de la AIReF han contribui-
do a la configuración de distintas 
medidas de política pública en 
industria, farmacia, fiscalidad, 
sanidad, universidades, empleo 
o el ingreso mínimo vital. 

El PRTR ha propuesto la crea-
ción de una unidad técnica en  
el Ministerio de Hacienda para el  
seguimiento de las propuestas 
de la AIReF y su incorporación 
en el ciclo presupuestario. Se 
prevé también que este mi-
nisterio remita al Consejo de  
Ministros un informe con el estado  
de tales propuestas, antes del 
31 de marzo de cada año. Asi-
mismo, propone que las evalua-
ciones de la AIReF sean llevadas 
a las conferencias sectoriales, 
donde se reúnen los ministerios 
y consejerías del ramo.

Finalmente, un resumen de 
los principales rasgos de la EvPP 
de los ocho países analizados se 
presenta en el cuadro n.º 1. 

V.	 DISCUSIÓN Y 
CONCLUSIONES 

Existen buenas razones para 
examinar la situación de la EvPP 
en España en perspectiva compa-
rada. Los últimos análisis compa-

nes evaluadas. De estas, 297 se 
implementaron, 473 están en 
proceso de implementación y 37 
se rechazaron (NAO, 2022)  (35). 
En 2016, una investigación di-
rigida por la Alliance for Useful 
Evidence reveló que la utilización 
de un formato simplificado, la 
existencia de repositorios y las es-
trategias de difusión y formación 
mejoran el uso de evidencia por 
los responsables públicos  (36). 

En Estados Unidos, los planes 
de evaluación de los ministerios 
deben incluir en la «medida de 
lo posible» información sobre 
cómo se diseminarán los resul-
tados y se utilizarán en las de-
cisiones sobre sus programas y 
políticas (OMB, 2021, p. 35). Se 
espera que el principio de publi-
car las evaluaciones se generalice 
en la Administración tras la Ley 
de Evidencia de 2018. Varios mi-
nisterios han creado centros de 
intercambio de información que 
reúnen los estudios disponibles 
en un campo determinado y los 
sintetizan en un formato accesi-
ble para no-especialistas.

Por su lado, los centros What 
Works Clearinghouse del Minis-
terio de Educación  (37) o CLEAR 
del Ministerio de Trabajo identifi-
can, resumen y divulgan eviden-
cia sobre las políticas de su sec-
tor, incluyendo la proporcionada 
por las evaluaciones de impacto 
y sobre metodología de evalua-
ción (Donaldson, Donaldson y  
Renger, 2022)  (38).

En Francia, un análisis del 
impacto de las 80 evaluacio-
nes mostró que «era posible» 
que hubiesen contribuido a los 
cambios en la política evaluada 
en un 44 por 100 de los casos 
(Delahais y Lacouette-Fougèrev, 
2017). Aun así, según el Consejo 
de Estado (2020), la EvPP todavía 
no es una verdadera herramienta 
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reconoce que las evaluaciones no 
siempre están disponibles. Algu-
nos evaluadores realizan un por-
menorizado seguimiento de sus 
propuestas y esta información se 
publica. Se percibe un creciente 
interés por las evaluaciones en 
los Parlamentos nacionales que 
se expresa de distintos modos 
(más menciones, solicitudes). En 
algunos países, existen iniciati-
vas sistemáticas para que todos 
los ministerios identifiquen los 
temas sobre los que requieren 
más evidencia y también para 
divulgar evidencia sólida sobre 
determinados programas.

NOTAS

(1) https://www.cpb.nl/en/node

(2) https://www.canada.ca/en/treasury-
board-secretariat/services/audit-evaluation/
evaluation-government-canada.html

(3) Un ejemplo de DFR puede verse aquí: 
https://www.nrcan.gc.ca/transparency/re-
porting-and-accountability/plans-and-per-
formance-reports/nrcan-strategic-outcomes-
and-program-alignment-architecture/199

(4) https://www.bundesrechnungshof.de/en/
audit-reports/products/annual-reports/2020-
annual-report-2013-complementary-report

(5) https:/ /www.bi.team/wp-content/
uploads/2013/06/TLA-1906126.pdf

(6) https://www.bi.team/

(7) https://assets.publishing.service.gov.uk/
government/uploads/system/uploads/attach-
ment_data/file/753468/RiseExperimentalGo-
vernment_Cross-GovTrialAdvicePanelUpda-
teReport.pdf 

(8) https://www.congress.gov/115/plaws/
publ435/PLAW-115publ435.pdf

(9) Delivering Government Solutions in the 
21st Century Reform Plan and Reorgani-
zation Recommendations, ver página 118 
en adelante https://www.whitehouse.gov/
wp-content/uploads/2018/06/Government-
Reform-and-Reorg-Plan.pdf

(10) https://www.whitehouse.gov/omb/
information-for-agencies/evidence-and-eva-
luation/

(11) https://www.dol.gov/agencies/oasp/
evaluation

de las evaluaciones. En el primer 
caso, algunos países han avan-
zado sustantivamente en la defi-
nición de las capacidades de los 
evaluadores y de las unidades de 
evaluación, que son examinadas 
y deben ser incluso acreditadas. 
En ocasiones, también se han 
definido estándares de evalua-
ción, a veces desde las socieda-
des de evaluación nacionales. En 
todos los países existen guías y, 
en algunos, cajas de herramien-
tas de evaluación, pero solo unos 
cuantos cuentan con unidades 
que apoyen sistemáticamente 
el desarrollo de la evaluación en 
los ministerios. Prácticamente  
en todos los países se han adop-
tado medidas para mejorar la 
disponibilidad y uso de los datos 
administrativos. 

En cuanto a la práctica de la 
evaluación, en todos los países, 
parte de las evaluaciones que 
realiza el Ejecutivo se hacen in-
ternamente, mientras que otra 
parte se contrata con terceros en 
búsqueda de mayor independen-
cia y/o calidad de la evaluación. 
Sin embargo, el porcentaje es 
variable. Además, en algunos 
países se contrata sobre todo 
con empresas privadas, pero en 
otros se recurre en mayor medi-
da a institutos de investigación 
semipúblicos. En muchos de los 
Gobiernos analizados, el ejer-
cicio de la evaluación depende 
en gran medida del sector de 
política, siendo más frecuen-
te en algunos como empleo o 
cooperación al desarrollo o allí 
donde la disponibilidad de datos 
es mayor. 

Por último, en todos los paí-
ses el uso de la evaluación su-
pone un importante reto. En la 
mayoría de ellos, hay una pre-
ocupación por la difusión, pero 
incluso en los países donde la 
publicación es obligatoria, se 

En los países de la muestra, 
la EvPP se inscribe en un marco 
regulatorio y organizativo des-
igualmente estructurado y coor-
dinado. En todos los países el 
ejecutivo y el legislativo realizan 
funciones de evaluación o que 
tienen que ver con ella. Canadá 
y Estados Unidos parecen ser los 
países en los que existe mayor 
coordinación y puede hablarse 
de una política de evaluación 
en sus Gobiernos federales. Sin 
embargo, no ocurre lo mismo en 
el resto de los países. En Alema-
nia, Francia o el Reino Unido, las 
estructuras de evaluación del eje-
cutivo funcionan en gran medida 
de forma independiente. 

En el caso del legislativo, la 
función evaluadora está más 
consolidada en unos países que 
en otros. Los tribunales de cuen-
tas realizan funciones de audito-
ria y fiscalización y, en algunos 
países, también llevan a cabo 
mayor o menor número de eva-
luaciones. Además, en varios 
países, los Parlamentos tienen 
un papel creciente para exigir al 
Ejecutivo que sustente con evi-
dencia las políticas públicas que 
propone.

En todos los países existe 
algún tipo de plasmación legal de 
la evaluación, pero es muy varia-
ble. En algunos, la evaluación se 
recoge en la constitución (Suiza 
y Francia), en otros existe una 
norma sobre el tema (Canadá  
y Estados Unidos). En la mayoría 
de los casos, la evaluación se 
recoge de manera más bien ge-
nérica en distintas disposiciones 
generales o sectoriales.   

En los países donde la EvPP 
está más consolidada, la preo-
cupación por si las políticas se 
evalúan o no ha dado paso a 
una creciente inquietud por la 
calidad y por el uso o impacto 
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Boaz, A., Oliver, K., Cuccato, G. y 
Dashwood, C. (2021). Rebuilding a 
Resilient Britain: Data and Evaluation 
Areas of Research Interest across 
Government. ARI Report, 11.

Brousselle, A. y Buregeya, J.-M. (2018). 
Theory-based Evaluations: Framing 
the Existence of a New Theory in 
Evaluation and the Rise of the 5th 
Generation. Evaluation, 24(2), pp. 
153-168.

Bustelo ,  M. (2020).  Spain. En R. 
Stockmann, W. Meyer y L. Taube (eds.), 
The Institutionalization of Evaluation 
in Europe, pp. 308-328. Cham: 
Palgrave Macmillan.

Catalá, D.,  Miguel de, M.  y Cervelló, R. 
(2015). La necesidad de la evaluación 
d e  p o l í t i c a s  p ú b l i c a s  c o m o 
herramienta de impulso a la calidad 
democrática. En: J. Marco y B. Nicasio 
(eds.), La Regeneración del Sistema: 
Reflexiones en torno a la calidad 
democrática, el buen gobierno y 
la lucha contra la corrupción, pp. 
215-232. Valencia: Asociación 
Valenciana de Politólogos.  

Casado, J. M. y Del Pino, E. (2021). 
Evoluc ión,  s i tuac ión actual  y 
retos de la evaluación de políticas 
públicas en las Administraciones 
españolas (2000-2021). Cuadernos 
Económicos de ICE, 102. 

Consejo de Estado de Francia (2020.) 
Conduire et partager l’évaluation des 
politiques publiques. Étude annuelle 
2020. París: La Documentation 
Française.

Delahais, T. y Lacouette-Fougèrev, C. 
(2017). Can evaluations really 
contribute to evidence-based policy 
making at government level? The 
case of the French Government 
M o d e r n i s a t i o n  E v a l u a t i o n s . 
3rd International Conference on 
Public Policy, Singapore.

Donaldson, S. I. y Renger, J. A. (2022). 
Evaluation in the United States 
of America. En R. Stockmann, W. 
Meyer y L. Szentmarjay (eds), The 
Institutionalisation of Evaluation in 
the Americas, pp. 355-377. Palgrave 
Macmillan.  

FEDEA, Fundación de Estudios de Economía 
Apl icada  (2021). La evaluación 
de políticas públicas en España: 
antecedentes, situación actual y 

(30) Véase la Opinión para una estrategia de 
acceso a datos administrativos https://www.
airef.es/es/opiniones/estrategia-acceso-datos-
administrativos/

(31 )  h t tps : / /www.aramis .admin .ch /
Texte/?ProjectID=28272

(32) Véase Overheid.nl.

(33) https://www.gov.uk/government/publi-
cations/government-social-research-publica-
tion-protocols

(34) https://www.gov.uk/guidance/what-
works-network#introduction

(35) https://www.nao.org.uk/wp-content/
uploads/2021/06/NAO-Annual-Report-and-
Accounts-20-21.pdf

(36) https://media.nesta.org.uk/documents/
using_evidence_what_works.pdf

(37) https://ies.ed.gov/ncee/wwc/FWW

(38) https://clear.dol.gov/
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los principales métodos de evaluación de impacto 
causal que se utilizan habitualmente tanto en la li-
teratura académica como en la práctica profesional. 
Comenzamos el trabajo con una descripción del 
problema analítico que representa la identificación 
de relaciones causales en el ámbito de las políticas 
públicas para, a continuación, hacer un repaso de 
los principales métodos estadísticos que permiten 
identificar relaciones causa-efecto.

II.	 EL PROBLEMA FUNDAMENTAL DE LA 
INFERENCIA CAUSAL EN LA EVALUACIÓN 
DE POLÍTICAS PÚBLICAS

Supongamos, a efectos ilustrativos, que quere-
mos evaluar el efecto que supone recibir clases de 
refuerzo durante el último año de bachillerato en 
el rendimiento académico obtenido en el examen 
de acceso a la universidad. Una simple correlación 
entre acudir a clases de refuerzo y el rendimiento 
académico obtenido en el examen podría mostrar 
una relación negativa entre ambas variables: a más 
clases de refuerzo, peor rendimiento académico 
en el examen de acceso. Esto podría ser debido a 
que los alumnos que acuden a clases de refuerzo 
son sustancialmente distintos a aquellos que han 
optado por no acudir a clases de refuerzo, dado 
que, previsiblemente, estos últimos son mejores 
estudiantes. Obviamente, sería un error interpretar 
esta correlación de forma causal y concluir que 
las clases de refuerzo empeoran el rendimiento 
académico. 

I.	 INTRODUCCIÓN 

L AS políticas públicas se diseñan para cumplir 
una serie de objetivos como pueden ser la me-
jora del rendimiento académico o la mejora de 

la salud, por citar algunos ejemplos. La evaluación 
de los efectos de las políticas públicas es funda-
mental para asegurar que la política cumple los 
objetivos para los que fue diseñada, para cambiar 
su diseño en caso de que no los cumpla y para ase-
gurar que el dinero público se usa eficientemente. 

El problema que surge a la hora de evaluar los 
efectos de una política pública es cómo diferen-
ciar los cambios en la variable objetivo (e. g., el 
rendimiento académico) que se deben a la política 
implementada de aquellos cambios que se deben 
a otros aspectos que también pueden influir en 
esa variable. Un análisis que no permita analizar la  
relación causa-efecto entre la política pública y  
la variable objetivo, o lo haga erróneamente, con-
ducirá a conclusiones incorrectas y, en consecuen-
cia, a decisiones erróneas. 

En los últimos años, la literatura académica ha 
desarrollado numerosos métodos de evaluación 
de impacto de las políticas públicas que permiten 
determinar con gran precisión si un cambio en una 
variable objetivo es causado por una determinada 
política pública. Pese a su importancia, el análisis 
riguroso de los efectos que cabe atribuir a una 
política pública no es habitual en el ámbito de la 
gestión pública en España. Con objeto de contribuir 
a superar esta laguna, en este artículo describimos 
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do con la variable objetivo en ausencia de la política 
pública que ha afectado al grupo de tratamiento, 
de forma que se elimine el sesgo de selección.

III.	 EL ESTÁNDAR DE ORO:  
LA ALEATORIZACIÓN

Una forma ideal de asegurar que el grupo de 
control es estadísticamente idéntico al grupo tra-
tado, excepto en el tratamiento recibido, consiste 
en aleatorizar ex ante qué individuos reciben el 
tratamiento y cuáles no. Este es el procedimien-
to utilizado habitualmente en el campo de las 
ciencias de la salud al evaluar la eficacia de un 
medicamento (e. g., una vacuna). La forma ha-
bitual de medir el impacto causal de una vacuna 
consiste, en primer lugar, en seleccionar un grupo 
de población potencialmente susceptible de con-
traer una enfermedad. A continuación, se sortea 
(se aleatoriza) a qué individuos se les administra 
el medicamento y a cuáles no (o a cuáles se les 
administra un placebo). Pasado un tiempo, se 
comparan los porcentajes correspondientes a los 
individuos del grupo tratado y del grupo de con-
trol que han contraído la enfermedad contra la 
que la vacuna pretende ser efectiva. Una diferencia 
estadísticamente significativa en el porcentaje de 
contagios en ambos grupos puede ser interpreta-
da de forma causal porque la aleatorización, junto 
con la inclusión de un número suficientemente 
grande de individuos en el análisis, asegura que el 
grupo tratado y el grupo de control son estadísti-
camente idénticos. 

El uso de experimentos aleatorios (RCT o  
randomized controlled trials) en el ámbito de las 
ciencias sociales presenta dificultades añadidas 
dadas las características de los tratamientos a ana-
lizar. Sin embargo, las dificultades adicionales no 
han impedido que desde finales de los años noven-
ta se haya generalizado su uso para investigar una 
amplia variedad de cuestiones (1). En este sentido, 
y a modo de ilustración, mencionaremos dos tipos 
de estudios representativos. 

En primer lugar, la evaluación de programas 
piloto en el ámbito educativo o sanitario. Un 
programa piloto consiste en implementar una 
política pública a pequeña escala para poder 
evaluar sus efectos antes de aplicar el programa 
a gran escala. El programa STAR, en el estado de 
Tennessee, en Estados Unidos, es la referencia 
clásica en este tipo de estudios (véase Krueger, 

 El uso de una metodología adecuada resulta 
crucial en casos como el mencionado y, en general, 
en cualquier análisis de políticas públicas, dado que 
permite identificar el efecto real de la política pública 
(e. g., las clases de refuerzo), separando ese efecto 
del que pudieran tener otras variables relacionadas 
(e. g., la capacidad previa de los estudiantes inclui-
dos en la comparación) en la variable objetivo.

El problema que se plantea desde el punto de 
vista del análisis causal es que para cada individuo 
que incluyamos en nuestro análisis únicamente 
observaremos un estado de la naturaleza: o bien 
el individuo ha recibido clases de refuerzo en el 
momento de hacer el examen de acceso, o no 
las ha recibido. Este problema hace que no se 
pueda calcular directamente el efecto causal de 
esa variable para cada individuo concreto. Eso no 
impide, sin embargo, siempre que dispongamos 
de una muestra suficientemente grande de indivi-
duos, que podamos calcular el efecto causal que 
ha tenido el programa, en media, comparando el 
rendimiento de un grupo de individuos beneficiario 
del programa (grupo tratado) con el de un grupo 
de individuos no beneficiarios del mismo que sean 
lo suficientemente parecidos (grupo de control). La 
razón es que al comparar dos grupos de individuos 
que, en media, tienen características similares en 
todas las variables que podrían influir en la variable 
objetivo, excepto el tratamiento recibido, las dife-
rencias en la variable objetivo que se observen solo 
podrían ser atribuidas al tratamiento, precisamente 
porque, en el resto de las características, ambos 
grupos serían iguales.

Si ambos grupos fuesen diferentes, al comparar 
la nota media obtenida en el examen de acceso a la 
universidad de cada grupo, esta diferencia vendría 
explicada, en parte, por el efecto que estas otras 
características tienen en el rendimiento académico. 
En este caso, la diferencia de notas medias entre los 
dos grupos podría descomponerse en dos efectos: 
el efecto del tratamiento y el efecto de estas otras 
características que diferencian a ambos grupos 
que, siguiendo la terminología habitual, podemos 
denominar sesgo de selección. Es decir, la existencia 
de dicho sesgo hace que la diferencia de medias no 
coincida con el efecto causal del tratamiento que 
queremos analizar.

El problema fundamental de la evaluación de 
políticas públicas consiste, en consecuencia, en en-
contrar un grupo contrafactual adecuado que per-
mita estimar de forma precisa lo que habría ocurri-
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IV.	 EXPERIMENTOS NATURALES

En los dos tipos de análisis mencionados ante-
riormente se elimina el sesgo de selección mediante 
la aleatorización ex ante de tratamiento. La alea-
torización ex ante, sin embargo, no puede llevarse 
a cabo para evaluar la gran mayoría de políticas 
públicas. Dos son las razones: o bien porque no se 
previó la realización de un piloto antes de la im-
plementación de la política pública por su elevado 
coste o porque la naturaleza del tratamiento impide 
su aleatorización. En algunos casos, sin embargo, 
también puede llevarse a cabo una evaluación 
causal apoyada en la aleatorización que se produ-
ce involuntariamente, de forma «natural», por la 
forma en la que se llevó a cabo la política pública 
o por un fenómeno azaroso que permite identificar 
individuos que aleatoriamente han recibido o no un 
determinado tratamiento de interés. A este tipo de 
estudios se les denomina experimentos naturales. 

En el ámbito de las ciencias sociales y del análisis de  
políticas públicas ha habido muchos ejemplos  
de experimentos naturales a lo largo de las últimas 
décadas. Uno de los ejemplos recientes más conoci-
do es el análisis de los efectos de Medicaid, seguro 
público de salud estadounidense para individuos 
de rentas bajas (véase Finkelstein et al., 2012). En el 
año 2008, en Oregón, se abrió de forma transitoria 
la posibilidad de que nuevos individuos que no te-
nían suscrito un seguro privado de salud pudieran 
beneficiarse del programa Medicaid. La respuesta 
fue una avalancha de nuevas solicitudes de forma 
que el estado de Oregón, al no poder cubrir todas 
las solicitudes, decidió sortear entre ellas a quienes 
tendrían finalmente acceso al programa. La decisión 
política de sortear qué individuos serían finalmente 
beneficiarios es equivalente a un ensayo aleatorio, 
aunque no se hubiese planificado previamente. 
Esa decisión permitió posteriormente estudiar los 
efectos causales de tener seguro de salud en nu-
merosas cuestiones de interés como la frecuencia 
de utilización de servicios sanitarios, la salud física 
o mental, el empleo, el salario recibido o incluso la 
participación política (2). 

En España, también hay circunstancias institu-
cionales que dan lugar a aleatorizaciones naturales 
de interés para las ciencias sociales y las políticas 
públicas. Mencionaremos, a efectos ilustrativos, 
el análisis de los sesgos de género en la selección 
de los funcionarios públicos realizado por Bagues 
y Esteve-Volart (2010). Los distintos tribunales de 
evaluación de los candidatos a distintos cuerpos 

1999). El programa STAR pretendía evaluar el 
efecto de la reducción del número de alumnos 
por aula en el rendimiento académico aleato-
rizando el número de alumnos por aula en los 
colegios que voluntariamente eligieron participar 
en el piloto. La aleatorización permitió demostrar 
de forma causal que la reducción del número de 
alumnos por aula supuso una mejora de 5 puntos 
porcentuales en el rendimiento académico de los 
alumnos que fueron asignados aleatoriamente 
a clases pequeñas en comparación con el grupo 
contrafactual. En España, sin embargo, apenas 
existen artículos académicos que muestren los 
resultados de una evaluación de políticas educati-
vas utilizando ensayos aleatorios, aunque sí existe 
algún ejemplo en el ámbito de la economía de la 
salud. Un estudio reciente realizado en siete paí-
ses europeos, entre los que se encuentra España, 
mostró el coste-efectividad (potenciales ahorros y 
mejores resultados en salud) de una intervención 
multimodal consistente en un programa de acti-
vidad física y consejos nutricionales en personas 
mayores de 70 años con limitaciones funcionales 
(Peña-Longobardo et al., 2021).

Un segundo tipo de estudios que resulta útil 
mencionar, por su relevancia, son los trabajos que 
utilizan la aleatorización como técnica para medir 
la existencia de discriminación en el ámbito laboral 
o educativo. Una de las referencias clásicas en este 
contexto es el estudio de Bertrand y Mullainathan 
(2004). En este trabajo se pretendía medir la exis-
tencia de discriminación racial en el mercado de tra-
bajo de Estados Unidos. El tratamiento consistió en 
manipular el nombre que aparecía en el curriculum  
vitae (CV) enviado a distintas ofertas de trabajo 
publicadas en periódicos de Boston y Chicago, 
siendo el resto de las características del CV idén-
ticas entre el grupo tratado y el grupo de control. 
En el grupo tratado el nombre que aparecía en el 
CV era típicamente afroamericano, mientras que 
el grupo de control incluía nombres comúnmente 
asociados con individuos de raza blanca. El estudio 
muestra que las solicitudes asociadas con nombres 
afroamericanos recibían un 50 por 100 menos de 
llamadas para realizar una entrevista en compara-
ción con solicitudes idénticas asociadas a nombres 
de raza blanca. En España, este tipo de aleatori-
zación se ha utilizado, por ejemplo, para estudiar 
la discriminación frente al colectivo homosexual 
(Díaz-Serrano y Meix-Llop, 2016), o para estudiar 
la discriminación por razón de género (Fernández-
Cornejo, 2011).
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los investigadores para analizar los efectos de las 
políticas públicas en ausencia de ensayos aleatorios 
o experimentos naturales. Lo usual es disponer de 
datos observacionales, recogidos una vez aplicada 
una determinada política pública en la que no se 
realizó ninguna aleatorización previa del tratamien-
to, por lo que los individuos que participan en el 
programa que se quiere analizar suelen ser distin-
tos de aquellos que no participan en el programa. 
En estos casos, una regresión multivariante puede 
solventar el problema fundamental de la inferencia 
causal y dar lugar a estimaciones causa-efecto de 
las políticas públicas. Sin embargo, la inferencia 
a partir de una regresión únicamente será causal 
siempre y cuando se incluyan como controles en 
la regresión todas aquellas variables de control 
que son susceptibles de afectar a la variable de 
interés y que diferencian a los individuos del grupo 
tratado de los individuos del grupo de control. En 
esos casos decimos que se cumple la hipótesis de la 
independencia condicional.

La independencia condicional implica que cuan-
do interpretamos una regresión mínimo-cuadrática 
(MCO) estamos asumiendo que, una vez que se con-
trolan los efectos de las variables de control en la va-
riable de interés, las diferencias en la variable objetivo 
entre el grupo tratado y el grupo de control se deben 
únicamente al tratamiento, como en un experimento 
aleatorizado. Podemos recurrir de nuevo al ejemplo 
de las clases de refuerzo para aclarar cómo podría 
utilizarse una regresión para evaluar efectos causales. 
Recordemos que en este ejemplo una diferencia de 
medias de la nota obtenida en el examen de selec-
tividad por los individuos que reciben las clases de 
refuerzo y los que no las reciben no puede ser inter-
pretada causalmente por la existencia de un sesgo 
de selección. A efectos ilustrativos, supongamos  
que las diferencias entre los alumnos que acuden a 
clases de refuerzo y los que no se deben únicamente 
a dos variables observables, la capacidad académica 
previa, y la renta de los padres (denotadas ambas por 
el vector X). Un modelo que tratase de medir el efec-
to del tratamiento (T) en el rendimiento académico 
(Y) podría representarse así:

 Y = b0 + b1 T+ b2 X + e.	 [1]

En este modelo, e es un error que suponemos 
aleatorio y los coeficientes b0, b1, y b2 son paráme-
tros a estimar. El coeficiente de interés es b1, que 
nos daría la diferencia entre haber recibido clases de 
refuerzo o no para individuos de igual renta o capa-

funcionariales de la Administración española, desde 
el año 1987 al año 2007, difieren en la composi-
ción de género y, en particular, en el porcentaje de 
mujeres que lo forman. Los candidatos son asigna-
dos a los distintos tribunales a través de un sorteo 
que determina qué candidatos actuarán en primer 
lugar en las pruebas orales. Este sistema produce 
una aleatorización natural ya que los candidatos 
no son asignados a un determinado tribunal por su 
género, sino por la letra de su apellido. Este hecho 
hace que, de facto, tenga lugar una aleatorización 
de los candidatos a tribunales compuestos por más 
o menos mujeres. Bagues muestra un efecto causal 
de la composición de género del tribunal en la pro-
babilidad de que candidatos de un género u otro 
aprueben la oposición, teniendo las mujeres menos 
probabilidades de aprobar, ceteris paribus, cuanto 
mayor es el porcentaje de mujeres en el tribunal.

En definitiva, el análisis causal de los efectos de 
determinadas políticas públicas puede analizarse  
de forma muy precisa y sencilla desde el punto de 
vista estadístico (una diferencia de medias es sufi-
ciente en la mayoría de los casos) cuando se realiza 
una aleatorización del tratamiento de interés entre 
individuos similares. Obviamente, el problema al 
que se enfrentan los investigadores en la mayor 
parte de situaciones consiste en que el grupo que 
recibe el tratamiento que se quiere analizar y los po-
tenciales grupos de control no están aleatorizados, 
por lo que suele existir un sesgo de selección poten-
cialmente muy severo. A continuación, analizamos 
una serie de técnicas estadísticas que permiten 
afrontar esos problemas.

V.	 MÉTODOS PARA CONTROLAR VARIABLES 
OBSERVABLES

La forma más directa de eliminar los sesgos de 
selección producidos por las diferencias que existen 
entre el grupo que recibe el tratamiento que quere-
mos analizar y los potenciales grupos de control es 
utilizar un modelo estadístico que tenga en cuenta 
esas diferencias. Las dos técnicas que se utilizan más 
habitualmente para controlar por las diferencias no 
debidas al tratamiento entre el grupo tratado y el 
grupo de control son los modelos de regresión y los 
modelos de emparejamiento (o modelos matching).

1. Modelos de regresión

Los modelos de regresión siguen siendo el prin-
cipal instrumento empírico con el que cuentan 
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grupo de tratamiento dependa únicamente de las 
variables observables que se utilizan para emparejar 
a los individuos. Sin embargo, al contrario de lo que 
sucede en los modelos de regresión, en los mode-
los de emparejamiento no es necesario asumir una 
determinada relación funcional entre las variables 
incluidas en el modelo, lo que reduce el riesgo de 
obtener resultados sesgados e inconsistentes. 

Existen muchos métodos para realizar el empa-
rejamiento entre individuos tratados y no tratados 
(Imbens, 2015; King y Nielsen, 2019). El método 
de emparejamiento más conocido es el propen-
sity score matchin propuesto por Rosembaum y 
Rubin (1983). Este método utiliza un modelo de 
variable dicotómica (probit o logit) para calcular la 
probabilidad condicional de pertenecer al grupo 
de tratamiento dadas las variables observadas X. A 
la predicción resultante de ese modelo para cada 
individuo se le llama propensity score. A partir de 
ese propensity score se asocia a cada individuo del 
grupo tratado con aquel individuo del grupo de 
control que presente el valor del propensity score 
más cercano. El objetivo final es seleccionar una 
muestra de individuos no tratados que sea lo más 
parecida posible en sus características observables a 
la muestra de individuos tratados, algo que puede 
comprobarse fácilmente a través de distintos test de 
diagnóstico. Uno de los requisitos fundamentales 
que hay que comprobar tras realizar el empareja-
miento es que se cumpla la condición del common 
support: debe haber individuos suficientemente 
parecidos en el grupo de control para cada indivi-
duo tratado. 

En el caso español existen numerosas referencias 
a trabajos que utilizan los métodos de empareja-
miento como técnica principal de análisis. Haremos 
referencia, a efectos ilustrativos, a dos de estos 
trabajos.

El primero de estos ejemplos, en el ámbito de las 
energías renovables, es el trabajo de Sánchez-Braza 
y Pablo-Romero (2014), que analiza las diferencias 
en la cantidad de metros cuadrados de tierra con 
placas solares entre los municipios que introdujeron 
en el año 2010 beneficios fiscales para aquellos 
que las instalaran frente a los municipios que no 
lo consideraron. Los autores encuentran un efecto 
positivo de la bonificación fiscal en la instalación 
de placas solares, que aumentaron en más de un 
70 por 100 en los municipios tratados respecto a 
sus pares.

cidad. Es decir, el coeficiente b1 capturaría el efecto 
causal del tratamiento, ya que se han controlado 
los efectos en la nota en el examen de selectividad 
que provienen de la distinta capacidad de cada es-
tudiante y de la renta del hogar, las únicas variables 
que diferencian en nuestro ejemplo al grupo de 
control y al grupo de tratamiento.

Por el contrario, una regresión mínimo-cuadrá-
tica en la que únicamente se incluya como variable 
explicativa el tratamiento (haber recibido clases o 
no), puede representarse de la siguiente forma:

Y = a + bT + e.	 [2]

Comparando la ecuación [1] con la [2], es fácil de-
ducir que la estimación por MCO de la ecuación [2]  
daría lugar a la siguiente relación entre el paráme-
tro estimado (b) y el verdadero efecto del trata-
miento (b1):

b = b1 + b2 cov(T,X).	 [3]

En este caso, b sería un estimador sesgado, que 
incluiría el efecto verdadero del tratamiento y el de 
las otras variables que diferencian al grupo tratado y 
al de control. El sesgo vendría producido porque el 
valor de la variable tratamiento depende de la renta 
de los padres y de la capacidad académica de cada 
individuo; es decir, cov(T,X) no sería igual a 0.

Resulta, en consecuencia, crucial asumir que el 
modelo incluye todas las variables de control que 
diferencian al grupo tratado y al grupo de control. 
Obviamente, esta hipótesis es difícil de cumplir en 
la realidad. Esto hace de los modelos de regresión 
una alternativa de estimación de efectos causales 
netamente inferior a la aleatorización. 

2.	Modelos matching

Un modelo matching o de emparejamiento con-
siste en emparejar a cada individuo del grupo de 
tratamiento, no control con otro individuo (pueden 
ser más de uno) que no ha recibido el tratamiento, 
pero que sea lo más parecido en su conjunto en tér-
minos de otras características observables distintas 
al tratamiento (Rubin, 1973; Heckman, Ichimura y 
Todd, 1998). Al igual que ocurre con los modelos 
de regresión, para que este tipo de modelos per-
mita identificar el efecto causal del tratamiento es 
necesario que se cumpla la hipótesis de indepen-
dencia condicional; es decir, que la asignación al 
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estos casos existen técnicas estadísticas que reciben 
el nombre de métodos cuasiexperimentales, que 
permiten eliminar los sesgos de selección, incluso 
cuando estos sesgos se deben a diferencias no 
observables entre el grupo tratado y el grupo de 
control. A continuación, describimos tres de estas 
técnicas.

1.	Regresión discontinua

El diseño de regresión discontinua (RD) se ha 
utilizado en numerosos trabajos aplicados recien-
tes, al ser uno de los métodos cuasiexperimentales 
más creíbles para la identificación, estimación e 
inferencia de los efectos de un tratamiento (Cook, 
2008; Lee y Lemieux, 2010). Este tipo de diseño 
fue originariamente introducido por Thistlethwaite 
y Campbell (1960), quienes analizaron el efecto de 
los reconocimientos al mérito sobre los resultados 
académicos futuros, asumiendo que la asigna-
ción de estos reconocimientos estuviese basada 
en una nota de examen o prueba de evaluación 
observada. La hipótesis de los autores era que los 
individuos con notas justo por debajo del umbral y 
que no recibieron el premio servían como buenos 
sujetos con los que comparar aquellos cuya nota 
estaba justo por encima y efectivamente recibie-
ron el reconocimiento. En realidad, en el entorno 
cercano al umbral de corte de la variable que 
determina el tratamiento (variable de asignación) 
puede suponerse que el tratamiento está aleatori-
zado de forma similar a como ocurre en un ensayo 
aleatorio. 

Esta técnica puede utilizarse para estimar efectos 
causales «locales». Esto significa que únicamente 
alrededor del umbral de corte de la variable de asig-
nación que determina el tratamiento, las diferencias 
en la variable objetivo que se encuentren pueden 
considerarse debidas al tratamiento, ya que para 
individuos alejados del umbral no puede asumirse 
que estar a un lado u otro del umbral sea aleatorio. 

Para que la inferencia obtenida a través de un 
diseño de regresión discontinua sea válida es ne-
cesario mostrar que se cumplen una serie de con-
diciones (Lee y Lemieux, 2010; Abadie y Cattaneo, 
2018), como son la ausencia de manipulación en la 
asignación a un grupo, la ausencia de diferencias en 
otras variables distintas a la variable objetivo en el 
entorno cercano al umbral, y la consistencia de los 
resultados tras la realización del test de «placebo».

Otro ejemplo en el ámbito educativo es el traba-
jo de García-Pérez e Hidalgo-Hidalgo (2017), que 
evalúa la introducción del Programa de Acompa-
ñamiento Escolar, PAE, implantado de manera pro-
gresiva desde el año 2005 hasta el año 2012, sobre 
el rendimiento académico. Los estudiantes tratados 
eran aquellos individuos de las escuelas que partici-
paban en el PAE el mismo año en que se hacían los 
exámenes del programa para la evaluación interna-
cional de estudiantes (PISA por su denominación 
en inglés, Programme for International Student 
Assessment), principalmente en el año 2011/2012. 
Por el contrario, el grupo control estaba compuesto 
de aquellos estudiantes cuyos colegios no implan-
taron el PAE en absoluto, pero cuyas caracterís-
ticas observables eran similares según el modelo 
matching utilizado. Los autores concluyeron que 
pertenecer a dicho programa de acompañamiento 
reportó efectos positivos en el rendimiento acadé-
mico, sobre todo para aquellos que llevaban más 
tiempo dentro de dicho programa.

En definitiva, los métodos matching son una téc-
nica muy extendida en el análisis de las relaciones 
causa-efecto, ya que es relativamente sencilla de 
aplicar y permite obtener estimaciones insesgadas 
siempre y cuando se tenga información suficiente, 
al igual que en los modelos de regresión, sobre las 
variables observables que determinan la pertenen-
cia al grupo de tratamiento.

VI.	 MÉTODOS CUASIEXPERIMENTALES

El principal problema tanto de las técnicas de 
emparejamiento como de los modelos de regresión 
es que solo permiten garantizar una estimación in-
sesgada del efecto causal cuando se dispone de las 
variables observables necesarias. En muchos casos 
existen diferencias no observables entre el grupo 
de control y el grupo tratado que impiden que las 
estimaciones obtenidas con modelos de regresión 
o modelos de emparejamiento eliminen los sesgos 
de selección. En efecto, supongamos que queremos 
estimar el siguiente modelo econométrico:

Y = b0 + b1T + b2X + b3N + e,	 [4]

donde Y, T y X tienen la misma interpretación que 
en la ecuación 1. Obviamente, como las caracterís-
ticas no observables, N, no pueden incluirse en el 
modelo, una estimación por MCO (o por métodos 
matching) que incluya únicamente las variables 
observables dará lugar a un sesgo de selección. En 
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pios ideológicamente alineados con el Gobierno 
regional obtienen transferencias por parte de ese 
Gobierno que son hasta un 100 por 100 superiores. 
Para identifi car el efecto causal, los autores estudian 
únicamente Gobiernos municipales en los que el 
bloque ideológico que finalmente acabó gober-
nando se determinó por muy pocos votos, siendo 
la variable de asignación el número de votos que 
habrían hecho falta para que cambiase el bloque 
ideológico que controla el municipio. Los autores 
también muestran que el efecto es mucho mayor 
cuando el Gobierno regional gobierna con una 
mayoría holgada, llegando a desaparecer cuando 
el Gobierno regional obtuvo la mayoría por muy 
poco margen.

2. Diferencias en diferencias

El método de diferencias en diferencias (DiD, por su 
denominación en inglés, differences-in-differences) 
es otra alternativa enormemente popular para 
evaluar el impacto causal de una política pública 
incluso en pres encia de factores no observados. 
Esa metodología resulta especialmente adecuada 
cuando el tratamiento se aplica a un grupo de 
individuos, pero no a otros a partir de un determi-
nado momento del tiempo (Heij et al., 2004; Rabe-
Hesketh y Skrondal, 2008). Normalmente, estas 

Aun pudiendo estimarse tanto de forma para-
métrica como con métodos no paramétricos, la 
forma más sencilla de estimar estos modelos es a 
través de una regresión del siguiente tipo restrin-
gida a observaciones cuyo valor en la variable de 
asignación esté comprendido dentro de un deter-
minado rango alrededor del umbral:

Y = b + b1T + b2 Variable de asignación + e.  [5]

En esta regresión, al incluir como regresor la va-
riable de asignación, el efecto del tratamiento, b1, 
se estaría estimando de forma local; es decir, justo 
en el umbral que determina la pertenencia al grupo 
de tratamiento. 

Si bien la estimación por MCO es muy sencilla, 
la forma más habitual de estimar un modelo de 
regresión discontinua es de forma no paramétrica; 
y los resultados se suelen representar gráfi camente. 
Como ilustración, en el gráfi co 1 mostramos los 
resultados de estimar un modelo no paramétrico de 
regresión discontinua extraído del trabajo de Artés 
y Jurado (2018). Este trabajo analiza el efecto en el 
gasto público y en los ingresos públicos de la exis-
tencia de Gobiernos de coalición frente a Gobiernos 
de un único partido en municipios españoles. La 
variable de «asignación» utilizada en este trabajo 
fue el porcentaje de votos que el partido ganador 
obtuvo por encima o por debajo del porcentaje 
mínimo de votos necesario para gobernar en soli-
tario. El gráfi co 1 ilustra el efecto causal de pasar 
de tener un Gobierno en coalición (lado izquierdo 
del umbral) a gobernar en solitario (lado derecho 
de la línea roja) sobre el excedente presupuestario 
(diferencia entre ingresos y gastos públicos). Puede 
observarse que justo en el umbral que determina 
el tratamiento (pasar de Gobierno de coalición a 
mayoría absoluta) se produce una discontinuidad o 
salto en el excedente presupuestario. La cuantifi ca-
ción de la magnitud y la signifi catividad del efecto 
en un modelo de regresión discontinua sería la 
diferencia entre la línea ajustada a un lado y a otro 
del umbral, pudiendo estimarse con un modelo no 
paramétrico. Una buena descripción del método 
puede encontrarse en Cattaneo et al. (2016). 

Finalmente, concluimos este breve repaso a los 
diseños de regresión discontinua haciendo refe-
rencia a otro trabajo reciente que ha utilizado esta 
técnica en el caso español. Se trata del trabajo de 
Curto-Grau et al. (2018) que analiza las trans-
ferencias de gasto entre Gobiernos regionales y 
municipales. El trabajo muestra que los munici-

GRÁFICO 1
REPRESENTACIÓN GRÁFICA DE UN ESTUDIO 
EN EL QUE SE APLICA REGRESIÓN DISCONTINUA

Nota: El eje horizontal muestra el margen de votos respecto al 
número de votos para alcanzar la mayoría y gobernar en solitario, 
mientras que el eje vertical representa el excedente presupuestario.
Fuente: Artés y Jurado (2018).



25

JOAQUÍN ARTÉS ì BEATRIZ RODRÍGUEZ-SÁNCHEZ

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

muestre la evolución de la variable objetivo. En el 
gráfi co 2 se ofrece una representación gráfi ca del 
modelo de diferencias en diferencias. 

Supongamos una política pública que se aplica 
a un grupo tratado en el año 2014. Idealmente, el 
grupo de control (la línea azul claro) y el grupo tra-
tado (línea azul oscuro) deben presentar una evo-
lución similar en la variable objetivo antes del trata-
miento. Si esto es así, el grupo de control sería un 
contrafactual adecuado del grupo tratado una vez 
que se tengan en cuenta las diferencias constantes 
entre ambos grupos a lo largo de todo el período. 

En el contexto español existen numerosos tra-
bajos que han utilizado la técnica de diferencias 
en diferencias para evaluar políticas públicas de los 
que, a modo de ejemplo, destacamos dos. En el 
reciente trabajo de García-Vega, Kneller y Stiebale 
(2021), los autores tenían como objetivo evaluar 
el efecto del contrato de emprendedores contem-
plado en la reforma laboral española del año 2012 
en la innovación. Los autores concluyeron que el 
número de innovaciones de producto aumentó de 
manera signifi cativa para las empresas tratadas 
(aquellas que se podían benefi ciar de dicho con-
trato) en el período posterior a la reforma laboral 
introducida en España en el año 2012 respecto al 
grupo control. 

Otro ejemplo es el análisis sobre el impuesto a 
las bebidas azucaradas implantado en marzo del 
año 2017 en Cataluña (Fichera et al., 2021). Usan-
do información sobre el consumo de 26 tipos de 
bebidas, tanto azucaradas como no azucaradas, 
los autores encuentran una reducción en el con-

políticas se aplican al grupo de tratamiento a partir 
de un momento del tiempo, por lo que se pueden 
observar las diferencias en la variable objetivo entre 
el grupo tratado y el grupo de no tratados antes de 
la implementación de la política pública, asumiendo 
que dichas diferencias debidas a variables no obser-
vables cuando no hay tratamiento son constantes a 
lo largo del tiempo. 

En términos de regresión, el modelo de diferen-
cias en diferencias puede expresarse de la siguiente 
manera:

Yi = b0 + b1Ti + b2 Después + b3Ti *

* Despuési + b4 X’i  + ei .
[6]

Yi  representa la variable objetivo de que se 
trate. El vector X incluye variables de control que 
permiten controlar por diferencias observables 
entre cada individuo. T es una variable dicotó-
mica que tiene valor 1 para los individuos que 
pertenecen al grupo de tratamiento y 0 para los 
que no. Nótese que la variable T tiene el mismo 
valor en el período antes del tratamiento y en el 
período posterior; es decir, no mide el efecto del 
tratamiento, sino que controla por las diferencias 
no observables que existen de forma permanente 
entre los individuos del grupo tratado y los demás. 
La variable Después es otra dummy que adopta 
valor 1 para los períodos posteriores a la imple-
mentación del tratamiento y 0 para los anteriores. 
Esta variable captura los shocks temporales que 
pudieran afectar a la variable objetivo a lo largo 
del tiempo y que son comunes tanto al grupo tra-
tado como al grupo de control. La interacción de T
y Después identifi ca a las observaciones del grupo 
tratado durante los períodos de tratamiento. b3
es, en consecuencia, el coefi ciente de interés, que 
permite aislar el efecto causal. 

Al igual que ocurre con los diseños de regresión 
discontinua, para que la inferencia obtenida a tra-
vés de un diseño de diferencias en diferencias sea 
válida es necesario mostrar que se cumplan una 
serie de condiciones. La más importante es la exis-
tencia de tendencias paralelas entre el grupo trata-
do y el grupo de control. Ambos grupos no tienen 
por qué ser iguales, de ahí la gran ventaja de este 
estimador, pero debe mostrarse que las diferencias 
en la evolución de la variable objetivo en el período 
pretratamiento son constantes a lo largo del tiem-
po. Existen varios test econométricos que permiten 
comprobar que se cumple esta condición, pero en 
muchas ocasiones es sufi ciente con un gráfi co que 

GRÁFICO 2
REPRESENTACIÓN GRÁFICA DEL MODELO 
DE DIFERENCIAS EN DIFERENCIAS

Efecto causal del 
tratamiento

Período después 

Controles

Período antes
Variable
objetivo

Año  2014

Tratados

Fuente: Elaboración propia.
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genamente los años de escolarización. En efecto, 
pensemos en el caso de España: un niño nacido en 
enero recibirá, en media, un año más de escolariza-
ción obligatoria que un niño nacido en diciembre. 
Los autores argumentan que como la fecha de naci-
miento no tiene efectos en la habilidad o capacidad 
innata del individuo, característica no observable 
que codetermina ambas variables, puede utilizarse 
como instrumento ya que cumpliría las condiciones 
de validez y fortaleza. El trabajo muestra, utilizando 
datos de EE. UU., que los años adicionales de esco-
larización tienen un efecto positivo y significativo en 
el salario posterior de los individuos. 

Un ejemplo reciente de utilización de variable 
instrumental para el caso español es Artés (2014). 
En este trabajo se trata de analizar a qué partido 
político favorece la abstención estimando un modelo 
en el que la variable dependiente es el porcentaje 
de voto a distintos partidos en cada municipio en 
distintas elecciones generales. La variable de interés 
o de tratamiento es el porcentaje de abstención. El 
instrumento utilizado es la meteorología; en concre-
to, el porcentaje de lluvia en cada municipio en el día 
de las elecciones. Este instrumento afecta a la abs-
tención (los días de lluvia es más costoso ir a votar, 
por lo que existe una relación clara entre la lluvia y 
el porcentaje de participación electoral), pero no al 
sentido del voto (las personas que acuden a votar no 
deciden a quién votar en función de si llueve o no ese 
día). El cumplimiento de la condición de fortaleza y 
validez permite estimar causalmente el efecto de la 
abstención en el porcentaje de voto a cada partido. 
El autor encuentra que la abstención, en general, 
beneficia a los partidos de derechas, y perjudica, en 
mayor medida, a los partidos no tradicionales.

VII.  DESARROLLOS RECIENTES

En este trabajo se ha mostrado no solo que las 
técnicas para evaluar los posibles efectos de las po- 
líticas públicas son numerosas, sino que experimen-
tan una constante evolución y desarrollo. En línea 
con algunos de los métodos antes descritos, en esta 
sección se van a mencionar brevemente algunos 
desarrollos metodológicos recientes en este ámbito, 
que están en la mayoría de los casos relacionados de 
una manera u otra con las técnicas antes descritas.

En el ámbito de los modelos matching, existen 
una variedad de desarrollos recientes que tratan de 
mejorar algunas limitaciones de los modelos tradi-
cionales. Una de estas técnicas es el emparejamiento 

sumo de bebidas azucaradas tras la introducción 
del tributo sobre este tipo de bebidas, mostrando 
diferencias según el tipo de bebida. 

3.	Variables instrumentales

Una tercera técnica que permite en principio 
estimar el efecto causal de un tratamiento en una 
variable de interés, incluso cuando existen variables 
no observables omitidas en el modelo, son los mo-
delos de variable instrumental. Estos modelos se 
apoyan en la siguiente lógica: para comprobar si los 
cambios en una variable causan los cambios en la 
otra, hay que identificar una tercera variable (el ins-
trumento) que afecte a la probabilidad de recibir el 
tratamiento, pero no a otras variables que puedan 
afectar a la variable de interés (Martens et al., 2006; 
Imbens, 2014). La razón por la que esta variable 
debe afectar a la probabilidad de recibir el trata-
miento, pero no a la variable de interés, es porque 
queremos comprobar, precisamente, si los cambios 
en el tratamiento provocados por cambios en esta 
tercera variable afectan a la variable de interés 
únicamente a través del efecto que ha producido 
el instrumento en el tratamiento. Si el instrumento 
afecta directamente tanto la variable de tratamien-
to como a la variable objetivo, el instrumento es 
inválido, ya que no permite distinguir si los cambios 
en la variable objetivo se deben a los cambios en el 
tratamiento o al efecto directo en la variable obje-
tivo de esa tercera variable. Si el instrumento solo 
afecta directamente al tratamiento, entonces sí ob-
servamos un cambio en la variable objetivo cuando 
cambia el instrumento y, por tanto, podemos estar 
seguros de que la causa del cambio en la variable 
objetivo es precisamente el tratamiento.

Una vez aclarado intuitivamente en qué consiste 
un modelo de variable instrumental, debe aclararse 
también que una variable solo puede servir como 
instrumento cuando presenta dos características es-
tadísticas: en primer lugar, la validez (ha de afectar 
solo al tratamiento, pero no directamente a la varia-
ble objetivo) y, en segundo lugar, la fortaleza (debe 
afectar lo suficiente a la probabilidad de recibir el 
tratamiento como para poder extraer conclusiones 
estadísticamente relevantes).

Un ejemplo clásico del uso de variable instru-
mental es el análisis de Angrist y Kruger (1991) del 
efecto de los años de escolarización en el salario de 
los individuos. Angrist y Krueger observaron que la 
fecha de nacimiento de cada niño determina exó-
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mayor medida. Una revisión de estos métodos y de 
su potencial para mejorar la evaluación de políticas 
públicas puede encontrarse en Athey e Imbens 
(2017: pp. 22-27).

VIII.  CONCLUSIONES

La evaluación del impacto causal de las políticas 
públicas es fundamental para mejorar su implemen-
tación. En este trabajo se ha hecho una revisión de 
los principales métodos de estimación de relaciones 
causa-efecto en este ámbito. Todos estos métodos 
pretenden encontrar un contrafactual adecuado 
que permita estimar qué habría ocurrido con la 
variable de interés si no se hubiera llevado a cabo  
la política pública analizada.

La aleatorización ex ante del grupo tratado y del 
grupo de control es el mejor método para encontrar 
un contrafactual adecuado. Sin embargo, como la 
aleatorización no es posible en la gran mayoría de 
casos, se han desarrollado técnicas que bajo deter-
minadas condiciones permiten la identificación pre-
cisa de los efectos causales de una política pública, 
incluso cuando existen diferencias no observables 
entre el grupo de individuos beneficiario de la polí-
tica pública y los no beneficiarios. 

En la actualidad, la utilización de estos méto-
dos en España no es muy frecuente más allá del 
ámbito académico. Sería deseable su aplicación en  
el ámbito de la gestión pública, tanto para mejorar el  
diseño como la aplicación de las políticas públicas. 
Un conocimiento adecuado de los efectos de los 
programas públicos redundaría en una mejora de 
la toma de decisiones por parte de los gestores 
políticos y en consecuencia del bienestar general. 

NOTAS
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rrear consecuencias no  inten-
cionadas. Cuando se dan estos 
casos, la política en cuestión 
puede tener un impacto contra-
rio al que esperaban los respon-
sables políticos, o quizá alcance 
el objetivo marcado, pero tam-
bién cause «efectos secunda-
rios» imprevistos que deben te-
nerse en cuenta en el cálculo de  
la relación coste-beneficio de la 
medida. En este trabajo propor-
cionamos ejemplos de cómo la 
mejor de las voluntades puede 
acabar dando lugar a un mal re-
sultado en la práctica y de cómo 
tanto investigadores como res-
ponsables polít icos pueden 
aprender de los errores pasados 
para evitar problemas comunes 
que den lugar a consecuencias 
no intencionadas en la aplica-
ción de políticas. 

En la primera parte del tra-
bajo, revisamos una serie de po-
líticas sanitarias que han tenido 
importantes consecuencias no 
intencionadas debido a que la 
forma en la que se pusieron en 
práctica no interpretaba correc-
tamente la evidencia científica. 
En concreto, mostramos la im-
portancia que tiene en la imple-
mentación de políticas públicas 
tener en cuenta los siguientes 
aspectos: i) la heterogeneidad 
de tratamiento; ii) los efectos 
arrastre y las potenciales exter-

Resumen

El presente artículo realiza un análisis de 
la evidencia reciente sobre las consecuencias 
no intencionadas de las políticas sanitarias 
y educativas. Mediante varios ejemplos rea-
les, examinamos algunos de los mecanismos 
comunes que provocan efectos inesperados 
y potencialmente indeseables. Entre los me-
canismos analizados se encuentran las res-
puestas conductuales heterogéneas ante las 
mismas políticas públicas, las externalidades y 
los efectos de arrastre, la interacción entre dis-
tintas políticas, y la incorrecta generalización 
de los resultados de determinadas investiga-
ciones. Nuestro trabajo pone de manifiesto la 
necesidad de considerar múltiples mecanis-
mos y resultados al evaluar el efecto causal de 
las políticas públicas.

Palabras clave: consecuencias no inten-
cionadas, análisis de políticas públicas, edu-
cación, sanidad.

Abstract

This paper reviews recent evidence on 
the unintended consequences of health and 
education policies. Through a series of topical 
examples, we explore common mechanisms 
driving unexpected and potentially undesirable 
effects. The mechanisms we discuss include: 
heterogenous behavioural responses; 
externalities and spillovers; policy interactions; 
and the incorrect generalization of research 
findings. Our exploration suggests the need to 
account for a multiplicity of mechanisms and 
outcomes when evaluating the causal impact 
of policies.

Keywords: unintended consequences, 
public policy analysis, education, health.

JEL classification: H50, I18, I28.

I.	 LA IMPORTANCIA DE 
TOMAR DECISIONES 
BASADAS EN LA 
EVIDENCIA

D ETERMINAR correcta-
mente los efectos causa- 
les de las políticas públi-

cas resulta fundamental para 
comprender su capacidad pa- 
ra conseguir los objetivos que 
constituyen la esencia motiva-
dora de dichas políticas. Por 
ejemplo, cuando un país aplica 
una política sanitaria resulta 
fundamental conocer si tiene un 
impacto real en la salud, o cuan-
do aplica una política educativa 
resulta importante determinar si 
ha mejorado el aprendizaje del 
alumnado según lo previsto. En 
este artículo revisamos algunos 
ejemplos provenientes de la lite-
ratura académica sobre políticas 
públicas en materia de sani-
dad y educación para mostrar 
la importancia de determinar e 
interpretar correctamente los 
efectos causales de las políticas 
públicas. 

Aunque muchas de estas po-
líticas funcionan según lo espe-
rado, en cuyo caso la cuestión 
pertinente a la hora de formular 
políticas es si los beneficios justi-
fican los costes de tales progra-
mas, en ocasiones las medidas 
de política pública pueden aca-
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efectos de las prohibiciones de 
fumar y de los impuestos espe-
ciales en la exposición al humo 
del tabaco de los no fumadores 
en Estados Unidos. Su principal 
conclusión es que la prohibición 
de fumar en espacios públicos 
(lugares de trabajo, bares y res-
taurantes) desplazó a los fuma-
dores de los espacios públicos 
a los privados (sus hogares) y 
en realidad incrementó la expo-
sición al humo de los fumado-
res pasivos, incluidos menores. 
Cabe destacar que los autores 
examinan específicamente la he-
terogeneidad de los efectos de 
las políticas antitabaco y que 
los resultados se presentan en 
base al consumo de tabaco en 
el hogar (familias fumadoras vs. 
no fumadoras), grupo de edad 
(menores vs. adultos) y día de la 
semana (días laborables vs. fines 
de semana). 

Entre los diversos hallazgos 
interesantes presentados en el 
estudio, los autores constatan 
que ninguna de las dos políticas 
antitabaco –prohibiciones de 
fumar e impuestos especiales– 
parecen tener un impacto en las 
personas que viven en hogares 
no fumadores si se consideran 
conjuntamente todos los gru-
pos de edad. Sin embargo, esta 
fusión de los grupos de edad 
enmascara una importante he-
terogeneidad en los efectos. En 
concreto, también observan au-
mentos estadísticamente signifi-
cativos en los niveles de cotinina: 
i) durante los días laborables, en 
los menores que conviven con 
fumadores tras la implantación 
de prohibiciones de fumar más 
estrictas en lugares de trabajo; 
y ii) durante los fines de sema-
na, en los menores que viven 
en familias no fumadoras tras la 
implantación de prohibiciones 
en bares y restaurantes. 

nalidades; y iii) la interacción 
entre regulaciones en distin-
tos niveles de Gobierno (por 
ejemplo, autonómico/local vs. 
nacional). En la segunda parte 
del trabajo, revisamos distintos 
ejemplos de políticas educativas 
para mostrar la importancia de 
tener en cuenta los siguientes 
aspectos: i) considerar el abani-
co de respuestas conductuales 
que se derivarán de la política 
pública; ii) comprender ade-
cuadamente cómo se genera-
lizarán los resultados en otros 
contextos distintos a los espe-
cíficamente investigados en los 
trabajos de investigación; y iii) 
tener en cuenta la multiplicidad 
de objetivos que puede cumplir 
una política educativa, y en par-
ticular cómo la educación de los 
niños pequeños también hace 
las veces de servicio de cuidado 
infantil durante la jornada labo-
ral y cómo esto puede afectar a 
las decisiones familiares.

Los ejemplos proporciona-
dos en las siguientes secciones 
(sección segunda sobre políticas 
sanitarias y sección tercera sobre 
políticas educativas) se escogie-
ron con el objeto de mostrar 
que no tener en cuenta deter-
minados factores a la hora de 
determinar los efectos causales 
de una política pública implica-
ría una incorrecta interpretación 
de la repercusión total real de 
esa política y podría conducir a 
tomar decisiones inadecuadas. 
Los estudios académicos selec-
cionados no pretenden realizar 
una revisión exhaustiva de la lite-
ratura académica sobre políticas 
sanitarias y educativas, sino ilus-
trar con determinados ejemplos 
algunos aspectos comunes que 
deberían tenerse en cuenta en 
todas las medidas de política 
pública. De hecho, cualquiera 
de los mecanismos analizados 
mediante el uso de políticas sa-

nitarias podría haberse expuesto 
de igual manera usando medi- 
das de política educativa, y vi-
ceversa. Nuestro objetivo con el 
presente estudio es centrar la 
atención en lo habituales y rele-
vantes que son estas cuestiones 
en la aplicación de cualquier po-
lítica pública en general. 

II.	 EJEMPLOS DE POLÍTICAS 
SANITARIAS 

Pese al rápido aumento de la 
bibliografía acerca de la evalua-
ción del impacto de las políticas 
sanitarias, sigue habiendo desa-
fíos metodológicos y prácticos 
que deberían tenerse en cuenta 
para poder interpretar correc-
tamente la evidencia disponible 
sobre el impacto causal de las 
políticas sanitarias. Como hemos 
mencionado anteriormente, en 
esta sección nos centraremos  
en la importancia de considerar: 
i) la heterogeneidad de respues-
tas conductuales ante una misma 
política pública; ii) las potencia-
les externalidades y efectos de 
arrastre; y iii) la interacción entre 
leyes a distintos niveles de Go-
bierno (por ejemplo autonómi-
co/local vs. nacional). Para ello, 
analizamos las consecuencias 
no intencionadas de varias me-
didas de salud pública de gran 
alcance, incluidas las destinadas 
a reducir el daño provocado por 
el consumo de alcohol y tabaco, 
así como determinadas políticas 
de seguridad pública.

1.	Efectos heterogéneos del 
tratamiento

Adda y Cornaglia (2010),  
posiblemente, uno de los es-
tudios más citados acerca de 
las respuestas conductuales no 
intencionadas y potencialmente 
perniciosas de las políticas anti-
tabaco. Los autores analizan los 
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Carpenter y Stehr (2011) utilizan 
un diseño cuasiexperimental ba-
sado en los distintos momentos 
en los que se aprobaron las leyes 
que introducían la obligatorie-
dad del uso del casco para mon-
tar en bicicleta en los distintos 
estados de Estados Unidos. Los 
autores se centran en los efectos 
de estas políticas en el uso del 
casco y de la bicicleta, y también 
en el número de víctimas morta-
les. Aunque sus resultados con-
firman que la legislación de uso 
obligatorio del casco reduce las 
víctimas mortales e incrementa 
el uso de esta medida de pro-
tección, estas medidas también 
parecen causar una reducción 
del uso de la bicicleta entre los 
jóvenes. Los autores mencio-
nan como posibles mecanismos 
causantes de este resultado no 
intencionado el coste de los cas-
cos, la existencia de alternativas 
más baratas que la bicicleta, y 
el estigma asociado a llevar un 
casco. Finalmente, y como con-
secuencia de todos esos efectos, 
sugieren que convendría realizar 
un análisis exhaustivo de la «re-
lación coste-beneficio» antes de 
implantar este tipo de políticas. 

2.	 Interacción entre distintas 
políticas y entre distintos 
niveles de Gobierno

La interacción entre políticas 
en distintos niveles de Gobierno 
también puede derivar en res-
puestas conductuales no inten-
cionadas. Un ejemplo es el traba-
jo de Adams y Cotti (2008) sobre 
la legislación antitabaco a nivel 
estatal y local en Estados Unidos. 
Su trabajo usa como fuente de 
identificación causal la variación 
geográfica entre las prohibicio-
nes de fumar locales y estatales. 
Contrariamente a lo esperado 
por los legisladores, observan un 
aumento en los accidentes mor-
tales relacionados con la conduc-

Estos resultados evidencian 
el desplazamiento de los fuma-
dores desde los espacios públi-
cos a los domicilios particulares. 
Los autores apuntan que, tras 
la implantación de estas prohi-
biciones, los fumadores tienden 
a pasar menos tiempo fumando 
en lugares de trabajo, bares y 
restaurantes y más tiempo en 
domicilios particulares, lo cual 
incrementa la exposición pasiva 
al tabaco de sus propios hijos 
y de los hijos de las familias no 
fumadoras. A la vista del nivel de 
cotinina detectado en los meno-
res, este efecto desplazamiento 
supone un aumento de alrede-
dor de 2-4 cigarrillos diarios fu-
mados en su presencia. A su vez, 
a diferencia de los resultados que 
se obtienen al analizar las prohi-
biciones de fumar, este mismo 
estudio concluye que la subi-
da de los impuestos del tabaco 
reduce la exposición media al 
humo de los fumadores pasivos. 
En consecuencia, los resultados 
constatan efectos contrarios a los 
previstos en menores y efectos  
potencialmente contrapues- 
tos de dos políticas públicas que 
tienen el mismo objetivo inicial. 

Un estudio poster ior de  
Carpenter, Postolek y Warman 
(2011) emplea un enfoque de 
diferencias en diferencias similar 
al utilizado en Adda y Cornaglia 
(2010), para analizar la variación 
temporal y geográfica provocada 
por la implantación de las pro-
hibiciones de fumar en Canadá. 
Este estudio obtiene un resulta-
do distinto, ya que no encuentra 
evidencias de efecto desplaza-
miento del humo ambiental del 
tabaco hacia los hogares. El es-
tudio, sin embargo, se apoyaba 
en datos de encuesta reportados 
por los individuos y no incluía 
marcadores biológicos como la 
cotinina. Por este motivo, el uso 
de la concentración de cotinina 

en fluidos corporales (un biomar-
cador usado para medir la expo-
sición al humo ambiental) utiliza-
do por Adda y Cornaglia (2010) 
resulta más fiable desde el punto 
de vista científico ya que los efec-
tos nocivos en los menores del 
hogar se identificaron mediante 
los aumentos estadísticamente 
significativos de los niveles de 
cotinina. Dichos aumentos apa-
recían de forma clara en el aná-
lisis estadístico, pero es posible 
que fueran imperceptibles para 
los padres y, en consecuencia, 
no serían recogidos en los datos 
de encuesta.

Cabe señalar que Adda y  
Cornaglia pretendían evaluar los 
efectos de las políticas antitaba-
co en no fumadores, ya que en el 
momento de la publicación de su 
estudio no había pruebas sólidas 
sobre la cuestión, especialmente 
en la literatura económica. Desde 
entonces, la literatura económica 
sobre los efectos causales, tanto 
previstos como no previstos, de 
las políticas antitabaco ha cre-
cido de manera notable y ahora 
ya existen numerosos estudios 
sobre esta cuestión. Hoy en día 
se reconoce ampliamente que 
las prohibiciones de fumar en 
espacios públicos parece que 
únicamente reducen el consu-
mo de tabaco en determinados 
subgrupos, como es el caso de 
las personas que acuden con 
frecuencia a bares y restauran-
tes o que fuman mucho (p. ej., 
Anger, Kvasnicka y Siedler, 2011; 
De Chaisemartin, Geoffard y Le 
Faou, 2011; Jones et al., 2015). 

Los resultados de la literatu-
ra sobre las políticas antitaba-
co son un ejemplo ilustrativo, 
pero existen otros ejemplos de 
política pública en materia de 
salud en los que también se han 
encontrado respuestas conduc-
tuales no previstas. Por ejemplo,  
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Este estudio es un ejemplo de 
cómo la consecuencia no inten-
cionada de esta medida (aumen-
to del consumo de marihuana) 
podría deberse a simples efectos 
de sustitución. 

Las conclusiones del estu-
dio anterior han sido matizadas 
posteriormente por otros traba-
jos que muestran que además 
del posible efecto sustitución 
también puede darse un efecto 
arrastre entre el alcohol y la ma-
rihuana. A este respecto, Crost y 
Guerrero (2012) constatan que 
si bien el consumo de alcohol en 
EE. UU. aumenta, como es de es-
perar, a los 21 años, el de mari-
huana también lo hace en torno 
a la misma edad. Es decir, cuan-
do la normativa sobre bebidas 
alcohólicas se vuelve más per-
misiva (a los 21 años) y ambos 
productos están potencialmente 
disponibles, los resultados in-
dican que el alcohol y la mari-
huana podrían ser productos 
complementarios. Por otro lado, 
Anderson, Hansen y Rees (2013) 
analizan los efectos que tiene 
la legislación sobre marihuana 
medicinal (LMM), que elimina 
las sanciones estatales por el 
consumo, posesión y cultivo de 
marihuana, en las muertes en 
accidentes de tráfico en Estados 
Unidos. Observan que, aunque 
la LMM reduce el número de 
víctimas mortales en carretera 
(aproximadamente entre un 8 y 
un 11 por 100 tras un año de su 
entrada en vigor), los efectos son 
mayores en las muertes relacio-
nadas con el consumo de alcohol 
(disminución del 13,2 por 100), 
especialmente de los casos en 
los que al menos un conductor 
registra una tasa de alcoholemia 
superior al 0,10 (disminución del 
15,5 por 100). Esto también res-
paldaría, en cierto modo, los po-
tenciales efectos de interacción 
entre el alcohol y la marihuana. 

políticas sanitarias eficaces han 
de tenerse en cuenta una mul-
titud de efectos de sustitución 
y arrastre. Los Gobiernos deben 
ser conscientes de estos efectos, 
especialmente al implantar políti-
cas destinadas a restringir el con-
sumo de sustancias perjudiciales 
para la salud. Un ejemplo muy 
conocido es el estudio de DiNar-
do y Lemieux (2001), que analiza 
el impacto del incremento de 
la edad mínima para consumir 
alcohol sobre el consumo de 
bebidas alcohólicas y marihuana 
en alumnos estadounidenses 
del último curso de instituto. 
Los autores comparan distintos 
momentos del tiempo en los 
que gradualmente se aumentó 
la edad mínima de consumo de 
alcohol desde los 18 a los 21 
años en diversos estados del país 
entre 1980 y 1989. Los datos uti-
lizados proceden de una amplia 
muestra de alumnos extraídos 
de la encuesta Monitoring the 
Future (MTF, «Observando el 
futuro»). Los resultados de este 
estudio muestran de manera 
robusta que, si bien el aumen-
to de la edad mínima redujo el 
consumo de alcohol, también 
incrementó el consumo de ma-
rihuana entre los estudiantes. 
En concreto, el destacado efecto 
positivo en términos estadísticos 
sobre el consumo de marihuana 
es sistemáticamente mayor en 
valores absolutos que el efecto 
negativo sobre el consumo de 
alcohol en todos los modelos 
(3,7 por 100 frente al 2,6 apro-
ximadamente, en función de la 
especificación y las variables ob-
servables incluidas). No obstan-
te, los autores señalan que dado 
que el porcentaje de estudiantes 
que consumen alcohol (67 por 
100) es mucho mayor que en 
el caso de la marihuana (25 por 
100), en realidad el efecto agre-
gado es mayor para las bebidas 
alcohólicas que en la marihuana. 

ción bajo los efectos del alcohol. 
Este resultado, sorprendente a 
primera vista, pero robusto a una 
variedad de especificaciones, pa-
rece venir explicado por el hecho 
de que una parte de la pobla-
ción fumadora reaccionó ante 
la legislación antitabaco en su 
condado conduciendo distancias 
más largas hasta condados limí-
trofes en los que sí estaba per-
mitido fumar en bares. Sus con-
clusiones muestran la utilidad, al 
aprobar una política pública, de 
tener en cuenta otras políticas 
relacionadas como lo es, en este 
caso, el posible impacto en la 
conducción bajo los efectos del 
alcohol (por ejemplo, impuestos 
del alcohol y legislación sobre la 
tasa de alcohol en sangre). 

En general, la conclusión que 
puede obtenerse de estos traba-
jos es que el éxito de una políti-
ca pública depende de los con-
textos normativos en el que se  
aplica y en concreto de que exis-
ta coordinación entre distintos 
niveles de Gobierno y distintas 
políticas públicas. Por ejemplo, 
al implantar una política local, 
los responsables políticos han 
de considerar las políticas es-
tatales existentes y la posible 
interacción entre ambas norma-
tivas. Asimismo, estos trabajos 
también ponen de manifiesto la 
importancia de tener en cuenta 
las políticas existentes en territo-
rios geográficamente limítrofes, 
las cuales podrían proporcionar 
una vía para que los ciudadanos 
eludan el cumplimiento de la 
nueva norma, haciéndola inefi-
caz y dando lugar, en ocasiones, 
a resultados contraproducentes.

3.	Efectos de sustitución y 
arrastre 

Al igual que ocurre con las 
conductas descritas en el apar-
tado anterior, al implementar 
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secuencias no intencionadas en 
materia de desigualdad, dado 
que la subida de impuestos de 
los alimentos poco saludables 
podría tener un carácter regre-
sivo al favorecer a los consumi-
dores con rentas más altas, que 
suelen consumir alimentos más 
saludables y tener mayor capaci-
dad de respuesta ante las varia-
ciones de precios (por ejemplo, 
Muller et al., 2017). 

III.	 EJEMPLOS DE POLÍTICAS 
EDUCATIVAS

En esta sección continuamos 
con la revisión de los efectos no 
intencionados de determinadas 
políticas públicas utilizando en 
este caso como ejemplo diversas 
medidas de política educativa 
que han dado lugar a resultados 
no previstos inicialmente.

1.	Comportamientos no 
anticipados inicialmente

Nuestro primer ejemplo pro-
cede de la extensa literatura exis-
tente sobre lo que definiremos, 
en sentido amplio, como «pro-
gramas de rendición de cuen-
tas». Dos ejemplos de este tipo 
de políticas, provenientes de 
Estados Unidos, son el progra-
ma No Child Left Behind (NCLB, 
«Que ningún niño se quede 
atrás»), implantado durante la 
administración Bush, y el pro-
grama Race to the Top («Carrera 
a la cima»), implementado du-
rante la administración Obama 
y que también incluye el uso de 
parámetros para la evaluación y 
remuneración de centros educa-
tivos y personal docente, como 
son medidas del valor añadido 
del profesor y la medición del 
progreso anual de cada centro. 
A nivel de centros educativos, 
el objetivo de estas políticas es 
mejorar el rendimiento educati-

que, aparte de los efectos inten-
cionados sobre el consumo de 
alcohol según demuestran va-
rios estudios (por ejemplo, Xu y  
Chaloupka, 2011), una subida 
de impuestos de este tipo tam-
bién podría tener un efecto posi-
tivo general en el empleo. 

En resumen, los resultados 
que hemos descrito acerca del 
impacto de las políticas sanitarias 
generan dudas sobre la eficacia 
global de algunas medidas de 
salud pública. Además, subrayan 
las ventajas que supone com-
binar diversas fuentes de datos 
que permitan analizar un amplio 
rango de resultados y que per-
mitan el análisis de subgrupos 
poblacionales heterogéneos. Los 
Gobiernos que deseen reducir 
el consumo de productos per-
judiciales para la salud, como 
el alcohol, mediante políticas 
que establezcan edades míni-
mas, prohibiciones e impuestos, 
no han de considerar los efec-
tos en el consumo del producto 
en cuestión de manera aislada, 
sino que también deben tener 
en cuenta los posibles efectos 
de sustitución entre productos 
similares y los efectos de arrastre 
sobre otros sectores de la eco-
nomía. Esta advertencia no solo 
se aplica a productos claramente 
perjudiciales para la sociedad 
como son el alcohol, la marihua-
na y el tabaco, sino también a 
cualquier producto para el que 
la legislación intente disuadir de 
su consumo. Por ejemplo, varios 
estudios acerca de los efectos 
indirectos de gravar con ma-
yores impuestos los alimentos 
poco saludables y las bebidas 
azucaradas también recomien-
dan analizar detalladamente si 
las sustituciones podrían socavar 
los beneficios para la salud es-
perados de dichas medidas (por 
ejemplo, Cornelsen et al., 2015). 
También se han observado con-

A su vez, Carpenter y Dobkin 
(2011) examinan una variedad 
de consecuencias de la legisla-
ción que impone una edad mí-
nima para consumir alcohol. En 
concreto analizan los efectos 
sobre el consumo de alcohol, la 
mortalidad, las lesiones no mor-
tales y la delincuencia utilizando 
una amplia variedad de bases 
de datos estadounidenses. Con-
cluyen que limitarse únicamente 
a reducir la edad mínima legal 
para consumir alcohol probable-
mente daría lugar a un aumento 
de los problemas relacionados 
con el alcohol. También indican 
que no existen evidencias sufi-
cientes para evaluar, ni por sepa-
rado ni en conjunto, los efectos 
de políticas complementarias a 
las de establecimiento de una 
edad mínima, como pueden ser 
aquellas que educan sobre las 
consecuencias del consumo de 
alcohol, o las que afectan a la 
concesión de licencias para su 
venta. Por tanto, harían falta 
más datos y pruebas para de-
terminar con certeza el efecto 
neto de las iniciativas relativas al 
alcohol.

Por último, las políticas rela-
cionadas con el alcohol también 
pueden tener efectos positivos 
no intencionados. Un estudio 
reciente de Wada et al. (2017) 
emplea un modelo estructural 
que simula los efectos de un au-
mento del 5 por 100 en el IVA de 
las bebidas alcohólicas utilizando 
datos de Estados Unidos. Los 
autores constatan que, aunque 
subir los impuestos a las bebidas 
alcohólicas provocaría un despla-
zamiento de puestos de trabajo 
entre sectores de la economía 
(desde los sectores relacionados 
con el consumo de alcohol a 
los sectores no relacionados), el 
impacto en el número total de 
puestos laborales sería positivo, 
aunque escaso. Esto implicaría 
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tamiento estratégico por parte 
de los docentes consistente en 
dedicar tiempo de enseñanza a 
mejorar la habilidad para realizar 
exámenes en lugar de dedicarlo 
al contenido curricular, así como 
centrar la formación únicamen-
te en las áreas más fácilmente 
mejorables (Chakrabarti, 2013). 
También se han documentado 
comportamientos todavía más 
llamativos como los analizados en 
el trabajo de Jacob y Levitt (2003) 
en el que se constata que algunos 
docentes de Chicago cometieron 
fraude en los exámenes oficiales, 
llegando a modificar las respues-
tas de los alumnos para alterar los 
resultados académicos, lo que, 
lógicamente, repercutía también, 
en los resultados obtenidos por 
sus centros en los programas de 
rendición de cuentas. 

Otro comportamiento estra-
tégico que surge como respuesta 
directa a las presiones propias de  
los programas de rendición  
de cuentas de los centros edu-
cativos es la manipulación de a 
quién incluir en los exámenes. 
Resulta pertinente que en las 
políticas públicas se cuestione 
a quién incluir o excluir de los 
exámenes decisivos. Por ejemplo, 
¿un centro debe rendir cuentas 
por los alumnos recién transfe-
ridos, por aquellos con discapa-
cidades o por los que no sean 
hablantes nativos de la lengua de 
docencia? Han de establecerse 
normas para saber cómo conta-
bilizar a dichos estudiantes con 
el fin de que los resultados de los 
exámenes sean fiables, aunque 
también se ha abusado de tales 
normas con fines estratégicos. 
Por ejemplo, se ha encontrado 
evidencia de que algunos centros 
educativos han reclasificado a los 
alumnos con bajo rendimiento 
académico como estudiantes 
con discapacidad para manipular 
la lista de examinados (por ejem-

mico, por lo que, aunque existe 
cierta heterogeneidad en los pro-
gramas de rendición de cuentas 
estadounidenses, la mayoría se 
centran más específicamente 
en la lectura y las matemáticas 
(Figlio y Loeb, 2011). 

Desafortunadamente, está 
ampliamente documentado que 
cuando los exámenes son decisi-
vos para la carrera del estudiante 
(high-stakes testing), algo que 
suele ser inherente a los progra-
mas de rendición de cuentas, 
estos provocan un fenómeno lla-
mado «enseñar para el examen» 
(teaching to the test), en el que 
los centros educativos adaptan 
la formación para centrarse más 
activamente en las asignaturas 
evaluadas y menos en las que no 
se evalúan (por ejemplo, Ladd y 
Zelli, 2002; Stecher et al., 2000; 
Linn, 2000). Poner el foco en 
las asignaturas evaluadas podría 
tener un efecto positivo si dichas 
asignaturas no recibieran la aten-
ción suficiente y representaran 
adecuadamente los objetivos de 
aprendizaje más importantes. Sin 
embargo, esta no parece ser la  
tónica dominante, puesto que  
la frase «enseñar para el examen» 
ha adquirido en sí misma una 
connotación peyorativa en las 
políticas educativas. Un enfo-
que limitado a unas pocas ma-
terias podría descuidar el tiempo 
dedicado al aprendizaje de co-
nocimientos y habilidades valio-
sos, pero más difíciles de medir, 
como el razonamiento crítico o 
la creatividad. De la misma ma-
nera, incluso en las asignaturas 
evaluadas se ha observado que 
los docentes se limitan a impartir 
el material que se espera que apa-
rezca en el examen, perdiendo 
así algunas de las competencias 
generales en dichas materias (por 
ejemplo, Koretz y Barron, 1998; 
Figlio y Loeb, 2011). También se 
ha documentado otro compor-

vo, para lo que se utilizan datos 
sobre el rendimiento académico 
del alumnado en exámenes ex-
ternos para premiar o castigar 
a los centros en función de su 
cumplimiento de las expecta-
tivas. El argumento es que, si 
existe una capacidad limitada de 
realizar un seguimiento eficaz 
de la calidad del centro y de su 
producción educativa, los do-
centes podrían comportarse de 
manera contraria a los intereses 
de la comunidad (esto es, padres 
o responsables políticos locales). 

En principio, proporcionar in-
formación independiente y fiable 
acerca del buen funcionamiento 
de los centros, y asociar conse-
cuencias al incumplimiento de 
las expectativas por parte del 
centro, puede incentivar a los 
docentes a ajustarse a las metas 
educativas establecidas (véase  
Figlio y Loeb, 2011). Sin embar-
go, poner en práctica la rendi-
ción de cuentas en los centros 
trae consigo una serie de deci-
siones prácticas; y es en estas 
decisiones donde surgen las con-
secuencias no intencionadas. Por 
ejemplo, para implementar una 
política de este tipo es necesario 
tomar una decisión normativa en 
cuanto a qué contenido incluir 
en los exámenes estandariza-
dos, pues se plantea la disyun-
tiva de centrar la evaluación del 
alumno en un conjunto reducido 
de asignaturas o en uno más 
amplio. Por un lado, evaluar un 
conjunto amplio de asignaturas 
periódicamente tiene la ventaja 
de representar de manera más 
precisa una variedad de mate-
rias socialmente importantes, 
aunque al mismo tiempo puede 
ser difícil de cuantificar o puede 
tener un coste prohibitivo. Por 
otro lado, administrar estos exá-
menes resta tiempo adicional a 
la docencia lo que puede tener 
efectos en el rendimiento acadé-
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turas evaluadas tanto a corto 
plazo como a lo largo del tiempo  
(Figlio y Loeb, 2011). Sin em-
bargo, pese a que los incentivos 
logren los objetivos marcados, se 
ha de ser consciente de que di-
chos incentivos también produ-
cen efectos negativos que limi-
tan los beneficios de la medida. 

2.	Problemas asociados a la 
incorrecta generalización 
de resultados

Otro tipo de trabajos que 
arroja luz acerca de consecuen-
cias no intencionadas de las 
políticas públicas son las inves-
tigaciones sobre el impacto aca-
démico del número de alumnos 
por aula. Al realizar una evalua-
ción de esta medida, lo idóneo 
es que el investigador emplee 
algún tipo de variación exógena 
en el número de alumnos por 
aula, puesto que el tamaño de 
las clases es un factor endógeno 
en el que participan los propios 
centros y que tiene efectos en el 
alumnado que opta por un cole-
gio u otro. Por ejemplo, podría 
darse el caso de que los centros 
con una menor concentración 
de alumnos por aula logren me-
jores resultados en los exámenes 
debido a que son muy selectivos 
o porque disponen de más recur-
sos económicos, lo cual podría 
en ambos casos repercutir direc-
tamente en el rendimiento aca-
démico medio del alumnado. De 
la misma manera, si se asignan a 
propósito clases de menor tama-
ño a los programas dirigidos a 
determinados subgrupos de es-
tudiantes, la relación entre el nú-
mero de alumnos por aula y las 
calificaciones del alumnado en el 
entorno académico podría ser un 
simple reflejo de la selección del 
alumnado admitido en dichos 
programas (por ejemplo, cursos  
de nivel avanzado o programas de  
apoyo académico). Si los investi-

comparación con la amplia lite-
ratura existente sobre anteriores 
programas de rendición de cuen-
tas, estudios recientes del estado 
de Carolina del Norte han cons-
tatado que la medida fue infruc-
tuosa y que, de hecho, es posible 
que haya mermado el rendimien-
to académico del alumnado, al 
haber restado tiempo de do-
cencia por añadir carga admi-
nistrativa, y haber derivado en 
rotaciones no anticipadas entre 
colegios de directores y profeso-
rado (Heissel y Ladd, 2018). Una 
política que incentive cambios 
en la manera de enseñar en los 
centros educativos también mo-
difica, evidentemente, las condi-
ciones laborales del profesorado 
y, en consecuencia, puede al-
terar sus preferencias respecto 
a dónde trabajar. Nótese que 
esto no implica necesariamente 
que la rotación produzca efectos 
negativos, sino que podría tener-
los. De hecho, los efectos de esa 
rotación en la calidad docente y 
en el rendimiento del alumnado 
parecen ser heterogéneos (por 
ejemplo, Rockoff et al., 2012; 
Clotfelter et al., 2004). 

En general, las conclusiones 
extraídas de los programas de 
rendición de cuentas que hemos 
resumido destacan la importan-
cia de anticipar comportamien-
tos estratégicos provocados por 
los incentivos incorporados en 
las políticas educativas. Tam-
bién muestran que un parámetro 
destinado a la medición, si se 
convierte en un parámetro que 
acarrea consecuencias acadé-
micas o laborales, puede alte-
rar el comportamiento en for-
mas deseadas y no deseadas. 
En general, el efecto neto de los  
programas de rendición de cuen-
tas parece positivo, ya que dan 
lugar a un aumento en gran 
medida del rendimiento medio 
del alumnado en las asigna-

plo, Figlio y Getzler, 2007; Cullen 
y Rebak, 2006), mientras que 
otros centros han modificado sus 
medidas disciplinarias particular-
mente durante los períodos de 
evaluación para que los alumnos 
con bajo rendimiento se que-
daran en casa y, por tanto, no 
computaran en los promedios de 
los exámenes (Figlio, 2006).

Un objetivo adicional de estos 
programas de rendición de cuen-
tas suele ser la mejora de los re- 
sultados académicos de los gru-
pos poblacionales más desfavo-
recidos. No obstante, en muchas 
ocasiones, los modelos de eva-
luación empleados en los pro-
gramas de rendición de cuentas 
no capturan de manera precisa 
las causas potencialmente im-
portantes del bajo rendimiento 
académico de dichos grupos. 
Un sistema de evaluación que 
no permita tener en cuenta los 
problemas propios del perfil del 
estudiante ni la falta de recur-
sos en centros más desfavore-
cidos atribuirá injustamente el 
incumplimiento de las expecta-
tivas al centro y a los docentes, 
que resultarán además injusta-
mente castigados por el sistema, 
lo que provoca efectos adicio-
nales contraproducentes (Ladd 
y Walsh, 2002). Si la falta de  
recursos escolares es el motivo 
del bajo rendimiento académi-
co del alumno, un castigo que 
reduzca los recursos tan solo 
agravaría el problema. Figlio 
(2003) ha documentado algunas 
de estas consecuencias de finan-
ciación en distritos con muchas 
minorías y alumnos de pocos 
recursos en lo relativo a la nor-
mativa para el uso de los fondos 
incluidos en el programa NCLB.

Aunque sigue habiendo muy 
pocos datos acerca de los pro-
gramas de mejora escolar en el 
marco de Race to the Top en 
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(2009) del programa Class Size 
Reduction (CSR, «Reducción del 
número de alumnos por aula») 
en California. La implementación 
de un programa a gran escala de 
reducción del número de alum-
nos por clase implicará necesa-
riamente la contratación de más 
profesorado y dicho efecto en el 
mercado laboral docente puede 
causar consecuencias no inten-
cionadas. La iniciativa CSR de  
California, implementada en 
1996, redujo el número de alum-
nos de 30 a 20 en las clases de 
dicho estado desde educación 
infantil hasta tercero de primaria. 
Jepsen y Rivkin (2009) observan 
que esta política aumentó ligera-
mente las calificaciones obtenidas 
en matemáticas y lectura, aunque 
los efectos de la reducción del 
número de alumnos por clase se 
vieron contrarrestados en gran 
medida por la disminución de la 
calidad del profesorado. El motivo 
de ello es que tal reducción a gran 
escala de alumnos por clase re-
quiere una repentina contratación, 
también a gran escala, de personal 
docente, lo cual llevó a contratar 
profesores sin la debida titulación 
ni experiencia docente previa. 

Detrás de estos resultados 
inesperados del programa CSR, 
se encuentra el hecho de que no 
todos los demás factores se man-
tienen constantes en un contexto 
normativo a gran escala. En este 
caso, disminuyó el número de 
alumnos por aula, pero también 
lo hicieron las cualificaciones 
del personal docente. Este es un 
importante efecto secundario de 
la política a tener en cuenta. En 
este sentido, Hanushek (2011) 
demuestra que el efecto profe-
sor es enorme en el rendimiento 
académico y que la calidad do-
cente es posiblemente uno de 
los aspectos más importantes 
para el aprendizaje del alumna-
do. El mencionado trabajo de  

las probabilidades de que los 
alumnos pertenecientes a mino-
rías se presentaran a pruebas de 
acceso a la universidad (Krueger 
y Whitmore, 2001). 

También existen trabajos que 
estiman el efecto causal de las 
clases menos numerosas utili-
zando escenarios cuasiexperi-
mentales. Estos trabajos llegan 
a conclusiones similares, ya que 
observan efectos positivos en las 
clases menos numerosas, parti-
cularmente para alumnos desfa-
vorecidos (por ejemplo, Angrist 
y Lavy, 1999; Rivkin, Hanushek y 
Kain, 2005). No obstante, tam-
bién existe evidencia sobre casos 
en los que la reducción del nú-
mero de alumnos por aula en 
centros educativos (como es el 
caso del estado de Connecticut, 
estudiado en Hoxby [2000]) no 
parece tener un efecto causal.

Todos estos estudios tienen 
en común que aíslan el efecto 
causal del número de alumnos 
por aula en el contexto de estu-
dio en cuestión. Es decir, ana-
lizan el impacto del tamaño de 
las clases manteniendo todo lo 
demás constante. Son investi-
gaciones relevantes, puesto que 
pueden atribuir claramente sus 
efectos estimados exclusivamen-
te al número de alumnos por 
aula. Sin embargo, en la aplica-
ción real de tales políticas, esta 
estimación causal no es suficien-
te para saber qué repercusiones 
tendrá una potencial política en 
el alumnado, puesto que es muy 
improbable que el resto de fac-
tores educativos permanezcan 
invariables. 

Un ejemplo ilustrativo de 
cómo la implementación a gran 
escala puede producir resultados 
contrarios a los documentados 
en estudios experimentales es 
la evaluación de Jepsen y Rivkin 

gadores o responsables políticos 
observan una correlación entre 
el número de alumnos por aula 
y el rendimiento académico del 
alumnado y lo consideran erró-
neamente un indicativo de que 
existe una relación causa-efecto 
entre ambas variables, esta in-
correcta interpretación podría 
llevar a decisiones normativas 
equivocadas. Por ello, los traba-
jos más rigurosos sobre la cues-
tión suelen buscar variaciones 
exógenas en el número de alum-
nos por aula; esto es, variaciones 
en el tamaño de las clases que 
no guarden relación con factores 
que puedan repercutir en el ren-
dimiento académico.

Un influyente estudio en esta 
línea de investigación evalúa el 
conocido proyecto STAR del es-
tado de Tennessee, cuyas siglas 
en inglés significan «relación de 
rendimiento alumno/profesor» 
(student/teacher achievement 
ratio), que puso en marcha un 
experimento a gran escala en 
el que alumnos y profesores de 
educación infantil fueron asig-
nados aleatoriamente a aulas de 
distintos tamaños y evaluados a 
lo largo del tiempo. Gracias a su 
diseño experimental y al gran ta-
maño de la muestra, este estudio 
se ha considerado un importante 
referente sobre los efectos de la 
reducción del número de alum-
nos por aula. Los datos sobre el 
impacto de esta política mues-
tran que los resultados en los 
exámenes estandarizados fueron 
mejores en las clases de menor 
tamaño y que el beneficio fue 
mayor entre grupos desfavo-
recidos y con menos recursos 
económicos (Krueger, 1999). 
Asimismo, se ha observado que 
los efectos de este programa 
pueden ser duraderos. En este 
sentido, existe evidencia de que 
asistir a clases menos numerosas 
a edades tempranas incrementó 
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también alteran el horario del 
cuidado de los hijos y la jornada 
laboral de los padres y madres 
que trabajan. 

Por ejemplo, en un intento 
de estimar cómo afecta el coste 
del cuidado de los niños en el 
mercado laboral de las madres, 
varios investigadores han consi-
derado los programas de educa-
ción temprana como un sustitu-
to de los servicios de guardería 
privados. En sus estimaciones, 
estas investigaciones utilizan la 
variación en la introducción de 
programas gratuitos de educa-
ción infantil y preescolar. Esto 
permite a los investigadores 
comparar a mujeres similares, al-
gunas de ellas con la posibilidad 
de elegir una opción educativa 
pública gratuita y otras abocadas 
a pagar guarderías privadas para 
niños de la misma edad. Estos 
trabajos muestran que existen 
efectos positivos en el mercado 
laboral cuando el cuidado in-
fantil se proporciona a través del 
sistema educativo, ya que ofrece 
una opción asequible para aque-
llas mujeres que se reincorporan 
al trabajo (por ejemplo, Gelbach 
2002; Cascio 2009).

Otro ejemplo relevante son 
los cambios en el calendario es-
colar. Los calendarios escolares 
continuos modifican las fechas 
de asistencia a clase de los alum-
nos. Los colegios que adoptan 
estos calendarios suelen tener el 
mismo número de días lectivos 
que los colegios con calendarios 
normales, pero los redistribuyen 
a lo largo del año natural (Graves,  
McMullen y Rouse, 2013). Existen 
diferentes modelos sobre cómo 
implementar un calendario es-
colar continuo, pudiendo variar 
en la duración de los períodos 
lectivos y vacacionales alternos y 
en si todo el alumnado tiene el 
mismo horario de asistencia (sin-

a centros más aventajados en los 
que haya plazas vacantes. 

Otro estudio más reciente 
acerca de una política a gran 
escala de reducción del número 
de alumnos por clase en Florida 
también muestra resultados des-
alentadores para una inversión 
educativa tan elevada (Chingos, 
2012). Chingos (2011) revisa la 
bibliografía acerca de la reduc-
ción del número de alumnos 
por aula y señala que, aunque 
puedan tener algunos beneficios 
muy concretos, por lo general, 
«estas políticas a gran escala 
también son extremadamente 
costosas y suponen una pérdida 
de oportunidades para realizar 
inversiones educativas más inte-
ligentes» (Chingos, 2011: p.2). 

En definitiva, los ejemplos de 
las políticas de California y Flo-
rida ponen de relieve la impor-
tancia de comprender las limi-
taciones de los resultados de un  
estudio científico a la hora de 
emplearlos para promover pro-
yectos normativos.

3.	Problemas asociados 
a la doble función de 
los centros escolares 
como centros educativos 
y como servicios de 
cuidado infantil

Un último ejemplo de la ne-
cesidad de prever correctamente 
los efectos secundarios de de-
terminadas políticas proviene 
de los trabajos sobre la relación 
entre el mercado laboral y la 
doble función que desempeña a 
nivel familiar la educación de los 
niños pequeños. Además de pro-
porcionar educación a los niños, 
el colegio también representa la 
principal fuente de cuidado in-
fantil durante los días laborables. 
En consecuencia, las políticas 
que alteran el horario escolar 

Hanushek puso de manifiesto 
que «reemplazar entre un 5 y un 
8 por 100 del personal docente 
de peor calidad por profesores 
de calidad media podría posicio-
nar a Estados Unidos cerca de los 
mejores puestos en los ránquines 
internacionales de matemáti-
cas y ciencias, lo que supondría 
un valor actual de 100 billones 
de dólares» (Hanushek, 2011: 
p. 466). Comprender que en la 
práctica existe un equilibrio al 
menos a corto plazo entre la ca-
lidad docente y las clases menos 
numerosas pone de manifiesto 
que: i) apoyar la implementación 
de una política en los efectos 
causales que se han estimado 
asumiendo la condición ceteris 
paribus tan solo fundamenta 
parcialmente las decisiones nor-
mativas; y que ii) en los casos 
donde los efectos en el profe-
sorado son incluso mayores que 
los efectos de la reducción del 
número de alumnos, se podría 
observar que una política bien 
intencionada acabe resultando 
contraproducente. 

Cabe añadir que en el estudio 
de Jepsen y Rivkin (2009) acerca 
del programa CSR de Califor-
nia, los autores observaron una 
mayor proporción de docentes 
sin experiencia concentrados en 
los centros educativos con alum-
nado de estratos socioeconómi-
cos más bajos. Esto se debe a 
que la contratación se vuelve aún 
más complicada en los centros 
más desfavorecidos (por ejem-
plo, Boyd et al., 2013), por lo 
que cuando se convoca una gran 
oferta de plazas, existe tanto la 
necesidad de contratar a profe-
sores nuevos y menos prepara-
dos para cubrir esa demanda, 
como también la necesidad de 
sustituir profesorado debido al 
traslado de algunos docentes de 
mayor cualificación desde entor-
nos escolares más desfavorecidos 
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vacaciones cortas en otros perío-
dos no dispondrá de esas opcio-
nes. Graves (2103b) observa que 
los efectos en el trabajo mater-
no son mayores en las madres 
blancas que en las minorías ét-
nicas, lo cual la autora atribuye 
a que las minorías dependen en 
mayor medida de la familia para 
el cuidado de los hijos. La autora 
señala que «la familia quizá se 
adapte mejor a una distribución 
diferente de las necesidades de 
cuidado infantil, lo que permiti-
ría a las madres pertenecientes a 
grupos minoritarios contrarrestar 
algunos (aunque no todos) de 
los efectos negativos sobre el 
empleo» (p. 279).

La conclusión de que los ho-
rarios escolares repercuten en la 
capacidad de las madres para 
trabajar no es exclusiva de los 
estudios sobre calendarios aca-
démicos. Como hemos mencio-
nado antes, la implantación de 
programas públicos de educa-
ción infantil influye positivamen-
te en el empleo de las madres 
(Gelbach, 2002; Cascio, 2009). 
Otras políticas como la amplia-
ción de los programas de educa-
ción infantil a tiempo completo 
en lugar de a media jornada (por 
ejemplo, Gibbs, 2014) y los cam-
bios en los días de la semana 
en que los niños asisten a clase 
(Duchini y Van Effenterre, 2020) 
también han influido en el mer-
cado laboral de las madres. No 
cabe duda de que modificar la 
distribución del calendario es-
colar, ya sea a lo largo del año, 
de la semana o del día, supone 
un cambio de disponibilidad en 
cuanto al cuidado de los niños. 
Por consiguiente, si la sociedad 
desea facilitar la inserción laboral 
de la mujer, la distribución (días 
y horas) del calendario escolar 
debe ajustarse lo mejor posible 
al calendario y horarios propios 
del mundo laboral. 

aparecen en un calendario con-
tinuo, sino que se redistribuyen 
en descansos más frecuentes a lo 
largo del curso. La cuestión per-
tinente de cara a la formación de 
los alumnos es, por tanto, qué 
resulta más beneficioso para el 
aprendizaje: un único descanso 
o parones y comienzos más fre- 
cuentes. Y, en este sentido, pare-
ce que la evidencia no es favora-
ble a los calendarios continuos.

La política de alterar los ca-
lendarios escolares, del mismo 
modo que se observó en las in-
vestigaciones sobre la reducción 
del número de alumnos por aula, 
pone de manifiesto un ejemplo 
de interpretación errónea de lo 
que puede aportarnos la infor-
mación ofrecida por estudios 
científicos para fundamentar fu-
turas decisiones normativas (por 
ejemplo, calendarios escolares). 
Sin embargo, también repre-
senta un claro ejemplo de que 
ignorar la función que desempe-
ñan los centros educativos en el 
cuidado infantil puede producir 
efectos adversos no intencio-
nados. En este sentido, Graves 
(2013a) pone de manifiesto que 
los calendarios escolares conti-
nuos impactan de manera nega-
tiva en el trabajo materno y que 
las madres que tienen algún hijo 
en un centro público con calen-
dario continuo y también hijos 
más pequeños son quienes ex-
perimentan mayores dificultades 
para adaptarse. Este dato no sor-
prende si se tiene en cuenta que 
es más fácil encontrar servicios 
de cuidado infantil diferentes 
a los centros escolares durante  
los meses de verano, gracias a los 
campamentos y a que los alum-
nos de institutos y universidades, 
que aportan mano de obra a los 
campamentos, no tienen clase 
en verano. En cambio, si alguien 
intenta encontrar opciones para 
cuidar a sus hijos durante unas 

gle-track; turno simple) o si se 
forman grupos de alumnos que 
vayan rotando según empiezan 
y terminan los períodos vacacio-
nales (multi-track; turnos múl-
tiples). Este tipo de calendarios 
suelen estar motivados por los 
supuestos beneficios académicos 
que conllevan y porque permiten 
combatir los problemas de sa-
turación de la capacidad en un 
centro (véase Graves, McMullen  
y Rouse, 2013). 

Desafortunadamente, los 
datos sobre el impacto acadé-
mico no han resultado tan pro-
metedores como se esperaba. 
En Carolina del Norte, McMullen 
y Rouse (2012a; 2012b) no ob-
servan que el cambio de calen-
dario haya tenido un impacto 
académico relevante; tan solo 
constatan algunos efectos posi-
tivos en los centros con mayores 
problemas de aglomeración. Por 
otro lado, los datos de California 
indican que estos calendarios 
pueden afectar negativamente 
al aprendizaje de los alumnos, lo 
cual se ve aún más acrecentado 
en los grupos de alumnos desfa-
vorecidos (Graves, 2010; 2011). 
Se ha observado que estos es-
tudiantes desfavorecidos son 
quienes experimentan la mayor 
pérdida de conocimientos en 
verano, un fenómeno en el que 
los alumnos olvidan parte de lo 
aprendido en el anterior curso 
académico durante las extensas 
vacaciones de verano y en con-
secuencia a veces necesitan «po-
nerse al día» durante el primer 
trimestre del siguiente curso (por 
ejemplo, Downey, Von Hippel y 
Broh, 2004). Los responsables 
políticos que promueven calen-
darios académicos continuos 
basándose en posibles beneficios 
académicos derivados de acortar 
las vacaciones no suelen tener 
en cuenta que el hecho de que 
las vacaciones estivales no des-
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nidamente acerca de todas las 
repercusiones que pueden tener 
estas medidas. También es impor-
tante destacar que aún es pronto 
para extraer conclusiones defini-
tivas de muchas de las investiga-
ciones en curso. Gran parte de la 
bibliografía documenta cambios, 
aunque no es capaz de identificar 
un efecto causal. En los casos en 
los que puede establecerse un 
efecto causal, este ha de inter-
pretarse con cautela, puesto que 
obviamente no solo determina 
el impacto de una política, sino 
más bien el efecto conjunto de la 
medida política y también de las 
consecuencias directas de simple-
mente vivir en una pandemia. Por 
ejemplo, aunque las medidas de 
confinamiento por la COVID-19 
tuvieron efectos en el empleo, 
no se sabe con certeza cuánto se 
habría resentido el mercado la-
boral si los trabajadores hubieran 
decidido abandonar sus puestos 
por miedo a la pandemia en caso 
de no haberse decretado un con-
finamiento. En las investigacio-
nes a menudo se comparan los 
resultados del período previo a la 
pandemia y al confinamiento con 
los resultados durante el período 
tanto de pandemia como de con-
finamiento. 

En definitiva, una de las princi-
pales contribuciones del presente 
trabajo consiste en poner de re-
lieve que los diversos mecanismos 
descritos en este artículo pueden 
ser tenidos en cuenta para mejo-
rar el diseño de futuros proyectos 
normativos, tanto en relación con 
la pandemia como en otras áreas. 
No obstante, es igualmente im-
portante comprender y recono-
cer que muchos de los efectos 
secundarios de políticas anali-
zados en este artículo pasaron 
desapercibidos para los investi-
gadores durante varios años tras 
la entrada en vigor de aquellas. 
Este hecho pone de manifiesto 

ral, es posible que el impacto en 
la salud mental de las políticas 
relacionadas con la COVID-19 
haya acentuado las desigualda-
des de salud mental que ya exis-
tían por motivos de género, edad 
o étnicos (por ejemplo, Proto y 
Quintana-Domeque, 2021). 

También se han observado 
efectos secundarios de las medi-
das de confinamiento y distan-
ciamiento físico en el empleo y 
la educación. Se han documen-
tado desigualdades raciales y 
de género en el desempleo (por 
ejemplo, Stevenson, 2020), así 
como también efectos sobre el 
reparto entre hombres y mujeres 
del cuidado de los hijos y las ta-
reas domésticas, poniéndose de 
manifiesto que las mujeres que 
viven en entornos rurales han 
experimentado un aumento de 
la brecha de género tanto en el 
empleo como en términos de tra-
bajo no remunerado, agudizando 
el fenómeno de la «doble jorna-
da» (por ejemplo, Sevilla y Smith, 
2020; Farré et al., 2021). Asimis-
mo, como los centros educativos 
han permanecido cerrados en 
algunos países en varias fases 
de la pandemia, la educación ha 
pasado a realizarse en el hogar o 
a distancia; y los datos prelimina-
res muestran que esto también 
repercute en el aprendizaje de los 
estudiantes (Chatterji y Li, 2021; 
Musaddiq et al., 2021).

No cabe duda de que estos 
ejemplos no aportan una visión 
completa de los efectos secun-
darios provocados por las me-
didas de política pública para 
frenar el avance de la COVID-19  
(por ejemplo, cambios en los 
hábitos de consumo, impacto 
medioambiental, etc.), aunque sí 
que ilustran una esfera de acción 
actualmente en desarrollo donde 
investigadores y responsables po-
líticos han de reflexionar dete-

IV.	 CONCLUSIONES 
APLICABLES A 
POLÍTICAS ACTUALES Y 
FUTURAS

En este trabajo hemos ilustra-
do, con ejemplos, varios meca-
nismos comunes que provocan 
que las políticas públicas tengan 
resultados no intencionados. Ob-
viamente, hemos proporcionado 
una muestra de ejemplos que no 
abarca todos los posibles me-
canismos que podrían producir 
consecuencias no intencionadas 
de las políticas públicas. 

Indudablemente, una reco-
mendación que se deduce de 
nuestro trabajo es que resulta 
necesario prestar atención a las 
consecuencias no intencionadas 
de las nuevas políticas que se 
planteen teniendo en cuenta las 
políticas actuales. Un ejemplo 
al que cabe aplicar esta reco-
mendación son las medidas para 
hacer frente a la pandemia mun-
dial producida por la COVID-19. 
Las medidas de confinamiento 
y distanciamiento físico son, sin 
duda, políticas de salud pública 
que tienen el objetivo expreso de 
frenar los contagios para salvar 
vidas. No obstante, numerosas 
publicaciones recientes ya han 
constatado que también provo-
can muchos efectos secundarios 
que también convendría tener 
en cuenta. Por ejemplo, se ha 
demostrado que las medidas 
para frenar la COVID-19 median-
te el confinamiento y el distan-
ciamiento físico han provocado 
diversos efectos negativos en la 
salud mental, entre ellos depre-
sión, ansiedad y un nivel de satis-
facción con la vida cambiante a 
lo largo de las diversas olas de la 
pandemia, lo cual se observa en 
mayor medida entre la población 
joven y las mujeres (por ejem-
plo, Banks y Xu, 2020; Banks,  
Fancourt y Xu, 2021). En gene-
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recursos públicos, responsabili-
dad y lealtad institucional (…)».

Para cumplir con esta volun-
tad del legislador, que no es otra 
que la voluntad que emana de los  
ciudadanos, la evaluación de la 
actividad del sector público cons-
tituye un proceso complejo, pero 
absolutamente imprescindible, 
para cuantificar la eficiencia de 
las distintas actividades que rea-
lizan las AA. PP. y poder así opti-
mizar los servicios que se prestan 
a los ciudadanos. Podemos defi-
nir la evaluación del sector públi-
co como el proceso sistemático 
de generación de información 
e indicadores relevantes para 
establecer, mediante el análisis 
económico, una relación entre 
recursos, actividades y resultados 
con el objetivo de determinar si 
los programas y/o servicios pú-
blicos ofrecidos a los ciudadanos 
resultaron eficaces, eficientes y 
socialmente rentables. Todo ello 
con el objetivo de que tanto los 
políticos como la sociedad civil 
puedan usar los resultados en su 
toma de decisiones. 

Por evidente que parezca al 
hablar de evaluación es conve-
niente volver a subrayar que no 
existe una única aproximación 
estadística, econométrica o ma-
temática para llevar a cabo la 
evaluación de todos los progra-
mas, políticas y servicios que de-
sarrolla el sector público. Así, no 
será lo mismo evaluar si merece 
la pena extender la alta velo-
cidad para llegar a una nueva 

Resumen

Este artículo discute algunas líneas meto-
dológicas para la evaluación de la eficiencia 
y la productividad de los servicios públicos. 
Para ello, se repasa la utilidad de realizar 
benchmarking mediante métodos frontera 
y se presentan tres desarrollos metodológi-
cos recientes; metafronteras y tecnologías 
de referencia, evaluaciones causales de los 
programas para la mejora de la eficiencia y 
la evaluación de las ganancias potenciales de 
realizar fusiones de unidades que prestan un 
mismo servicio. Se concluye que para iniciar 
esta tarea sería necesario crear agencias au-
tonómicas independientes de evaluación para 
aquellos servicios en los que la comunidad 
autónoma tiene competencias.

Palabras clave: eficiencia, productividad, 
frontera de producción, servicios públicos.

Abstract

The aim of this paper is introducing some 
methodology research lines for evaluating 
the efficiency and productivity of public 
services. To do this, I review the advantages 
of performing benchmarking using frontier 
methods together with three recent 
methodological developments; meta-frontiers 
and the use of reference technologies, causal 
evaluations of public programs to improve 
efficiency and the potential gains from 
merging units inside an industry providing 
the same service. It is concluded that to start 
this evaluation task it would be necessary 
to create Independent Evaluation Agencies 
at Autonomous Community level for those 
services in which the Autonomous Community 
has transferred powers.

Keywords: efficiency, productivity,  
production frontier, public services.

JEL classification: D21, D24, H11, H75.

I.	 INTRODUCCIÓN

L A crisis generada por la 
pandemia de la COVID-19 
vuelve a poner en el centro 

del debate económico y político 
a unas administraciones públi-
cas (AA. PP.) que se enfrentan a 
mayores demandas de servicios 
públicos por parte de unos ciu-
dadanos cada vez más exigentes 
y mejor informados. Asimismo, 
el escenario macroeconómico 
indica que España cerrará 2021 
con una deuda y un déficit pú-
blico en el entorno del 120 por 
100 y por debajo del 8 por 100 
del PIB, respectivamente. Todo 
ello obliga, tal como ordena el 
artículo 31.2 de la Constitución 
Española, a redoblar esfuerzos 
para gestionar los impuestos 
pagados por los contribuyentes 
respondiendo a los criterios de 
eficiencia y economía.

Desde este punto de vista 
legal, las leyes presupuestarias 
de la mayor parte de países 
desarrollados también reco-
gen el mandato de eficiencia 
en la gestión de los recursos 
públicos. En el caso español, el 
artículo 26.1 de la Ley General 
Presupuestaria, correspondien-
te a los principios y reglas de 
programación presupuestaria, 
señala que: «La programación 
presupuestaria se regirá por 
los principios de estabilidad 
presupuestaria, sostenibi l i -
dad financiera, plurianualidad, 
transparencia, eficiencia en la 
asignación y utilización de los 
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volver a repasar ni los conceptos 
económicos de eficiencia y pro-
ductividad ni todas y cada una 
de las metodologías de fronteras 
productivas (1) estándares dis-
ponibles para medir la eficiencia, 
tanto no paramétricas, incluyen-
do el análisis envolvente de datos 
(data envelopment analysis-DEA) 
como paramétricas, siendo el 
análisis con fronteras estocásti-
cas (stochastic frontier analysis– 
SFA) la técnica más aplicada. 
Para este fin se propone al lector 
los trabajos previos de Álvarez 
(2001), Coelli et al. (2005), Fried 
et al. (2008) y Kumbhakar, Wang 
y Horncastle (2015) (2). 

Tampoco tendría sentido uti-
lizar unas pocas páginas para, 
desde una perspectiva sectorial, 
hacer un repaso pormenorizado 
de las distintas actividades que 
produce el sector público y que son  
susceptibles de ser analizadas 
con especial atención al caso 
español. Para ello, se refiere al 
lector al excelente número 95 de 
Papeles de Economía Española 
(Funcas, 2003) que llevó por tí-
tulo «Sector Público y Eficiencia» 
y al número 105 de la Revista 
Economistas (Colegio de Econo-
mistas de Madrid, 2005) titulado 
«La eficiencia de los servicios pú-
blicos: viejos problemas, nuevos 
enfoques». 

El objetivo de este artículo 
es discutir algunas de las líneas 
metodológicas que considero 
que podrían ser utilizadas para 
la evaluación de la eficiencia y la  
productividad en el ámbito de 
la prestación de los servicios pú-
blicos. Para ello, en la segunda 
sección se repasa la utilidad de 
medir la eficiencia y la produc-
tividad en el sector público y 
cuál es la situación actual en 
España respecto a este tipo de 
evaluación. En la sección tercera 
se presentan tres desarrollos me-

ciudad, evaluar un programa 
para mejorar la empleabilidad de 
los jóvenes que abandonaron la 
educación secundaria y reducir 
así su vulnerabilidad en el mer-
cado de trabajo, o la evaluación  
de la eficiencia de un conjunto de  
centros de salud que operan en 
una determinada región. 

En las dos últimas décadas 
ha surgido un creciente interés 
por los experimentos controla-
dos aleatorizados y las técnicas 
de inferencia que emplean una 
situación contrafactual para el 
análisis y la evaluación de pro-
gramas y políticas públicas. El 
objetivo de toda esta positiva 
línea de trabajo es mostrar si 
existe una relación causal entre la 
intervención del sector público, 
mediante una política o progra-
ma determinado, y el cambio en 
el indicador o indicadores aso-
ciados a la población beneficiaria 
del programa con relación a un 
grupo de control correctamente 
definido. Prueba de este interés y 
de la robustez de los resultados 
que están siendo obtenidos con 
estas técnicas son las recientes 
concesiones en 2019 (Barnejee,  
Duflo y Kremer) y en 2021  
(Angrist, Card y Imbens) del Pre-
mio Nobel de Economía a profe-
sores que desarrollan estas líneas 
de trabajo.

Siendo del todo indiscutible 
la importancia de esta dimensión 
de análisis causal en la evalua-
ción de políticas públicas con-
viene también volver a recordar 
la importancia de llevar a cabo 
la evaluación sistemática de la 
eficiencia y la productividad de 
los servicios públicos mediante 
el uso de fronteras productivas. 
La oferta de servicios públicos 
que se realiza mediante unidades 
independientes de producción 
pública, que consumen trabajo y 
capital para entregar servicios de 

manera satisfactoria a una po-
blación determinada, es ingente.

Redondeando, y únicamente 
a título ilustrativo, en España  
podemos contar unos 4.500 
centros donde se imparte Edu-
cación Infantil, 9.800 centros de 
Educación Primaria, unos 4.000 
centros de Educación Secundaria 
Obligatoria y Bachillerato, unos 
460 hospitales, 3.000 centros de 
salud, 10.000 consultorios médi-
cos locales, unos 1.000 juzgados 
de primera instancia e instruc-
ción, 230 comisarías de policía, 
130 servicios de bomberos, 68 
cárceles, 47 universidades públi-
cas presenciales, 46 puertos, 45 
aeropuertos y un largo etcétera.

El gasto público asociado a 
la prestación de estos servicios 
es muy elevado y, además, a 
diferencia de «programas para 
la mejora de» que empiezan 
y en algún momento acaban, 
se repiten de forma sostenida 
año tras año. En 2018, el gasto 
presupuestado por las adminis-
traciones públicas para hacer 
frente a los servicios sanitarios 
(educativos) fue de unos 77.000 
(45.000) mil lones de euros  
(Ministerio de Sanidad, 2021; 
MEFP, 2021). Esto supone que, 
solo en sanidad y educación, por 
cada punto porcentual que pu-
diéramos mejorar la eficiencia en 
la gestión de estos servicios libe-
raríamos 1.220 millones de euros 
bien para usos alternativos o bien 
en reducción de impuestos. 

En el contexto de la eva-
luación del sector público, el 
interés por mejorar su eficien-
cia ha constituido uno de los 
principales focos de atención 
e investigación por parte de la 
economía pública, así como por 
investigadores de distintos ámbi-
tos. Por motivos de extensión, se 
considera que no tiene sentido 
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dicionalmente todos los esfuer-
zos de las administraciones pú-
blicas para mejorar los servicios 
se han centrado en incremen-
tar los recursos presupuestarios, 
como si fuera evidente que más 
euros invertidos automática-
mente fueran capaces de pro-
ducir más y mejores servicios. 
Sin embargo, el objetivo de las 
AA. PP. debería cambiar y buscar 
las mejores maneras de utilizar 
los recursos públicos existentes 
(muchos o pocos, su magnitud, 
dependerá de las preferencias 
democráticas que desean los 
ciudadanos acerca del peso del 
sector público que quieren para 
la economía donde residen) des-
plazando el foco de atención 
desde la cuantía de los recursos, 
«más» no supone tautológica-
mente «mejor’, a un uso de los 
mismos eficiente. 

Las principales ventajas de 
llevar a cabo la evaluación del 
desempeño de los servicios pú-
blicos mediante competencia por 
comparación son numerosas, 
pero pueden destacarse las si-
guientes. En primer lugar, ayuda 
a definir el cumplimiento de ob-
jetivos, tanto cuantitativos como 
cualitativos, así como a clarificar 
las responsabilidades de las or-
ganizaciones. En segundo lugar, 
anima a promover el análisis de 
las relaciones entre agencias y 
programas para una mejor coor-
dinación de las políticas dentro 
de las AA. PP. También mejora la 
transparencia, ofreciendo tanto 
a los distintos Gobiernos, cen-
tral, autonómico y local, como 
a los ciudadanos indicadores de 
desempeño de sus políticas y 
servicios públicos a lo largo del 
tiempo. En tercer lugar, la com-
petencia por comparación anima 
a la continua mejora en el des-
empeño ya que, conocidos los 
indicadores de desempeño, nin-
guna unidad productiva querrá 

todológicos e ideas que podrían 
ser utilizadas para llevar a cabo 
el benchmarking de unidades 
productivas. Esto incluye la cuan-
tificación de las diferencias en 
productividad mediante meta-
fronteras y tecnologías de refe-
rencia, las evaluaciones causales 
de los programas para la mejo- 
ra de la eficiencia y la evaluación 
de las ganancias potenciales de  
realizar fusiones y escisiones  
de unidades de producción pú-
blica. Finalmente, en la última 
sección se ofrecen conclusiones 
y líneas futuras de trabajo.

II.	 LA MEDICIÓN DE 
LA EFICIENCIA Y LA 
PRODUCTIVIDAD DE LOS 
SERVICIOS PÚBLICOS EN 
ESPAÑA

Cualquier manual de micro-
economía define una tecnología 
como la capacidad de obtener 
distintos outputs a partir del uso 
de múltiples inputs. Su carac-
terización básica se realiza me-
diante el concepto de función 
de producción. Así, una fun- 
ción de producción y= f(x) indica 
la máxima cantidad y de output 
que es factible producir a partir 
de una determinada cantidad de 
inputs (x1,…,xN) > 0 (Mas-Colell, 
Whinston y Green, 1995, p.129). 
Se subraya «máxima cantidad» 
porque rara vez los manuales 
de microeconomía definen, aso-
ciado al concepto de función 
de producción, el concepto de 
eficiencia. 

En efecto, en mercados que 
operan en competencia perfec-
ta y con productores privados 
precio-aceptantes guiados por la 
maximización del beneficio, no 
caben resultados ineficientes ya 
que estos llevarían directamente 
a la quiebra a estas empresas y, 
por tanto, se asume que la pro-

ducción se lleva a cabo con plena 
eficiencia. En principio, nada im-
pediría que la producción de 
bienes y/o servicios públicos al-
cance idénticos resultados. Sin 
embargo, por distintas razones 
asociadas a la gestión de las uni-
dades productivas las unidades 
de producción públicas encuen-
tran dificultades para alcanzar 
los máximos teóricos permitidos 
por la tecnología (Farrell, 1957; 
Leibenstein, 1966; Levin, 1974; 
Niskanen, 1975; Levin, Jamison 
y Radner, 1976). La multiplici-
dad de objetivos heterogéneos 
y a veces no definidos, la falta 
de restricciones presupuestarias 
claras y la estructura de incenti-
vos pueden apartar a la empresa 
pública de alcanzar la máxima 
eficiencia (Tirole, 1994).

Ello implica que es factible 
que las unidades pueden llevar 
a cabo la producción de los ser-
vicios públicos de manera inefi-
ciente, esto es, utilizando más 
recursos de los que se requie-
ren para lograr una cantidad de 
producción o, alternativamente, 
dependiendo de la orientación 
elegida, produciendo por debajo 
del máximo tecnológicamente 
factible dados unos recursos. A 
partir de este hecho, y dado que 
rara vez se observan quiebras en 
los sectores enumerados en la 
sección anterior, surge la necesi-
dad de conocer la magnitud de 
la eficiencia con la que se lleva 
a cabo la producción de un ser-
vicio público comparando a las 
distintas unidades productivas 
que lo desarrollan. 

La utilidad de esta evaluación 
vista la magnitud presupuestaria 
que supone la prestación de estos 
servicios, es considerable. En este 
sentido, el australiano Steering  
Committee for  the Rev iew  
of Government Service Provision  
(SCRGSP, 2013) señala que tra-



46

DESARROLLOS RECIENTES EN EFICIENCIA Y PRODUCTIVIDAD PARA SU APLICACIÓN EN EL SECTOR PÚBLICO

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

cada ejercicio explora la mejora 
de los mecanismos de búsqueda 
y análisis de los indicadores aso-
ciados a esta evaluación. Para 
ello, el primer requisito siem-
pre debe ser la definición de los  
inputs y outputs que serán utili-
zados y que idealmente deberían 
incluir indicadores de cantidad, 
calidad (4), outputs no desea-
bles (5) así como variables que 
tengan en cuenta el entorno en 
el que operan (6) las distintas 
unidades. En la mayoría de los 
casos la literatura es amplia y las 
posibilidades son múltiples, por 
lo que se recomienda alcanzar 
el mayor consenso posible entre 
evaluador, unidades evaluadas y 
usuarios finales de la evaluación 
teniendo en cuenta el contexto 
y los objetivos perseguidos. Ello 
también incluye la realización de 
distintos análisis para comprobar 
la robustez en los resultados. 

A continuación, deben de-
finirse las fuentes de datos de 
donde se obtendrá la informa-
ción necesaria para ejecutar los 
análisis. En numerosas ocasiones 
las evaluaciones de eficiencia 
y productividad no se llevan a 
cabo por parte de las AA. PP. 
o por parte de otros agentes 
argumentando que no existe 
información acerca de todas las 
variables con las que sería nece-
sario contar. En este sentido, es 
importante señalar que siempre 
existirá información e indica-
dores no disponibles y también 
siempre será posible perfeccio-
nar las medidas ya existentes. 
Este hecho genera un círculo 
vicioso ya que los indicadores 
no se generan porque no existe 
evaluación y la evaluación nunca 
empieza porque se considera 
que no existen los indicadores 
adecuados. El resumen es que 
para romper este círculo es im-
prescindible la voluntad política 
de comenzar a evaluar.

es encargada por el Gobierno a 
la Autoridad Independiente de 
Responsabilidad Fiscal (AIReF) 
que había sido creada en 2014. 
El primer Plan de Actuación del 
spending review desarrollado 
por AIReF marcó un punto de 
inflexión al incluir, por primera 
vez de manera explícita en un 
texto de una institución pública, 
la posibilidad de realizar bench-
marking mediante el uso de fron-
teras productivas, lo que AIReF 
(2017, p. 6) denomina «frontera 
eficiente». Concretamente, el Plan 
de Acción de AIReF afirma: «Todo 
ello con objeto de medir tanto el 
“coste medio” de la intervención 
pública como “gasto medio” por 
beneficiario. Estas evaluaciones 
también pueden incluir el cál-
culo de fronteras eficientes de 
producción, que determinan un  
benchmarking». Si bien estos 
análisis han empezado a apa-
recer en algunas de sus evalua-
ciones, como en AIReF (2018) 
para el análisis de la Sociedad 
Estatal Correos y Telégrafos o en  
AIReF (2020) para el estudio del 
sistema universitario público anda-
luz, se trata todavía de análisis muy 
incipientes que distan de ser siste-
máticos (3). En la siguiente sección 
se apuntan algunas ideas para  
institucionalizar el benchmarking  
en las AA. PP.

III.	 LA EVALUACIÓN DE 
LA EFICIENCIA Y LA 
PRODUCTIVIDAD EN EL 
SECTOR PÚBLICO

Una vez realizadas las prime-
ras aproximaciones con algunas 
evaluaciones puntuales, el si-
guiente paso es institucionalizar 
la evaluación del desempeño  
de la producción de los servicios 
públicos. Es decir, la evaluación 
de la eficacia, la eficiencia y la 
productividad de manera con-
tinuada en el tiempo, y que en 

aparecer la última en el ranking. 
De esta manera el benchmarking 
permite identificar a las mejores 
prácticas, aprender de su gestión 
y promover la introducción de 
mejoras e innovación en la entre-
ga de los servicios. Y no menos 
importante, también permite 
identificar a las peores prácticas, 
con el objetivo de poner remedio 
a los problemas que impiden que 
ofrezcan el servicio de manera 
eficiente, mediante el estableci-
miento de objetivos de mejora.

Hasta la fecha, la instituciona-
lización de la evaluación sistemá-
tica de los servicios públicos en 
España ha tenido escaso éxito. 
El primer intento serio de llevar 
a cabo una evaluación de la efi-
ciencia del gasto público tuvo 
su origen en la creación, a me-
diados de 2006, de la Agencia 
Estatal de Evaluación de las Polí-
ticas Públicas y la Calidad de los 
Servicios (AEVAL). La misión de 
AEVAL era «la promoción y reali-
zación de evaluaciones y análisis 
de impacto de las políticas y pro-
gramas públicos, así como el im-
pulso de la gestión de la calidad 
de los servicios, favoreciendo el 
uso racional de los recursos y la 
rendición de cuentas a la ciuda-
danía». Sin embargo, las evalua-
ciones planteadas por AEVAL no 
incluían los servicios prestados 
por las comunidades autónomas 
(CC. AA.), solo los de la Adminis-
tración General del Estado, y no 
respondieron claramente a los 
objetivos definidos, por lo que 
la Agencia fue definitivamente 
clausurada en 2017. 

En 2016, como consecuencia 
de la crisis financiera global, España  
adquirió el compromiso ante  
la Comisión Europea de revisar la 
eficiencia de las administraciones 
públicas. Esta tarea de análisis 
y revisión del gasto público co-
nocida como spending review 
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IES con los de los centros de edu-
cación concertada de la misma 
CC. AA. que prestan con dine-
ro público los mismos servicios. 
También podemos comparar el 
desempeño de grupos de centros 
que operan en municipios de dis-
tinto tamaño o incluso comparar 
el desempeño de médicos dentro 
de un mismo hospital. 

Siendo estas primeras medi-
ciones de la eficiencia y de los 
cambios en productividad a lo 
largo del tiempo importantes, 
el siguiente paso sería realizar el 
análisis de manera comparada 
no solo dentro de cada indus-
tria, sino entre industrias que 
pertenecen a distintas jurisdiccio-
nes. Que parezca que nuestra in-
dustria va bien será una medida 
vacía si nunca comparamos sus 
resultados con los que obtienen 
otras industrias de nuestro en-
torno (8). Podríamos entonces 
comparar industrias de distin-
tas comunidades autónomas o 
incluso de distintos países a lo 
largo del tiempo. 

Por tanto, se trata de recu-
perar la idea de «federalismo de 
laboratorio» como una impor-
tante ventaja del sistema auto-
nómico español todavía no bien 
explotada. Para Oates (1999), un 
sistema descentralizado permite 
probar y experimentar distintas 
alternativas de prestar un servicio 
público. Esta experimentación 
tendría por objetivo obtener ga-
nancias de eficiencia en términos 
de progreso tecnológico que a 
su vez animen a más experimen-
tación. En definitiva, las CC. AA. 
podrían introducir distintas in-
novaciones en sus servicios para 
maximizar el nivel de los outputs 
que entregan a sus ciudadanos 
dado un nivel de gasto, al tiem-
po que reproducen los progra-
mas exitosos en otras CC. AA. y 
descartan aquellos cambios en 

públicos para la mejora de la efi-
ciencia y la productividad; y 3) el 
análisis de la fusión y escisión de 
unidades que prestan servicios 
públicos. 

1.	Metafronteras 
y diferencias en 
productividad a lo largo 
del tiempo

Como ya se ha señalado, la me- 
dición de la eficiencia con la que 
operan los servicios públicos es 
una parte fundamental para pro-
porcionar los mejores servicios 
posibles a los ciudadanos ha-
ciendo un buen uso de los re-
cursos. Además de los objetivos 
ya señalados, Pedraja-Chaparro, 
Salinas-Jiménez y Smith (1999) 
señalan como objetivo de esta 
evaluación «el análisis de la efi-
ciencia global de la industria». 
En el caso del sector público es-
pañol entendemos por industria 
al conjunto de unidades produc-
tivas que producen un servicio 
en un determinado sector que 
está bajo la jurisdicción de una 
misma administración (7). Algu-
nos ejemplos podrían ser los ins-
titutos de Educación Secundaria 
(IES) de la Comunidad de Castilla 
y León, las oficinas de la empresa 
pública Correos o los hospitales 
andaluces. Estos centros forman 
«una industria» que depende 
presupuestariamente de una 
Administración interesada en 
ofrecer el mejor y más eficiente 
servicio a sus ciudadanos.

A partir de aquí el primer ob-
jetivo de estas administraciones 
es analizar la eficiencia de «su 
industria» y cómo evoluciona 
a lo largo del tiempo. A conti-
nuación, podemos comparar el 
desempeño de la industria con 
otras industrias semejantes. Por 
ejemplo, podemos analizar las 
diferencias en desempeño de los 

Como ya se ha señalado, la 
evaluación es un proceso de ge-
neración de información relevan-
te continuo en el tiempo y, por 
tanto, posiblemente la informa-
ción para el análisis nunca será 
totalmente perfecta. Comenzar a 
evaluar supone diseñar sistemas 
de información para almacenar 
y gestionar los datos necesarios 
en la evaluación. Inicialmente 
estos serán imperfectos, pero con 
el paso del tiempo las medidas 
serán cada vez más precisas y 
adecuadas para conseguir me-
jores evaluaciones. Un ejemplo 
de la puesta en servicio de un 
sistema de información sería  
euroCRIS, (Current Research  
Information Systems for Europe), 
que recoge datos sobre la investi-
gación llevada a cabo por distin-
tas instituciones y universidades 
a partir de las actividades de sus 
profesores e investigadores. 

En este ejemplo, una vez 
obtenida esta información, la 
misma puede ser utilizada para 
analizar la eficiencia y la pro-
ductividad del sistema de inves-
tigación español en compara-
ción con otros países europeos. 
Además, el sistema permitiría 
también comparar los centros 
de investigación en España. Por 
supuesto, la puesta en marcha 
de un sistema de información 
llevará tiempo, pero esta no pa-
rece una dificultad insalvable en 
la sociedad interconectada del 
siglo XXI. 

Obtenida la información cabe 
plantearse cuáles son los objeti-
vos de análisis que se pueden de-
sarrollar. A continuación, señalo 
tres líneas de trabajo que, en mi 
opinión, serían especialmente 
deseables para mejorar la toma 
de decisiones: 1) las compara-
ciones y evolución de la produc-
tividad total de los factores; 2) la 
evaluación causal de programas 
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estas diferencias. Por un lado, 
las causas podrían ser exóge-
nas, dependientes de variables 
geográfi cas, de dispersión de la 
población o en cualquier caso de 
factores fuera del alcance de los 
gestores de la industria. En este 
caso, existen distintas metodolo-
gías para incorporar directamen-
te estas variables en el análisis. 
Finalmente, la parte no explicada 
por estos factores exógenos sería 
efi ciencia en la gestión o cuellos 
de botella debidos a marcos re-
gulatorios que impiden el pleno 
desarrollo de la industria para fa-
vorecer otros objetivos distintos 
de la efi ciencia. 

Por ejemplo, en el gráfi co 1 
PD sería una unidad inefi ciente ya 
que la frontera productiva cons-
truida para su industria D indica 
que con la cantidad de input que 
utiliza podría aumentar la can-
tidad actual que produce de 
output YD hasta el nivel –YD. Ade-
más, si comparamos a la in-
dustria D con la metafrontera, 
construida para los restos de uni-
dades analizadas, observamos 
cómo existe un objetivo de pro-
ducción potencial que se sitúa 
en Y*

D. Siendo la diferencia entre 
Y*

D y –YD debida a la industria. Las 
metafronteras han sido emplea-
das en España para el análisis de 
servicios locales de recogida 
de basura (Garrido-Rodríguez 
et al., 2018), el transporte pú-
blico (Campos-Alba, 2020) o 
para evaluar diferentes sistemas 
educativos (Cordero, Santín y 
Simancas, 2017; Giménez et al., 
2019), entre otros.

La metafrontera puede ser 
estimada mediante distintos pro-
cedimientos como una fronte-
ra estocástica, DEA u orden-m, 
pero un supuesto básico para el 
uso de esta metodología es asu-
mir que la tecnología sintética 
construida en la metafrontera 

ellas formada por un número de 
unidades de producción. La idea 
de metafrontera implica trazar 
una nueva frontera productiva 
asumiendo que la combinación 
lineal de las mejores unidades 
productivas pertenecientes a los 
distintos grupos o industrias es 
tecnológicamente factible. Así, 
la efi ciencia de cualquier unidad 
productiva se podría descom-
poner en dos partes, una parte 
debida a su propia gestión en 
comparación con otras unida-
des productivas que compiten 
con ella en la misma industria y 
una parte debida a la diferencia 
tecnológica entre las industrias 
comparadas. 

La unidad productiva no sería 
directamente responsable de 
esta segunda parte de la dis-
tancia a la frontera, sino que 
lo serían los técnicos y políticos 
encargados de la industria, que 
deberían analizar el porqué de 

los programas que no suponen 
ganancias de efi ciencia. 

Para realizar este «federalismo 
de laboratorio» acerca de lo que 
funciona y lo que no funciona en 
términos de mejorar la efi ciencia 
y la productividad de los servicios 
podemos recurrir al uso de me-
tafronteras (para una revisión se 
recomienda las lecturas de Batte-
se y Prasada-Rao, 2002; Pastor y 
Lovell, 2005 y Oh, 2010).

El concepto de metafronte-
ra recoge la idea de trazar una 
única frontera a partir de las me-
jores prácticas de las unidades 
productivas pertenecientes a las 
distintas industrias y podemos 
ilustrarlo a partir del gráfi co1.

En el gráfi co 1 se representan 
las fronteras de producción de 
cuatro industrias; A, B, C y D, 
capaces de producir un output a 
partir de un input, cada una de 

GRÁFICO 1
EL CONCEPTO DE METAFRONTERA

Fuente: Elaboración propia.
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nos permite descomponer las di-
ferencias en productividad entre 
las dos industrias, como en el ín-
dice de Malmquist, en una parte 
debida a diferencias tecnológicas 
y otra a diferencias en efi ciencia. 
Así, podemos comprobar cómo, 
aunque por causas tecnológicas 
(media geométrica de las distan-
cias DC y EF) la productividad en 
A es mayor que en B, la produc-
tividad de la industria B es mayor 
que la A en términos de efi ciencia 
(la distancia BE es menor que la 
distancia AD y, por tanto, está 
más cerca de la frontera). El pro-
ducto de la diferencia en produc-
tividad debida a tecnología y a 
efi ciencia nos dará una medida 
acerca de cuál es la diferencia glo-
bal en productividad entre las in-
dustrias. Esta información es muy 
útil para aprender qué podemos 
hacer para mejorar la producti-
vidad del servicio que ofrecemos 
a los ciudadanos a partir de la 
comparación con otras industrias 
que también lo desarrollan.

El índice de Camanho y Dyson 
es atractivo y ha sido utilizado 
para evaluar hospitales según 
la titularidad con la que actúan 
(Ferreira y Cunha-Marques, 
2015) o la gestión de aeropuertos 
(Ferreira, Marques y Pedro, 2016). 
Sin embargo, el índice presenta 
dos inconvenientes para su uso 
sistemático en la evaluación del 
sector público. En primer lugar, 
no se pensó para hacer segui-
mientos de las diferencias a lo 
largo del tiempo. En segundo 
lugar, con más de dos grupos se 
rompe la condición deseable de 
circularidad de Frisch (1936) en 
números índices. Es decir, dados 
tres grupos A, B y C, la diferencia 
global en productividad, y en sus 
componentes entre los grupos A 
y C, debe ser el producto de las 
diferencias entre A y B por una 
parte y B y C por otra.

industrias. El gráfi co 2 muestra 
un ejemplo para entender mejor 
esta metodología.

En el gráfico 2 observamos 
las fronteras productivas de dos 
industrias A y B cuyas unidades 
están representadas por rombos 
y círculos respectivamente. Por 
un lado, podemos ver cómo la 
frontera productiva de la indus-
tria A domina en términos tec-
nológicos a la de la industria B, 
ya que con la misma cantidad de 
input es capaz de obtener mayor 
output. Para cada unidad pro-
ductiva podemos calcular este 
índice de Malmquist adaptado, 
como la diferencia en producti-
vidad entre dos industrias, A y B, 
en vez de entre dos períodos, t y 
t +1 como haríamos normal-
mente con aquel índice. 

En el gráfi co 2 los puntos A y B 
representan la posición hipotética 
promedio de las dos industrias, 
determinadas a partir de las me-
dias geométricas de las distancias 
de las unidades de cada industria 
respecto a las dos fronteras. Esto 

es factible y reproducible en la 
industria que se desea mejorar. 
Esto en la práctica puede supo-
ner problemas prácticos ya que 
las unidades productivas en la 
metafrontera no operan en los 
mismos grupos y por tanto la 
referencia es difícil de copiar ya 
que sus DMUs (decision making 
units o unidades de decisión) 
operan en distintas industrias 
bajo distintos marcos legales, 
contextos sociales o económi-
cos, lo que puede llegar a hacer 
imposible alcanzar la referencia.

Para superar esta dificultad 
en la comparación de indus-
trias, Camanho y Dyson (2006) 
proponen adaptar el índice de 
Malmquist (Caves, Christensen 
y Diewert, 1982) donde los dos 
períodos de tiempo que se utili-
zan en la defi nición de este índi-
ce se sustituyen por dos grupos 
de unidades productivas que son 
comparados. El objetivo de estos 
autores es superar esta difi cultad 
de las metafronteras para hacer 
comparaciones directas de las di-
ferencias en productividad entre 

GRÁFICO 2
DIFERENCIAS EN PRODUCTIVIDAD ENTRE INDUSTRIAS 
(CAMANHO Y DYSON, 2006)

DDDDDDDDDDD

Fuente: Elaboración propia.
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debido a los cambios tecnoló-
gicos y de efi ciencia que se irán 
produciendo.

Independientemente de la 
metodología matemática o eco-
nométrica elegida para la es-
timación final, el seguimiento 
sistemático de unidades produc-
tivas y el análisis de las diferen-
cias en la productividad de las 
industrias a lo largo del tiempo 
debería ser un objetivo prioritario 
para institucionalizar la medición 
del desempeño de los servicios 
públicos.

2. Hacia una evaluación 
causal de los cambios en 
efi ciencia y productividad

El siguiente paso, una vez lo-
grada la institucionalización de 
la medición de los cambios en 
productividad de los distintos 
servicios públicos, será el análi-
sis causal acerca de qué políti-
cas públicas permiten mejorar 
el desempeño de las unidades 
productivas. Para ello, una línea 
actual de investigación consiste 
en combinar las herramientas 
tradicionales de inferencia causal 
con las técnicas de medición de 
la eficiencia basadas en el uso 
de fronteras. En este sentido, 
Mergoni y De Witte (2022) re-
visan 81 trabajos que realizan 
análisis causales en este sentido. 
De ellos, 53 trabajos tienen por 
objetivo analizar si cambios en 
políticas públicas o la aplicación 
de nuevos programas afectaron 
al desempeño de las unidades 
de producción respecto a un 
grupo de control. La mayoría 
de las aplicaciones reportadas 
son en el ámbito educativo [22], 
seguidas de servicios locales y 
ayuntamientos [13] y del sector 
salud [10], siendo el método de 
diferencias en diferencias el más 
aplicado (10).

para producir dos outputs. Al 
igual que en los gráfi cos 1 y 2, 
el gráfi co 3 muestra las fronteras 
productivas defi nidas por las tec-
nologías de cada industria («FF» 
y «GG» para las industrias A y B 
respectivamente. Pero, para rea-
lizar las comparaciones, en lugar 
de utilizar una metafrontera uti-
lizamos la tecnología (HH’) de un 
grupo de unidades productivas 
que las industrias que serán eva-
luadas consideran una referen-
cia. La proyección de las medias 
geométricas de las unidades de 
cada sector, representadas en 
el gráfi co 3 por los puntos A y 
B, respecto a su propia tecno-
logía (AA» y BB’) y respecto a 
la tecnología de referencia (ARA
y BRB) permiten medir cómo las 
diferencias en productividad de 
las dos industrias evolucionan a 
lo largo del tiempo y explicarlas 

Para solucionar este problema, 
Aparicio y Santín (2018) proponen 
un nuevo índice basado en Berg, 
Førsund y Jansen (1992) que con-
siste en introducir la tecnología 
de un «grupo de referencia» (R). 
Con ello, los problemas de circu-
laridad entre dos o más grupos a 
lo largo del tiempo desaparecen. 
Otra ventaja de este índice es que 
no es necesario actualizar la meta-
frontera en cada nuevo período, lo 
que permite hacer un seguimiento 
sistemático y robusto de las di-
ferencias de productividad entre 
industrias a lo largo del tiempo (9). 
El gráfi co 3 muestra las ideas bá-
sicas y las ventajas de introducir 
una referencia para el cálculo de 
este índice.

En el gráfi co 3 encontramos 
nuevamente dos industrias A y 
B que utilizan un único input

GRÁFICO 3
DIFERENCIAS EN PRODUCTIVIDAD ENTRE INDUSTRIAS 
(APARICIO Y SANTÍN, 2018)

Fuente: Elaboración propia.
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rado, aprender de su experiencia 
y trasladar estas buenas prácticas 
al resto del grupo tratado en pe-
ríodos sucesivos.

3. Fusiones y escisiones de 
unidades productivas

Una decisión relevante en una 
institución es la escala con la que 
llevará a cabo sus operaciones. 
Pensemos, por ejemplo, en el 
caso de una universidad pública. 
Una universidad normalmente no 
opera de manera centralizada, 
lo habitual es que opere a partir 
de distintas facultades que, por 
ejemplo, agrupan distintas titula-
ciones relacionadas entre sí. Ade-
más, los profesores con intereses 
investigadores y/o docentes que 
pertenecen a una misma área o 
ámbito de conocimiento suelen 
agruparse por departamentos 
que a su vez pueden pertenecer 
a una o varias facultades. Pero, 
¿cuál es el número óptimo de fa-
cultades y departamentos en una 
universidad (o en cualquier otra 
entidad pública que se organizara 
de una manera similar)? 

La respuesta a esta pregunta 
es compleja ya que cada unidad 
de servicio supone distintos cos-
tes fi jos y variables asociados a 
su proceso productivo. En este 
caso, al fusionar departamen-
tos se podrían reducir los cos-
tes variables al liberar puestos 
de personal de administración y 
servicios de los departamentos 
fusionados para que realicen 
otras tareas o se pueden obte-
ner ahorros por la reducción de 
complementos retributivos o de 
horas liberadas en gestión que 
ahora se podrían dedicar a ta-
reas docentes e investigadoras. 
Por otro lado, tampoco parece 
sensato centralizar masivamente 
todos los servicios en un único 
departamento. Los costes de 

mente mejor que las del grupo 
de control. El gráfi co 4 resume 
estas ideas. 

El panel A del gráfi co 4 mues-
tra las unidades productivas de 
una industria que utiliza una 
única tecnología para producir 
una cantidad de output a par-
tir de una cantidad de input. 
Mediante un proceso de alea-
torización podemos dividir a las 
unidades en dos grupos; de tra-
tamiento (T) y de control (C), 
representados en el gráfi co por 
círculos blancos y negros res-
pectivamente, cuyas medias en 
inputs, outputs y niveles de efi -
ciencia no son estadísticamente 
distintas en el período base. El 
panel B del gráfico 4 muestra 
que si bien después de la aplica-
ción del programa la efi ciencia 
media de ambos grupos no es 
estadísticamente distinta –uT

~= –uc, 
la tecnología del grupo tratado 
domina ahora a la del grupo de 
control, indicando que el pro-
grama, si es bien implementado, 
puede mejorar la productividad 
de los servicios públicos. A partir 
de este análisis, y mediante una 
evaluación más detallada y cuali-
tativa, se puede analizar las razo-
nes y canales que han motivado 
que estas unidades hayan mejo-

Además de la combinación de 
fronteras productivas y técnicas 
de inferencia causal, una vez 
institucionalizada la medición 
del desempeño, en el futuro, 
también podrían diseñarse ex-
perimentos controlados alea-
torizados para evaluar mejoras 
en productividad. En este senti-
do, Santín y Sicilia (2017) seña-
lan cómo un nuevo programa 
público puede tardar bastante 
tiempo, debido a la necesidad 
de ganar experiencia o a pro-
blemas de gestión y ejecución 
que surgen en la aplicación de 
procedimientos novedosos, en 
producir diferencias en resulta-
dos estadísticamente signifi cati-
vos en la media en los outcomes
deseados. 

Sin embargo, estos autores 
confi rman mediante un experi-
mento de Monte-Carlo que es 
más fácil evaluar en el corto plazo 
si el programa está consiguiendo 
mejoras en productividad debido 
a causas tecnológicas, esto es, 
porque las mejores prácticas del 
grupo tratado empiezan a obte-
ner mejores resultados que las 
mejores prácticas del grupo de 
control, o de efi ciencia, cuando 
la eficiencia media de las uni-
dades tratadas es significativa-

GRÁFICO 4
ESQUEMA DE UN EXPERIMENTO CONTROLADO ALEATORIZADO 
UTILIZANDO FRONTERAS DE PRODUCCIÓN

D

Fuente: Elaboración propia a partir de Santín y Sicilia (2017).
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La tercera ganancia poten-
cial es el efecto de armoni-
zación (harmony effect) que 
podemos ilustrar en el grá-
fico 6. En ella, se representa 
una isocuanta unitaria que 
reproduce la combinación de 
dos inputs  capaces de pro-
ducir una unidad de output. 
Se puede observar como las 
unidades A y B están muy des-
equilibradas en cuanto a la in-
tensidad del uso de los factores 
productivos ya que A (B) utiliza 
muchas (pocas) unidades del 
input 1 y pocas (muchas) del 
input 2. En este caso, la fu-
sión de ambas unidades genera 
una nueva unidad producti-
va, representada por el punto 
(A+B)/2. Tras la fusión vemos 
como la tecnología permite una 
ganancia de efi ciencia potencial 
ya que la unidad fusionada po-
dría reducir equiproporcional-
mente sus inputs hasta el punto 
C liberando estos recursos para 
usos alternativos y continuar 
produciendo la misma cantidad 
de producción. 

La segunda ganancia potencial 
es la denominada efecto escala o 
efecto tamaño (scale effect). Este 
efecto se ilustra en el gráfico 5 
donde se representa una tecnolo-
gía en la que existen dos unidades 
productivas A y B que operan de 
manera plenamente eficiente al 
estar situadas sobre la frontera 
productiva. Si existen economías 
de escala, y por tanto con un ta-
maño mayor se pueden reducir los 
costes medios, la fusión de A+B 
permitiría llevar a cabo la misma 
cantidad de producción (Y

1+Y2), 
pero reduciendo los inputs utiliza-
dos desde (X1+X2) hasta (X1+X2)*, 
siendo (X1+X2)*<(X1+X2). En el 
gráfico 5 la ganancia potencial 
vendría dada por el triángulo 
(A+B)CD. Cabe destacar que esta 
ganancia podría ser negativa. El 
resultado final dependerá de la 
tecnología productiva que deter-
minan las unidades productivas 
antes de la fusión, tecnología que 
deberá ser analizada mediante la 
construcción de una frontera pro-
ductiva. De ahí la importancia de 
la evaluación.

tiempo en coordinación podrían 
ser tan elevados que merecería la 
pena dividir la unidad en varias 
unidades que operen de manera 
independiente. La casuística es 
elevada y, por tanto, es necesario 
sistematizar la búsqueda de las 
ganancias o pérdidas potenciales 
para cada caso.

Las técnicas de fronteras pro-
ductivas pueden ser utilizadas 
para analizar estas ganancias 
esperadas en eficiencia como 
consecuencia de fusionar o di-
vidir unidades que gestionan el 
mismo servicio. En principio, en 
este ejemplo, una fusión entre 
varios departamentos será de-
seable si el nuevo departamento 
es capaz de lograr obtener una 
mayor producción en términos 
de horas de docencia y resulta-
dos de investigación o de alcanzar 
la misma producción a un menor 
coste respecto a los departamen-
tos iniciales.

Siguiendo a Bogetoft y Wang 
(2006) y a Bogetoft y Otto (2011), 
las ganancias totales de efi ciencia 
asociadas a la fusión pueden ser 
descompuestas en tres ganancias 
potenciales; efecto aprendizaje, 
efecto de armonización y efecto 
tamaño. El primer efecto es el 
denominado efecto aprendizaje 
(learning effect), o también lla-
mado efecto efi ciencia, y muestra 
cuánto puede mejorar la efi cien-
cia del servicio si la nueva unidad 
opera en la frontera productiva. 
Obviamente, si las dos unidades 
son fusionadas «por decreto-ley», 
pero nada cambia, seguramen-
te esta ganancia potencial será 
equivalente a la ganancia que las 
unidades previas alcanzarían si 
también alcanzaran la efi ciencia. 
Sin embargo, la fusión podría 
buscar cambiar inercias negativas 
en la gestión que no cambiarían 
si no se introducen cambios (11). 

GRÁFICO 5
EFECTO TAMAÑO O DE ESCALA EN LA FUSIÓN DE UNIDADES 
DE GESTIÓN

Fuente: Adaptado de Bogetoft y Otto (2011, p. 266)
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las unidades productoras de ser-
vicios públicos generaría fuertes 
ganancias de información para la 
toma de decisiones. Como ya se 
ha apuntado, un punto porcen-
tual de mejora en la efi ciencia de 
los servicios sanitarios y educati-
vos supondría liberar 1.220 mi-
llones de euros para usos alter-
nativos. Aunque en los últimos 
años se han dado pasos tími-
dos en el buen sentido, España 
está todavía lejos de alcanzar 
este objetivo.

– El primer requisito, en mi 
opinión, para llevar a cabo una 
adecuada evaluación sería crear 
agencias autonómicas indepen-
dientes de evaluación de todos 
los programas y servicios públicos 
que dependan de los parlamen-
tos autonómicos. En España, las 
CC. AA. tienen las competencias 
en sanidad y educación, los dos 
principales motores de gasto pú-
blico «en especie». Por tanto, la 
administración autonómica, que 
es quien asigna el presupuesto, 
debería ser también la encargada 
en evaluar «sus propias indus-
trias» (12). El objetivo inicial de 
cada agencia, que podría agru-
par simultáneamente a varias 
CC. AA. si así lo deciden, sería 
disponer de información de ca-
lidad de manera estable en el 
tiempo para poder construir los 
indicadores necesarios para 
los análisis. Estos indicadores 
serían transparentes y estarían 
disponibles para que terceras 
partes pudieran realizar sus pro-
pios análisis. Este sistema de 
evaluación autonómica puede 
generar en el futuro problemas 
de coordinación e intercam-
bio de información con agencias 
de otras CC. AA., pero este será 
un problema a medio plazo y de 
más fácil solución, al ya existir 
los mecanismos que generan la 
información.

la participación en los ingresos 
tributarios del estado. Ganancias 
en efi ciencia, al reducirse los cos-
tes en administración y mejorar 
la gestión de los recursos técni-
cos y humanos. Por ejemplo, la 
Ley de Régimen Electoral Gene-
ral concede 21 concejales para 
dos municipios entre 20.001 y 
50.000 habitantes, de ellos entre 
10 y 11 podrían tener dedicación 
exclusiva y percibir remunera-
ción. Una eventual fusión por 
encima de 25.000 habitantes 
aumentaría a 25 el número de 
concejales y a 15 aquellos con 
dedicación a tiempo comple-
to, lo cual supone un ahorro de 
recursos respecto a la suma 
de los dos municipios iniciales. 
Finalmente, la fusión permite 
ganancias de armonización, a 
la hora de alcanzar una mayor 
coherencia en la planificación 
económica del municipio apro-
vechando los recursos humanos 
e infraestructuras ya existentes, 
en lugar de proceder de manera 
individual a mejorar las carencias 
que tuviera cada municipio.

En defi nitiva, el análisis com-
parado de desempeño en el sec-
tor público permitiría cuantifi car 
las ganancias y costes que se 
podrían obtener de potenciales 
fusiones para que una vez calcu-
ladas los ciudadanos y políticos 
decidan con mejor información 
si desean continuar adelante con 
la propuesta de fusión. 

IV. CONCLUSIONES

La discusión realizada en las 
secciones precedentes pretende 
poner de manifi esto que:

– Siendo sumamente importan-
te la evaluación de programas 
mediante inferencia causal basa-
da en el uso de contrafactuales, 
la evaluación sistemática de la 
efi ciencia y la productividad de 

Las aplicaciones potenciales 
de esta metodología son nume-
rosas tanto dentro de las organi-
zaciones o servicios como entre 
ellos. Un ejemplo sería el de la 
fusión de municipios. España 
cuenta con más de 8.100 muni-
cipios y de ellos aproximadamen-
te el 60 por 100 tiene menos 
de 1.000 habitantes. Salvo al-
guna excepción, como la fusión 
entre Oza dos Ríos y Cesuras, dos 
municipios de la provincia de A 
Coruña llevada a cabo en 2013, 
y la lograda entre las localida-
des de Don Benito y Villanueva 
de la Serena de la provincia de 
Badajoz en 2022, existen pocas 
iniciativas para la fusión de 
ayuntamientos. 

Por ejemplo, para el caso 
de la integración de estos dos 
municipios pacenses, Cordero 
Pedraja-Chaparro y Suárez 
Pandiello (2022) señalan, entre 
otras numerosas ventajas, las 
ganancias en economías de es-
cala; que incluye una posición 
más favorable para negociar con 
proveedores, reducción de costes 
medios y ganancias de fi nancia-
ción por aumento de población, 
al incrementarse del 1,3 al 1,5 el 
coefi ciente multiplicador aplica-
do a los ingresos procedentes de 

GRÁFICO 6
EFECTO ARMONIZACIÓN 
EN LA FUSIÓN DE UNIDADES 
DE GESTIÓN

Fuente: Adaptado de Bogetoft y Otto 
(2011, p. 270).
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vidad pueden variar al cambiar la referencia 
utilizada. Sin embargo, Aparicio, Ortiz y Santín 
(2021) muestran cómo la correlación entre 
las medidas obtenidas utilizando dos referen-
cias distintas varía entre 0,94 y 0,99. Como 
ya se ha señalado, idealmente, evaluadores, 
unidades evaluadas y los usuarios de la eva-
luación deberían decidir qué tecnología usar 
como referencia que incluso podría ser la 
metafrontera en un período base. 

(10) Por ejemplo, Feliciano, López-Torres y  
Santín (2021) evalúan el programa Escuela 
2.0 comparando la evolución de las dife-
rencias en productividad de los resultados 
en Educación Secundaria de las CC. AA. 
que aplicaron el programa respecto a la 
Comunidad de Madrid que no lo aplicó. 
Los principales resultados muestran que las  
CC. AA. que aplicaron el programa perdieron 
en promedio un 13,3 por 100 de productivi-
dad respecto a Madrid.

(11) En cualquier caso, dentro de esta prime-
ra ganancia de eficiencia es fácil cuantificar 
la eliminación de costes duplicados que au-
tomáticamente pueden ser reducidos. En el 
ejemplo hipotético de la fusión de dos depar-
tamentos de universidad pequeños, digamos 
de 20 profesores que pasan a ser un único 
departamento de 40 profesores, se pasaría 
de dos directores, dos secretarios académicos 
y dos personas de administración y servicios 
a solo una, pudiendo dedicar los recursos 
liberados a otras tareas.

(12) En mi opinión, una única Agencia Na-
cional como la que plantean De la Fuente et 
al. (2021) que lleve la evaluación «de arriba 
hacia abajo» va a encontrar mayores proble-
mas de coordinación y reticencias a la hora 
de obtener toda la información que si se 
opta por agencias autonómicas que realicen 
la evaluación «de abajo a arriba». Algunas 
de estas agencias podrían nacer por acuerdo 
para evaluar a varias comunidades autóno-
mas simultáneamente. Con la escasa cultura 
evaluadora existente en España, una Agencia 
Nacional será percibida como un organismo 
fiscalizador y habrá reticencias y retrasos a la 
hora de compartir con ella la información. Sin 
embargo, una agencia propia puede contri-
buir a obtener mejor información y a incidir 
en que la evaluación solo tiene como objetivo 
proporcionar información veraz para mejorar 
los servicios.
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NOTAS

(1) A lo largo de este artículo, conceptos en 
economía como eficiencia, productividad, 
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renta expresan una mayor pre-
ferencia por subir los impuestos 
y son más proclives a expresar 
una opinión positiva sobre ellos. 
En la medida en que puede es-
perarse que mayores impuestos 
se asocien a más redistribución, 
este hallazgo es contrario a los 
supuestos teóricos de los mode-
los clásicos de economía política 
(Meltzer y Richard, 1981). En 
segundo lugar, se estudia qué 
otros factores sociodemográficos 
y políticos correlacionan con las 
preferencias impositivas de los 
ciudadanos. Encontramos que 
los hombres y las personas de 
más edad y más nivel educativo, 
así como los votantes de izquier-
das (PSOE y UP) expresan una 
mayor preferencia por subir los 
impuestos. Las diferencias por 
nivel de ingresos en las preferen-
cias impositivas, no obstante, se 
mantienen aun después de tener 
en cuenta todos estos factores. 
Por último, nos encontramos 
que una variable clave para ex-
plicar las preferencias impositivas 
es la confianza en las institucio-
nes públicas y el sistema político: 
las personas con más confianza 
expresan una mayor preferencia 
por subir los impuestos y son más 
proclives a mencionar opiniones 
positivas sobre los mismos. Esta 
correlación es cuantitativamente 
importante, estadísticamente 
significativa y está presente des-
pués de controlar por el resto de 
factores de renta, sociodemográ-
ficos y políticos.

Resumen

Utilizando una encuesta online llevada 
a cabo en mayo de 2020, encuentro que los 
individuos en hogares de más renta expresan 
una mayor preferencia por subir los impues-
tos y son más proclives a expresar una opi-
nión positiva sobre ellos. Esta correlación se 
mantiene incluso al controlar por una serie 
de importantes factores sociodemográficos y 
políticos. Además, los individuos varones, de 
más edad, mayor nivel educativo, votantes 
de izquierdas y, muy especialmente, aquellos 
con más confianza en el sistema político ex-
presan una mayor preferencia por subir los 
impuestos.

Palabras clave: instituciones, confianza, 
impuestos, economía política, COVID-19.

Abstract

Using an online survey carried out in May 
2020, I find that individuals in higher income 
households express a greater preference 
for raising taxes and are more likely to 
express a positive opinion about them. This 
correlation holds even when controlling for 
a number of important sociodemographic 
and political factors. In addition, male, older, 
more educated, and left-leaning individuals, 
and, especially, those with more trust in the 
political system, express a greater preference 
for raising taxes.

Keywords: institutions, trust, taxes, 
political economy, COVID-19.

JEL classification: D70, H10, H20, H30, 
H50, H60.

I.	 INTRODUCCIÓN

¿QUÉ factores deter-
minan el tamaño del 
sector público de un 

país? ¿Cuáles son las preferen-
cias de los ciudadanos a este 
respecto? Estas preguntas han 
atraído la atención de la litera-
tura económica desde hace dé-
cadas y han cobrado especial 
relevancia tras la pandemia de 
la COVID-19 y el consiguiente 
aumento de los déficits públi-
cos. Por ejemplo, según datos 
de la Intervención General de 
la Administración del Estado, el 
gasto público en España en 2020 
alcanzó el 52,3 por 100 del PIB, 
una subida de 10,2 puntos por-
centuales respecto a 2019.

En este artículo, se aporta 
nueva evidencia sobre las pre-
ferencias de la población espa-
ñola sobre el tamaño del sec-
tor público, basándose en los 
datos obtenidos en una encuesta  
online llevada a cabo con Mónica  
Martínez-Bravo (CEMFI) en cola-
boración con la empresa de datos 
YouGov (1). Más en concreto, se 
estudian las preferencias de los 
individuos sobre los impuestos y 
qué factores económicos, socio-
demográficos y políticos explican 
dichas preferencias. 

En primer lugar, y de mane-
ra un tanto sorprendente, se 
documenta que los individuos 
que viven en hogares de más 
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las preferencias sobre impuestos 
y transferencias (con la notable 
excepción del impuesto de suce-
siones o estate tax). Encuentran 
que esto se debe a la falta de 
confianza en el Gobierno y en la 
desconexión percibida entre los 
problemas sociales y las políticas 
públicas dirigidas a abordar- 
las (3).

El presente artículo contribuye 
también a la literatura que estu-
dia la relevancia de la confianza 
en las instituciones. Existe consi-
derable evidencia de que la con-
fianza es crucial para el desarrollo 
económico y el buen funciona-
miento institucional (ver, por 
ejemplo, Algan y Cahuc [2010], y 
Acemoglu et al. [2020]; ver tam-
bién la revisión de esta literatura 
de Sorribas-Navarro [2021], en 
este mismo monográfico). Los 
resultados del presente artículo 
apuntan también a una fuerte 
correlación de la confianza en el 
sistema político y las instituciones 
con las preferencias con el tama-
ño del sector público (4).

El enfoque del artículo es fun-
damentalmente descriptivo; es 
decir, describe las variables de 
interés y estudia qué relaciones 
tienen entre sí, aunque sin iden-
tificar efectos causales. El análisis 
descriptivo es una etapa necesa-
ria en cualquier análisis científi-
co, ya que facilita la comprensión 
de las asociaciones existentes 
entre las distintas variables y sirve 
como motivación y generador 
de ideas para posteriores análisis 
causales.

El resto del artículo se or-
ganiza de la siguiente manera. 
La sección segunda describe la 
encuesta y los datos utilizados. 
La tercera sección presenta los 
resultados. La sección cuarta 
concluye el artículo, sugiriendo 
nuevas líneas de investigación.

Este artículo contribuye a la 
literatura que estudia los deter-
minantes del tamaño del sector 
público. El clásico modelo del 
votante mediano predice que 
una mayor desigualdad debe-
ría llevar a más impuestos y 
mayor redistribución (Meltzer  
y Richard, 1981). Intuitivamente, 
dado que el votante mediano es 
más pobre (antes de impuestos) 
que la media, esto dará lugar 
a más impuestos y redistribu-
ción. Aumentos de la desigual-
dad (normalmente asociados a 
una mayor diferencia entre la 
media y la mediana) conduci-
rán de este modo a un mayor 
nivel de impuestos. Un supuesto 
clave de estos modelos es que 
los individuos votan de acuerdo 
con su propio interés y que este 
depende exclusivamente de la 
renta. De este modo, el modelo 
supone que los individuos más 
ricos votarán en favor de meno-
res impuestos que los pobres, 
contrariamente a la evidencia 
que el presente artículo presenta 
para España (2). 

La literatura posterior a Meltzer  
y Richard (1981) ha intenta-
do analizar la relación predicha 
por el modelo de que mayor 
desigualdad antes de impues-
tos debería llevar a mayor re-
distribución. Alesina y Glaeser 
(2004) encuentran una correla-
ción negativa entre desigualdad 
de mercado y redistribución, en 
un análisis de diferencias entre 
países desarrollados. Kenworthy  
y McCall (2008) estudian la 
evolución temporal dentro de 
ocho países de la OCDE y tam-
poco encuentran apoyo para el 
modelo de Meltzer y Richard 
(1981). Una posible explicación 
podría ser que, aunque no se 
observe una correlación positiva 
entre desigualdad de mercado y 
redistribución, esto sea debido 
a un fallo del sistema político y 

no a la preferencia de los votan-
tes. Sin embargo, Kenworthy y  
McCall (2008) tampoco encuen-
tran una correlación entre au-
mentos de la desigualdad y las 
preferencias por redistribución 
declaradas por los ciudadanos 
en encuestas.

Estos resultados no implican 
que el mecanismo de Meltzer y 
Richard (1981) no esté en juego, 
pero sí que debe haber otros 
factores más importantes que 
hagan que la correlación no sea 
la esperada. Por este motivo, más 
recientemente la literatura ha 
propuesto nuevas teorías sobre 
los determinantes de la redistri-
bución (ver Alesina y Giuliano,  
2011, para una revisión de la 
literatura). En este sentido, se 
ha encontrado que el nivel de 
redistribución depende de las 
creencias de los individuos sobre 
la justicia de la distribución de 
rentas de mercado. Teóricamen-
te, esta posibilidad ha sido de-
sarrollada por Piketty (1995) y 
Benabou y Tirole (2006), entre 
otros. Empíricamente, Alesina 
y La Ferrara (2005), Alesina y 
Giuliano (2011), y Fong (2001) 
encuentran, respectivamente, 
que las creencias sobre la mo-
vilidad de la renta en el futuro, 
experiencias pasadas de mala 
fortuna y las creencias sobre 
la igualdad de oportunidades 
predicen las preferencias sobre 
redistribución. Finalmente, y 
muy relacionado con el presente 
artículo, hay evidencia de que 
la confianza de los individuos 
en las herramientas redistribu-
tivas de la política económica 
influye en las preferencias sobre 
redistribución. En este sentido, 
Kuziemko et al. (2015) encuen-
tran que dar información deta-
llada sobre la desigualdad de 
renta afecta significativamente 
a la preocupación por la des-
igualdad, pero apenas afecta a 
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En la segunda pregunta, se 
pide a los encuestados indicar 
cuál o cuáles de las siguientes 
frases reflejan mejor su opinión 
sobre los impuestos, permitién-
dose seleccionar más de una 
respuesta de entre las siguientes:

1. «Los impuestos son un 
medio para redistribuir mejor la 
riqueza en la sociedad».

2. «Los impuestos son nece-
sarios para que el Estado pueda 
prestar servicios públicos».

3. «Lo que pagamos en im-
puestos no se corresponde con 
los servicios públicos que recibi-
mos, por culpa de la corrupción».

II.  DATOS

1. Descripción de la encuesta

Los datos analizados en este 
trabajo se han obtenido a par-
tir de dos olas de una encues-
ta online realizada durante los 
meses de mayo y noviembre de 
2020. Se entrevistó a personas 
mayores de 18 años residentes 
en España. El trabajo de campo 
fue llevado a cabo por la empre-
sa YouGov, que dispone de un 
panel de conveniencia de más 
de 50.000 personas, a las que se 
da un incentivo monetario para 
contestar una serie de encuestas. 
El muestreo de la primera ola se 
diseñó para tener una muestra 
que replique la estructura de la 
población española por edad, 
género, región (área Nielsen)  
y nivel educativo  (5). Todos los 
individuos que completaron 
la primera ola volvieron a ser 
contactados para la segunda, 
respondiendo a la segunda un 
65 por 100 de los inicialmente 
entrevistados. Dado que no se 
encuentran apenas diferencias 
entre los resultados de la prime-
ra ola y la segunda, el presente 
artículo se centra en la primera 
ola  (6). En concreto, la mues-
tra utilizada comprende 4.566 
personas que completaron el 
cuestionario de la primera ola y 
proporcionaron información de 
todas las variables utilizadas (des-
critas en la siguiente sección). 
YouGov proporciona pesos ob-
tenidos por el Random Iterative  
Method que calibran a las dis-
tribuciones marginales de edad, 
género, región y nivel educativo 
de la población. Se utilizan estos 
pesos en todos los análisis del 
artículo. Los resultados son muy 
similares si los pesos no se utili-
zan  (7).

2. Variables y descriptivos

En esta sección se describen 
los datos utilizados en el presen-
te trabajo.

Variables dependientes. Las 
variables dependientes se cons-
truyen a partir de dos preguntas. 
En la primera de ellas, se pide a 
los encuestados que indiquen su 
preferencia por los impuestos en 
una escala del 0 al 10, donde 0 
es «bajar impuestos» y 10 «subir 
impuestos» (8). El cuadro n.º 1, 
que muestra los estadísticos des-
criptivos de las variables utiliza-
das en el presente artículo, indica 
que los individuos se colocan, de 
media, en un 3.90.

MEDIA MÍN MÁX SD CONTADOR

Preferencias impositivas
Subir impuestos (0-10) 3,90 0,00 10,00 2,74 4.566
Necesarios redistribucion 0,21 0,00 1,00 0,41 4.566
Necesarios bienes públicos 0,49 0,00 1,00 0,50 4.566
Despilfarro 0,56 0,00 1,00 0,50 4.566
Mejor en manos privadas 0,17 0,00 1,00 0,38 4.566
Opinión positiva 0,35 0,00 1,00 0,48 4.566
Opinión negativa 0,44 0,00 1,00 0,50 4.566
Opinión mixta 0,21 0,00 1,00 0,41 4.566
Variables sociodemográficas
Ingresos 2.599,28 0,00 24.000,00 2.152,69 4.566
Mujer 0,51 0,00 1,00 0,50 4.566
Edad <31 0,16 0,00 1,00 0,37 4.566
Edad [31,65] 0,74 0,00 1,00 0,44 4.566
Edad >65 0,10 0,00 1,00 0,30 4.566
Educ, Primaria o menos 0,17 0,00 1,00 0,38 4.566
Educ, Secundaria 0,28 0,00 1,00 0,45 4.566
Educ, Bachillerato 0,14 0,00 1,00 0,35 4.566
Educ, FP 0,08 0,00 1,00 0,27 4.566
Educ, Superior 0,32 0,00 1,00 0,47 4.566
Variables sociodemográficas
Voto PSOE 0,19 0,00 1,00 0,39 4.566
Voto PP 0,09 0,00 1,00 0,29 4.566
Voto VOX 0,09 0,00 1,00 0,28 4.566
Voto UP 0,13 0,00 1,00 0,34 4.566
Voto Cs 0,05 0,00 1,00 0,22 4.566
Voto otro 0,44 0,00 1,00 0,50 4.566
Confianza (0-10) 4,16 0,00 10,00 2,92 4.566

Fuente: Estadísticos calculados usando pesos muestrales.

ESTADÍSTICOS DESCRIPTIVOS

CUADRO N.º 1
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cluyen las variables de voto, por  
lo que se excluye de los resulta-
dos que se presentan.

Finalmente, se estima la con-
fianza en el sistema político. La 
variable Confianza se genera a 
partir de la siguiente pregun-
ta: «En una escala del 0 al 10, 
donde 0 es muy baja y 10 es 
muy alta, ¿cómo valorarías la 
capacidad del sistema político 
de proporcionar soluciones a 
los principales problemas de los 
ciudadanos?». Otras preguntas 
sobre confianza en instituciones 
concretas (confianza en el Go-
bierno central, en los Gobiernos 
autonómicos o en los diputados) 
dan lugar a resultados muy si-
milares.

III.  RESULTADOS

1.	 Impuestos e ingresos: 
análisis gráfico

Comenzamos viendo la rela-
ción entre ingresos y preferencias 
impositivas. El gráfico 1 muestra, 
para cada quintil de ingresos 
del hogar, la preferencia media 
sobre subir o bajar impuestos, 
donde 0 es bajarlos y 10 es su-
birlos. Como puede apreciarse, 
existe un gradiente positivo por 
ingresos: los individuos residen-
tes en hogares más ricos tienen 
una mayor preferencia por subir 
impuestos. En la sección 3.2 se 
estudiará la significatividad es-
tadística y las magnitudes en el 
marco de una regresión de míni-
mos cuadrados.

El gráfico 2 presenta las res-
puestas dadas por los encuesta-
dos cuando se les pregunta por 
su opinión sobre los impuestos. 
Se observa un gradiente por renta 
en tres de las cuatro respues-
tas: los individuos en hogares 
más ricos son más propensos a 
mencionar que los impuestos 

renta) y la 4 (el dinero recaudado 
estaría mejor en manos de los 
ciudadanos), que son selecciona-
das por el 21 por 100 y el 17 por 
100, respectivamente.

Variables explicativas. Como 
variables explicativas, conside-
ro, en primer lugar, los ingresos 
mensuales medios per cápita del 
hogar en el que reside el encues-
tado en 2019 (9). En media, los 
encuestados viven en un hogar 
que obtiene unos ingresos men-
suales de 2.599 euros per cápita, 
como puede verse en el cuadro 
n.º 1. En el análisis empírico, 
divido esta variable por quintiles 
en cinco variables dicotómicas.

En segundo lugar, se conside-
ran variables sociodemográficas 
de género, edad (dividida en tres 
categorías: menores de 31 años, 
entre 31 y 65 años y mayores de 
65 años) y nivel educativo (en 
cinco categorías: primaria o no 
disponible; secundaria; bachille-
rato; FP y superior).

En tercer lugar, se considera, 
como variables políticas, la inten-
ción de voto a los cinco grandes 
partidos: PSOE, PP, VOX, UP y 
Cs. La variable Voto Otros incluye 
votar tanto al resto de opciones 
como la abstención como el pre-
ferir no contestar a la pregunta. 
El cuadro n.º 1 muestra que el 
voto al PP está probablemente 
infrarrepresentado, lo que es 
común en las encuestas de in-
tención de voto (Cabrera-Álvarez 
y Escobar, 2019). Los resulta-
dos del presente artículo son, en 
todo caso, similares si se utilizan 
variables de simpatía en lugar 
de intención de voto directa. 
También se toma en cuenta la 
autoubicación ideológica en una 
escala del 0 (izquierda) al 10 
(derecha). Sin embargo, esta va-
riable no es significativa ni afecta 
a los resultados una vez se in-

4. «El dinero que el Estado 
recauda con los impuestos esta-
ría mejor en los bolsillos de los 
ciudadanos».

El objetivo de esta pregunta 
es inferir las actitudes positivas 
o negativas de los encuestados 
hacia los impuestos. A partir de 
ella, se generan siete variables. 
Las cuatro primeras, Necesarios 
Redistribución, Necesarios Bienes 
Públicos, Despilfarro y Mejor en 
Manos Privadas, son variables 
dicotómicas que toman el valor 1  
si el encuestado selecciona la 
opción correspondiente y 0 si 
no lo hace. Las tres últimas, Opi-
nión Positiva, Opinión Negativa y 
Opinión Mixta son variables di-
cotómicas que agregan la infor-
mación de las cuatro anteriores: 
Opinión Positiva toma el valor 1  
si el encuestado selecciona al 
menos una de las respuestas 
positivas (es decir, las opciones 1 
o 2) y no selecciona ninguna de 
las respuestas negativas (es decir, 
ni la opción 3 ni la 4), y 0 en 
caso contrario. Opinión Negativa 
toma el valor 1 si el encuestado 
selecciona al menos una de las 
respuestas negativas sobre los 
impuestos y no selecciona ningu-
na de las respuestas positivas, y 0 
en caso contrario. Opinión Mixta 
toma el valor 1 en el resto de los 
casos; es decir, si el encuestado 
selecciona opciones tanto positi-
vas como negativas.

Como se desprende del cua-
dro n.º 1, las respuestas que más 
eligen los encuestados son la 3 
(lo que pagamos no se corres-
ponde con los servicios públicos), 
que es elegida por el 56 por 100 
de los encuestados, y la 2 (los 
impuestos son necesarios para 
proveer servicios públicos), que 
es elegida por el 49 por 100 de 
los encuestados. Por debajo que-
dan la opción 1 (los impuestos 
son necesarios para redistribuir 
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mantiene al controlar por otros 
factores relevantes. En segundo 
lugar, determinar qué otros fac-
tores, además de los ingresos, 
están correlacionados con las 
actitudes hacia los impuestos.

La primera columna del cua-
dro n.º 2 muestra los resultados 
de la regresión de Subir Impues-
tos sobre los cinco quintiles de in-
gresos. Es decir, los coefi cientes 
se corresponden con las barras 
representadas en el gráfico 1. 
Los resultados indican que la 
preferencia por subir impuestos 
aumenta por quintil de forma 
aproximadamente lineal. Los 
coeficientes son cuantitativa-
mente grandes: por ejemplo, los 
individuos en el quintil más rico 
dan una preferencia sobre im-
puestos casi un punto (sobre 
diez) más alta que los individuos 
en el quintil más pobre. Las di-
ferencias son estadísticamente 
signifi cativas para los quintiles 
3, 4 y 5.

La segunda columna añade 
las variables sociodemográfi cas. 
Las mujeres tienen una preferen-
cia signifi cativamente menor por 
subir impuestos que los hom-
bres: 0,26 puntos (en una escala 
0-10). Respecto a los jóvenes 
(<31 años), los individuos de 
edad media (de 31 a 65 años) no 
muestran una diferencia signifi -
cativa, mientras que los mayores 
(>65 años) tienen una mayor 
preferencia por aumentar los im-
puestos. La diferencia es cuanti-
tativamente relevante: 0,57 pun-
tos (en la escala 0-10). También 
hay diferencias signifi cativas por 
nivel educativo: los resultados 
indican que los individuos con 
menos educación (menos de se-
cundaria) tienen una menor pre-
ferencia por subir los impuestos. 
Por ejemplo, en relación con este 
grupo, las personas con educa-
ción superior dan una preferen-

negativa sobre los impuestos (y 
ninguna positiva) disminuye con 
los ingresos. Esto sugiere que los 
individuos más ricos tienen una 
visión más positiva de los im-
puestos que los más pobres.

2. Impuestos y otras 
características: análisis de 
regresión

A continuación, se analiza en 
un marco de regresión múltiple 
la correlación entre las opiniones 
hacia los impuestos y un conjun-
to de variables sociodemográfi -
cas, políticas y de confi anza en 
las instituciones, además de las 
variables de ingresos exploradas 
en la subsección anterior. El ob-
jetivo de este análisis es doble. 
En primer lugar, analizar si la co-
rrelación positiva entre ingresos y 
actitudes hacia los impuestos se 

son un medio para redistribuir 
mejor la riqueza en la sociedad 
(gráfi co 2a) y necesarios para que 
el Estado pueda prestar servicios 
públicos (gráfico 2b), y menos 
propensos a contestar que el di-
nero que el Estado recauda con 
los impuestos estaría mejor en los 
bolsillos de los ciudadanos (grá-
fi co 2d). No se observa un claro 
gradiente por ingresos en la pro-
pensión a contestar que lo que 
pagamos en impuestos no se 
corresponde con los servicios pú-
blicos que recibimos (gráfi co 2c).

El gráfico 3 muestra los re-
sultados tras agregar las cuatro 
respuestas anteriores. El gráfi-
co 3a muestra que la probabili-
dad de dar una opinión positiva 
sobre los impuestos (y ninguna 
negativa) aumenta con los ingre-
sos. El gráfi co 3b muestra que la 
probabilidad de dar una opinión 

GRÁFICO 1
PREFERENCIA POR SUBIR LOS IMPUESTOS, POR INGRESOS

Quintiles de ingresos

Su
bi

r 
im

pu
es

to
s

0 
  

1 
2 

  
3 

4 
  

5 
  

6 
7 

  
8 

  
9 

10

1       2         3         4       5

Notas: Las barras muestran la preferencia media, del 0 al 10, sobre subir impuestos (10) 
o bajarlos (0). Los encuestados se agrupan en cinco quintiles de acuerdo con sus ingresos 
familiares per cápita en 2019. El quintil 1 es el quintil más pobre y el 5, el más rico.

Fuente: Elaboración propia.
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vo: hacen subir el R2 de ,02 a 
,16. Las variables de ingresos y 
sociodemográfi cas se mantienen 
similares tras incluirse los contro-
les de voto.

Por último, la cuarta colum-
na introduce la confi anza en el 
sistema político. El coefi ciente 
estimado es grande: un aumen-
to de un punto (sobre 10) en la 
confi anza en el sistema político 
correlaciona con un aumen-
to de 0,29 puntos (sobre 10) 
en la preferencia por subir los 
impuestos. Esta variable es es-
tadísticamente significativa y 
aumenta el poder explicativo de 
0,16 a 0,24. La correlación de la 
variable dependiente, con el 
resto de variables consideradas 
(ingresos, sociodemográficas, 
políticas) se mantiene, en líneas 
generales, similar tras controlar 
por la confi anza.

El gráfi co 4 representa gráfi -
camente estos resultados, mos-
trando los coefi cientes de la re-
gresión de la preferencia por 
subir impuestos sobre las distin-
tas variables analizadas. Con el 
fi n de poder comparar las mag-
nitudes, todas las variables expli-
cativas se han estandarizado, de 
tal manera que los coefi cientes 
indican el efecto de aumentar las 
correspondientes variables inde-
pendientes en una desviación es-
tándar. El gráfi co pone de relieve 
que la confianza en el sistema 
político correlaciona fuertemente 
con la preferencia por subir im-
puestos, seguida de las variables 
de intención de voto.

Los cuadros 3 y 4 muestran 
los resultados de regresiones 
análogas a las comentadas 
hasta ahora, pero en las que la 
variable dependiente es dar una 
opinión positiva (cuadro n.º 3) 
o negativa (cuadro n.º 4) sobre 
los impuestos. En líneas genera-

entre comunidades autónomas 
una vez se ha controlado por 
el resto de factores, aunque las 
estimaciones de estas diferencias 
no son muy precisas debido a la 
falta de tamaño muestral.

La tercera columna añade las 
variables de intención de voto. 
Respecto a la variable omitida, 
que es el voto al PSOE, los votan-
tes de UP tienen una preferencia 
0,63 puntos (sobre 10) mayor 
por subir los impuestos, mien-
tras que los de Cs, PP y VOX tie-
nen una preferencia 1,24, 2,17 y 
2,79 puntos menor, respectiva-
mente (10). Estas variables son 
cuantitativa y estadísticamente 
significativas y además tienen 
un considerable valor explicati-

cia por 0,46 puntos mayor por 
subir impuestos. No obstante, 
aunque estadísticamente sig-
nificativas y cuantitativamente 
importantes, estas variables solo 
explican alrededor del 2 por 100 
de la variación en las preferen-
cias impositivas (R2=0,02). Las 
variables de ingresos se reducen 
algo al controlar por las variables 
sociodemográfi cas, pero siguen 
siendo signifi cativas. 

También merece la pena se-
ñalar que controlar por la comu-
nidad autónoma de residencia 
mediante efectos fijos (resul-
tados no mostrados) no afec-
ta ninguna de las correlaciones 
anteriores. Asimismo, tampoco 
se observan grandes diferencias 

GRÁFICO 2
OPINIONES SOBRE LOS IMPUESTOS, POR INGRESOS 
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Notas: Las barras muestran la proporción de encuestados que contestan «Los impuestos 
son un medio para redistribuir mejor la riqueza en la sociedad» (gráfi co 2a), «Los impues-
tos son necesarios para que el Estado pueda prestar servicios públicos» (gráfi co 2b), «Lo 
que pagamos en impuestos no se corresponde con los servicios públicos que recibimos, 
por culpa de la corrupción» (gráfi co 2c), «El dinero que el Estado recauda con los im-
puestos estaría mejor en los bolsillos de los ciudadanos» (gráfi co 2d). Los encuestados se 
agrupan en cinco quintiles de acuerdo con sus ingresos familiares per cápita en 2019. El 
quintil 1 es el quintil más pobre y el 5, el más rico.

Fuente: Elaboración propia.
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IV.  CONCLUSIONES

En este artículo han sido ana-
lizadas las preferencias de los es-
pañoles sobre el nivel impositivo 
a través de una encuesta online 
llevada a cabo tras el comienzo 
de la pandemia de COVID-19. De 
manera quizá un tanto sorpren-
dente, los individuos de mayor 
renta expresan una mayor prefe-
rencia por aumentar impuestos, 
incluso después de controlar por 
una serie de factores sociodemo-
gráficos y políticos. Asimismo, 
los hombres y las personas de 
más edad y más nivel educati-
vo, y los votantes de izquierdas 
expresan una mayor preferencia 
por subir los impuestos. Por últi-
mo, una mayor confianza en el 
sistema político está fuertemente 
asociada a una mayor preferen-
cia por subir los impuestos y a 
mencionar opiniones positivas 
sobre los mismos aun después 
de controlar por el resto de fac-
tores económicos, sociodemo-
gráficos y políticos.

Resulta interesante com-
parar estos resultados con los 
de Gethin, Martínez-Toledano 
y Piketty (2021). Estos autores 
muestran, usando datos electo-
rales de 21 democracias occiden-
tales, que la educación está po-
sitivamente correlacionada con 
votar a partidos de izquierdas 
(a diferencia de lo que ocurría 
en los años cincuenta o sesenta 
del pasado siglo) mientras que la 
renta correlaciona con votar más 
a partidos de derechas, al igual 
que en el pasado. Sin embargo, 
los resultados son algo distintos 
para España, donde los votantes 
más educados (así como los de 
más renta) siguen votando más 
a la derecha (si bien esta asocia-
ción es menor que en décadas 
anteriores). Sin embargo, los re-
sultados del presente artículo in-
dican que la renta y la educación 

dividuos de más edad y de más 
nivel educativo y los votantes 
del PSOE tienen una opinión 
más favorable de los impuestos. 
Por último, la confianza en el 
sistema político está fuertemen-
te correlacionada con tener una 
opinión positiva de los impues-
tos aun después de controlar 
por el resto de factores.

les, los resultados son similares 
a los obtenidos para la variable 
Subir Impuestos. Los individuos 
que viven en hogares de mayor 
renta son más (menos) propen-
sos a dar una opinión positiva 
(negativa) sobre los impuestos, 
aunque las correlaciones son 
algo más tenues que para Subir 
Impuestos. Los hombres, los in-

(1)
SUBIR IMPUESTOS

(2)
SUBIR IMPUESTOS

(3)
SUBIR IMPUESTOS

(4)
SUBIR IMPUESTOS

Quintil 2 0,24 0,17 0,11 0,18
(0,16) (0,16) (0,15) (0,15)

Quintil 3 0,39*** 0,29* 0,27* 0,44***
(0,15) (0,15) (0,15) (0,14)

Quintil 4 0,72*** 0,57*** 0,52*** 0,62***
(0,16) (0,17) (0,16) (0,15)

Quintil 5 0,96*** 0,77*** 0,63*** 0,75***
(0,17) (0,18) (0,16) (0,16)

Mujer -0,26** -0,36*** -0,45***
(0,11) (0,10) (0,09)

Edad [31,65] 0,05 0,11 0,16
(0,13) (0,12) (0,12)

Edad >65 0,57** 0,75*** 0,72***
(0,22) (0,20) (0,18)

Secundaria 0,37** 0,24* 0,12
(0,16) (0,15) (0,14)

Bachillerato 0,34* 0,32* 0,14
(0,18) (0,17) (0,16)

FP 0,31 0,30 0,13
(0,20) (0,19) (0,18)

Superior 0,46*** 0,54*** 0,40***
(0,15) (0,14) (0,13)

Voto UP 0,63*** 0,70***
(0,19) (0,19)

Voto Cs -1,24*** -0,51***
(0,20) (0,18)

Voto PP -2,17*** -1,21***
(0,18) (0,18)

Voto VOX -2,79*** -1,63***
(0,18) (0,19)

Voto Otro -1,50*** -0,69***
(0,13) (0,13)

Confianza 0,29***
(0,02)

N 4.566 4.566 4.566 4.566
R2 0,02 0,02 0,16 0,24

Notas: Cada columna muestra los resultados de una regresión de mínimos cuadrados or-
dinarios de la variable Subir Impuestos sobre las variables indicadas en las filas. * p < 0,10. 
** p < 0,05. *** p < 0,01. Errores estándar robustos entre paréntesis. Pesos muestrales 
utilizados.

PREFERENCIAS POR SUBIR IMPUESTOS

CUADRO N.º 2
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están positivamente correlacio-
nadas con una mayor preferen-
cia por subir los impuestos, pos-
tura que normalmente se asocia 
a la izquierda. Hay varias posibles 
explicaciones a esta aparente 
discrepancia. Una es que, obvia-
mente, hay muchos más factores 
además de los impuestos que 
condicionan el voto. Otra es el 
marco temporal: los resultados 
de Gethin, Martínez-Toledano y 
Piketty (2021) cubren las eleccio-
nes de la década de 2010 mien-
tras que los del presente artículo 
se basan en una encuesta reali-
zada en 2020. Dado el cambio 
de tendencia en la asociación 
entre voto y educación mostrada 
por Gethin, Martínez-Toledano y 
Piketty (2021), es posible que los 
resultados del presente artículo 
anticipen un cambio de signo de 
esa asociación, en línea con lo 
ocurrido en otros países.

Este artículo sugiere varias 
líneas de investigación. En pri-
mer lugar, es importante tratar 
de hallar cuál es el mecanismo 
que genera la correlación po-
sitiva entre renta y preferencia 
por subir los impuestos. Una 
posibilidad es que los impues-
tos no sean percibidos por los 
individuos (tanto ricos como 
pobres) como una herramienta 
redistributiva; por ejemplo, si 
los votantes pobres piensan que 
los aumentos impositivos les su-
pondrán un mayor coste fiscal 
directo, pero no se benefi ciarán 
de gastos o transferencias como 
resultado de esos aumentos, di-
chos votantes probablemente es-
tarán en contra de aumentar los 
impuestos. En segundo lugar, la 
encuesta se hizo en el contexto 
específi co de la pandemia por lo 
que sería importante examinar 
la evolución temporal de las co-
rrelaciones observadas y si estas 
pueden verse afectadas por de-
terminados shocks. No obstante, 

GRÁFICO 3
OPINIONES SOBRE LOS IMPUESTOS (RESUMEN), POR INGRESOS

3a 3b

Notas: Las barras muestran la proporción de encuestados que, cuando expresan su opi-
nión sobre los impuestos, dan al menos una respuesta positiva y ninguna negativa (gráfi co 
3a) o al menos una respuesta negativa y ninguna positiva (gráfi co 3b). Los encuestados se 
agrupan en cinco quintiles de acuerdo con sus ingresos familiares per cápita en 2019. El 
quintil 1 es el quintil más pobre y el 5, el más rico.
Fuente: Elaboración propia.

GRÁFICO 4
PREFERENCIA POR SUBIR LOS IMPUESTOS: COEFICIENTES

Notas: Los puntos muestran los coefi cientes de la regresión de la preferencia media, del 
0 al 10, sobre subir (10) o bajar (0) los impuestos sobre las variables indicadas (cuadro 2, 
columna 4), donde las variables explicativas han sido estandarizadas (media=0, desvia-
ción estándar=1). Las líneas denotan intervalos de confi anza al 95 por 100. Quintil 2-5 
denota quintiles de renta familiar, donde 5 es el más rico. Confi anza denota confi anza en 
el sistema político.
Fuente: Elaboración propia.
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das, no reveladas a partir de de-
cisiones reales de los individuos. 
Sería importante que trabajos 
futuros miraran cómo estas pre-
ferencias operan en la vida real. 
Una manera de aproximarse a 
esto sería mediante el estudio de 
experimentos de laboratorio en 
los que los pagos a los individuos 
dependen de sus decisiones. 

NOTAS

(*) Los análisis, opiniones y conclusiones de 
estas investigaciones representan las ideas 
del autor, con las que no necesariamente 
coincide el Banco de España. Agradezco a 
Laura Hospido, Francisco Pedraja-Chaparro y Pilar 
Sorribas-Navarro sus muy útiles comentarios.

(1) Para más detalles sobre la encuesta, con-
sultar Martinez-Bravo y Sanz (2021) y Martinez-
Bravo y Sanz (2021b). El primer artículo utiliza 
la encuesta para analizar los cambios en la 
distribución de la renta y el bienestar emo-
cional tras la pandemia. El segundo artículo 
estima, mediante un experimento, el efecto 
de la gestión de la pandemia sobre la con-
fianza en las instituciones y la voluntad de 
cumplir con las recomendaciones sanitarias 
(por ejemplo, vacunarse).

(2) El marco teórico de Meltzer y Richard 
(1981) tiene una única variable, el tipo impo-
sitivo, que captura tanto el nivel impositivo 
como la redistribución. Es decir, este marco 
no permite separar ambos conceptos.

(3) También hay estudios que muestran que 
el tamaño del sector público y la redistribu-
ción dependen no solo de las preferencias 
de los ciudadanos, sino también del siste- 
ma de gobierno o electoral utilizado. En este 
sentido, Iversen y Soskice (2006) muestran que 
los sistemas de representación proporcional 
conducen a más redistribución que los mayo-
ritarios. Para el caso de España, Sanz (2020) 
muestra que un sistema de democracia di-
recta reduce los gastos e ingresos públicos, 
comparado con un sistema de democracia 
representativa.

(4) Un análisis de las causas de la (falta de) 
confianza va más allá del alcance de este ar-
tículo. Para el caso de España, hay evidencia 
de que la corrupción juega un papel impor-
tante en el deterioro de la confianza: ver la 
evidencia de Sorribas-Navarro (2021) así como 
Sanz, Solé-Ollé y Sorribas-Navarro (2021), que 
muestran fuertes impactos de la corrupción 
en el voto.

(5) Las áreas Nielsen son seis zonas geográ-
ficas, de características relativamente homo-
géneas, en las que YouGov divide el territorio 
español.

importante estudiar también 
conjuntamente el lado del gasto 
público y cómo las preferencias 
sobre impuestos y gasto inte-
ractúan. Por último, el presente 
artículo tiene las limitaciones 
inherentes a las encuestas; quizá 
de forma más notable, las prefe-
rencias son tendencias expresa-

es reseñable que no se observan 
cambios entre las olas de mayo 
y noviembre de 2020 (mientras 
que sí se observan grandes di-
ferencias en ingresos y bienestar 
emocional; ver Martinez-Bravo y 
Sanz, 2021). En tercer lugar, el 
presente artículo se centra en las 
preferencias impositivas. Sería 

(1)
OPINIÓN POSITIVA

(2)
OPINIÓN POSITIVA

(3)
OPINIÓN POSITIVA

(4)
OPINIÓN POSITIVA

Quintil 2 0,02 0,01 -0,00 0,01
(0,03) (0,03) (0,03) (0,03)

Quintil 3 0,02 -0,00 -0,00 0,02
(0,03) (0,03) (0,03) (0,03)

Quintil 4 0,03 -0,01 -0,02 -0,01
(0,03) (0,03) (0,03) (0,03)

Quintil 5 0,07** 0,02 0,01 0,02
(0,03) (0,03) (0,03) (0,03)

Mujer -0,02 -0,03 -0,04**
(0,02) (0,02) (0,02)

Edad [31,65] 0,01 0,02 0,02
(0,02) (0,02) (0,02)

Edad >65 0,11*** 0,11*** 0,11***
(0,04) (0,04) (0,04)

Secundaria 0,07*** 0,06** 0,04
(0,03) (0,03) (0,03)

Bachillerato 0,07** 0,07** 0,04
(0,03) (0,03) (0,03)

FP 0,07* 0,06* 0,04
(0,04) (0,04) (0,04)

Superior 0,14*** 0,14*** 0,12***
(0,03) (0,03) (0,03)

Voto UP -0,07** -0,06*
(0,03) (0,03)

Voto Cs -0,22*** -0,13***
(0,04) (0,04)

Voto PP -0,27*** -0,15***
(0,04) (0,04)

Voto VOX -0,39*** -0,25***
(0,03) (0,03)

Voto otro -0,27*** -0,17***
(0,02) (0,03)

Confianza 0,04***
(0,00)

N 4.566 4.566 4.566 4.566
R2 0,00 0,02 0,09 0,13

Notas: Cada columna muestra los resultados de una regresión de mínimos cuadrados ordi-
narios de la variable Opinión positiva sobre las variables indicadas en las filas. * p < 0,10. 
** p < 0,05. *** p < 0,01. Errores estándar robustos entre paréntesis. Pesos muestrales 
utilizados.

PREFERENCIAS POR SUBIR IMPUESTOS

CUADRO N.º 3
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una escala del 0 al 10, donde 0 es “bajar 
impuestos” y 10 “subir impuestos”».

(9) Más en concreto, se pregunta a los en-
cuestados por sus ingresos familiares netos 
totales, es decir, incluyendo salarios, rentas 
de actividades profesionales, pensiones y 
transferencias públicas, durante el mes medio 
de 2019. Los encuestados tenían que elegir el 
intervalo en el que caían sus ingresos familia-
res:  0-300, 300-600, 601-900, 901-1.200, 
1.201-1.500, 1.501-1.800, 1.801-2.100, 
2.101-2.300, 2.401-3.000, 3.001-4.500, 
4.501-6.000, más de 6.000. Tomo el punto 
medio de cada intervalo como proxy del nivel 
de ingresos, y 8.000 para el superior. Para 
comparar entre hogares, sigo la convención 
de Eurostat y asigno un peso de 0,5 a los 
niños. La variable Ingresos se obtiene de 
dividir los ingresos totales reportados por el 
encuestado por el número de individuos en 
el hogar (multiplicando por 0,5 a los niños) y 
multiplicando por tres, lo que corresponde a 
un hogar de dos adultos y dos niños.

(10) La variable Voto a Otros no tiene una in-
terpretación clara ya que incluye una gran va-
riedad de partidos distintos (y la abstención). 
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A la hora de determinar el efecto de una deter-
minada política se pueden considerar dos grandes 
aproximaciones: un enfoque macroeconómico, que 
permite estimar el efecto sobre variables agregadas 
de la economía, como es el PIB, y que emplean mo-
delos de simulación con diferente grado de com-
plejidad y supuestos, abarcando desde opciones 
más parciales como el análisis de series temporales, 
hasta aproximaciones input/output o modelos de 
equilibrio general. La otra alternativa es un enfoque 
microeconómico, donde las posibilidades de eva-
luación son dos. Por un lado, modelos de microsi-
mulación a partir de diferentes tipos de ecuaciones 
econométricas, que evalúan el efecto de reformas 
políticas en diferentes individuos, familias, empre-
sas, y ofreciendo resultados, no solo del impacto 
promedio, sino por tipología de agentes y anali-
zando la progresividad, equidad y redistribución 
entre otros conceptos. La otra opción para realizar 
una evaluación del impacto con un enfoque micro 
es emplear contrafactuales, utilizando grupos de 
tratamiento y control.

En este contexto, el objetivo de este trabajo es 
evaluar de manera conjunta el efecto de un incre-
mento del tipo reducido del IVA de 1 y 2 puntos 
realizados en julio de 2010 y septiembre de 2012, 
estudiando en qué medida dicho incremento afectó 
al gasto de bienes y servicios que realizan los ho-

I.	 INTRODUCCIÓN 

LA generación de evidencia para la toma de 
decisiones políticas está adquiriendo una 
gran importancia en los últimos años, no 

solo desde el ámbito de la gestión pública, sino 
también desde el mundo académico y la propia 
sociedad mediante la rendición de cuentas. La 
evaluación de políticas públicas permite generar 
hallazgos y resultados que el gestor público uti-
liza, y que le permite reducir, en cierto grado, la 
gran incertidumbre existente a la hora de la toma 
de decisiones, logrando de este modo proponer 
medidas más eficientes y eficaces.

Tanto desde el lado del gasto como del ingreso, 
las alternativas que existen para ofrecer información 
al diseñador de una intervención pública son múl-
tiples, factibles y compatibles, pudiendo ir desde 
ópticas más cualitativas hasta cuantitativas, pasando 
por enfoques mixtos, y abarcando todo el ciclo de 
una política pública: diseño, ejecución y finalización.

Por lo que se refiere a la última fase, las evalua-
ciones se centran, fundamentalmente, en detectar 
el resultado que ha tenido una intervención pública 
en una variable de interés, que determina el grado 
de éxito de este programa, siendo la evaluación del 
impacto el método más habitual.

EVALUACIÓN DEL IMPACTO DE UN INCREMENTO DEL  
IVA REDUCIDO SOBRE EL GASTO   

DE LOS HOGARES EN ESPAÑA
Ignacio MORAL-ARCE
Instituto de Estudios Fiscales

Resumen

Este trabajo analiza el impacto que un incremento del tipo de gra-
vamen en el impuesto sobre el valor añadido de tipo reducido en los 
años 2010 y 2012 de 1 y 2 puntos, respectivamente, ha tenido sobre 
el gasto de los hogares en España. Para ello se utiliza el método de 
regresión en discontinuidad y se realizan cálculos para diferentes tipos 
de bienes y servicios y tipos de hogares en función del nivel de ingreso. 
Los resultados muestran que la reforma del año 2012 tiene efectos sig-
nificativos sobre el gasto de los hogares, con reducciones generales de 
gasto, y la de 2010 incide más en familias con bajos ingresos.

Palabras clave: evaluación de políticas públicas, evaluación de im-
pacto, regresión en discontinuidad, impuestos indirectos, IVA.

Abstract

This paper analyzes the impact that an increase in the tax rate 
on the Value Added Tax (VAT) in 2010 and 2012 by 1 and 2 points 
respectively has had on household expenditure in Spain. We use the 
discontinuity regression method and we show calculations for different 
types of goods and services and levels of household income. The results 
reveal that the 2012 reform has significant effects on households, with 
general expenditure reductions, and the 2010 reform has more impact 
on low-income families.

Keywords: public policy evaluation, impact evaluation, discontinuity 
regression, indirect taxes, VAT.

JEL classification: C21, D12, H31.
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ferentes tipos de hogares, así como distintos bienes 
y servicios, ha tenido la reforma.

La estructura del trabajo es la siguiente. En la 
siguiente sección se realiza un resumen sobre las 
principales modifi caciones del IVA que han existido 
en España en los últimos años. A continuación, se 
repasa la literatura empírica que analiza el efecto 
de diferentes reformas de impuestos indirectos en 
España, como el IVA y los impuestos especiales 
(II. EE.). En la cuarta sección, se cuantifi ca si el in-
cremento de gravamen en el IVA reducido supuso 
un cambio en el gasto de los hogares, utilizando 
el método de regresión en discontinuidad, conclu-
yendo la sección con un análisis de heterogeneidad. 
Por último, se dedica una sección a destacar las 
principales conclusiones obtenidas.

II. IVA REDUCIDO Y CAMBIOS NORMATIVOS

En el año 1986 España introdujo el IVA con 
diferentes tipos impositivos (general, reducido y 
superreducido), lo que permitía infl uir sobre la dis-
tribución de la renta de los hogares y facilitar el ac-
ceso de la población a determinados productos. La 
regla de imposición óptima de Ramsey determina 

gares, mediante la utilización de métodos cuasiex-
perimentales. Existen estudios que han analizado 
los efectos de la reforma del IVA de 2012 (1). A 
diferencia de la mayoría de trabajos previos y de-
bido a la disponibilidad de datos mensuales sobre 
el gasto en bienes y servicios de los hogares, en 
esta investigación se aplica la técnica de evaluación 
de regresión en discontinuidad para determinar el 
efecto del incremento de gravamen (2). Además, 
se realizan estimaciones del efecto que supone un 
incremento impositivo sobre el gasto, tanto en el 
margen extensivo como intensivo, valorando fi-
nalmente cómo el aumento del IVA impacta sobre 
determinada tipología de hogares o bienes.

Las novedades que incorpora esta investigación 
respecto a la literatura existente son fundamen-
talmente tres: 1) es la primera que analiza simul-
táneamente las dos subidas de los tipos del IVA 
reducido en el período de poco más de dos años, 
aplicando una variante del método de regresión en 
discontinuidad diseñado especialmente para estas 
situaciones; 2) evalúa el impacto de la reforma 
impositiva sobre el consumo de los hogares tanto 
en el margen extensivo como en el intensivo; y 3) 
estudia, desde un punto de vista de análisis de 
heterogeneidad, el impacto que en el gasto de di-

GRÁFICO 1
PRINCIPALES CAMBIOS EN EL IVA REDUCIDO: ENTRADAS Y SALIDAS DE PRODUCTOS Y CAMBIOS DE TIPOS
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tanto efectos recaudatorios como redistributivos 
o impactos en la desigualdad. La mayoría de estos 
trabajos que evalúan el efecto de los impuestos 
indirectos se pueden agrupar en dos categorías: a) 
los que emplean métodos de simulación, ya sea con 
una óptica macro mediante el uso de modelos de 
equilibrio general, o modelos micro, principalmente 
mediante la estimación de modelos de demanda, 
y el cálculo de diferente tipo de elasticidades; y b) 
evaluaciones del impacto que emplean grupo de 
control con diseños cuasiexperimentales. 

Por lo que se refiere a la estimación y simu-
lación de reformas de impuestos indirectos, con 
una óptica macro, destacan los trabajos de series 
temporales de Izquierdo, Melguizo y Taguas (2001) 
con modelos ARIMA que estiman el efecto que 
los cambios normativos en el IVA y en los II. EE. 
de alcohol, tabaco e hidrocarburos han tenido en 
los precios, empleando datos mensuales para el 
período 1983 a 2000, similar a Bello y Contín-Pilart 
(2012) con series temporales mensuales. También 
Martínez-Vázquez y Bird (2010) analizan el efecto 
del IVA empleando un panel de datos, con informa-
ción de países y empleando el método generalizado 
de momentos. Otra alternativa son los modelos de 
equilibrio general (MEG) donde destacan el trabajo 
de Kehoe (1989) que estudia el efecto de introducir 
el IVA en España en 1986 sobre los precios, acti-
vidad y desempleo entre otras variables, o los de 
Fernández de Córdoba y Torres (2010) y Conesa 
et al. (2010) que evalúan con un MEG dinámico el 
efecto del aumento del IVA en 2010 sobre diferen-
tes variables macro  (3).

Por lo que se refiere a la aproximación micro, la 
mayoría de los trabajos presentan ciertas característi-
cas similares. Primero, la fuente de información que 
se emplea es la Encuesta de presupuestos familiares 
(EPF) del INE, que permite realizar análisis a nivel de 
hogares. Segundo, la variable de interés analizada 
es el gasto total de los hogares como medida de 
capacidad económica de estos  (4). Por último, para 
la estimación se emplean modelos de demanda, más 
o menos complejos, desde ecuaciones unidimensio-
nales de demanda para un determinado producto 
o servicio hasta sistema de ecuaciones simultaneas 
como los sistemas de modelos ideales de demanda 
(almost ideal demand system , AIDS)  (5). Consideran-
do la amplia literatura en esta área, se destacan, entre 
otros, los trabajos de Labeaga y López (1994, 1996) 
que estiman el efecto de la reforma del IVA de los 
años 1992 y 1995 respectivamente; Romero (2014), 
que evalúa diferentes tipos de reformas; mientras que 

que deben gravarse con tipos más altos los bienes 
cuya demanda es más inelástica. Sin embargo, los 
problemas de diseño de un impuesto que grave el 
consumo de bienes y servicios en función de sus res-
pectivas elasticidades-precio son considerables, ya 
que la Administración Pública no solamente debe 
ser capaz de estimar las elasticidades de cada pro-
ducto, sino que debe realizar este cálculo con regu-
laridad debido a los cambios en las preferencias de 
los individuos y a las variaciones de las elasticidades-
precio cruzadas como consecuencia de la aparición 
de nuevos bienes en el mercado.

A lo largo de las últimas décadas el IVA ha sufri-
do diferentes modificaciones, tanto el general como 
el reducido y superreducido, pero especialmente el 
IVA reducido es el que mayor número de cambios 
ha experimentado, desde la entrada y salida de 
varios productos y servicios, así como variación de 
tipos. Por lo que se refiere a este último, para tratar 
de contrarrestar la negativa evolución que estaban 
teniendo las finanzas públicas españolas a partir 
de la crisis económica de 2008, además de ciertas 
medidas destinadas a la contención del gasto, se es-
tableció un aumento en la mayoría de los impuestos 
(Sanz y Romero, 2012a). Por lo que se refiere al IVA, 
los principales cambios normativos que se produje-
ron en los años 2010 y 2012 fueron el incremento 
de tipos en el IVA reducido y general, con aumento 
de tipos en el primero del 7 al 8 por 100 en 2010, y 
al 10 por 100 en 2012, mientras que el tipo general 
experimentó sendas subidas de 2 y 3 puntos por-
centuales en esas fechas, respectivamente, pasando 
del 16 al 21 por 100.

Por lo que respecta al IVA reducido, objeto de 
análisis en este trabajo, en el gráfico 1 se muestra, 
de forma simultánea, las grandes modificaciones en 
este tipo del IVA, tanto de salidas como entradas de 
productos y servicios afectados, así como la varia-
ción del gravamen existente.

Se observa que los grandes cambios se sitúan 
en la última década, a partir de 2010, tanto con 
subidas de tipos como por la inclusión y exclusión 
de diferentes bienes y servicios. 

III.	 EVALUACIONES DE LAS REFORMAS DEL 
IVA EN ESPAÑA

A partir de los noventa, existen estudios que 
examinan el efecto de las reformas impositivas 
de impuestos indirectos, IVA e II. EE., analizando 
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incremento del tipo impositivo del IVA reducido de 1 
y 2 puntos respectivamente en el gasto de los hogares 
en bienes y servicios afectados por este tipo del IVA. 
El objetivo es analizar si afectó al número de hogares 
que consumían este tipo de bienes (margen extensivo) 
y al gasto medio del hogar (margen intensivo)  (8).

1. Efecto sobre el número de hogares que 
consumen bienes y servicios (margen 
extensivo)

El objetivo en esta sección es determinar si la 
subida de gravamen del IVA reducido en 2010 
y 2012 influyó sobre el número de hogares que 
consumían los bienes y servicios afectados por 
este tipo del IVA. Para el análisis, la fuente de 
información que se empleará para estimar una re-
gresión en discontinuidad procede de la Encuesta 
de presupuestos familiares (EPF) para el período 
2007-2015 y de un fichero de enlace facilitado 
por el INE, que recoge el mes en que se produjo 
la recopilación de información que aportaban 
los hogares a la EPF y que permite obtener series 
de gasto en bienes y servicios mensuales. Para el 
período analizado, el INE también provee el IPC 
mensual por tipo de bien (codificación COICOP) y 
por comunidad autónoma con un mayor grado de 
desagregación. A partir de la información a nivel 
de hogar, se construye la variable dicotómica obje-
to de estudio I(Gastohst > 0) que indica si el hogar 
«h» en el mes «t» ha realizado gastos en bienes y 
servicios «s» afectados por el IVA reducido:

 [1]

donde I(Gastohst > 0) es una variable dicotómica 
que toma el valor «1» si el hogar «h» en el mes «t» 
realiza algún gasto en bienes y servicios afectados 
por el IVA reducido, que han sido agrupados en 
(s=alimentos, bebidas, restaurantes, hostelería, 
transporte) y·nht es el total de hogares en el mes «t». 
Los gráficos 2 a 4 muestran el porcentaje de hoga-
res que realizan algún gasto de este tipo de bienes 
y servicios, denominado Phogbbssst.

Los diferentes gráficos muestran el estimador 
no paramétrico, empleando polinomios locales de 
tercer orden, de la proporción de los hogares que 
gastan en los bienes afectados por el IVA reducido 
calculado en cada uno de los tres tramos relevantes: 
antes de julio 2010, entre julio de 2010 hasta sep-
tiembre de 2012, y posterior a esa fecha.

Serrano y Oliva (2011) estudian los efectos redistribu-
tivos de la subida de tipos del IVA en 2010. Para los 
bienes culturales, García-Enríquez y Echevarría (2018) 
estiman el efecto del incremento del IVA en 2012. 
Finalmente, en II.EE. cabe mencionar los trabajos de 
Asensio, Matas y Raymond (2003) con datos de la 
EPF de 1990 evaluando el efecto redistributivo de los 
impuestos a los combustibles, o López, González y 
Fellinger (2003) que examina el impacto del aumento 
de los impuestos especiales  (6). 

La última de las opciones a la hora de estimar el 
efecto que tienen las reformas del IVA son las eva-
luaciones del impacto empleando contrafactuales. 
Ateca-Amestoy, Gardeazabal y Ugidos (2020), con 
datos de la EPF, realizan una evaluación de impacto, 
empleando el método de diferencias en diferencias 
(dif-in-dif), del efecto de un aumento del IVA del 
cine y las artes escénicas en 2012 en la Península, 
utilizando como grupo de control las Islas Canarias 
que no forman parte del territorio del IVA español 
y donde la tributación indirecta, que grava el cine y  
las artes escénicas a través del impuesto general 
indirecto de Canarias (IGIC), había variado en julio 
de 2012 en solo 2 puntos porcentuales. De manera 
complementaria, Moral-Arce y Gómez-Antonio 
(2020) estudian el efecto de una reducción del tipo 
de gravamen del IVA en bienes y servicios culturales 
empleando el método de dif-in-dif y regresión en 
discontinuidad. El trabajo de la AIReF (2020) analiza 
el efecto que la subida de tipos en el IVA en 2012 
tiene en el gasto de los hogares empleando el mé-
todo de regresión en discontinuidad, mientras que 
Artés, Botello y Sánchez-Fuentes (2019) estudian el 
impacto que las reformas del IVA de 2010 y 2012 
tienen en la disposición de los consumidores a 
comprar utilizando las búsquedas de Google como 
proxy y empleando el método de regresión en dis-
continuidad, estimando efectos en las búsquedas 
sobre bienes duraderos. Bajo-Buenestado (2017) 
estima el impacto de una reducción del impuesto 
a la gasolina en los precios en el surtidor con datos 
de precios diarios de estaciones de servicio y em-
pleando un dif-in-dif, obteniendo distintos grados 
de transferencia a los precios minoristas  (7).

IV.	 ESTIMACIÓN DEL IMPACTO DEL 
INCREMENTO DE TIPOS DEL IVA 
REDUCIDO EN EL GASTO DE LOS 
HOGARES

En esta sección se evalúan las reformas de julio 
de 2010 y septiembre de 2012 que supusieron un 
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Durante el período 2007-2015 casi la totalidad 
de los hogares consumieron alimentos afectados 
por tipos reducidos, con valores por encima del 99 
por 100, y alrededor del 90 por 100 para bebidas 
no alcohólicas, con valores que permanecen bas-
tante estables durante estos años, mientras que 
restauración se sitúa en torno a 85 por 100 con 
un ligero descenso a lo largo del período, obser-
vándose valores muchos más bajos en hostelería y 
transporte, con promedios para el período estudia-
do del 28 por 100 y 50 por 100, respectivamente, 
y con un marcado descenso en ambas series a lo 
largo del tiempo. Los gráfi cos también muestran 
que el porcentaje de hogares que consumen estos 
bienes después de julio de 2010 o septiembre de 
2012 no es claramente inferior al que existía en 

GRÁFICO 2
PROMEDIO DE HOGARES CON GASTO EN ALIMENTOS (IZQD.) Y BEBIDAS NO ALCOHOL (DCHA.)

GRÁFICO 3
PROMEDIO DE HOGARES CON GASTO EN RESTAURACIÓN (IZQD.) Y HOSTELERÍA (DCHA.)

GRÁFICO 4
PROMEDIO DE HOGARES CON GASTO EN TRANSPORTE
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[3]

Mediante la aproximación no paramétrica desa-
rrollada por Calonico et al. (2014, 2015), se consi-
deran dos tipos de tratamiento asociados al cambio 
normativo de julio de 2010 y septiembre de 2012. 
Estos valores de los tratamientos se definen como 
dj, de modo que la variable de tratamiento viene 
dada por DiŒ{d1,d2,…,dj} y bajo condiciones de 
regularidad estándar el impacto alrededor de cada 
punto de corte «Cj=jul10,sep12» es el dado por (9): 

 [4]

Donde Xi es el mes en que las familias realizan 
sus compras (Xi=1,…,108); Yi es la variable de re-
sultado donde se mide el impacto, que toma valor 
1 si el hogar ha realizado gasto en ese grupo de 
bienes y 0 en caso contrario; y los puntos de corte 
en el tiempo donde se evalúa el impacto de la refor-
ma son c1=43, asociado con julio de 2010, y c2=69 
para septiembre de 2012 (10).

El cuadro n.º 1 recoge el estimador no paramé-
trico del impacto sobre el porcentaje de hogares 

los meses previos a producirse el incremento del 
IVA reducido.

Dado que la aproximación visual no es sufi-
ciente para determinar si el aumento de tipos 
supuso un cambio de comportamiento en los 
hogares, es necesario contrastar si este diferen-
cial en el porcentaje de hogares que consumían 
estos bienes y servicios en torno a los puntos 
de corte es estadísticamente significativo. Con 
este objeto, los efectos de la reforma del IVA 
analizada se estiman en un entorno de regresión 
en discontinuidad con puntos de corte acumu-
lativos, donde los hogares reciben diferentes 
tratamientos o dosis de un mismo tratamiento 
para distintos rangos de la variable de ejecución, 
tiempo en este caso. Los hogares reciben el tra-
tamiento 1 si Xi < C1, en nuestro caso el tipo del 
7 por 100 hasta junio 2010; el tratamiento 2 si 
C1 < Xi < C2, del 8 por 100 entre julio de 2010 
hasta agosto de 2012; y así sucesivamente hasta 
el último valor de tratamiento en Xi > CJ, del 10 
por 100 a partir de septiembre de 2012. Esto 
supone que las familias que consumen bienes y 
servicios en julio de 2010 tienen un incremento 
en el IVA de bienes afectados por tipo reducido 
de 1 punto (del 7 al 8 por 100), mientras que 
las familias que consumen bienes y servicios en 
septiembre de 2012 obtienen un aumento adi-
cional del IVA de 2 puntos (del 8 al 10 por 100), 
es decir, un aumento en la dosis de tratamiento. 
Esto permite calcular dos impactos para los dos 
momentos de tiempo en que se produce el cam-
bio en el tipo de gravamen del IVA, sobre la va-
riable de interés que es el porcentaje de hogares 
que gastan en bienes debido a un aumento de 
tipos del IVA reducido: para el incremento de 1 
punto en julio de 2010, el impacto es:

 [2]

Es decir, se calcula el efecto que el aumento del 
7 al 8 por 100 en el IVA tiene sobre el porcentaje 
de hogares que consumen ese tipo de bien «s» 
evaluando observaciones situadas alrededor de 
julio de 2010. De manera similar, para septiembre  
de 2012:

ESTIMACIÓN DEL IMPACTO SOBRE EL PORCENTAJE DE HOGARES 
QUE GASTAN EN BIENES AFECTADOS POR UN INCREMENTO 

DE LOS TIPOS DEL IVA REDUCIDO

CUADRO N.º 1

REFORMA 2010 REFORMA 2012

Grupo de bienes Estimación impacto
(p-valor)

Estimación impacto
(p-valor)

Alimentos -0,003 -0,008*
(0,634) (0,031)

Bebidas -0,004 -0,019*
(0,818) (0,022)

Restauración -0,010 -0,018
(0,456) (0,296)

Hostelería 0,032* 0,014
(0,086) (0,857)

Transporte -0,007 0,005
(0,825) (0,904)

* Estimador es estadísticamente significativo al 10 por 100.
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de reforma. Por el contrario, si las unidades tuvieran 
el poder de afectar su puntuación (valor del eje de 
las x en los gráficos) y saben que el tratamiento es 
beneficioso, deberíamos esperar más personas justo 
por debajo del límite (donde el IVA es menor) que 
por encima. El contraste de McCrary (2008), con 
un p-valor de 0,342 refleja la ausencia de manipu-
lación en torno a los dos valores críticos. 

Finalmente, el contraste de equilibrado de mues-
tras analiza si hay diferencias significativas en otras 
características de los individuos alrededor de los 
meses de julio de 2010 y septiembre de 2012. Si 
esto ocurriera existiría un problema de identifi-

que gastan en bienes y servicios que supone el 
incremento del tipo del IVA en las dos fechas con-
sideradas y entre paréntesis el p-valor del contraste 
de significatividad. Los resultados muestran que el 
incremento del tipo de gravamen del IVA de 2 pun-
tos en 2012 redujo muy ligeramente el número de 
familias que consumían bienes y servicios afectados 
por el IVA reducido, marginalmente en alimentos, 
y casi 2 puntos probabilísticos en bebidas (p-valor 
menor de 0,1) respecto a una situación hipotética 
en que no se hubieran subido los tipos de grava-
men. Es decir, un aumento del 8 al 10 por 100 en el 
tipo de gravamen del IVA supuso un ligero descen-
so en el número de hogares que consumen bienes 
y servicios con IVA reducido. Sin embargo, los re-
sultados obtenidos para la reforma de 2010 no son 
significativos, salvo en hostelería, donde aumenta el 
número de familias que consumen estos servicios.

La validez de la estimación del impacto de una 
intervención pública empleando el enfoque de re-
gresión en discontinuidad depende del cumplimien-
to de un conjunto de supuestos. Por ello, se lleva 
a cabo un análisis de robustez de los resultados 
obtenidos mediante los contrastes de falsificación, 
ausencia de manipulación y equilibrado de mues-
tras. El contraste de falsificación (o placebo) analiza 
si la discontinuidad explotada para obtener los im-
pactos causales del incremento de tipo del IVA fue 
originada por el cambio normativo de 2010 y 2012. 
Para comprobar este hecho se propone utilizar un 
punto de corte falso, por ejemplo, julio de 2008, y 
estimar el impacto sobre el porcentaje de hogares 
que gastan en bienes afectados por los tipos del 
IVA reducido alrededor de esa fecha. Los resultados 
dados en el cuadro n.º 2 muestran que no se pro-
ducen cambios estadísticamente significativos en 
los niveles de consumo.

El contraste de ausencia de manipulación de-
termina si los hogares pueden decidir su posición 
en torno al umbral, julio de 2010 y septiembre de 
2012 respectivamente. Si los hogares no pueden 
manipular su posición en torno a la frontera, se de-
bería observar un número parecido de observacio-
nes con anterioridad y con posterioridad a la fecha 

P-VALOR DE LA ESTIMACIÓN DEL IMPACTO DE LA SUBIDA DE IVA REDUCIDO EN JULIO DE 2008 (CONTRASTE DE FALSIFICACIÓN)

CUADRO N.º 2

ALIMENTOS BEBIDAS RESTAURACIÓN HOSTELERÍA TRANSPORTE

Reforma de julio de 2008 0,26 0,68 0,18 0,98 0,46

P-VALORES DEL CONTRASTE DE DIFERENCIA DE MEDIAS 
DE CARACTERÍSTICAS DE LOS HOGARES EN TORNO 

A LOS PUNTOS DE CORTE DE 2010 Y 2012

CUADRO N.º 3

CARACTERÍSTICAS DEL HOGAR REFORMA 2010 REFORMA 2012

Cabeza familia hombre 
  (var. dicotómica [1,0])

0,28 0,59

Hogar en municipio pequeño 
  (var. dicotómica [1,0])

0,29 0,18

Número miembros del hogar 0,53 0,08
Edad del cabeza de familia 0,68 0,11
Ingresos del hogar 0,41 0,96
Hogar reside en CC. AA. 
  (var. dicotómica [1,0])
Andalucía 0,76 0,11
Aragón 0,94 0,77
Asturias 0,87 0,68
Baleares 0,59 0,57
Cantabria 0,23 0,57
Castilla y León 0,13 0,72
Castilla-La Mancha 0,33 0,39
Cataluña 0,22 0,31
Comunidad Valenciana 0,90 0,86
Extremadura 0,37 0,95
Galicia 0,71 0,63
Madrid 0,61 0,82
Murcia 0,66 0,89
Navarra 0,11 0,89
País Vasco 0,34 0,99
La Rioja 0,85 0,64



76

EVALUACIÓN DEL IMPACTO DE UN INCREMENTO DEL IVA REDUCIDO SOBRE EL GASTO DE LOS HOGARES EN ESPAÑA

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

El gráfi co muestra el estimador no paramétrico, 
empleando polinomios locales de tercer orden, del 
gasto promedio de los hogares en los bienes afecta-
dos por el IVA reducido calculado en cada uno de los 
tres tramos relevantes: antes de julio de 2010, entre 
julio de 2010 hasta septiembre de 2012, y posterior-
mente, observándose que los valores cercanos a las 
dos fechas frontera estudiadas hay cambios en los 
patrones de gasto de los hogares, aunque no resulta 
claro que sean estadísticamente signifi cativos dado 
que los intervalos de confi anza por ambos lados de 
los valores críticos de julio de 2010 y septiembre 
de 2012 se solapan. Para determinar la existencia del 
impacto en el año 2010 y 2012 respectivamente se 
estiman las siguientes ecuaciones:

 [5]

 [6]

Utilizando el método de estimación no paramé-
trica de Calonico et al. (2014, 2015), los resultados 
muestran que el incremento del IVA en julio de 
2010 no tiene efectos significativos en el gasto 
medio de los hogares, mientras que el aumento de 2 
puntos de septiembre de 2012 redujo el gasto 
medio de los hogares en bienes y servicios (p-valor 
menor de 0,1) en casi 1 punto logarítmico, respecto 
a una situación hipotética en que no se hubieran 
subido los tipos de gravamen.

De manera similar al análisis del impacto en 
el margen extensivo, a continuación se muestra el 

cación debido a que no sería posible determinar 
si la diferencia en el porcentaje de hogares que 
consumen bienes y servicios sujetos al IVA reducido 
es consecuencia de la reforma o de las diferencias 
en las características entre los dos grupos. En el 
cuadro n.º 3 se muestra el p-valor del contraste de 
diferencia de medias para distintas características 
de los hogares alrededor de los dos puntos de corte 
considerados en 2010 y 2012, observándose que 
no existen diferencias signifi cativas.

Todos estos resultados anteriores reflejan la 
validez de la metodología empleada de regresión 
en discontinuidad. A continuación, se estima el 
impacto de las reformas en el margen intensivo, 
analizando, para aquellos que consumen estos 
bienes, la evolución del gasto medio del hogar a lo 
largo del tiempo.

2. Efecto sobre el gasto medio de los 
hogares en bienes y servicios (margen 
intensivo)

De forma similar a la estimación anterior, se cal-
cula inicialmente el gasto promedio que realizan los 
hogares en bienes afectados por el IVA reducido a 
lo largo del tiempo, mediante la regresión dada por 
E(Gastohst|mes = x) empleando técnicas no paramé-
tricas. El gráfi co 5 muestra el gasto promedio de los 
hogares en bienes afectados por tipos reducidos, 
de forma mensual, en el período de enero 2007 a 
diciembre 2015, prestando especial atención a los 
momentos en los que se produce el cambio de tipos 
del IVA, en julio de 2010 del 7 al 8 por 100, y en 
septiembre de 2012, del 8 al 10 por 100.

GRÁFICO 5
LOG DEL GASTO MEDIO EN BIENES Y SERVICIOS 
CON IVA REDUCIDO. ENE/2007 – DIC/2015

ESTIMACIÓN DEL IMPACTO EN EL GASTO MEDIO DE HOGARES 
POR SUBIDA DE TIPOS DEL IVA

CUADRO N.º 4

IMPACTO P-VALOR

Reforma 2010 -0,021 0,96
Reforma 2012 -0,096* 0,01
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efecto en el margen intensivo para diferentes tipos 
de bienes y servicios, medido en el gasto medio de 
los hogares, E(Gastohst|mes = x), donde Gastohst

indica el gasto de un hogar «h» en el bien «s» en el 
mes «t». Esta aproximación permite aislar el efecto 
sobre cada grupo de bienes o servicios excluyendo 
aquellos hogares que pasaron a consumir cero. En 
términos gráfi cos el impacto que la subida de tipos 
del IVA reducido ha tenido en el gasto de los hoga-
res viene representado en los gráfi cos 6 a 8.

De acuerdo a los valores del E(Gastohst|mes = x) a la 
derecha e izquierda de julio de 2010 y septiembre de 
2012, parece producirse una caída en el consumo 
de alimentos en 2010, y de bebidas, restauración y 
hostelería en 2012, mientras que, por el lado con-
trario, se observa un incremento del gasto medio 

GRÁFICO 6
(LOG) GASTO MEDIO EN ALIMENTOS (IZQDA.) Y BEBIDAS NO ALCOHOL (DCHA.) ENE/07-DIC/15

GRÁFICO 7
(LOG) GASTO MENSUAL EN RESTAURANTES (IZQDA.) Y HOSTELERÍA (DCHA.) ENE/07-DIC/15 

GRÁFICO 8
(LOG) GASTO MEDIO EN TRANSPORTE. 
ENE/07-DIC/15
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en alimentos y transporte en 2012, siendo el resto 
de valores no especialmente relevantes. De manera 
similar al gasto total, el cuadro n.º 5 muestra el im-
pacto que el incremento de tipos en el IVA reducido 
en esas dos fechas ha supuesto en el gasto de los 
hogares aplicando la fórmula dada en [5] y [6].

Hay impactos estadísticamente relevantes, sobre 
todo en la reforma impositiva de 2012, con un des-
censo en el gasto medio de los hogares en bebidas 
no alcohólicas, restauración y hostelería, mientras 
que el gasto en transporte aumenta. Por lo que res-
pecta al gasto en alimentos no se observan cambios 
signifi cativos. El incremento de 1 punto de julio de 
2010 solo impacta en una reducción del gasto en 
bebidas y transporte, siendo inefi caz en el resto de 
los casos. Resultan interesantes los resultados obte-
nidos en alimentación, dado que se trata del único 

ESTIMACIÓN DEL IMPACTO EN EL GASTO MEDIO DE HOGARES 
POR LA SUBIDA DE TIPOS DEL IVA

CUADRO N.º 5

REFORMA 2010 REFORMA 2012

Grupo de Bienes Estimación impacto
(p-valor)

Estimación impacto
(p-valor)

Alimentos -0,023 -0,004
(0,482) (0,382)

Bebidas -0,169* -0,091*
(0,021) (0,013)

Restauración 0,051 -0,177*
(0,253) (0,002)

Hostelería 0,249 -1,199*
(0,202) (0,0009

Transporte -0,353* 0,131*
(0,029) (0,068)

GRÁFICO 9
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE DE HOGARES CON GASTO EN ALIMENTOS, POR QUINTILES RENTA HOGAR, 
DE LA SUBIDA DE TIPOS DE IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 10
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE DE HOGARES CON GASTO EN BEBIDAS NO ALCOHÓLICAS, POR QUINTILES 
RENTA HOGAR, DE LA SUBIDA DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 11
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE DE HOGARES CON GASTO EN RESTAURACIÓN, POR QUINTILES RENTA HOGAR, 
DE LA SUBIDA DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 12
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE DE HOGARES CON GASTO EN HOSTELERÍA, POR QUINTILES RENTA HOGAR, 
DE LA SUBIDA DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 13
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE DE HOGARES CON GASTO EN TRANSPORTE, POR QUINTILES RENTA HOGAR, 
DE LA SUBIDA DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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Nota: La línea horizontal indica el impacto promedio, la línea continua negra es el impacto para cada cuantil de renta y las 
líneas discontinuas negras son los intervalos al 90 por 100 del impacto.
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Análisis de heterogeneidad en el margen extensivo

Aplicando la estimación dado en [2] para las 
dos reformas analizadas, y la diferente tipología 
de hogares agrupados por quintiles de renta, los 
gráfi cos números 9 a 13 muestran el impacto sobre 
el porcentaje de hogares que consumían diferentes 
tipos de bienes o servicios afectados por el cambio 
de gravamen del IVA reducido. Cada gráfi co mues-
tra, por un lado, el impacto promedio para toda la 
población, mostrado en el cuadro n.º 1, que viene 
representado por la línea horizontal discontinua, 
mientras que la línea continua negra indica el 
impacto para cada quintil de renta, junto con sus 
intervalos de confi anza al 90 por 100 dados por las 
líneas negras discontinuas.

Observando aquellas zonas donde los intervalos 
de confi anza no contienen el 0 se puede determinar 
aquellos niveles de renta donde el porcentaje de 
hogares que consumían ese bien o servicio cambió 

de los grupos de bienes donde no hay respuesta 
clara por parte de los hogares, confi rmando que se 
trata de un bien muy inelástico.

3. Análisis de heterogeneidad: impacto por 
tipología de hogar

En esta última sección se analizan los efectos 
heterogéneos de la subida de gravamen del IVA 
reducido, estudiando qué tipo de familias son las 
afectadas principalmente por la reforma impositi-
va. Para ello, se agrupa a los hogares de acuerdo 
con el quintil de renta del hogar suministrada en 
la EPF. A continuación, se evalúa el impacto de 
subida de tipos reducidos para cada grupo de ho-
gares y por tipo de bienes en el margen extensivo, 
viendo el cambio en el número de hogares que 
dejaron de consumir ese bien o servicio, y con 
posterioridad se presentaran los resultados en el 
margen intensivo.

GRÁFICO 14
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE EN GASTO EN ALIMENTOS, POR QUINTILES RENTA HOGAR, DE LA SUBIDA DE 
TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 15
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE EN GASTO EN BEBIDAS, POR QUINTILES RENTA HOGAR, DE LA SUBIDA DE 
TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 16
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE EN GASTO EN RESTAURACIÓN, POR QUINTILES RENTA HOGAR, DE LA SUBIDA 
DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 17
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE EN GASTO EN HOSTELERÍA, POR QUINTILES RENTA HOGAR, DE LA SUBIDA 
DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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GRÁFICO 18
IMPACTO SOBRE PORCENTAJE EN GASTO EN TRANSPORTE, POR QUINTILES RENTA HOGAR, DE LA SUBIDA 
DE TIPOS DEL IVA. REF. 10 (IZQDA.) REF. 12 (DCHA.)
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así como tipologías de hogares. Los resultados 
muestran, respecto al margen extensivo, que la 
subida de dos puntos de 2012 reduce ligeramente 
el número de hogares que gastan en alimentos y 
bebidas, mientras que el porcentaje de hogares que 
realizan gastos en hostelería aumenta en 2010. En 
el margen intensivo, la reforma de 2012 afecta ne-
gativamente al gasto medio de los hogares en este 
tipo de bienes y servicios, influyendo especialmente 
en una reducción en el gasto en bebidas no alcohó-
licas, restauración y hostelería. Por lo que respecta 
al análisis de heterogeneidad dependiendo del nivel 
de ingresos del hogar, el resultado más relevante 
es el efecto negativo de la subida de gravamen de 
2010 en los hogares de renta baja, con una reduc-
ción del número de consumidores en alimentos y 
bebidas, mientras que la reforma de 2012 afectó 
negativamente a rentas altas en estos tipos de bie-
nes. Para el gasto medio de los hogares, la subida 
de 2010 afecta principalmente a rentas altas en el 
gasto en bebidas no alcohólicas y transporte, mien-
tras que la de 2012 influye, sobre todo, en hogares 
con rentas bajas con una reducción del gasto medio 
en diferentes bienes y servicios. 

NOTAS

(1) Entre otros trabajos, consultar Sanz y Romero (2012a) (2012b) o 
García-Enríquez y Echevarría (2018).

(2) Aunque el documento de la AIReF (2020) presenta ciertas similitu-
des con la aproximación de este trabajo, la propuesta presentada en 
este documento tiene claras mejoras, como: a) la evaluación conjunta 
de las dos reformas de 2010 y 2012; b) proponer un método de esti-
mación consistente para evaluar simultáneamente ambas reformas; c) 
el análisis del efecto tanto en el margen extensivo como intensivo; y d) 
un análisis de robustez de las estimaciones.

(3) Estos segundos autores también proponen un modelo de genera-
ciones solapadas como alternativa de estimación.

(4) En este sentido existen argumentos a favor de la utilización de la 
renta permanente en lugar de la renta corriente en el análisis distribu-
tivo de los impuestos (Poterba, 1991).

(5) En la mayoría de estos trabajos, para el nivel de progresividad de 
la reforma analizada se suele presentar la distribución de tipos medios 
efectivos, índices de Kakwani (1977) y Suits (1977) o la elasticidad im-
positiva propuesta por Musgrave y Thin (1948).

(6) Dentro de las herramientas para simular reformas de impuestos 
indirectos destacan dos aplicaciones de simulación como el Simulador 
de Imposición Indirecta del Instituto de Estudios Fiscales y el FUNCA-
Sindi de FUNCAS, con opciones de simulación tanto con, como sin, 
comportamiento a partir de la estimación de modelos tipo AIDS. Para 
más detalles consultar Instituto de Estudios Fiscales (2011) y Sanz et al. 
(2003; 2013).

(7) Existe una amplia literatura que también analiza el carácter regresi-
vo de los impuestos indirectos en España. Para más detalles se pueden 
consultar, entre otros, los trabajos de González-Páramo y Salas (1991); 
Mayo y Salas (1994); Sanz, Romero y Castañer (2013); Sanz y Romero 
(2012a, 2012b); y Romero, Sanz y Castañer (2013).

significativamente debido a una modificación del 
gravamen del IVA reducido. Destaca que la refor-
ma del IVA de 2010 afecta principalmente a rentas 
bajas, con reducciones en el número de hogares 
que gastan en alimentos y bebidas no alcohólicas 
en torno a 2 puntos porcentuales, mientras que, 
por el contrario, la reforma de 2012 impacta más 
en rentas altas.

Análisis de heterogeneidad en el margen intensivo

A continuación, se ofrece el efecto de la reforma 
del IVA sobre el gasto medio de los hogares en 
diferentes tipos de bienes y servicios dependiendo 
de su nivel de renta. Como el caso del margen ex-
tensivo, las figuras muestran el impacto promedio 
en el gasto medio realizado en ese bien para toda 
la población dado en el cuadro n.º 5, que viene 
representado por la línea horizontal discontinua, 
mientras que la línea continua negra indica el im-
pacto sobre el gasto en ese bien para cada quintil 
de renta, mostrándose los intervalos de confianza al 
90 por 100 por las líneas negras discontinuas.

Se observa que el cambio de gravamen no tiene 
efectos significativos sobre el gasto medio de los 
hogares en alimentos, independientemente del nivel 
de ingresos del hogar, reflejando la baja elasticidad-
renta existente para este tipo de bienes, mientras 
que para bebidas no alcohólicas y restauración hay 
un efecto en la zona media de la distribución. Final-
mente, las rentas bajas reducen su gasto en hoste-
lería tras la subida del IVA como refleja la gráfica de 
la reforma de 2012, y en el gasto en transporte, la 
subida de tipos de 2010 influye en una reducción del 
gasto medio de los hogares con rentas altas.

IV.	 CONCLUSIONES

Este trabajo analiza el impacto que un incremen-
to del tipo de gravamen en el IVA reducido en los 
años 2010 y 2012 de 1 y 2 puntos respectivamente 
ha tenido sobre el gasto de los hogares en España,  
empleando una aproximación de evaluación con 
contrafactuales, y usando la metodología de re-
gresión en discontinuidad para la estimación. Con 
datos mensualizados de la EPF para el período 
2007-2015, se evalúa tanto el cambio en el nú-
mero de hogares que consumen bienes o servicios 
afectados por el IVA reducido –margen extensivo– 
como el efecto sobre el gasto medio de los hoga-
res –margen intensivo–, desagregando los análisis 
para diferentes agrupaciones de bienes y servicios 
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y aprobación del presupuesto anual que fija la 
legislación vigente, que puede incluir la definición 
de algunas actuaciones con compromisos de gasto 
en un horizonte plurianual (por ejemplo, en las 
áreas de infraestructuras o defensa). En situaciones 
extraordinarias, además, los Gobiernos pueden 
aprobar paquetes fiscales fuera de las fechas habi-
tuales, típicamente en respuesta a situaciones de 
crisis, como en marzo de 2020, en el contexto de la  
respuesta a la emergencia por la COVID-19; en 
diciembre de 2011, como reacción a las tensiones 
en los mercados de deuda soberana europea; o en  
noviembre de 2008, como respuesta a la crisis 
financiera global. Algunas actuaciones presentan, 
por su propia naturaleza, un carácter multianual, 
y afectan a varios ejercicios presupuestarios. Un 
ejemplo reciente de esto último son los proyectos 
a desarrollar en varios años mediante los fondos 
europeos aprobados bajo el paraguas del Next 
Generation EU (NGEU) (véase Alonso et al., 2022).

El impacto y la eficacia de los planes presupues-
tarios, a nivel agregado, se encuentran íntimamente 
ligados a la transparencia en su definición, lo que 
viene condicionado, además, por la comunicación 
eficaz de los mismos y la credibilidad que los agen-
tes económicos les asignen (véase End y Hong, 

I.	 INTRODUCCIÓN 

LA rendición de cuentas de los gobernantes 
frente a los ciudadanos en el uso de los fondos 
públicos es una de las piezas fundamentales 

de la democracia, que en el caso de la política fiscal 
se refleja en el proceso de elaboración y ejecución 
de los presupuestos públicos dentro de los pará-
metros establecidos por la ley, y en un contexto 
de transparencia y control externo. La rendición 
de cuentas requiere una clara comprensión del 
impacto económico de la acción discrecional de los 
Gobiernos, manifestada en las políticas de ingresos 
y gastos públicos. Esto ha llevado gradualmente 
en las últimas décadas, y de manera más intensa 
en Europa desde mitad de la década de los años 
noventa del pasado siglo, al establecimiento de 
procedimientos e instituciones presupuestarias más 
sólidas, a la publicación de datos sobre la ejecución 
presupuestaria «cada vez más frecuentes» y sujetos 
a mejores estándares técnicos, y al desarrollo de 
herramientas cada vez más sofisticadas para realizar 
el seguimiento y la previsión de la actividad de las 
administraciones públicas (véase Leal et al., 2008).

Las medidas de política fiscal se concretan, en 
condiciones normales, en el ciclo de elaboración 
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para la elaboración y supervisión de los planes 
fiscales, incluyendo una referencia particular al 
papel de los organismos de control en los mismos 
(sección segunda). En segundo lugar, se exponen 
los elementos técnicos básicos necesarios, en 
nuestra opinión, para una adecuada evaluación 
ex ante de los planes (sección tercera). En tercer 
lugar se resaltan los aspectos más relevantes de 
la literatura de referencia sobre la evaluación ex 
post de los planes, elemento crucial para la forja 
de la credibilidad de los mismos y pieza esen-
cial de la rendición de cuentas de los Gobiernos 
frente a los ciudadanos, destacando el caso del 
programa NGEU como un ejemplo prometedor 
de diseño institucional que incorpora incentivos 
y elementos de valoración ex ante y ex post. Fi-
nalmente, en la sección cuarta se presentan los 
principales mensajes del estudio.

II.	 LA ELABORACIÓN DE LOS PLANES DE 
POLÍTICA FISCAL EN EL MARCO DE LA UE

La literatura económica ha demostrado que la 
fortaleza del marco institucional es un factor de 
primer orden para explicar la calidad de los planes 
presupuestarios, tanto en lo referente a su diseño 
como a su cumplimiento (véanse, entre otros, Ha-
llerberg, Strauch y Von Hagen, 2007; Reuter, 2019).

La legislación relevante y las instituciones que 
gobiernan los procesos presupuestarios naciona-
les en el caso español, y del resto de los países 
europeos, son nacionales. No obstante, presentan 
características comunes, derivadas de la necesaria 
coordinación de las políticas fiscales en el seno de 
la Unión Económica y Monetaria (UEM).

Según el marco que se estableció en el Tratado 
Constitutivo de la UEM, esta coordinación se limi-
taba a la publicación de los Programas de Estabi-
lidad (o de convergencia, para los países de la UE 
que no habían adoptado la moneda única). Estos 
documentos, actualizados anualmente, presentan 
las medidas de política fiscal de los países y los ob-
jetivos presupuestarios a medio plazo a los que se 
comprometen para garantizar el cumplimiento de 
los parámetros establecidos en el Tratado. Estos se 
referían a la necesidad de evitar déficits excesivos, 
en particular, que el déficit público se situase en 
un valor inferior al 3 por 100 del PIB y dejaban a la  
Comisión Europea (CE) la supervisión de la evolu-
ción de la situación presupuestaria, así como del 
endeudamiento público, con el fin de detectar 

2021), a la fiabilidad de su implementación siguien-
do las líneas aprobadas, así como a la rendición de 
cuentas, esto es, a la justificación de las desviacio-
nes observadas ex post con respecto a los planes 
definidos ex ante, si estas se produjeran. 

En las fases de anuncio y aprobación, los agentes 
tienen que evaluar los planes, es decir, examinarlos 
y asignar probabilidades de impacto a los mismos, 
bajo distintos supuestos sobre su definición y su 
ejecución, y tomar decisiones de consumo, inver-
sión u oferta y demanda de trabajo, condicionadas 
a las sendas hipotéticas resultantes. En esta fase, 
en el caso español, cuentan con los informes co-
rrespondientes de la Autoridad Independiente de 
Responsabilidad Fiscal (AIReF), así como con la valo-
ración que suelen proporcionar o publicar distintos 
analistas y organismos independientes (véase, por 
ejemplo, Hernández de Cos, 2021).

En la fase de implementación, los analistas 
tienen que evaluar, en tiempo real y con informa-
ción incompleta y típicamente de publicación muy 
retrasada, el ajuste de las iniciativas anunciadas 
a actuaciones concretas, esto es, validar si lo que 
los Gobiernos anunciaron se corresponde con lo 
que los Gobiernos están haciendo, y actualizar las 
decisiones tomadas o adoptar otras nuevas (véase 
Paredes, Pérez y Pérez-Quirós, 2022). 

Finalmente, a posteriori, una vez conocida la 
información necesaria, es posible evaluar el ajuste 
de los planes anunciados y aprobados a la imple-
mentación ex post, y en caso de que se hubieran 
producido desviaciones, analizar las razones de 
estas (véanse Leal et al., 2008; Göttert y Lehmann, 
2021). Por ejemplo, si estas se debieron a errores 
en las previsiones macroeconómicas y financieras 
en las que se basaron las estimaciones de ingresos 
públicos, a errores en la estimación de los mul-
tiplicadores fiscales asociados a las medidas, o a 
cambios discrecionales no anticipados en los planes 
de gasto y su composición (por ejemplo, ligados 
al ciclo electoral), entre otras posibles causas. En 
un proceso iterativo, el análisis de las desviaciones 
presupuestarias y sus motivos resulta crucial, más 
allá de su interés académico, para la credibilidad 
que los agentes económicos asignen a los nuevos 
anuncios de planes fiscales, lo que determinará su 
reacción ante estos.

En este artículo se revisa la experiencia dis-
ponible sobre estos temas. En primer lugar, se 
repasan el marco institucional europeo y nacional 
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nitoriza la evolución de otros indicadores, además 
de los fiscales, como la deuda privada, la competi-
tividad externa e interna o el desempleo, y examina 
en profundidad la situación de los EE. MM. con 
desequilibrios considerados excesivos. En caso de 
que el análisis de la CE concluya que se detecta 
un desequilibrio macroeconómico excesivo, el país 
debe tomar medidas para corregirlo, y, al igual que 
en el caso del PDE, exponerse a posibles sanciones 
si estas no son suficientes. Por otra parte, y como se 
comentará en las siguientes secciones, las reformas 
buscaron una mayor responsabilidad nacional en 
el diseño del marco fiscal, mediante la traslación 
del marco presupuestario europeo a la legislación 
nacional (el denominado fiscal compact) y la crea-
ción de instituciones fiscales independientes (parte 
de las reformas incluidas en el two-pack), con el 
mandato doble de supervisar el cumplimiento de 
las reglas fiscales numéricas y producir o avalar las 
proyecciones macroeconómicas en las que se basan 
los objetivos presupuestarios. 

El encaje de esta legislación en el marco espa-
ñol se realizó en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera (LEP) (véase Hernández de Cos y Pérez, 
2013). 

El ámbito de los programas de estabilidad es el 
conjunto de las AA. PP., pero también recoge in-
formación sobre la contribución de sus diferentes 
subsectores. En el caso español, más allá de los obje-
tivos presupuestarios para cada nivel de Gobierno, se 
proporcionan detalles sobre el comportamiento de 
las finanzas públicas de los niveles subcentrales, las 
comunidades autónomas y las corporaciones locales, 
así como información parcial sobre los planes de 
estos niveles de Gobierno. Esto distingue el Programa  
de Estabilidad español incluso de los de algunos de 
los países con un mayor nivel de descentralización 
fiscal en Europa, como es el caso de Alemania. 

La importancia de los niveles subcentrales de Go-
bierno en el caso español se refleja en que, aunque la 
LEP asigna al Ministerio de Hacienda y Función Públi-
ca el papel de garantizar la aplicación de las normas, 
también juegan un papel destacado en el entra-
mado institucional español los órganos colegiados 
de coordinación territorial –el «Consejo de Política 
Fiscal y Financiera de las comunidades autónomas» 
(CPFF) y la «Comisión Nacional de la Administración 
Local» (CNAL)–, así como los órganos interventores 
nacionales –en particular la Intervención General de 
la Administración del Estado (IGAE) y los propios 

errores manifiestos en la conducción de las finanzas 
públicas. 

La crisis de la deuda soberana europea puso de 
manifiesto la necesidad de una coordinación más 
estrecha de las políticas económicas, dado que este 
marco fue insuficiente para garantizar la estabilidad 
presupuestaria, entre otros motivos, como conse-
cuencia de políticas fiscales demasiado laxas en la 
época expansiva (véase García Perea y Gordo, 2016). 
Por ello, se introdujo una supervisión reforzada, 
organizada en torno al Semestre Europeo  (1). Este 
mecanismo consta de dos fases diferenciadas. En el 
denominado «paquete de otoño», la CE emite su 
opinión referida a los borradores de plan presupues-
tario (o DBP, por sus siglas en inglés), en el que los 
Estados miembros (EE. MM.) presentan el escenario 
macroeconómico para el año siguiente, tanto del 
Gobierno central como de todos los subsectores de 
las administraciones públicas (AA. PP.), así como las 
principales medidas fiscales destinadas a cumplir los 
objetivos a medio plazo. Teniendo en cuenta esta 
opinión, los EE. MM. elaboran los Programas de 
Estabilidad, que deben fijar la senda nacional para 
cumplir el objetivo a medio plazo y ser coherentes 
con las recomendaciones relevantes emitidas por 
la CE y el Consejo. Además, los Programas de Esta-
bilidad deben incluir indicaciones sobre el impacto 
esperado sobre las cuentas públicas, el crecimiento y 
el empleo de las reformas y medidas fiscales imple-
mentadas, así como los rendimientos económicos 
esperados de los proyectos de inversión pública que 
tengan un impacto presupuestario significativo. 

En una segunda fase, la CE emite unas recomen-
daciones específicas de país, que deben aprobarse 
por el Consejo, en las que recomienda medidas 
que permitan aumentar la capacidad de crecimien-
to y empleo, así como mantener la solidez de las 
finanzas públicas. En el caso de que los objetivos 
planteados por un Estado miembro no se adecúen 
a las reglas fiscales derivadas del Tratado, la CE 
también puede abrir un procedimiento de déficit 
excesivo (PDE), por el cual el país se somete a una 
supervisión reforzada de sus finanzas públicas para 
devolverlas a una senda de sostenibilidad.

Junto a estas prácticas, las instituciones euro-
peas expandieron las herramientas de seguimiento 
económico y presupuestario en dos dimensiones. 
Por una parte, ampliando los indicadores utilizados 
en el Semestre Europeo para tener en cuenta una 
visión más amplia, mediante el Procedimiento de 
desequilibrio macroeconómico (PDM). El PDM mo-



88

LOS PLANES DE POLÍTICA FISCAL: EVALUACIÓN EX ANTE Y EX POST

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

grado de cumplimiento de las reglas fi scales numéri-
cas nacionales y supranacionales, y llevar a cabo eva-
luaciones públicas sobre la necesidad de corregir una 
desviación signifi cativa respecto del objetivo a medio 
plazo o de la trayectoria de ajuste para lograrlo.

Este modelo se aleja de las primeras IFI, cuyo 
mandato se centraba en la provisión de información 
y evaluación del impacto de las políticas públicas, 
como es el caso de Estados Unidos o Canadá, o en 
Europa, los Países Bajos. Así, las IFI europeas naci-
das bajo el mandato del two-pack cubren una va-

de cada región–, cámaras y sindicaturas de cuentas 
(véase Hernández de Cos y Pérez, 2014). 

En este sentido, también tiene un papel destaca-
do la AIReF. En efecto, más en general, en cuanto 
al control y validación de los planes presupuestarios 
refl ejados en los programas de estabilidad, la re-
forma del marco de gobernanza europeo impulsó 
la creación de instituciones fi scales independientes 
(IFI) (véase Gordo, Hernández de Cos y Pérez, 2013), 
con el mandato explícito de evaluar las previsiones 
macroeconómicas que subyacen a estos, controlar el 

GRÁFICO 1
LAS INSTITUCIONES FISCALES INDEPENDIENTES

Fuente: Fondo Monetario Internacional – «Fiscal councils dataset» (Davoodi et al., 2022).
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los que las previsiones fiscales de estos últimos 
no han sido avaladas. Por ejemplo, la IFI irlandesa 
(FCA) cuestionó las proyecciones gubernamentales 
de déficit y deuda en 2016, definidas como poco 
realistas, lo que desencadenó un debate en el 
Parlamento y la revisión de las proyecciones en los 
presupuestos de 2017. Asimismo, sucesos similares 
también se han producido entre el Gobierno italia-
no y la IFI de este país (PBO), en 2016, cuando las 
previsiones fueron validadas, pero con objeciones y, 
posteriormente, revisadas en el debate parlamenta-
rio. En 2018, la PBO rechazó las previsiones, lo que, 
seguido del dictamen negativo de la CE sobre el 
proyecto de plan presupuestario, obligó a un com-
plicado proceso de revisión de las previsiones (véase 
Merlo y Fasone, 2021).

III.	 EVALUACIÓN EX ANTE DE LOS PLANES Y 
TRANSPARENCIA

Principios generales y modelos

La evaluación ex ante de los planes presupues-
tarios oficiales conlleva el análisis detallado de las 
siguientes piezas: el cuadro macroeconómico, la 
previsión de ingresos públicos, la coherencia entre 
el cuadro macroeconómico y la previsión de ingre-
sos, y los elementos no discrecionales del gasto. 
Los elementos discrecionales del gasto público se 
toman como determinados en el análisis técnico 
de evaluación, en la medida en que forman parte 
del legítimo desarrollo de la política económica 
por parte del gobernante, aunque las limitacio-
nes de los documentos públicos oficiales hacen 
necesarias, a veces, la elaboración de supuestos 
operativos  (2). 

Con respecto al cuadro macroeconómico, la va-
loración de las proyecciones oficiales debe partir de 
su comparación con las previsiones realizadas por 
otros analistas de manera independiente y con un 
historial de falta de sesgo –por ejemplo, el consenso 
de los analistas  (3) o el Banco de España  (4)–, o 
bien tomando como referencia un abanico amplio 
de modelos econométricos que permita evaluar la 
factibilidad de los objetivos a distintos horizontes 
(ver, por ejemplo, AIReF, 2018).

En relación con el resto de elementos resulta 
ilustrativo introducirlos haciendo uso de un modelo 
estándar de previsión de variables fiscales a hori-
zonte un año del tipo (véase Leal et al., 2008):

riedad de funciones (véase AIReF, 2021; gráfico 1, 
paneles a y b): la elaboración de las previsiones ma-
croeconómicas oficiales (Bélgica o Países Bajos), el 
análisis coste-beneficio o spending reviews (España 
o Países Bajos) o incluso la evaluación de programas 
electorales y acuerdos de coalición (Países Bajos, y, 
más recientemente, Letonia y Eslovenia). Como en 
el caso de los Programas de Estabilidad, en España 
la tarea de la AIReF cubre todos los niveles de las 
AA. PP., una práctica solo seguida, además, en  
Portugal y Eslovaquia. 

En definitiva, se puede considerar que el objetivo 
de las reformas tras la crisis de la deuda soberana 
europea fue conseguir que los presupuestos nacio-
nales, elaborados de forma anual, tuvieran en cuen-
ta sus consecuencias intertemporales, reflejadas, 
fundamentalmente, en el nivel de deuda pública. 
Otra opción, implementada en algunos países, fue 
optar por presupuestos multianuales. Así, por ejem-
plo, en los Países Bajos, el presupuesto incluye un 
techo de gasto real plurianual, que se establece al 
comienzo de la legislatura, por un período igual o 
superior a esta. Fuera de Europa, otro ejemplo cita-
do habitualmente es el caso de Uruguay, donde el 
Gobierno debe presentar un presupuesto para la le-
gislatura completa, que es actualizado anualmente.

El éxito de estos marcos descansa, en todo 
caso, en su solidez y credibilidad institucional. Por 
ello, un importante aspecto de las IFI es su go-
bernanza interna, en aspectos como su indepen-
dencia tanto funcional como económica (véase el 
gráfico 1, panel c), así como su estatus para poder 
cuestionar las previsiones del Gobierno. Un caso 
excepcional de este último procedimiento sucede 
en el Reino Unido, donde además de producir las 
previsiones macroeconómicas, la IFI también se 
encarga de elaborar las previsiones presupuesta-
rias. Además, la CE ha recomendado la aplicación 
del principio de «cumplir o explicar» por el cual el 
Gobierno debe atender a las peticiones y requisitos 
emitidos por las IFI (véase el panel del gráfico 1). 
Sin embargo, la literatura señala que la aplicación 
de este principio a la elaboración de las previsiones 
ha sido heterogénea (AIReF, 2021). Además de 
esto, la literatura señala otros aspectos en los que 
las IFI pueden ejercer su labor de control, como la 
publicación de informes o a través de su impacto 
en los medios de comunicación (véase Davoodi et 
al., 2022).

En todo caso, esta relación de supervisión entre 
IFI y Gobierno ha producido algunos episodios en 
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debería validar la previsión de la base imponible 
presentada en el plan gubernamental, si la hubiera, 
de acuerdo con el cuadro macroeconómico de re-
ferencia, las cuantías proporcionadas debidas a los 
cambios legislativos, y que la elasticidad se encon-
trara dentro de los rangos estimados en la literatura 
económica de referencia. La detección de un sesgo 
al alza, por ejemplo, en la previsión ofi cial de una 
partida de ingresos podría provenir, por tanto, de 
una previsión optimista de las bases imponibles, 
del uso de unas elasticidades impositivas más altas 
que las representativas del consenso, de una sobre-
estimación de los ingresos derivados de los cambios 
normativos, o de una combinación de todos estos 
factores o alguno de ellos.

Con respecto a los elementos menos discrecionales 
del gasto, el procedimiento sería similar. En particular, 
la evolución del gasto en pensiones viene determina-
do esencialmente por la fórmula de revalorización es-
tablecida en la legislación y las variables demográfi cas 
que determinan la evolución de la población elegible; 
el subsidio de desempleo depende principalmente de 
la evolución del paro; y la carga de intereses refl eja la 
evolución del endeudamiento público y de los tipos 
de interés.

Volviendo a la valoración ex ante de las previsiones 
de ingresos públicos, en el gráfi co 3 se presenta un 
modelo conceptual de descomposición de la ratio de 
ingresos públicos sobre el PIB, a lo largo del tiempo, 
en función de los principales factores macroeconómi-
cos e institucionales que contribuyen a su variación. 
En concreto, estos factores se pueden resumir en 
(véase Burriel, López-Rodríguez y Pérez, 2017): 1) el 
desajuste en la evolución de las bases imponibles en 
relación al PIB nominal; 2) el efecto de la progresividad 
o fi scal drag asociada a impuestos cuya recaudación 
no evoluciona proporcionalmente a su base macro-
económica; 3) el impacto ex ante de medidas (cam-
bios legislativos) de las reformas tributarias; y 4) un 
residuo agregado que recoge la variación no explicada 
de los factores anteriores. Así pues, en el gráfi co 3 se 
muestra la variación de su ratio sobre el PIB del agre-
gado de ingresos fi scales para la economía española 
durante el período 2001-2020. Esta descomposición 
también se puede usar para descomponer las previsio-
nes tributarias ofi ciales y analizar su racionalidad. Por 
ejemplo, una valoración más reducida del impacto de 
los nuevos cambios legislativos sobre la recaudación, 
ceteris paribus, llevaría a un residuo (parte no explica-
da) muy elevado, lo que podría asociarse con un sesgo 
positivo en la estimación ofi cial de una determinada 
partida de ingresos.

[1]

[2]

Donde el operador Et[Ft+1] denota al valor espe-
rado de una determinada variable a horizonte un 
año, L es el operador de retardos, y F hace referen-
cia a las variables fi scales (de ingresos y gastos) que 
se determinan de acuerdo con una parte endógena, 
que depende de alguna (o algunas) variable macro-
económica de referencia, M, y un componente dis-
crecional F*. En un proceso típico de proyecciones, 
la solución del modelo formado por las ecuaciones 
[1] y [2] (estimado de manera conjunta para el 
conjunto del cuadro macroeconómico y todas las 
partidas relevantes de ingresos y gastos públicos) 
determinaría una previsión fi scal de referencia. El 
gráfi co 2 describe, brevemente, los pasos seguidos. 
En primer lugar, las variables fi scales se determinan 
sobre la base de la evolución macroeconómica y de 
precios, multiplicadores fi scales, supuestos técnicos 
exógenos y medidas de política fi scal discrecionales. 
En segundo lugar, se generan los agregados fi scales 
y, por último, las variables fi scales sirven como input
en los modelos macroeconómicos y de predicción.

Con este marco de referencia a la vista, la previ-
sión de una partida de los ingresos públicos, dado 
un cuadro macroeconómico, se determinaría por el 
producto de una elasticidad, e, por su base imponi-
ble esperada de referencia, por ejemplo, las rentas 
laborales y del ahorro en el caso del IRPF, a lo que 
se sumarían, si los hubiera, aumentos adicionales 
derivados de medidas discrecionales de aumento 
de ingresos por cuantía F*. Por tanto, el analista 

GRÁFICO 2
PROCESO DE ELABORACIÓN DE LOS PLANES DE 
POLÍTICA FISCAL Y SU COHERENCIA CON LAS 
PREVISIONES MACROECONÓMICAS

Fuente: Elaboración propia basada en Leal et al. (2008).
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tinará los fondos en sus planes nacionales (Plan de 
Recuperación y Resiliencia, PRR). Estos PRR se han 
diseñado en un proceso de intenso diálogo con la 
CE, tanto en el período previo a la presentación de 
los PRR como en su evaluación, en el que la CE se 
ha asegurado de que los PRR cumplan las directrices 
generales del MRR.

Para orientar este diálogo, la CE publicó una 
serie de criterios con los que pretendía guiar el di-
seño de los PRR (5), en la medida en que utilizaría 
esos mismos criterios para certifi car su aprobación 
y evaluar su cumplimiento. Así, además de los ob-
jetivos verdes y digitales del programa, la CE valoró, 
entre otros aspectos, la adecuación de las reformas 
a las recomendaciones específi cas de país, así como 
la implementación del pilar europeo de derechos 
sociales. Asimismo, la liberación por parte de la CE 
de los desembolsos asociados a los PRR se encuen-
tra vinculada al cumplimiento por parte del Estado 
miembro del marco de reglas fi scales. Así, en su 
artículo 10, el Reglamento señala que, en el caso de 
que el Consejo decida que un Estado miembro no 
ha tomado medidas efectivas para corregir su défi -

El caso del NGEU

Además de las herramientas derivadas de la 
literatura sobre predicción de variables fi scales 
que se han presentado en los párrafos anteriores, 
resulta ilustrativo presentar un nuevo procedi-
miento institucional de valoración recientemente 
diseñado en el marco del programa de fondos 
europeos NGEU.

En la sección segunda se ha destacado que las 
reformas del marco europeo han tendido a refor-
zar el control de la evaluación ex ante (a través de 
las opiniones realizadas por la CE sobre los planes 
presupuestarios o derivadas de la supervisión de 
las IFI nacionales). Sin embargo, la aprobación del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR) 
del NGEU ha supuesto un importante cambio 
que ha afectado al diseño de las políticas fi scales 
y estructurales (véase Alonso y Matea, 2021) y ha 
desembocado en un proceso de evaluación ex ante 
de los objetivos de reforma de los países. Así, para 
acceder a los recursos del MRR, los EE. MM. deben 
detallar las inversiones y las reformas a las que des-

GRÁFICO 3
DESCOMPOSICIÓN DE LA VARIACIÓN DE LA RATIO DE INGRESOS SOBRE EL PIB
(Variación en porcentaje del PIB)

Fuente: Elaboración propia basada en Burriel et al. (2017).
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IV.	 EVALUACIÓN EX POST DE LOS 
PLANES, RENDICIÓN DE CUENTAS Y 
CREDIBILIDAD

Lecciones de la literatura

El seguimiento de los planes presupuestarios, 
entendido este como un ejercicio de valoración 
y evaluación en tiempo real de la adecuación de 
la ejecución de dichos presupuestos a los planes 
iniciales, resulta crucial para, entre otros aspectos, 
tratar de identificar a tiempo la existencia de riesgos 
de desviaciones de forma que se puedan articular 
las medidas necesarias durante el ejercicio para que 
estas no se produzcan. De hecho, una parte impor-
tante de la literatura más reciente se ha centrado 
en el desarrollo de modelos estadísticos en los que 
se utiliza como input los datos presupuestarios ofi-
ciales publicados con carácter mensual o trimestral, 
para evaluar la adecuación de esta información con 
los objetivos y planes anuales (véase Petropoulos et 
al., 2022).

La incertidumbre sobre las políticas fiscales en 
tiempo real está íntimamente ligada a la credibili-
dad de los planes gubernamentales. Estos planes 
determinan cambios tributarios específicos y pro-
gramas de gasto, así como episodios de consolida-
ción fiscal, que configuran las decisiones y acciones 
de los agentes económicos. No obstante, la capa-
cidad de los planes presupuestarios ex ante para 
transmitir información sobre el curso ex post de las 
políticas fiscales puede verse afectada por la presen-
cia de sesgos políticos y comportamientos estraté-
gicos de los Gobiernos, como lo muestra una rama 
bien establecida de la literatura (véase Paredes, 
Pérez y Pérez-Quirós, 2022, y las referencias que se 
proporcionan en este trabajo). De hecho, una gran 
parte de la literatura ha analizado desde un punto 
de vista teórico y empírico el sesgo potencial que el 
proceso institucional pueda tener sobre los planes 
de política fiscal del Gobierno y la naturaleza y pro-
piedades de las desviaciones presupuestarias de los 
objetivos, así como de sus diferentes componentes. 
En la UE, la literatura empírica ha encontrado, de 
manera generalizada, que los ciclos políticos y una 
mayor debilidad de los marcos institucionales de 
reglas fiscales tienden a estar asociados a la apari-
ción de sesgos al alza en las previsiones de ingresos 
públicos, esto es, a unas previsiones de ingre- 
sos que tienden a estar por encima de los ingresos 
que, a posteriori, acaban recibiéndose, lo que se 
traduce en un sesgo a la baja en los déficits públicos 
y en los niveles de deuda pública.

cit excesivo, la CE podrá presentar una propuesta al 
Consejo para suspender la totalidad o parte de los 
compromisos o pagos.

Junto a estos aspectos, de corte supranacional, 
los PRR recogen mecanismos de gobernanza y 
control específicos a nivel nacional. Entre otros, 
se refleja la necesidad de que las instituciones de 
auditoría nacionales o un comité creado para tal 
fin se encarguen del control interno de los planes. 
Adicionalmente, algunos países, como Italia y 
Portugal, han planteado estructuras de carácter 
horizontal, en el que grupos de interés y expertos 
externos participan en la implementación, y a 
veces en la evaluación, de los planes (véase Alonso 
et al., 2022), mientras que en Grecia un organis-
mo se dedica a la supervisión de las reformas y 
se prevé que estas sean certificadas por auditores 
independientes. En Italia, además, un organismo 
específico tiene el cometido de facilitar la elimina-
ción de obstáculos administrativos para la imple-
mentación del plan.

En todo caso, la implementación de un progra-
ma del tamaño y la complejidad del NGEU requiere, 
en muchos casos, de la construcción de capacidad 
de gestión, tanto de las inversiones o reformas 
como de los datos. Por ello, varias reformas refle-
jadas en los PRR persiguen mejorar los sistemas 
de licitación pública o asegurar que se desplegará 
suficiente capacidad administrativa para garantizar 
un seguimiento adecuado (es el caso, por ejemplo, 
de Grecia).

Conscientes de este reto, las autoridades han 
diseñado, entre otros instrumentos, el Recovery 
and Resilience Scoreboard, para toda la infor-
mación disponible sobre la implementación del 
NGEU. La información disponible, con carácter 
general, se puede agrupar en dos bloques. Por 
una parte, la información compilada por la CE 
sobre la implementación de los PRR, en base a 
los datos enviados por los EE. MM. sobre el cum-
plimiento de hitos y objetivos, y sobre los desem-
bolsos realizados. La CE también ha desarrollado 
indicadores propios de gasto realizado, siguiendo 
una metodología transparente. Por otra parte, los 
EE. MM. tienen que proporcionar indicadores co-
munes sobre la implementación de los planes dos 
veces al año, en torno al 28 de febrero y en torno 
al 31 de agosto. La CE, en un siguiente paso, 
debe actualizar el scoreboard en abril y octubre, 
respectivamente.
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GRÁFICO 4
PREVISIONES DEL DÉFICIT DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS ESPAÑOLAS

Nota: Las previsiones de la CE incluyen dos ejercicios para cado año «t» con el horizonte de proyección correspondiente. 
Asimismo, las series han sido ajustadas según los últimos datos publicados en el último ejercicio disponible de la CE.
Fuente: Previsiones de la CE - base de datos macroeconómica AMECO. Previsiones PE del Gobierno - proyecciones conteni-
das en el Programa de Estabilidad.
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dos paneles siguientes para los períodos 2009-2011 
y 2018-2020, respectivamente. 

La literatura reciente señala, además, las con-
secuencias de la falta de credibilidad de los planes 
fiscales. Así, End y Hong (2021) señalan que los 
Gobiernos, en general, prevén déficits fiscales infe-
riores a los previstos por el sector privado, y que los 
errores de previsión del Gobierno impactan sobre 
las previsiones futuras del sector privado, que se 
vuelven más pesimistas. Este estudio calcula que 
esta falta de credibilidad tiene además un coste 
financiero: por cada 2 puntos del PIB de discrepan-
cia en la previsión del déficit fiscal, se produce un 
aumento de 6 puntos básicos del coste de la deuda 
pública (FMI, 2021).

Un aspecto adicional de particular relevancia 
en la Unión Europea es la necesidad de disponer 
de estadísticas fiables e independientes tanto para 
las variables fiscales como para las incluidas en el 
PDM, de manera que incluso el six-pack incorpora 
un régimen de sanciones por el incumplimiento de 
los requerimientos estadísticos (6). Estas reformas 
vinieron motivadas, principalmente, por los proble-
mas con las estadísticas de déficit público de Grecia 
que se evidenciaron en la época de su acceso al área 
del euro y con posterioridad (7). El gráfico 6 mues-
tra las diversas revisiones del saldo público en Grecia  
en porcentaje del PIB en una muestra temporal 
muy amplia. Grecia se enfrentó a un problema de 
credibilidad debido a los errores descubiertos en sus 
estadísticas y sus revisiones frecuentes hasta 2010-
2011, cuando la CE reconoció públicamente el pro-
blema que ello suponía para la credibilidad de todo 
el sistema estadístico europeo. De hecho, es en la 
segunda década dónde se observa un mayor ajuste 
de los datos, reduciéndose la dispersión de las dife-
rentes revisiones para cada año. Esto se constata en 
que la desviación promedio de las previsiones en la 
primera década analizada es cinco veces superior a 
la de la segunda. No obstante, en el período 2000-
2008, la existencia de revisiones estratégicas de los 
datos presupuestarios no se ciñó solamente al caso 
de Grecia, sino que tuvo un carácter general (véa- 
se de Castro, Rodríguez-Vives y Pérez, 2013).

El caso del NGEU

La experiencia con el MRR debería permitir, ade-
más, avanzar en el diseño de planes creíbles. En pri-
mer lugar, el MRR supone un avance en la coordi-
nación de las políticas a nivel supranacional, con la 
CE ejerciendo un rol centralizador de las diferentes 

A modo ilustrativo, en el gráfico 4 se presenta 
el comportamiento a lo largo del tiempo de las 
previsiones y objetivos de déficit público de la CE 
y el Gobierno español para el período 2008-2020. 
En ambos paneles se observa cómo las previsiones 
parecen mostrar un cierto sesgo al compararlas con 
los datos observados, que depende de si la situación 
fiscal está mejorando o empeorando. En efecto, la 
literatura ha mostrado que en las situaciones en las 
que los déficits públicos empeoran, las previsiones 
suelen ser más optimistas, mientras que en épocas 
en las que mejoran, las previsiones suelen estar más 
ajustadas o incluso ser conservadoras. De manera 
crucial, las previsiones de la CE (representativas de las 
que realizan también otras organizaciones interna-
cionales, como la OCDE o el FMI) tienden a mostrar 
un sesgo similar, aunque no tan marcado, como el 
del Gobierno. Numerosos estudios econométricos 
para paneles amplios de países de la UE muestran la 
presencia de estos sesgos, que indican la existencia 
de una correlación positiva entre «optimismo fiscal» 
y ciclos políticos, como se ha mencionado en el pá-
rrafo anterior. Lo que resulta más sorprendente es la 
presencia de este hecho en las previsiones de los or-
ganismos internacionales, lo que puede racionalizar-
se con una cierta dependencia de estas de algunos 
datos y estimaciones de medidas proporcionados 
por fuentes oficiales (véanse Merola y Pérez, 2013; 
Hannon, 2014). 

Además de los sesgos institucionales, un fac-
tor fundamental para explicar las desviaciones 
presupuestarias son los errores en las previsiones 
macroeconómicas. Estos, en muchas ocasiones, se 
producen en situaciones de cambios de ciclo eco-
nómico, o cuando se materializan perturbaciones 
macroeconómicas de gran tamaño, como la más 
reciente asociada al COVID-19, que ningún analista, 
público o privado, pudo anticipar. Esta situación se 
ilustra en el gráfico 5. En los paneles incluidos en esta 
figura se muestran diferentes previsiones de déficit 
público y crecimiento económico realizadas por la CE 
y el Gobierno español (Programas de Estabilidad) en 
tres episodios históricos. Por una parte, en el primer 
panel se muestra el período 2006-2008 en el que 
se observa una sorpresa positiva tanto en la ratio de 
déficit público como en crecimiento económico para 
los dos primeros años. Sin embargo, lo contrario 
sucede para 2008, donde tanto el Gobierno como la 
CE empeoraron sus últimas previsiones (otoño 2008) 
respecto a las anteriores (2006 y 2007) debido al 
reconocimiento del deterioro económico. Por otra 
parte, estos errores económicos debido a shocks 
inesperados se mostrarían de forma similar en los 
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GRÁFICO 5
PREVISIONES DE DÉFICIT DE LAS AA. PP. Y DE CRECIMIENTO DEL PIB PUBLICADAS EN EL MOMENTO PREVIO 
A VARIOS EPISODIOS DE CRISIS RECIENTES

Nota: Las previsiones de la CE incluyen dos ejercicios para cado año «t» con el horizonte de proyección correspondiente.
Fuente: Previsiones de la CE - base de datos macroeconómica AMECO. Previsiones PE del Gobierno - proyecciones conteni-
das en el Programa de Estabilidad.

A. La crisis fi nanciera global 2008

B. La crisis de deuda soberana del área del euro

C. La crisis del COVID-19
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pulsar programas de interés para todos los miembros 
(en particular, aquellos con importantes externalida-
des hacia el resto de socios, como la lucha contra el 
cambio climático), y las subvenciones funcionan como 
un vehículo intermedio que permite a los EE. MM. 
continuar administrando esas funciones, a la vez que 
se reconoce la autoridad federal para imponer condi-
ciones y evaluar su cumplimiento. 

El éxito y la extensión de esta función dependerá, 
en cualquier caso, tanto del cumplimiento de esos 
estándares de calidad (esto es, de la aprobación y la 
profundidad de las inversiones y las reformas conte-
nidas en los PRR) como de la capacidad en el largo 
plazo de la UE de ampliar sus fuentes de ingresos, 
lo que permitiría dar continuidad a esta forma de 
colaboración entre niveles de Gobierno.

V. PRINCIPALES MENSAJES

En este artículo hemos argumentado que el im-
pacto y la efi cacia de los planes presupuestarios, a 
nivel agregado, se encuentran íntimamente ligados 

inversiones y reformas realizadas por los EE. MM. 
En segundo lugar, la existencia de incentivos mone-
tarios para el cumplimiento del calendario acordado 
puede ayudar a sortear los tradicionales obstáculos 
internos a la realización de reformas, lo que permi-
tiría un mejor ajuste entre los objetivos planteados 
y la realización ex post. Finalmente, el calendario de 
hitos y objetivos permite un seguimiento cercano 
de los avances y la posibilidad de que el no cumpli-
miento con las directrices acordadas ex ante tenga 
consecuencias (por ejemplo, mediante el retraso en 
la aprobación de nuevos fondos, una circunstancia 
que ya se ha producido en los casos de los PRR de 
Hungría y Polonia).

El MRR, de esta forma, acerca a la Unión Europea 
a ejercer un rol de presupuesto federal, en el que se 
fi nancien programas a gran escala que sean de interés 
común para los EE. MM. Este rol es el que ha adop-
tado el Gobierno federal en Estados Unidos desde 
el siglo XIX para impulsar capítulos de gasto que 
estuvieran sujetos a un estándar de calidad común 
(véase Maxwell, 1952). De esta forma, se reconoce la 
necesidad de utilizar los recursos en común para im-

GRÁFICO 6
LAS REVISIONES DE LOS DATOS DE DÉFICIT PÚBLICO: EL CASO DE GRECIA
(Porcentaje del PIB, datos publicados en primavera de cada año)

Fuente: Elaboración propia basada en De Castro et al. (2013) y actualización de datos proporcionada por estos autores.
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(4) En este caso, las previsiones que se publican de manera trimestral 
se pueden consultar en el espacio web: https://www.bde.es/bde/es/
secciones/informes/analisis-economico-e-investigacion/proyecciones-
macro/relacionados/boletin-economico/informes-de-proyecciones-de-
la-economia-espanola/.

(5) Véase Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 12 de febrero de 2021 por el que se establece el Mecanis-
mo de Recuperación y Resiliencia.

(6) Véase Reglamento (UE) n.º 1175/2011 del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 16 de noviembre de 2011.

(7) Véase European Commission. Brussels, 8.1.2010. COM(2010)  
1 final. Report on Greek Government Deficit and Debt Statistics.
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a la transparencia en su definición, incluyendo la co-
municación eficaz de los mismos y la credibilidad que 
los agentes económicos les asignen, a la fiabilidad 
de su implementación siguiendo las líneas aproba-
das, así como a la rendición de cuentas, esto es, a la 
justificación de las desviaciones observadas ex post 
con respecto a los planes definidos ex ante, si estas 
se produjeran. Todos estos elementos se encuentran 
condicionados por la calidad del marco institucional 
en el que se desenvuelven y la calidad de los datos 
disponibles para la evaluación. Desde el punto de 
vista macroeconómico (agregado), la evaluación  
ex ante de los planes requiere un análisis detallado 
de numerosos elementos técnicos que permitan, en 
particular, evaluar la coherencia de los planes con las 
previsiones macroeconómicas que los acompañan, 
mientras que la evaluación ex post requiere un análi-
sis exhaustivo de las razones que justifican y explican 
las desviaciones presupuestarias. 

Desde esta perspectiva, en el contexto europeo, 
la puesta en marcha del NGEU supone un refuerzo 
del marco de supervisión vigente, en tanto en cuanto 
una evaluación favorable ex ante de los planes ha 
sido una condición necesaria para la liberación inicial 
de los fondos, mientras que la continuidad de estos, 
se condiciona a una evaluación ex post favorable, 
basada en el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos inicialmente. Este sistema puede servir 
como inspiración para algunos elementos de la ne-
cesaria reforma del marco europeo de gobernanza 
económica, que, a fecha de cierre de este artículo, 
se encuentra en discusión (véase Alloza et al., 2021).

NOTAS

(1) Reglamento (UE) n.º 473/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 21 de mayo de 2013 sobre disposiciones comunes para el 
seguimiento y la evaluación de los proyectos de planes presupuestarios 
y para la corrección del déficit excesivo de los Estados miembros de la 
zona del euro.

(2) Por esto queremos decir que, en algunas ocasiones, tomando como 
ejemplo el caso español, los planes de gasto de muchas partidas dis-
crecionales se fijan en términos de contabilidad presupuestaria, sin un 
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y el plan agregado en contabilidad nacional para la formación bruta 
de capital fijo de las AA. PP. que se presenta resulta compleja para los 
analistas externos a la elaboración de los presupuestos.

(3) Por ejemplo, las realizadas por el panel de Funcas, que se publican 
en el sitio web: https://www.funcas.es/coyuntura-economica/espana/
panel-de-previsiones/panel-de-previsiones/.



98

LOS PLANES DE POLÍTICA FISCAL: EVALUACIÓN EX ANTE Y EX POST

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

Maxwell, J. A. (1952). Brief history of grants. En Federal Grants 
and the Business Cycle. National Bureau of Economic 
Research (NBER).

Merlo, S. y Fasone, C. (2021). Differentiated Fiscal Surveillance 
and the Democratic Promise of Independent Fiscal 
Institutions in the Economic and Monetary Union. Swiss 
Political Science Review, 27, pp. 582-600.

Merola, R. y Pérez, J. J. (2013). Fiscal forecast errors: governments 
versus independent agencies? European Journal of Political 
Economy, 32, pp. 285-299.

Paredes, J., Pérez, J. J. y Pérez-Quirós, G. (2022). Fiscal targets. A 
guide to forecasters? Banco de España.

Petropoulos, F. et al. (2022). Forecasting in practice. International 
Journal of Forecasting. En prensa.

Reuter, W. M. (2019). When and why do countries break their 
national fiscal rules? European Journal of Political Economy, 
57, pp. 125-141.

Hannon, P. (2014). Difficulties in Forecasting Borrowing 
Requirements. The Wall Street Journal, 10 de enero, https://
www.wsj.com/articles/BL-MBB-14492

Hernández de Cos, P. (2021). Comparecencias ante la Comisión 
de Presupuestos del Congreso de los Diputados, el 25 de 
octubre de 2021, y ante la Comisión de Presupuestos del 
Senado, el 30 de noviembre de 2021, en relación con el 
Proyecto de Presupuestos Generales del Estado para 2022. 
Documentos Ocasionales del Banco de España, 2130.

Hernández de Cos, P. y Pérez, J. J. (2013). La nueva Ley de 
Estabilidad Presupuestaria. Boletín Económico, 4/2013, pp. 
65-78. Banco de España.

Hernández de Cos, P. y Pérez, J. J. (2014). El seguimiento en 
tiempo real de los presupuestos autonómicos y locales. 
Presupuesto y Gasto Público, 77, pp. 79-99.

Leal, T., Pérez, J. J., Tujula, M. y Vidal, J.-P. (2008). Fiscal 
forecasting: lessons from the literature and challenges. 
Fiscal Studies, 29, pp. 347-386.



COLABORACIONES

III.
GASTO PÚBLICO



100

LA EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS: LA ADMINISTRACIÓN  

DE JUSTICIA
Juan S. MORA-SANGUINETTI (*)

Banco de España e ICAM

mica: desde la poca entidad que 
pueda tener la compra de una 
barra de pan hasta contratos 
mucho más complejos como la 
adquisición de maquinaria para 
la industria o la compraventa de 
un apartamento. El sistema judi-
cial actúa como un instrumento 
de disciplina y mejora de la con-
tratación privada. 

Por el lado público, el sistema 
judicial defiende a los ciudada-
nos y empresas de los riesgos 
de «expropiación» o favoritismo 
hacia determinados intereses por 
parte del Gobierno. Los compe-
tidores que resultan desfavoreci-
dos se ven desposeídos de parte 
de su capacidad para aportar 
valor al mercado (véase Mora-
Sanguinetti, 2022). 

Por todo el lo, desde esa 
perspectiva general o jurídica, 
es esencial que el sistema judi-
cial funcione correctamente (de 
forma eficaz) y, por tanto, es 
crítico que se realice una adecua-
da evaluación de su eficacia. Sin 
embargo, es importante recordar 
que esas dos perspectivas (la 
privada y la pública) tienen una 
alta relevancia desde el punto 
de vista del análisis económi-
co y ya fueron puestas en valor 
por Coase (1960) y Acemoglu y  
Johnson (2005). 

Por esos motivos, pero cen-
trando la discusión en el análisis 
económico, es posible señalar 
que el funcionamiento de la jus-
ticia determina parcialmente el 

Resumen

Este artículo analiza en primer lugar por 
qué es importante evaluar el funcionamiento 
del sistema judicial. Así, recuerda que, ade-
más de ser esencial desde un punto de vista 
jurídico, la justicia es un determinante de la 
productividad de la economía. A continua-
ción, esta investigación expone cuáles son 
las mejores medidas de eficiencia judicial y 
plantea cómo cuantificarlas en la práctica, 
con base en estadísticas nacionales e interna-
cionales. Finalmente, tras destacar algunos 
resultados cuantitativos para España, este 
papel repasa dos aplicaciones prácticas: el 
impacto de la complejidad de la regulación 
en la justicia y cómo la ineficacia de la justicia 
tiene implicaciones negativas en la inversión 
a nivel de empresa en España.

Palabras clave: evaluación de políticas 
públicas, administración de justicia, sistema 
judicial, impactos económicos, España.

Abstract

This article first analyzes why it is 
important to evaluate the functioning of 
the judicial system. It recalls that, in addition 
to being essential from a legal standpoint, 
judicial efficacy is a determinant of an 
economy’s productivity. This research then 
sets out the best measures of judicial efficacy 
and proposes how to quantify them in 
practice, based on national and international 
statistics. Finally, after highlighting some 
quantitative results for Spain, this paper 
reviews two practical applications: the impact 
of regulatory complexity on justice and how 
the inefficacy of justice has implications for 
firm-level investment in Spain.

Keywords: public policy evaluation, 
justice, judicial system, economic impacts, 
Spain.

JEL classification: D02, D04, K40, O10.

I.	 ¿POR QUÉ ES NECESARIO  
EVALUAR EL 
FUNCIONAMIENTO DE  
LA ADMINISTRACIÓN  
DE JUSTICIA?

D ESDE un punto de vista 
jurídico, el sistema judi-
cial es un instrumento 

fundamental de garantía de de-
rechos y de libertades en una 
sociedad desarrollada. El uso  
de la justicia (la litigación) es, de 
hecho, un derecho fundamental, 
reconocido en la Constitución 
española (derecho a obtener la 
tutela efectiva de los jueces y 
tribunales) y por el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos 
(el denominado «derecho a un 
proceso equitativo») (1).

Cabe hablar de dos situacio-
nes generales de «indefensión» 
(utilizando el término recogido 
por la Constitución española) a 
las que se puede enfrentar un 
ciudadano o una empresa y para 
las que puede necesitar de la 
asistencia del sistema judicial:  
la que se puede producir cuando 
los ciudadanos o las empresas 
actúan en un ámbito privado y 
se enfrentan a las acciones de 
otros sujetos (privados). Por otro 
lado, esos mismos ciudadanos o 
empresas pueden verse enfrenta-
dos a la actuación incorrecta por 
parte de los poderes públicos. 

En el primero de esos dos 
casos, cabe pensar de una mul-
titud de circunstancias con una 
importante repercusión econó-
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decir, esa sería la principal dife-
rencia en el marco institucional 
de las economías desarrolladas 
comparadas con aquellas que 
conforman el «tercer mundo». 
Esas «instituciones de ejecución» 
incluyen todos los mecanismos 
dedicados a hacer cumplir la 
ley y los contratos, siendo su 
ejemplo representativo el sistema 
judicial. 

II.	 LA EVALUACIÓN DE 
LA JUSTICIA A ESCALA 
INTERNACIONAL Y SU 
METODOLOGÍA

Como se introducía, los im-
pactos económicos del sistema 
judicial (además de los propia-
mente jurídicos) justifican la me-
dición y evaluación de su calidad 
y de su funcionamiento.

En general, la bibliografía 
a nivel internacional reduce la 
evaluación a tres parámetros: 
la medición de la lentitud de  
su funcionamiento, su coste o su 
predictibilidad. Como veremos, 
esas tres medidas a su vez suelen 
ceder ante la primera. La lentitud 
parece, pues, ser el indicador 

comportamiento de la produc-
tividad, es decir, influye en que 
una economía pueda crear ri-
queza en el largo plazo. Entre 
otras razones esto ocurre porque 
el buen funcionamiento de la 
justicia facilita el crecimiento de 
las empresas (García-Posada y 
Mora-Sanguinetti, 2015a). A su 
vez, las empresas de un tamaño 
superior muestran un mejor ren-
dimiento de las inversiones en 
I+D. Por otro lado, una justicia 
eficaz también se relaciona con la 
salida de las empresas ineficien-
tes del mercado. La calidad de la 
justicia se relaciona, en fin, con 
una mayor seguridad jurídica, lo 
que sostiene la inversión (Dejuán 
y Mora-Sanguinetti, 2021), una 
más fácil combinación de factores 
productivos y la toma de decisio-
nes empresariales.

El conjunto de impactos o 
de relaciones entre el funciona-
miento de la justicia y los dis-
tintos mercados o facetas de la 
economía es incluso más amplio, 
pudiéndose encontrar también 
el efecto en la disponibilidad 
de crédito (Mora-Sanguinetti,  
Martínez-Matute y García-Posada,  
2017).

La bibliografía mencionada 
en estos ejemplos hace men-
ción a España, pero esos resul-
tados son coherentes con otros 
obtenidos por otros estudios a 
nivel internacional (por ejemplo,  
Jappelli, Pagano y Bianco [2005] 
o Laeven y Woodruff [2007]).

A modo de resumen de di-
ferentes estudios que analizan 
los impactos de los sistemas 
judiciales en distintos aspec-
tos del funcionamiento de una 
economía puede consultarse el 
cuadro n.º 1. En primer lugar, 
se mencionan los trabajos rea-
lizados para otras economías y, 
a continuación, algunos resulta-
dos para España. 

Vistos los resultados ante-
riores, fundamentados con dis-
tintos estudios publicados, no 
debería resultar sorprendente la 
reflexión de Douglass C. North 
(véase, entre otras referencias, 
North [1990]), premio Nobel 
en Economía de 1993, según 
la cual defendió que el factor 
más importante de desarrollo 
económico de largo plazo es 
el buen funcionamiento de las 
«instituciones de ejecución». Es 

MATERIA EJEMPLOS DE ESTUDIOS ESPECÍFICOS A ESCALA INTERNACIONAL EJEMPLOS DE ESTUDIOS ESPECÍFICOS PARA ESPAÑA

Mercados de crédito Fabbri y Padula (2004); Jappelli, Pagano y Bianco 
(2005); Shvets (2013)

Fabbri (2010); Mora-Sanguinetti, Martínez-Matute 
y García-Posada (2017)

Crecimiento, tamaño 
y especialización 

empresarial

Beck, Demirguc-Kunt y Maksimovic (2006); Laeven 
y Woodruff (2007); Giacomelli y Menon (2017)

García-Posada y Mora-Sanguinetti (2015a)

Inversión y especialización Nunn (2007); Chemin (2012) Dejuán y Mora-Sanguinetti (2021)

Distorsión de relaciones 
laborales

Berger y Neugart (2011); Marinescu (2011) Jimeno, Martínez-Matute y Mora-Sanguinetti 
(2020)

Mercado de vivienda Casas-Arce y Saiz (2010) Mora-Sanguinetti (2012)

Entrada de empresas y 
emprendimiento

Desai, Gompers y Lerner (2005) ; Stephen, Urbano 
y van Hemmen (2009); Ardagna y Lusardi (2010)

García-Posada y Mora-Sanguinetti (2015b)

Fuentes: Elaboración propia, Mora-Sanguinetti (2020) y 2022).

ESTUDIOS SOBRE LOS IMPACTOS ECONÓMICOS DEL FUNCIONAMIENTO DE LA JUSTICIA

CUADRO N.º 1
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do de la asistencia jurídica. Para 
la predictibilidad, se midieron 
el número de recursos que se 
producen de las decisiones ju-
diciales en instancias superiores. 
La OCDE argumenta que hay 
más recursos si las partes tienen 
dudas sobre el sentido de la re-
solución judicial en la instancia 
superior. 

Lograr mejoras en las tres 
dimensiones (lentitud, coste y 
predictibilidad) es difícil pues 
son perspectivas que pueden 
presentarse enfrentadas: un sis-
tema judicial cuyo uso implica un 
bajo coste puede atraer una gran 
cantidad de casos (conflictos) a 
ser resueltos en él, provocando 
un aumento de la congestión  
y un empeoramiento en la pri-
mera dimensión (4). 

En España concretamente, 
otros informes han puesto tam-
bién atención a estas dimensio-
nes. El Círculo de Empresarios 
(2003) apuntaba a que el sis-
tema judicial español tenía un 
nivel medio o bajo de satisfac-
ción para las empresas que eran 
miembros del Círculo basándose 
precisamente en medidas de len-
titud y predictibilidad de las sen-
tencias. Para más detalles, puede 
consultarse Mora-Sanguinetti 
(2010b). 

Diferentes análisis se concen-
tran, sin embargo, en una medi-
da única de «calidad» o eficacia 
del sistema judicial, que es la 
lentitud pues concentra infor-
mación relacionada con las tres 
dimensiones. Un sistema judicial 
muy lento también es muy cos-
toso (requiere una inversión de 
recursos para las partes dilatada 
en el tiempo, por ejemplo, el 
pago de los abogados) y es, por 
definición, impredecible. El aná-
lisis de los datos pone de mani-
fiesto, de hecho, que el coste de 

global más adecuado de calidad 
o eficacia judicial. 

1.	Fuentes de información 
sobre la eficacia de 
la justicia a nivel 
internacional

Cabe destacar tres fuentes de 
información estadística a nivel 
internacional, todas ellas respal-
dadas por sus respectivas me-
todologías: las proporcionadas 
por la Comisión Europea para 
la Eficacia de la Justicia (CEPEJ), 
cuyos últimos informes comple-
tos son de 2016 y 2018, pero ha 
publicado alguna información 
en 2020, el OECD Civil Justice  
Project elaborado por la OCDE 
en 2013 (Palumbo et al., 2013a 
y 2013b) en la que participé 
como coautor y, en tercer lugar, 
el proyecto Doing Business (DB) 
del Banco Mundial (indicador de 
«cumplimiento de contratos»/ 
«enforcing contracts»). Su último 
informe es de 2020.

Las dos primeras fuentes 
(CEPEJ y OCDE) comparten ma-
yormente la misma metodología 
y se basan en información real 
(medible) de los sistemas judi-
ciales de los países que cubren. 
En el primer caso de los países 
europeos, en el segundo tam-
bién se analizan algunos países 
de la OCDE fuera de Europa. La 
tercera fuente (DB) se fundamen-
ta parcialmente en percepciones, 
su metodología estuvo basada 
originalmente en el trabajo de 
Djankov et al. (2003) y cubre una 
gran cantidad de países, euro-
peos y no europeos. 

El DB es, tal vez, la fuente 
de información más utilizada e 
influyente, pero puede contener 
sesgos desfavorables a sistemas 
jurídicos de familia romana-fran-
cesa, como el español (2). El 16 
de septiembre de 2021 el Banco 

Mundial comunicó que el DB va 
a dejar de elaborarse.

2.	Metodología

Existe una multiplicidad de 
perspectivas desde las cuales 
podría evaluarse el buen o mal 
funcionamiento de un sistema 
judicial, incluyendo su medi-
ción con datos objetivos (por 
ejemplo, la rapidez) o bien su 
estudio mediante la captación 
de percepciones (por ejemplo, de  
ciudadanos y empresas), que 
podrían no coincidir con esas 
primeras mediciones (percepción 
de injusticia o de falta de inde-
pendencia) (3). 

Desde un punto de vista obje-
tivo, los distintos estudios suelen 
limitar el análisis a tres elemen-
tos: la rapidez (lentitud), el coste 
y la predictibilidad de la justi-
cia. El primero hace referencia 
al tiempo necesario para que un 
sistema judicial emita una reso-
lución para un caso (conflicto) 
concreto, el segundo al dinero 
o recursos que las partes tienen 
que gastar (invertir) para alcan-
zar esa resolución y el tercero a 
si la resolución es o no esperable. 
Esa tercera perspectiva es la más 
difícil de medir. Estas tres medi-
ciones pueden ser relacionadas 
de forma sencilla con los impac-
tos económicos de un sistema 
judicial. 

Más en concreto, Palumbo et 
al. (2013a), en el contexto del 
OECD Civil Justice Project, midie-
ron la lentitud como el número 
de días necesarios para superar 
una (o más instancias) en un 
procedimiento dentro de la ju-
risdicción civil (trial length). Para 
la medida de coste, tomaron 
información de los indicadores 
DB, proporcionando una apro-
ximación al coste privado total 
descontado por el valor espera-
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por Virginia Rosales (Rosales y 
Jiménez-Rubio [2017] y Rosales- 
López [2008]). Cabe mencionar 
análisis más antiguos, como los 
publicados por Iglesias y Arias 
(2007) o por Padilla et al. (2007). 
Finalmente, a nivel de obras 
académicas generales sobre el 
funcionamiento de la justicia, 
cabe recordar también los libros 
de Santos Pastor (1993 y 2016) 
y Francisco Cabrillo (Cabrillo y  
Fitzpatrick, 2011). 

Además del trabajo de in-
vestigadores concretos, diversas 
organizaciones están desarro-
llando análisis con información 
estadística de la situación del sis-
tema judicial español. Cabe des-
tacar a la Asociación Española de 
Derecho y Economía (AEDE), la 
Fundación para la Investigación 
sobre el Derecho y la Empresa 
(FIDE) o la Fundación Wolters 
Kluwer. 

2.	Resultados cuantitativos

Es posible alcanzar numero-
sos resultados estadísticos que 
ponen de manifiesto la situación 
de la justicia en España en térmi-
nos objetivos. 

Antes del inicio de la pande-
mia por la COVID-19, en 2019, 
la Justicia española, en todo lo 
relacionado con conflictos entre 
empresas y ciudadanos, es decir, 
de carácter civil, tenía capacidad 
para resolver solamente 1 de ca- 
da 1,8 casos pendientes de su 
pila de trabajo. Durante la pan-
demia, en 2020, esa relación 
empeoró hasta 1 de cada 2.

En general, una medida usual 
de ineficacia de la justicia es la 
denominada «tasa de congestión 
judicial». Siguiendo los distintos 
resultados expuestos por la bi-
bliografía, una mayor congestión 
se relaciona con mayores costes 

un análisis de la situación del 
sistema judicial español a nivel 
local (desagregado) y a lo largo 
del tiempo. 

1.	Fuentes de información 
españolas y estudios 
específicos para España

La OCDE ha encontrado evi-
dencia que apunta a que la pro-
ducción de información estadís-
tica sobre el funcionamiento del 
sistema judicial (por ejemplo, la 
duración o el número de casos) 
y su recopilación está relacio-
nada con un mejor rendimiento 
judicial. 

España posee, de hecho, muy 
buenas estadísticas judiciales, 
haciendo públicas algunas series 
de datos incluso desde 1995. 

La «estadística judicial» de la 
que hablamos es proporciona-
da por el Consejo General del 
Poder Judicial (CGPJ) y cubre las 
dimensiones temporales, por ju-
risdicción y a nivel de órganos ju-
diciales concretos. Para poder ser  
utilizada, la información debe 
ser tratada, pero el CGPJ publica 
también informes de análisis re-
lativamente amplios basándose 
en esas estadísticas, como La 
justicia dato a dato. 

En parte basados en estas 
estadísticas, se encuentran los 
proyectos de investigación re-
ferenciados en el cuadro n.º 1  
para España. Cabe recordar 
también otras publicaciones no 
cubiertas en el cuadro, como el 
informe completo realizado en 
2020 para la Región de Murcia 
(Mora-Sanguinetti y Martínez-
Matute, 2020) o el más gene-
ral para toda España (Mora- 
Sanguinetti, 2022). 

Otros análisis no cubiertos en 
el cuadro n.º 1 son los publicados 

un procedimiento judicial (una 
vez tenida en cuenta la posible 
existencia de asistencia jurídica 
gratuita) y su duración están 
altamente relacionados. La co-
rrelación se encuentra entre 0,31 
y un 0,56 dependiendo del país. 

Dicho todo lo anterior, cabe 
señalar que otras perspectivas 
como la «independencia judi-
cial» no se computan porque  
no pueden ser medidas o bien no 
generan un conjunto de informa-
ción que pueda ser utilizado para 
proponer reformas a la justicia. 
A pesar de ello, la apuesta por 
la medida de «lentitud» como 
aproximación de la calidad o de 
la eficacia del sistema judicial es 
también útil en el campo de las 
percepciones. La lentitud parece 
guardar también una relación 
con la confianza en la justicia. 
La OCDE encontró que un incre-
mento del 10 por 100 en el plazo 
de resolución de un caso estaba 
asociado con una reducción de 
2 puntos porcentuales en la pro-
babilidad de que los ciudadanos 
tengan confianza en el sistema. 
La OCDE estudió esta relación 
haciendo uso del World Value 
Survey e información del DB. 

III.	 LA SITUACIÓN DE LA 
JUSTICIA ESPAÑOLA

Los estudios mencionados 
(OCDE, CEPEJ y DB) hacen refe-
rencia a España y son muy valio-
sos porque ponen en perspectiva 
(y con medidas comparables) 
distintos parámetros del fun-
cionamiento de la justicia. Más 
abajo se hace referencia a algu-
no de sus resultados. 

Junto a estos trabajos, es po-
sible también hacer mención 
a información propiamente de 
España que, si bien no es nece-
sariamente comparable a nivel 
internacional, permite realizar 
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de Alemania (200 días) (véase el 
cuadro n.º 2). En el cuadro n.º 2 
puede encontrarse también 
información de otras fuentes, 
como la Comisión Europea para 
la Efi cacia de la Justicia (CEPEJ) 
y resultados del Doing Business 
(DB). Las distintas metodologías 
no deben ser comparadas entre 
sí, si bien las metodologías de la 
OCDE y de la CEPEJ son similares. 

A nivel desagregado, España 
muestra una alta variabilidad 
local en la tasa de congestión 
judicial. La congestión es mayor 
en las provincias de Andalucía, 
Cataluña y Madrid. Es decir, 
el problema se agrava en las 
provincias mediterráneas y en 
Madrid, que concentran la mayor 
parte de la población española 
(véase el gráfi co 2).

La ineficacia judicial puede 
tener implicaciones negativas 
para la eficiencia económica. 
Esta sección expone un caso re-
ciente de análisis que explica 
uno de los motivos por los que 
la justicia puede tornarse inefi -
caz. En concreto por el impacto 
de un marco regulatorio com-

Una comparación posible de la 
duración de los procedimientos 
de forma homogénea a nivel de 
toda la OCDE es la proporciona-
da por Palumbo et al. (2013a). 
Para la jurisdicción civil en pri-
mera instancia, el resultado para 
España fue de 272 días, por deba-
jo de Francia (274) o de Inglaterra 
y Gales (350), pero por encima 

y tiempo para que las empresas 
vean resueltos sus confl ictos por 
el sistema judicial. El gráfico 1 
muestra su evolución en los últi-
mos años.

La tasa se calcula como el 
cociente de la suma de nuevos 
casos por resolver que llegan a 
un órgano judicial concreto más 
aquellos casos todavía pendien-
tes por resolver, dividida por el 
número de casos que el órgano 
judicial es capaz de resolver en el 
período considerado. 

 [1]

Si se aproxima la duración (en 
días) utilizando la metodología 
de la CEPEJ, se necesitaban 285 
días aproximadamente para re-
solver un proceso contencioso 
civil en 2019. En 2020 el cálculo 
alcanzaba ya 354 días. 

Estos cálculos no son directa-
mente comparables con los que 
se pueda hacer para otros países. 

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DE LA TASA DE CONGESTIÓN JUDICIAL EN ESPAÑA 
Y EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
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Fuente: Elaboración propia a partir del CGPJ (2021).

Reino Unido 350 437

España 272 318 282 510

Francia 274 348 353 447

Italia 564 532 514 1120

Alemania 200 198 196 499

Media 332 349 336,3 602,6

Promedio sin Italia 274 288 277 473,3

Fuente OCDE CEPEJ CEPEJ DB

Año de publicación 2013 2016 2018 2020

Año de análisis 2011 2014 2016 2019

Nota: El Reino Unido está representado por Inglaterra y Gales en la primera columna.
Fuentes: Banco Mundial (2020), CEPEJ (2016 y 2018), Palumbo et al. (2013b). 

LA DURACIÓN (EN DÍAS) DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES EN ESPAÑA 
Y OTROS PAÍSES 

CUADRO N.º 2
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nifi esto que una baja «calidad» 
de la regulación, medida con los 
indicadores del Banco Mundial 
(regulatory quality indicators), se 
relacionaba con mayor litigiosi-
dad. Del análisis de la OCDE se 
extrae, a su vez, que un aumento 
de la litigación se relaciona con 
aumentos en los plazos de los 
procedimientos judiciales, con 
impactos en los abogados y los ser-
vicios legales (Mora-Sanguinetti, 
2019). 

Para el caso concreto de España, 
De Lucio y Mora-Sanguinetti 
(2021 y 2022), analizaron el 
impacto de la complejidad de 
las normas de las comunida-
des autónomas españolas, en 
concreto toda la normativa con 
fuerza de ley, en la duración de 
los procedimientos judiciales 
en esas regiones (5). Para es-
tudiar la relación entre las dos 
variables tuvieron en cuenta la 
mayor o menor presencia de 
abogados en cada lugar, siguien-
do a Carmignani y Giacomelli 
(2010) y Mora-Sanguinetti y 
Garoupa (2015) (6) y una medi-
da de productividad. Los resulta-
dos indican que una mayor com-
plejidad «relacional», es decir 
que las normas hagan referen-
cia a muchas otras normas para 
poder completar su contenido, 
dificulta o enlentece la acción 
judicial, en concreto en la juris-
dicción civil (aquella relacionada 
con la aplicación de los contratos 
y la actividad privada de empre-
sas y ciudadanos). 

2. El impacto de la efi cacia 
judicial en la inversión 
empresarial

Precisamente, a nivel práctico, 
un incremento de la inefi cacia ju-
dicial en su jurisdicción civil tiene 
implicaciones negativas para 
la inversión a nivel de empresa 
en España. Cabe desarrollar los 

(siguiendo la clasificación de 
North), no es una institución 
aislada. De hecho, tiene como 
función ejecutar las normas y los 
contratos. Por tanto, se relaciona 
de forma estrecha con la regula-
ción de la economía. La norma-
tiva es una manifestación de las 
«instituciones formales». 

La «complejidad» de la re-
gulación, que es un concepto 
relacionado con la forma en la 
que se regula y no tanto con su 
contenido, puede tener implica-
ciones para el funcionamiento 
de la justicia, lo que a su vez im-
pacta en la economía. La «com-
plejidad» puede venir derivada 
de que exista un gran volumen de 
normativa, que la normativa sea 
lingüísticamente compleja o que 
guarde muchas relaciones con 
otras normas (obligando al usua-
rio a consultar un gran número 
de fuentes legales para entender 
completamente un conjunto de 
disposiciones).

La OCDE (Palumbo et al.,
2013a) ya había puesto de ma-

plejo (véase De Lucio y Mora-
Sanguinetti, 2021 y 2022). A 
continuación, se proporcionan 
detalles de un caso práctico, de 
nuevo analizado recientemente, 
de impacto negativo del sistema 
judicial en la economía, especí-
fi camente en la inversión a nivel 
de empresa (véanse Dejuán y 
Mora-Sanguinetti, 2021 y Mora-
Sanguinetti, 2021a). 

IV. IMPLICACIONES 
PRÁCTICAS: LA 
RELACIÓN DE LA 
JUSTICIA CON LA 
REGULACIÓN Y EL 
IMPACTO DE SU 
FUNCIONAMIENTO 
EN LA INVERSIÓN 
EMPRESARIAL 

1. El impacto de la 
complejidad de la 
regulación en la efi cacia 
judicial

El sistema judicial, como ma-
nifestación de las denomina-
das «instituciones de ejecución» 

GRÁFICO 2
COMPARATIVA DE LA TASA DE CONGESTIÓN JUDICIAL EN TODAS 
LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

0 

0,5

1 

1,5

2 

2,5

MEDIA 2010-2019 2019 2020

Fuente: Elaboración propia a partir del CGPJ (2021).
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La calidad de la justicia se re-
laciona, en fin, con una mayor 
seguridad jurídica, lo que sostie-
ne la inversión (Dejuán y Mora-
Sanguinetti, 2021), una más fácil 
combinación de factores pro-
ductivos y la toma de decisiones 
empresariales. Vista de forma 
global, la acción de la justicia 
determina parcialmente el com-
portamiento de la productividad. 
Además, de forma específica, 
más allá de su impacto en las de-
cisiones de inversión, la ineficacia 
de la justicia afecta, por ejemplo, 
a los mercados de crédito o al 
mercado de vivienda (reduciendo 
el peso del mercado de alquiler). 

Una vez establecida la impor-
tancia de la cuestión, este ar-
tículo discute cómo proporcionar 
una medición de la eficacia (o 
ineficacia) del sistema judicial. En 
general, la bibliografía a nivel in-
ternacional reduce la evaluación 
a tres parámetros: la medición de 
la lentitud de su funcionamien-
to, su coste o su predictibilidad. 
Esas tres medidas, sin embargo, 
ceden ante la primera: la lentitud 
de la justicia parece ser el indi-
cador global más adecuado de 
calidad o eficacia. 

A continuación, esta inves-
tigación repasa las fuentes de 
información estadística que pue-
den ser útiles para realizar la 
evaluación: a nivel internacional 
(cubriendo también el caso es-
pañol) destacan los informes 
y bases de datos de la OCDE, 
la CEPEJ y el proyecto Doing  
Business del Banco Mundial (esta 
última discontinuada). A nivel 
nacional, España por su lado 
posee, de hecho, muy buenas 
estadísticas judiciales, haciendo 
públicas algunas series de datos 
desde 1995. 

Con esa información es po-
sible alcanzar numerosos resul-

Bajando a mayor detalle, los 
resultados apuntan a que el im-
pacto de la ineficacia judicial es 
tres veces mayor en las empre-
sas de mayor tamaño que en 
las pequeñas, por lo que cabe 
recordar que el tamaño de em-
presa es relevante para entender  
la evolución del crecimiento de la  
productividad. Siguiendo a  
López-García y Montero (2012), 
las empresas pequeñas están 
relacionadas con menores pro-
babilidades de innovar.

V.  CONCLUSIONES

La evaluación y el análisis de 
la justicia y su funcionamien-
to parecen esenciales para una 
sociedad desarrollada, ya sea 
desde un punto de vista jurídico 
o desde un punto de vista eco-
nómico. Por el lado jurídico, el 
sistema judicial es un instrumen-
to fundamental de garantía de 
derechos y de libertades. 

Esta garantía se manifiesta en 
dos vertientes distintas: en pri-
mer lugar, porque los ciudada-
nos y las empresas se enfrentan, 
en el ámbito privado, a otros 
sujetos (privados) que resultan 
ser oportunistas e incumplen sus 
obligaciones. El sistema judicial 
actuaría en ese ámbito como 
disciplinante de esas relaciones. 
En segundo lugar, esos mismos 
ciudadanos o empresas pueden 
verse enfrentados a la actuación 
incorrecta por parte de los pode-
res públicos. El sistema judicial 
es, en ese caso, una barrera o 
límite contra la violación de los 
derechos de propiedad por parte 
de la acción gubernamental. 

Precisamente, esas dos pers-
pectivas (la privada y la pública) 
tienen una alta relevancia desde 
el punto de vista del análisis 
económico y ya fueron pues-
tas en valor por Coase (1960) y  
Acemoglu y Johnson (2005).

argumentos esgrimidos en la 
investigación de Dejuán y Mora-
Sanguinetti (2021), Mora-San-
guinetti (2021a) que, de hecho, 
fueron detallados en esta misma 
revista recientemente (véase  
Mora-Sanguinetti, 2021b). 

El análisis se realizó recopilan-
do información de las decisiones 
de inversión a nivel de empre-
sa en España (en concreto para 
653.289 empresas) durante el 
período 2002-2016, a partir de 
la Central de Balances Integrada 
(CBI) del Banco de España. 

Esta información se relacionó 
con una tasa de congestión judi-
cial para la jurisdicción civil calcu-
lada a nivel provincial. Como se 
indicaba antes, existen en España  
unas diferencias importantes en 
la eficacia judicial a nivel desa-
gregado, lo que permite explotar 
esa información para conocer 
sus impactos en la inversión. 

Por supuesto, otra informa-
ción fue tenida en cuenta, como 
los pagos de intereses de las em-
presas, su volumen de deuda y 
otros costes financieros. 

En términos cuantitativos, un 
aumento en una unidad en la 
tasa de congestión judicial inci-
ta una caída de la inversión de  
1 punto porcentual. Cabe ejem-
plificar los resultados hablando 
de provincias concretas. En 2010, 
Alicante era una de las provincias 
con mayor nivel de congestión, 
2,2 (220 casos no resueltos por 
cada 100 resueltos), mientras 
que Álava presentaba uno de 
los niveles más bajos, 1,4 (140 
casos no resueltos por cada 100 
resueltos). De forma coherente 
con los resultados, si Alicante 
hubiera tenido la eficacia judicial 
de Álava, su ratio de inversión 
empresarial habría sido 0,8 pun-
tos porcentuales superior. 
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NOTAS

(*) Las opiniones y las conclusiones recogi-
das en este artículo representan las ideas 
del autor, con las que no necesariamente 
tiene que coincidir el Banco de España o el 
Eurosistema.

(1) Regulados en los artículos 24.1 de la 
Constitución Española y en el 6.1 del Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos.

(2) Como se discute en Mora-Sanguinetti 
(2010a), el indicador del DB («enforcing  
contracts») se inspira en el trabajo de Djankov 
et al. (2003). Djankov evalúa negativamente el 
denominado «formalismo» y toma como mo-
delo el neighbourhood model del «Derecho 
Común». De hecho, los países de ese sistema 
legal obtienen mejores resultados tanto en el 
trabajo de Djankov como en el DB. 

(3) En esta sección la metodología que se 
utiliza de ejemplo es la de la OCDE (Palumbo 
et al., 2013a y 2013b). 

(4) El debate que generan estas cuestiones es 
más amplio. Como ya se vio más arriba, litigar 
es un derecho. Sin embargo, el exceso de liti-
gación implica en la práctica la anulación de 
ese derecho por el propio colapso de la justicia 
(aumentando de forma relevante la lentitud). 
Distintos mecanismos han sido discutidos para 
lograr conjugar ambas perspectivas (permitir 
la litigación, racionalizando el uso del sistema 
judicial). Uno de los instrumentos ha sido la 
aprobación de sistema de «tasas judiciales» 
(véase Mora-Sanguinetti y Martínez-Matute 
[2019 y2022]). El análisis de estas cuestiones 
supera el objetivo de este artículo. 

(5) La duración es una aproximación a la 
congestión del sistema judicial.

(6) Cabe recordar que Mora-Sanguinetti y 
Garoupa (2015) incluyeron en su análisis del 
mercado de la abogacía el número de asocia-
ciones y el número de empresas, en términos 
per cápita, para tener en cuenta las diferen-
cias entre distintas fuentes de litigación. Cabe 
esperar que contextos o ambientes con una 
mayor «complejidad» social sean más procli-
ves a la litigación.
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ticas en general, y desde luego 
también la gestión de la pande-
mia, requiere datos accesibles y 
de calidad y el uso de métodos 
reproducibles (Casado y Pino, 
2021). La disponibilidad global 
de datos de grano fino, sobre 
todo epidemiológicos, pero tam-
bién económicos, de movilidad 
humana o de la gestión públi-
ca de la pandemia es cada vez 
mayor. Paralelamente, ha habido 
un enorme desarrollo y presencia 
de la ciencia de datos, agnóstica 
y omnipresente, al albur de la 
mejora exponencial en disponi-
bilidad y acceso a algunos tipos 
de datos. La inteligencia artificial 
(IA) se ha convertido en objetivo 
de los Gobiernos, tal vez más 
como un fin en sí mismo que co- 
mo un medio para avanzar en el 
conocimiento y el bienestar de la 
humanidad.

En todo caso, y más allá del 
caso particular de la respuesta 
a la pandemia de COVID-19, la 
evaluación de políticas de salud 
es particularmente compleja. 
Aunque es habitual que se pier-
da de vista, la salud, objetivo 
último, es más que sanidad, y se 
genera fuera del sector sanitario 
mediante políticas intersecto-
riales, de vivienda y urbanismo, 
laborales y fiscales, entre otras. 
Además, la evaluación de las 
políticas de salud está menos 
incentivada que, por ejemplo, la 
evaluación de tecnologías sanita-
rias como son los medicamentos 
o los procedimientos quirúrgi-
cos, por lo que suele concentrar 
menos recursos y esfuerzos.

Resumen

Se revisan datos y métodos para evaluar 
las políticas sanitarias y de salud, de enorme 
trascendencia económica durante la pande-
mia, y la institucionalización de la evaluación 
en España. Durante la pandemia, el gasto 
sanitario es solo una pequeña parte del coste 
total de la COVID. La prevención es altamente 
coste-efectiva. Proponemos áreas para eva-
luación: digitalización en sanidad, gestión 
indirecta de la gestión sanitaria, tecnologías 
de alto coste, intervenciones económicas y 
fiscales sobre la salud de la población, mo-
delo MUFACE, y las consecuencias a largo 
plazo de la COVID-19 sobre la salud y sobre 
la desigualdad.

Palabras clave: evaluación de políticas, 
sanidad, análisis coste-efectividad, evaluación 
económica.

Abstract

We review data and methods for evaluating  
health and health policies, of enormous  
economic significance during the pandemic, 
and the institutionalization of evaluation in 
Spain. During the pandemic, health expenditure 
is only a small part of the total cost of COVID. 
Prevention is highly cost-effective. We propose 
areas for evaluation: digitalization in healthcare,  
indirect management of healthcare manage-
ment, high-cost technologies, economic and 
fiscal interventions on population health,  
MUFACE model, and the long-term conse-
quences of COVID-19 on health and inequality.

Keywords: policy evaluation, healthcare, 
cost-effectiveness analysis, economic evalua-
tion.

JEL classification: H51, I14, I18.

I.	 INTRODUCCIÓN

E N los últimos dos años ha 
habido enormes avances 
en el conocimiento huma-

no, con la ciencia como protago-
nista. Una enfermedad infecciosa 
ha marcado el paso a la econo-
mía mundial y específicamente al 
sector sanitario, que se ha vuelto 
más visible y pieza esencial en  
la gestión de las nuevas crisis, a la  
vez sanitarias y económicas. 

El mayor reto de los países 
durante estos dos años ha con-
sistido en encontrar soluciones 
para compatibilizar la pandemia 
con la vida de las personas y 
mantener el tejido productivo 
y el crecimiento económico a 
medio plazo. Contar con una 
sanidad bien organizada, reac-
tiva, flexible y con los recursos 
necesarios es un requisito. La 
sanidad ya tenía su lista de pro-
blemas y retos pendientes, pero 
la agenda varió sustancialmente 
con la pandemia. Nunca la sani-
dad y la economía habían sido 
tan interdependientes, nunca las 
políticas sanitarias habían tenido 
tanto de políticas económicas. 
La pregunta del millón es si las 
decisiones que se tomaron en su 
momento consiguieron minimi-
zar el impacto de la pandemia en 
los distintos frentes.

Articular una respuesta rigu-
rosa a esa pregunta no puede 
hacerse sin desarrollar previa-
mente un proceso de evaluación 
completo y metodológicamente 
robusto. La evaluación de polí-
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en Cataluña (https://aquas.
gencat.cat/ca/inici)

–	 Disponibilidad creciente de 
big data (vs. datos estructu-
rados), caracterizados por las 
cinco «uves»: volumen, va-
riedad, velocidad, veracidad 
y valor. Representan un reto 
para los modelos economé-
tricos y estadísticos tradicio-
nales y son inputs esenciales 
para la ciencia de datos.

El contar con información 
digitalmente accesible facilita 
la evaluación y la investigación 
evaluativa. Todavía no pode-
mos valorar hasta qué punto las 
políticas de transparencia ac-
tiva mediante la incorporación 
de estándares de datos abiertos 
y de la Carta Internacional de 
Datos Abiertos (IODC) (Ubaldi, 
2013) han avanzado durante 
los años de pandemia. El índice 
OURdata mide la disponibilidad, 
accesibilidad y reutilización de 
los datos del Gobierno. Según 
la OCDE, se trata de «un bien 
público que debería ser provis-
to con un propósito definido, 
proactivamente y con foco en 
la reutilización, en línea con las 
necesidades del usuario» (OCDE, 
2020). El Digital Government 
Index de la OCDE incorpora las 
seis dimensiones del Digital Go-
vernment Policy Framework: 1) 
digital desde el diseño; 2) sector 
público impulsado por los datos; 
3) Gobierno como plataforma; 4) 
abierto por defecto; 5) enfocado 
al usuario; y 6) proactividad. En 
2019, último año para el que hay 
datos, España ocupaba el sépti-
mo puesto de los 33 países de la 
OCDE en el índice global. Aun-
que destaca entre los primeros 
puestos (puesto 4 de 33) en las 
dimensiones 1 (administración 
de diseño digital), 2 (un sector 
público impulsado por los datos) 
y 6 (proactivo), hay mucho mar-

En este artículo se reflexiona 
sobre los datos y métodos para 
evaluar las políticas sanitarias 
y de salud y sobre la organi-
za-ción de dicha evaluación en  
España. Tras esta introducción, la  
sección segunda de este artículo 
se centra en los datos necesarios 
para evaluar los avances que 
se han obtenido en los últimos 
años y los problemas que han 
surgido. En la tercera sección se 
abordan los cambios en los mé-
todos de evaluación, en parte 
relacionados con las tendencias 
en la disponibilidad de datos. 
La sección cuarta aborda es-
pecíficamente la modelización 
epidemiológica y económica de 
la pandemia, que aporta inputs 
imprescindibles para la evalua-
ción de las políticas públicas 
relacionadas con la COVID-19. 
Relacionado con esa última sec-
ción, la quinta sección considera 
la evaluación de la macrogestión 
de la pandemia, especialmente 
en España. La sexta sección se 
pregunta si los métodos clásicos 
de evaluación económica en 
sanidad siguen siendo aplica-
bles o deben ser reformulados 
y adaptados, y se analizan los 
cambios recientes en la arqui-
tectura institucional de la eva-
luación de tecnologías sanitarias 
en nuestro país. También se 
presentan algunas aplicacio-
nes específicas de evaluación 
económica relacionada con la 
COVID-19. La sección séptima 
abre el foco, presentando ejem-
plos relevantes de evaluación de 
políticas públicas de salud y sa-
nidad que no están relacionadas 
con la pandemia, y se apuntan 
temas relevantes para una agen-
da priorizada de evaluación de 
políticas en el ámbito sanitario 
y de la salud. Finalmente, se 
concluye con el resumen de los 
principales mensajes y prescrip-
ciones. 

1.	Los datos necesarios para 
evaluar 

La materia prima esencial 
para evaluar las políticas de 
salud y sanitarias son los datos. 
La evaluación de políticas en la 
actualidad se ve influida por tres 
grandes tendencias: 

–	 Disponibilidad de registros 
sanitarios poblacionales en 
lugar de muestras. Esos datos 
se crean en formato digital 
y por tanto están o pueden 
estar accesibles online. Hay 
dos retos, hacerlos interope-
rables y combinar bases de 
datos individuales de distintos 
registros, preservando la con-
fidencialidad y el anonimato. 
Las historias clínicas combi-
nadas con bases de datos de 
dispensaciones farmacéuticas 
y de imagen tienen un enor-
me potencial para la inves-
tigación observacional con 
datos en el mundo real (real 
world data). Algunas comu-
nidades autónomas (CC. AA.) 
van por delante y ya cuentan 
con registros poblacionales 
de datos de salud, con usos 
en investigación evaluativa 
(García-Sempere et al., 2020).

–	 Disponibilidad de datos lon-
gitudinales, que permiten 
controlar por heterogeneidad 
no observable entre personas  
–pacientes, proveedores– y 
organizaciones sanitarias. Es 
el caso de las historias clínicas, 
pero también de los datos de 
utilización, actividad y cali-
dad de los centros sanitarios 
a nivel de mesogestión, como 
los que publica en abierto 
el Observatorio de Resulta-
dos del Servicio Madrileño de 
Salud (https://www.comuni-
dad.madrid/servicios/salud/
observatorio-resultados-servi-
cio-madrileno-salud o AQUAS 
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comportamiento humano relacio-
nado con la salud, los pequeños 
ensayos, aunque estén bien di-
señados, tienen limitaciones. Por 
ese motivo, se está propugnando 
como un avance sustancial la im-
plementación de megaensayos 
para establecer relaciones causa-
efecto de distintas intervenciones 
sobre el comportamiento humano 
(Royer, 2021). Por ejemplo, un 
experimento masivo (Milkman  
et al., 2021) estimó y comparó el 
efecto de 54 intervenciones dife-
rentes y simultáneas, de cuatro 
semanas de duración, en la misma 
población (los 61.293 usuarios de 
una red de gimnasios en EE. UU.) 
utilizando la misma definición y 
medida de resultado (frecuencia 
de asistencia al gimnasio). Un total 
de 30 científicos de 15 universida-
des trabajaron en pequeños equi-
pos independientes en el diseño 
de las intervenciones. Este me-
gaestudio supera las limitaciones 
de los pequeños ensayos, cuyos 
resultados solo tienen validez local 
y son difícilmente comparables 
entre experimentos.

Pero el tamaño no lo es todo, 
siendo más importante evitar ses-
gos por falta de representatividad 
de las muestras que conseguir 
tamaños muestrales masivos. Un 
ejemplo contrastado de la para-
doja del big data es la estima-
ción del porcentaje de personas 
vacunadas de COVID en EE. UU.  
entre enero y mayo de 2021 
a partir de grandes encuestas 
en Facebook (n=250.000 por 
semana) y del Census House-
hold Pulse (n=75.000 cada dos 
semanas). Con los datos rea-
les de vacunaciones se puso en 
evidencia que ambas encuestas 
sobreestimaban el porcentaje 
de vacunados, en 17 puntos  
la de Facebook y en 14 puntos la  
otra (Bradley et al., 2021) . Un 
buen diseño muestral con una 
muestra 500 veces menor habría 

gen de mejora en el enfoque 
hacia el usuario (puesto 12), y 
sobre todo en el establecimiento 
del principio de accesibilidad del 
público a los datos por defecto, 
en el que ocupamos el puesto 
23, a la cola.

En España se han dado al-
gunos pasos adelante, como el 
acuerdo de abril de 2021 entre 
el INE, la Agencia Estatal de Ad-
ministración Tributaria, la Segu-
ridad Social, el Servicio Público 
de Empleo Estatal y el Banco de  
España para facilitar datos ano-
nimizados cruzados para inves-
tigación. También las líneas es-
tratégicas del Programa anual 
2021 del Plan Estadístico Na-
cional 2021-2024 (Real Decre-
to 150/2021) (Póo y Galiano, 
2021) y la estadística experimen-
tal del INE (https://www.ine.es/
experimental/experimental.htm) 
representan avances en la dispo-
nibilidad de datos de grano fino 
casi en tiempo real. La estadística 
experimental incluye desde la in-
formación semanal de movilidad 
humana, cotidiana y estacional, 
obtenida de las antenas de te-
léfonos móviles, que permite 
predecir mejor la dinámica de 
la pandemia, hasta la estima-
ción del número de defunciones 
semanales durante el brote de 
COVID-19: (https://www.ine.es/
experimental/defunciones/experi-
mental_edes_proyecto.pdf).

2.	Cambios en los métodos 
de evaluación

«Para quien solo tiene un 
martillo, todo son clavos». Frente 
al enorme avance en la disponi-
bilidad de datos, la metodología 
para procesarlos con fines de 
evaluación de políticas públicas 
está relativamente estancada. 
Desde la economía, los enfoques 
estructural (Heckman, 2001) y 
la revolución de la credibilidad 

(Angrist y Pischke, 2010), que le 
valieron el Nobel de Economía 
en 2000 a Heckman y en 2021 
a Angrist, Imbens y Card, tienen 
ya décadas. La disponibilidad 
omnipresente de datos masivos 
resulta en una tendencia a ex-
plorar microcausalidades locales 
más que relaciones generales 
de causa-efecto, con riesgo de 
sobreutilización de IA, que está 
resultando más útil para unas 
funciones (por ejemplo, para 
diagnosticar COVID-19 adies-
trando algoritmos para que ex-
ploren placas de tórax) que para 
otras (por ejemplo, para contes-
tar preguntas específicas sobre el 
impacto de determinadas políti-
cas en la utilización sanitaria o en 
la salud de la población). 

El ensayo clínico aleatorizado 
y doble ciego es el gold standard 
en diseño de datos experimen-
tales en biomedicina, y durante 
años desde la economía hemos 
buscado buenos proxies cuando 
no es posible hacer experimentos 
sociales, cuasiexperimentos o 
contar con experimentos natu-
rales. Con todo, el número de 
(auténticos) experimentos so-
ciales relacionados con la salud 
y con las políticas de salud es 
abundante, sobre todo en países 
en desarrollo. El Banco Mundial 
ha seguido una estrategia de 
evaluación de impacto de las po-
líticas (Gertler et al., 2016) en la 
que el diseño e implementación 
de experimentos juega un papel 
central. Incluso ha avanzado en 
el diseño de nuevos métodos 
para minimizar los sesgos provo-
cados por su propio staff. Es lo 
que se ha dado en llamar prác-
tica reflexiva (McKee y Stuckler, 
2015), recomendable para otras 
organizaciones que han de eva-
luar políticas de salud.

Pero en economía, en cien-
cias sociales y en los análisis del 
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impensable que una organiza-
ción como el Institute of Health 
Metrics and Evaluation (IHME) de 
la universidad de Seattle (EE. UU.)  
ofreciera predicciones regio-
nales sobre la evolución de la 
pandemia bajo escenarios alter-
nativos de uso de mascarillas y 
vacunación, no solo para España  
(https://covid19.healthdata.
org/spain?view=cumulative-
deaths&tab=trend), sino también 
para cada una de sus CC. AA.

Las reacciones de los Gobier-
nos frente a la evolución de la 
pandemia, las medidas que han 
ido tomando para aplanar la 
curva o para crear zonas verdes 
libres de virus intercomunicadas 
entre sí, se plasman y cuantifi-
can en índices estandarizados, 
comparables internacionalmente 
(Wong et al., 2020). Uno de los 
más conocidos y utilizados, tam-
bién por la OCDE, es el Stringency  
Index de Oxford (Hale et al., 
2021), que contiene 23 indica-
dores de respuesta de los Gobier-
nos: restricciones, instrumentos 
económicos y respuestas desde 
el sistema sanitario. 

Los modelos son para predecir 
a corto plazo, pero también para 
evaluar las políticas de gestión de 
la pandemia. Utilizando el méto-
do científico, se trata de aprender 
de los datos para explicar qué ha 
pasado y por qué (y no repetirlo), 
detectar tempranamente brotes 
(anticipación) y aconsejar sobre 
decisiones políticas. Asimismo, 
los modelos permiten contestar 
preguntas específicas y encontrar 
asociaciones. Sin embargo, tienen 
problemas por la incertidumbre 
intrínseca de una enfermedad 
que está en continua evolución. 
Los modelos de simulación de po-
líticas tienen mayor incertidumbre 
que los predictivos, en parte debi-
do a que necesitan inputs sobre la 
adherencia de la población a las 

vos (Balcan et al., 2010), pero 
nunca antes había habido tantos 
datos para utilizarlos. 

Una función importante de 
los modelos es predecir la presión 
sobre el uso de los recursos y 
servicios sanitarios y el déficit de 
recursos disponibles para otros 
problemas de salud. Complemen-
tariamente al tradicional forecas-
ting o predicción de futuro, ha 
surgido el nowcasting, (literal-
mente «predicción del ahora»), 
predicción a ultracorto plazo, o 
más bien análisis de lo que está 
pasando en tiempo real. Se había 
aplicado en meteorología, física 
y otras ciencias, y ahora se han 
encontrado aplicaciones para 
tomar decisiones exprés relativas 
a la pandemia (Rossman y Segal, 
2022) (Wu et al., 2021). 

Estos modelos utilizan datos 
masivos compartidos en tiempo 
real, de acceso abierto. Hay 
proveedores universales, como 
la John Hopkins y Dataworld. La 
comisión COVID-19 de The Lancet  
(https://data.covid19commission.
org/) tiene una base de datos 
de acceso abierto que actualiza 
s e m a n a l m e n t e ,  c o n  1 5 4 
indicadores para 244 países, más 
de 10 millones de datos en total.

Otros inputs para los modelos 
epieconómicos son los datos de 
movilidad (a nivel regional, las 
visitas diarias a tiendas y ocio, 
supermercados, parques, farma-
cias, estaciones de transporte, 
lugares de trabajo y zonas re-
sidenciales) que aporta Google 
como inputs para los modelos, 
obtenidos del seguimiento que 
hace Google Maps de los despla-
zamientos (https://www.google.
com/covid19/mobility/).

Tanto los datos como los mo-
delos se han globalizado. Hace 
apenas unos años hubiera sido 

proporcionado estimadores con 
error cuadrático medio menor y 
sin sesgo.

II.	 LOS MODELOS: DE LA 
EPIDEMIOLOGÍA A LA 
EPIECONOMÍA

Desde marzo de 2020, ha 
habido una pandemia de modelos 
COVID (1). La mayor parte han ido 
desapareciendo, en un proceso 
darwiniano en el que sobreviven 
los más capaces de aportar. 
Algunos han sido adoptados por 
las instituciones internacionales, 
como es el caso del modelo 
de la Universidad Politécnica  
de Cataluña por el European 
Centre for Disease Prevention and  
Control (ECDC) (Català et al., 2021).

Los modelos epidemiológi-
cos más simples partían de los 
modelos SIR (susceptibles, infec-
tados y recuperados); SEIR (sus-
ceptibles,  expuestos, infectados 
y recuperados) del siglo pasado. 
Son modelos compartimentales 
en los que cada persona perte-
nece a un grupo de un conjunto 
exhaustivo y mutualmente exclu-
yente: susceptibles, expuestos, 
infectados, recuperados. Han ido 
añadiendo complejidad progresi-
vamente, tendiendo hacia mode-
los de grano fino que incorporan 
cada vez más información micro 
sobre movilidad e interacciones 
sociales, y sobre políticas públicas 
(restricciones a la movilidad y a 
la actividad económica) e inten-
tan contestar preguntas sobre 
efectos de las políticas e interven-
ciones públicas. Las aplicaciones 
para la actual pandemia estiman 
los efectos de la movilidad y las 
restricciones de los Gobiernos, 
sobre todo en relación a viajes 
y movimientos transfronterizos 
(Chinazzi et al., 2020; Linka et al., 
2020; Poletto, Scarpino y Volz, 
2020). No es que estos modelos 
epidémicos espaciales sean nue-
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sobre la salud y sobre la econo-
mía de cursos de acción alter-
nativos. Los outcomes son de 
salud (fundamentalmente, falle-
cimientos) y logros económicos. 
Como fuente de variación exó-
gena, algunos modelos incorpo-
ran datos del pasado, sanitarios 
(incidencias, hospitalizaciones) 
y no sanitarios (intensidad de 
las restricciones entre otros) en 
distintas zonas o países, con el 
fin de anticipar los efectos, sobre 
la salud y económicos, de los 
posibles cursos de acción en la 
gestión macro de la pandemia. 
En España, las medidas más res-
trictivas fueron las de confina-
miento domiciliario entre marzo 
y mayo/junio de 2020. Según 
una evaluación basada en mo-
delos econométricos espaciales 
con datos provinciales (Orea y 
Álvarez, 2022), el confinamiento 
pudo haber reducido el número 
de casos en un 82,8 por 100. 
De haber confinado una semana 
antes, se habrían podido evitar 
un 11,6 por 100 adicional de 
casos y se habría conseguido un 
ahorro económico muy conside-
rable. 

La evaluación cuantitativa, 
aunque importante, no consti-
tuye el único método de evalua-
ción útil, particularmente cuan-
do lo que debe evaluarse es un 
proceso complejo de respuesta a 
una crisis de salud pública como 
la derivada de la epidemia de 
COVID-19, que ha tenido conse-
cuencias en múltiples dimensio-
nes. Ya a mediados de 2020, la 
OMS puso en marcha un proce-
so de evaluación independiente y 
exhaustivo con el fin de valorar la 
respuesta sanitaria internacional 
a la pandemia, del que pueden 
extraerse recomendaciones im-
portantes para mejorar las ca-
pacidades de respuesta futuras 
(Sirleaf y Clark, 2021).

medidas. Las evaluaciones ex 
post permiten valorar a posteriori 
el acierto o la falta de acierto, las 
buenas y malas decisiones del 
pasado, para no reincidir cuan-
do llegue la próxima oleada o 
pandemia.

En puridad, una evaluación 
de la (macro) gestión de la pan-
demia debería considerar las dos 
grandes alternativas de los Go-
biernos, la estrategia de supre-
sión, con zonas verdes en las 
que no hay casos de infección, 
que están intercomunicadas y 
aisladas de las zonas rojas, y la 
estrategia de mitigación, basa-
da en restricciones tanto más 
serias cuanto peor es la inciden-
cia y otros indicadores de los 
semáforos COVID (ocupación 
de camas, incidencia en gru-
pos etarios específicos, etc.). La 
green zone strategy o estrategia 
de supresión se ha implemen-
tado en países-isla o con posi-
bilidad de convertirse en terri-
torios estancos (Nueva Zelanda 
y Australia, China y Estados-isla 
como Taiwán). Europa adoptó 
la estrategia de mitigación (red 
zone strategy). La mayor parte 
de la literatura económica aboga 
por esta última, basada en el 
cierre imprescindible, y desta-
ca el enorme valor de los test 
individuales para mantener el 
tejido productivo en actividad. 
La literatura de salud pública, en 
cambio, aboga más por la estra-
tegia de supresión (Oliu-Barton y 
Pradelski, 2021). Hoy por hoy no 
hay estudios rigurosos que per-
mitan establecer la dominancia 
de una estrategia sobre la otra, y 
los escasos estudios (Zala et al., 
2020) se basan en proyecciones 
de modelos epidemiológicos que 
ya han demostrado ser erróneas.

Idealmente, serían necesarios 
modelos epieconómicos capaces 
de predecir las consecuencias 

restricciones (el propio rebaño es 
quien determina su inmunidad). 
No es de extrañar que incluso 
los modelos más simples, epide-
miológicos predictivos, obtengan 
buenos resultados en el corto 
plazo (y en el hipercorto, con el 
nowcasting), pero sus errores de 
predicción a medio plazo (va-
rias semanas o meses) sean muy 
altos (para un ranking de capa-
cidad predictiva de los modelos, 
véase Friedman et al., 2021). Para  
Europa, también hay disponible 
un sitio web que compara pre-
dicciones de distintos modelos (2) 
supervivientes de aquel proceso 
darwiniano al que se hacía refe-
rencia al principio de esta sección.

La modelización ha logrado 
grandes progresos, pero todavía 
falta integrar mejor los modelos 
epidemiológicos y económicos, 
así como incorporar la dimensión 
de las desigualdades interper-
sonales y los efectos sobre la 
desigualdad.

1.	La necesidad de evaluar 
la macrogestión de la 
pandemia 

A grandes rasgos, la gestión 
de la pandemia abarca: 1) las 
medidas para limitar los conta-
gios; 2) la disposición y organiza-
ción de recursos y servicios socio-
sanitarios para prevenir y tratar la 
enfermedad; y 3) las medidas de 
carácter económico para mini-
mizar los efectos de la pandemia 
sobre el tejido productivo y sobre 
las economías familiares.

Las decisiones de los tres tipos 
se han ido tomando con urgen-
cia y en el ambiente de incerti-
dumbre de cada momento. Con-
ceptualmente, una evaluación ex 
ante ayudaría a decidir el curso 
de la acción, comparando los 
efectos de escenarios alternati-
vos correspondientes a distintas 
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multisectoriales y del tercer sec-
tor. Aunque se ha avanzado en 
estandarización metodológica, 
todavía hay un gran trecho por 
recorrer.

La institucionalización de la 
evaluación económica de 
tecnologías sanitarias en España

Los desarro l los  teór ico-
metodológicos y una enorme 
cantidad de aplicaciones de 
análisis de coste-efectividad en 
sanidad, accesibles en bases 
de datos como el registro de la 
Universidad de Tufts (https://cevr.
tuftsmedicalcenter.org/databases/
cea-registry) o el Centre for 
Reviews and Dissemination de la 
Universidad de York (https://www.
york.ac.uk/crd/), han sido de gran 
utilidad en entornos institucionales 
en los que una cuarta barrera 
(demostrar el coste-efectividad) 
es legalmente preceptiva para 
incorporar una nueva tecnología a 
la cartera de prestaciones públicas. 
La mayor parte de países de la 
UE-15 exigen esa cuarta barrera 
actualmente. 

España es una excepción, 
pues todavía no se reconoce for-
malmente la cuarta barrera para 
que un nuevo medicamento o 
prestación entre en la cartera 
de servicios y sea financiado por 
el SNS. A lo largo del tiempo, 
la necesidad de evaluación eco-
nómica y el reconocimiento del 
criterio de coste-efectividad para 
la financiación pública de presta-
ciones se han ido incorporando 
de forma oblicua en el marco 
normativo (cuadro n.º 1). 

La institucionalización de la 
evaluación de tecnologías sani-
tarias en España ha avanzado en 
los últimos años, pero todavía 
no está completada. Desde 2006 
se ha ido conformando una red 
de colaboración entre agencias 

2.	El principio del coste-
efectividad como telón de  
fondo. Evaluación de las  
decisiones de cobertura, 
financiación de 
prestaciones del SNS y de 
la transformacion digital 

En el ámbito de la política 
sanitaria, la evaluación por ex-
celencia ha sido la que consiste 
en aplicar el análisis coste-efec-
tividad a los tratamientos, tec-
nologías e intervenciones sani-
tarias. La evaluación económica 
de procedimientos se ha estan-
darizado metodológicamente 
en el mundo, e incluso se ha 
convertido en una profesión, la 
farmacoeconomía, por ser los 
medicamentos el objeto más 
habitual de análisis. En cuanto 
a la metodología empleada, se 
vela por el uso de protocolos que 
impidan influencias indebidas 
o interesadas en los resultados, 
por ejemplo, a través del registro 
previo de los proyectos de eva-
luación, y se van produciendo 
avances importantes en lo que 
respecta a distintos aspectos, 
como por ejemplo el alcance de 
los costes indirectos. 

Más allá del marco estrecho 
de los tratamientos médicos in-
dividuales, en sanidad hay que 
evaluar también cambios organi-
zativos, intervenciones preventi-
vas a nivel comunitario y políticas 
que inducen efectos fuera del 
sector sanitario y de la salud. 
Hay métodos como el SROI (so-
cial return of investment) que se 
han diseñado para ello y son de 
obligada aplicación para inter-
venciones sociales o, por ejem-
plo, para justificar actividades de 
las ONG en algunos países (para 
una revisión de aplicaciones del 
SROI en sanidad, véase Gonzalez 
López-Valcarcel, 2019). Estos 
métodos se aplican cada vez más 
para evaluar políticas públicas 

Sobre la base de la guía de 
la OMS para las denominadas 
«after-action reviews» (AAR) o 
«revisiones posactuación»(World 
Health Organization, 2019), el 
ECDC ha proporcionado un de-
tallado protocolo de evaluación 
de las decisiones de respuesta 
a la pandemia. De acuerdo con 
el mismo, las AAR buscan eva-
luar las acciones de respuesta a 
un evento preocupante para la 
salud pública mediante la ob-
servación objetiva, el análisis de 
problemas y/o mejores prácticas, 
y la identificación de áreas de 
mejora en las actividades de pre-
paración y respuesta, que suma 
a la recopilación de la evidencia 
científica disponible un proce-
so de reflexión que involucra 
a todos los agentes relevantes 
(ECDC, 2021). 

Algunos países han publica-
do ya informes de evaluación 
que, sin seguir estrictamente el 
protocolo de las AAR, consti-
tuyen ejemplos de evaluación 
cualitativa orientada a identificar 
las lecciones que deben apren-
derse de la gestión de la pan-
demia. Es el caso de Inglaterra, 
que explicita en su informe su 
espíritu constructivo, alejado de 
la búsqueda de culpables, un 
elemento que ha de considerarse 
crucial para el éxito y credibili-
dad de la evaluación (House of 
Commons, 2021). En España se 
ha reclamado una evaluación 
global de la gestión de la pan-
demia desde las primeras olea-
das (García-Basteiro et al., 2020; 
Martín-Moreno et al., 2020) por 
el gran impacto en mortalidad, 
particularmente en residencias. 
El Consejo Interterritorial del Sis-
tema Nacional de Salud (SNS) ha 
hecho el encargo en septiembre 
de 2021, y en el momento de 
publicación de este artículo el 
informe se encuentra en proceso 
de elaboración.
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1.	 Informes de evaluación de 
tecnologías sanitarias (proce-
dimientos, dispositivos, prue-
bas diagnósticas…).

2.	 Informes de evaluación de 
medicamentos (estudios cos-
te-efectividad).

3.	 Guías de práctica clínica.

4.	 Proyectos de investigación 
(convocatorias competitivas 
nacionales e internacionales).

5.	 Compra pública innovadora.

6.	 Radar de detección de tecno-
logías emergentes a evaluar.

7.	 Guía de desinversión (detec-
ción de tecnologías obsoletas 
o que no aportan valor).

Canarias, Cataluña, Galicia,  
Madrid, País Vasco) y el Instituto 
de Salud Carlos III, que colabo-
ran en red, trabajan por encargo 
y con financiación del Ministerio 
de Sanidad y de los Gobiernos 
regionales, y elaboran informes 
no preceptivos sobre determina-
das tecnologías, destacando las 
no farmacológicas (dispositivos 
médicos, procedimientos, etc.). 
Aunque explícitamente no hay 
una especialización «oficial» de 
las agencias, en la práctica algu-
nas trabajan más intensamente 
determinados temas. Además 
de la función primaria de eva-
luación de tecnologías sanita-
rias (1 y 2 en la lista siguiente),  
la mayor parte de unidades de la  
red asumen otras funciones:

de evaluación de tecnologías 
sanitarias, algunas de las cua-
les ya existían desde principios 
de los años noventa. La red se 
constituye formalmente por el 
Consejo Interterritorial del SNS 
en 2012 como Red Española 
de Agencias de Evaluación de 
Tecnologías Sanitarias y Presta-
ciones del Sistema Nacional de 
Salud (RedETS) (https://redets.
sanidad.gob.es/). RedETS «pre-
tende fundamentar la toma de 
decisiones sobre incorporación, 
condiciones de financiación/des-
inversión, y uso apropiado de las 
tecnologías sanitarias, con el fin 
de promover la equidad y sos-
tenibilidad del SNS» (3). Actual-
mente está formada por ocho 
unidades, siete de comunidades 
autónomas (Andalucía, Aragón, 

NORMA CONTENIDO

Real Decreto 63/1995 sobre ordenación de 
prestaciones sanitarias. 

«Para incorporar nuevas técnicas, tecnologías y procedimientos, la administración sanitaria 
del Estado ha de valorar su seguridad, eficacia y eficiencia».

Real Decreto 1030/2006 por el que se esta-
blece la cartera de servicios comunes del Sis-
tema Nacional de Salud y el procedimiento 
para su actualización.

Para actualizar la cartera de servicios comunes del SNS «se deberá utilizar el procedimiento 
de evaluación más adecuado en cada caso que permita conocer el coste, la eficacia, la 
eficiencia, la efectividad, la seguridad y la utilidad sanitaria».

Real Decreto-ley 16/2012, de medidas ur-
gentes para garantizar la sostenibilidad del 
Sistema Nacional de Salud.

La inclusión de medicamentos en la financiación del Sistema Nacional de Salud tendrá en 
cuenta (entre otros) el criterio del «valor terapéutico y social del medicamento y beneficio 
clínico incremental del mismo teniendo en cuenta su relación coste-efectividad».
Las nuevas técnicas, tecnologías o procedimientos serán sometidas a evaluación, con ca-
rácter preceptivo y previo a su utilización en el Sistema Nacional de Salud, por la RedETS. 
«Para la decisión de financiación de nuevos medicamentos, además del correspondiente 
análisis coste-efectividad y de impacto presupuestario, se tendrá en cuenta el componente 
de innovación, para avances terapéuticos indiscutibles (…) y su contribución a la sostenibi-
lidad del Sistema Nacional de Salud». 
«La Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos tendrá en consideración los 
análisis coste-efectividad y de impacto presupuestario».

Orden SSI/1833/2013, por la que se crea y 
regula el Consejo de la RedETS.

«La Red Española de Agencias de Evaluación de Tecnologías Sanitarias y Prestaciones del 
Sistema Nacional de Salud tiene como misión generar, difundir y facilitar la implementación 
de información destinada a fundamentar la toma de decisiones en el Sistema Nacional 
de Salud, contribuyendo de esta forma al incremento de la calidad, equidad, eficiencia y 
cohesión en el mismo».
El pleno aprobará «el Plan Anual de Evaluación de Tecnologías Sanitarias (…) que se 
someterá a informe del Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud».

Real Decreto Legislativo 1/2015 por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de ga-
rantías y uso racional de los medicamentos 
y productos sanitarios.

«La ficha técnica o resumen de las características del producto (…) A la ficha técnica se 
acompañará, preceptivamente, información actualizada del precio del medicamento y, 
cuando sea posible, la estimación del coste del tratamiento» (art.15).

Fuente: Elaboración propia.

EL COSTE-EFECTIVIDAD Y LA EVALUACIÓN ECONÓMICA COMO CRITERIOS EN ESPAÑA. MARCO REGULATORIO 

CUADRO N.º 1
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Hasta ahora, los pasos dados 
en este ámbito han sido clara-
mente insufi cientes. El Ministerio 
de Sanidad ha reconocido y asu-
mido la metodología de evalua-
ción de medicamentos del grupo 
GENESIS, una red de servicios de 
farmacia hospitalaria, como «ofi -
cial» para elaborar los informes 
de posicionamiento terapéutico 
(IPT), cuyo objetivo es analizar 
el valor añadido de los nuevos 
medicamentos. La ventaja de los 
informes GENESIS es su dispo-
nibilidad inmediata en tiempo 
real para tomar decisiones de 
compra, pero se trata de eva-
luaciones exprés que, a pesar de 
seguir una metodología común 
y consensuada, no siguen los es-
tándares internacionales y están 
lejos de ser evaluaciones com-
pletas, lo que requiere de mucho 
tiempo y recursos. Los IPT sobre 
nuevos medicamentos se elabo-
ran y publican desde 2013 por 
el Ministerio de Sanidad, pero 
hasta 2021 únicamente consi-
deraban eficacia y efectividad, 

década 2001-2010, 20,4; y en 
la última década 40,4 informes 
anuales. El 30 por 100 de los 
informes son posteriores a 2015.

Pese al indudable avance en 
el conocimiento, su aplicación 
sistemática a la toma de de-
cisiones sigue postergada en 
nuestro país. En 2021, un grupo 
de académicos y profesionales de 
la sanidad y de la economía en 
España reivindicaba la constitu-
ción de una agencia indepen-
diente de evaluación de prác-
ticas y políticas sanitarias, al 
estilo de la National Institute 
for Health and Care Excellence 
(NICE) británica, con capacidad 
legal para recomendar e inducir 
a los Gobiernos a cumplir las 
recomendaciones o, alternati-
vamente, a explicar por qué no 
las cumplen. La iniciativa llegó 
a la comisión de sanidad del 
Congreso de los Diputados en 
noviembre de 2021 con una 
proposición no de ley (6), pero 
no pasó de ahí.

8. Metodología de la evalua-
ción.

9. Formación y transferencia de 
conocimiento.

Algunas de estas agencias 
forman parte de unidades gu-
bernamentales más amplias de 
investigación o generación y 
transferencia de conocimien-
to. Aunque se suele hablar de 
la «red de agencias», jurídica-
mente han ido evolucionando 
hacia otras formas jurídicas. En 
la mayor parte de los casos son 
unidades administrativas en el 
organigrama de las consejerías 
de sanidad (Andalucía, Madrid) 
o del servicio regional de salud 
(Canarias). AQuAS, por su parte, 
sí conserva el estatus de agencia 
independiente.

La RedETS aporta valor al SNS 
y aprovecha economías de alcan-
ce y de red. A su vez, las organi-
zaciones de la RedETS participan 
en la Red Europea de Agencias 
de Evaluación (EUnetHTA). El 
nivel de recursos, actividad y pro-
ducción de informes es muy des-
igual entre los miembros de la 
red. La más prolífi ca es, sin duda, 
la agencia catalana. En 2019, 
cuando AQuAS cumplía 25 años, 
había elaborado 1.130 infor-
mes de evaluación y publicado 
750 artículos en revistas científi -
cas (4). Durante las últimas dos 
décadas ha habido un enorme 
aumento tanto de la actividad de 
evaluación de tecnologías sanita-
rias en España como del número 
de miembros de la red. Conside-
rando únicamente los informes 
de evaluación de tecnologías sa-
nitarias en sentido estricto, hasta 
2022 el conjunto de los ocho 
miembros actuales de la RedETS 
había publicado 669 informes de 
evaluación de tecnologías sanita-
rias (5) (gráfi co 1). Hasta el año 
2000, se publicaban una media 
de 3,5 informes anuales; en la 

GRÁFICO 1
NÚMERO ANUAL DE INFORMES DE EVALUACIÓN DE TECNOLOGÍAS 
SANITARIAS EN ESPAÑA (RedETS) 1995 A 2021
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Fuente: RedETS (2022). Listado de informes de evaluación de tecnologías sanitarias. Ac-
cesible en https://redets.sanidad.gob.es/productos/buscarProductos.do?metodo=busca
Tipos&tipoId=1
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determinada transmisibilidad e 
incidencia. Ese resultado depen-
de de la incidencia acumulada 
y de la relación entre incidencia 
y uso de recursos sanitarios, y 
entre incidencia y fallecimientos. 
Dichas relaciones han cambiado 
sustancialmente con las variantes 
que han ido surgiendo, espe-
cialmente con ómicron. La clara 
dominancia de la estrategia TRA 
se debe, fundamentalmente, al 
hecho de que los principales cos-
tes de la COVID son costes indi-
rectos, generados a través de los 
efectos en el tejido productivo y 
la economía. 

Lo mismo ocurrió con las va-
cunas. Un estudio publicado en 
Science (Castillo et al., 2021) por 
equipos de científicos de primera 
línea estimaba el coste-efecti-
vidad de expandir la capacidad 
de producción de vacunas en el 
mundo, acortando al máximo los 
tiempos hasta la inmunidad de 
grupo y la vuelta a la normalidad 
económica en los países de renta 
baja y media. Los resultados se-
ñalaban que el valor marginal de 
una dosis de vacuna en 2021 si 
se consiguiera expandir en mil 
millones de dosis la capacidad 
prevista de producción para ese 
año podría estar en torno a los 
600-1.000 dólares. Un análisis 
estándar de coste-efectividad 
recomendaría comprar hasta ese 
precio, lo que resulta obviamen-
te disparatado. 

Otra estimación para la re-
gión metropolitana del norte de 
Cataluña (López et al., 2022) ba-
sada en un análisis coste-bene-
ficio concluía que la vacunación 
tiene una ratio beneficio/coste de  
3,4 desde la perspectiva social 
(1,4 desde la perspectiva del sis-
tema sanitario), con unos bene-
ficios sociales de 116,67 euros 
por dosis de vacuna. La enorme 
disparidad entre estos resultados 

Incremental, tampoco existen 
criterios explícitos de priorización 
de grupos de pacientes o enfer-
medades, aunque se reconoce 
la necesidad de priorizar. Com-
parándonos con otros países 
europeos, «aún falta garantizar 
la independencia de las agencias 
de evaluación de tecnologías 
sanitarias, eliminar la influencia 
de la política económica e indus-
trial de los comités de decisiones 
sanitarias, fijar precios basados 
en el valor terapéutico, mejorar 
la transparencia del proceso y de 
los resultados de las evaluaciones 
y, por último, aumentar la parti-
cipación de los grupos de inte-
rés. Al igual que en otros países 
de su entorno, España tiene que 
clarificar el papel de la evalua-
ción económica como criterio de 
decisión» (Epstein y Espín, 2020).

El uso de la evaluación 
económica (coste-efectividad) 
ligado a la pandemia: rastreo y 
vacunas

Hay dos tecnologías de parti-
cular interés relacionadas con la 
pandemia: el rastreo de contactos 
(que forma parte de una estrate-
gia más general de test, rastreo y 
aislamiento [TRA]), y las vacunas.

En la medida en que la situa-
ción epidemiológica y el cono-
cimiento sobre la enfermedad 
han ido cambiando, los análisis 
de coste-efectividad realizados 
para unas condiciones locales 
determinadas han ido perdien-
do validez externa. A la altura 
de noviembre de 2020, estimá-
bamos que la ratio beneficio/
coste de la estrategia TRA en 
España podría estar en torno 
a 7/1: por cada euro gastado 
se recuperarían 7 en el medio 
plazo (Vallejo Torres y González  
López-Valcárcel, 2021). Por 
tanto, el TRA es una estrategia 
dominante en el contexto de una 

sin incorporar información ni 
consideraciones de costes ni de 
coste-efectividad. 

La preocupación específica por 
los medicamentos de alto coste 
también ha llevado a la creación 
de  VALTERMED (Sistema de 
Información de Valor Terapéutico 
de Medicamentos), un sistema de  
información para determinar el 
valor terapéutico en la práctica 
clínica real de los medicamentos 
de alto impacto sanitario y 
económico en el SNS (https://
www.mscbs.gob.es/profesionales/
farmacia/valtermed/home.htm). 
Es una base de datos creada en 
noviembre de 2019, de acceso 
restringido. En diciembre de 2021, 
con dos años de existencia, había 
13 protocolos fármaco-clínicos 
publicados en la web. Los informes 
podrían afectar a más de once mil 
pacientes (7).

Los mayores propulsores del 
gasto sanitario, particularmente 
los medicamentos oncológicos 
y otros de uso hospitalario, así 
como los tratamientos persona-
lizados (CAR-T) constituyen, por 
su alto coste e impacto presu-
puestario, una prioridad en la 
evaluación. El disponer de cri-
terios sociales de disposición a 
pagar por un año de vida ajus-
tado por calidad, con posibilidad 
de diferenciación por grupos de  
pacientes o patologías, es una 
de las cuestiones abiertas. En 
el Reino Unido, que ha sido un 
pionero en este ámbito, la agen-
cia de evaluación NICE está en 
proceso de redefinir umbrales 
por patologías.

En resumen, la arquitectura 
institucional de la evaluación de 
tecnologías sanitarias y medica-
mentos en España es compleja 
y poco resolutiva, no hay cuarta 
barrera ni se ha declarado um-
bral de Ratio de Coste Efectividad 



119

BEATRIZ GONZÁLEZ LÓPEZ-VALCÁRCEL

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

tivo a largo plazo de la COVID-
19. La pandemia ha acelerado 
un proceso en marcha, en al-
gunos casos de forma brusca. 
España ha sido el país de la UE 
con mayor uso de consultas re-
motas en atención primaria (en 
marzo de 2021, más del 70 por 
100 de la población había teni-
do alguna, frente al 38 por 100 
del conjunto de la UE). Es el país 
de la Unión con mayor tasa de 
certificados COVID emitidos. La 
transformación digital de la sa-
nidad impone nuevos retos para 
la evaluación económica de tec-
nologías sanitarias (González  
López -Va l cá r ce l ,  To r r e s  y  
Domínguez, 2021). La propuesta 
de la NICE, que diferencia entre 
tecnologías digitales según su in-
dividualización en pacientes con-
cretos y el grado de intromisión 
en su vida, es un buen punto de 
partida para reformular estánda-
res de evaluación económica. La 
UE señala la falta de evidencia 
sobre lo que funciona y lo que 
no funciona en la sanidad digi-
tal, y la necesidad de mirar más 
allá de la emergencia pandémica 
para evaluar cómo deberían re-
ajustarse las tecnologías digita-
les, evitando las consecuencias 
adversas no intencionadas de su 
uso, y también cómo incentivar 
su uso (European Commission, 
DG SANTE, 2021). La evaluación 
sistemática de la digitalización 
en el sector sanitario y de las 
tecnologías digitales y el diseño 
y adaptación de la metodología 
de evaluación son tareas pen-
dientes.

Evaluación de la gestión indi-
recta de la sanidad, en sus dis-
tintas formas y modalidades y de 
forma más general de las gran-
des políticas de concertación y 
colaboración público-privada en 
la gestión sanitaria. El llamado 
«modelo Alzira», de contratación 
externa de toda la gestión del 

de la evaluación es la de cam-
bios organizativos. España, por 
su descentralización sanitaria, 
cuenta con una enorme cantidad 
de experiencias que, si se evalúan 
bien, permitirán la mejora por 
comparación, el benchmarking 
y el escalado desde experiencias 
piloto hacia la generalización en 
todo el territorio. AQuAS aporta 
un valioso repositorio de expe-
riencias de innovación en gestión 
y organización del que se puede 
aprender. Otra iniciativa intere-
sante viene dada por los Premios 
Profesor Barea de Gestión Sani-
taria, con los que desde 2002 
la Fundación Signo viene reco-
nociendo a centros y grupos de 
profesionales que llevan a cabo 
innovaciones valiosas (y evalua-
bles) de gestión sanitaria  (8). 

En cuanto a políticas macro, la 
agenda de evaluación de interven-
ciones sanitarias de la  Autoridad 
Independiente de Responsabili-
dad Fiscal española (AIReF) cons-
tituye un buen punto de partida. 
Refleja las prioridades del Gobier-
no, impelidas por las presiones 
del gasto sanitario. Los spending 
review (9) I y II han evaluado el 
gasto en medicamentos de pres-
cripción, medicamentos de uso 
hospitalario y las inversiones sa-
nitarias en bienes de equipo. Los 
resultados de dichas evaluaciones 
sugieren líneas de avance.

Sin pretensión de exhausti-
vidad, se proponen aquí algu-
nos ejemplos de evaluación en el 
área sanitaria, que apuntan hacia 
grandes áreas en las que se ha 
intervenido o es necesario hacer-
lo. Se han seleccionado casos de 
macrogestión, de mesogestión y 
de evaluación de los efectos sobre 
la salud de determinadas políticas 
económicas y fiscales.

La digitalización de la sani-
dad puede ser un legado posi-

y los del artículo de Castillo y 
colaboradores (Castillo et al., 
2021) radica en que este último 
considera también los costes y 
ahorros en el sistema económi-
co que se producen si las vacu-
nas ganan tiempo en la vuelta 
a la normalidad. El estudio para  
Cataluña no considera los aho-
rros derivados de evitar cierres 
por una vuelta adelantada a la 
actividad económica normal, que 
es la principal fuente de aho-
rro de costes en el estudio de  
Castillo. Como ya hemos señala-
do, los mayores costes inducidos 
por la COVID son sobre la eco-
nomía.

Por otra parte, la incertidum-
bre ha marcado la validez de los 
análisis. La ratio de coste-efecti-
vidad incremental (RCEI) de las 
vacunas, a nivel mundial, se esti-
maba tan alta en la primavera de 
2021 porque en aquel momento 
se confiaba o suponía que la 
vacuna inmunizaba durante un 
plazo largo, sin necesidad de 
dosis de refuerzo, y que la in-
munidad de grupo se alcanza-
ría con un (indeterminado) alto 
porcentaje de vacunados. Unos 
meses más tarde se sabía que 
ninguno de esos dos supuestos 
era realista. En consecuencia, el 
coste-efectividad de las vacunas 
será muy inferior al estimado 
inicialmente.

3.	Pero no todo es COVID. 
Evaluaciones de políticas 
públicas recientes en 
sanidad/salud y apuntes 
para una agenda 
priorizada 

La evaluación en sanidad 
debe abarcar los tres niveles: 
macro (las políticas de salud y 
sanitarias), meso (la gestión y or-
ganización de centros y servicios 
sanitarios) y micro (la gestión 
clínica). Una parte importante 
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sido mucho mayores que sobre 
la eficiencia y eliminar la diferen-
ciación, artificial y trasnochada, 
entre «activos» y «pensionistas» 
se configura como una vía de 
avance técnicamente adecuada, 
pero políticamente costosa.

Evaluación de intervenciones 
económicas y fiscales sobre la 
salud de la población. Es el caso 
de políticas de salud pública 
basadas en medidas económi-
cas y fiscales, como los impues-
tos a las bebidas azucaradas. 
El impuesto catalán de 2017 
ha tenido impacto significativo 
de reducción de ventas (Vall  
Castelló y López Casasnovas, 
2020) con efectos heterogéneos 
entre tipos de familias (Fichera 
et al., 2021). 

También se ha evaluado el 
Régimen Específico de Abasteci-
miento de Canarias (REA) desde 
la perspectiva de la salud. Las 
subvenciones a ciertos alimentos 
importados para garantizar el 
aprovisionamiento local de las 
islas han resultado en un daño 
colateral para la salud. Si se su-
primieran las subvenciones al 
azúcar, mantequilla y queso se 
podrían evitar más de diez mil 
casos de obesidad en adultos 
en Canarias (Rodríguez-Mireles 
et al., 2021).

Seguridad del paciente e in-
tervenciones sanitarias de bajo 
valor. Una parte importante de in- 
tervenciones sanitarias son de 
bajo valor terapéutico, es decir, 
de baja efectividad. Detectar cuál 
es su prevalencia por centros y 
zonas de salud es un primer paso 
para avanzar hacia el paradigma 
de un sistema sanitario basado 
en el valor. En España, afortuna-
damente, se cuenta con informa-
ción transparente y accesible de 
la frecuencia de uso de procedi-
mientos de bajo valor (cesáreas 

la productividad y calidad de hos-
pitales españoles. La mayor parte 
de estudios sugieren que no es 
la forma jurídica ni la propiedad 
(hospital público o privado), sino 
la capacidad de gestionar recur-
sos, la holgura de gestión, la que 
se asocia significativamente con 
mejores resultados (Comendeiro-
Maaløe et al., 2019). Una excep-
ción es el estudio de Ortega y 
colaboradores (Ortega-Díaz et al., 
2020), que encuentra mayores 
probabilidades de estar en la 
frontera eficiente a los centros en 
régimen de colaboración público-
privada en el período 2002-2012.

Evaluación de los efectos del 
cambio de copago de medica-
mentos de prescripción sobre la 
eficiencia, la equidad y la adhe-
rencia de los pacientes. En 2012 
cambió el copago de medica-
mentos de prescripción en Espa-
ña. Los pensionistas, que tenían 
medicamentos gratuitos, empe-
zaron a pagar el 10 por 100 o 
más del precio, con límites men-
suales según renta. Los activos 
siguieron pagando, sin límites, 
el 40 por 100 del precio o subie-
ron al 50 por 100 o 60 por 100 
según renta, en función de tres 
tramos (base liquidable en IRPF 
hasta 18.000 euros anuales, entre 
18.000 y 100.000 euros y más de 
100.000 euros). Las evaluaciones 
publicadas, con distintos datos 
y métodos de análisis, apuntan 
a que la elasticidad-precio de la 
demanda de medicamentos es 
muy baja y en consecuencia el 
principal efecto ha sido el de re-
distribuir la carga financiera entre 
el Gobierno y las familias, si bien 
a corto plazo ha habido reduc-
ciones importantes del consumo 
de medicamentos, también de 
los esenciales como los que se 
han de tomar después de sufrir 
un infarto de miocardio (Gónza-
lez López-Valcárcel et al., 2017). 
Los efectos sobre la equidad han 

aseguramiento público y pres-
taciones de servicios con una 
entidad externa se puso en mar-
cha en 1999 en la Comunidad  
Valenciana, primero solo para 
atención hospitalaria, amplián-
dose a la atención primaria en 
2003. El modelo se extendió por 
toda la Comunidad, donde en 
torno al 20 por 100 de la pobla-
ción vivía en áreas de salud cu-
biertas por este tipo de acuerdos. 
En 2018, fecha de prescripción 
del contrato de quince años con 
la primera prestadora (Ribera 
Salud) comenzó el proceso de 
reversión para la comarca de 
Alzira. A pesar de que el modelo 
llevaba en funcionamiento casi 
veinte años y que llegó a con-
vertirse en un escaparate de la 
modernidad en programas MBA 
de prestigio, como estudio de 
caso (10), no hay publicaciones 
científicas con estudios rigurosos 
de evaluación comparativa de la 
calidad y eficiencia de gestión 
entre los dos modelos. Un infor-
me de 2017 encargado por la 
concesionaria (López-Casasnovas 
y del Llano, 2017) comparó los 
hospitales valencianos de la con-
cesionaria, ajustando por com-
plejidad y casuística, con hos-
pitales catalanes, que formaron 
el comparador sintético. No se 
pudo hacer la comparación di-
recta con los hospitales públicos 
de la Comunidad Valenciana por 
falta de información. Concluía 
que no hay diferencias signifi-
cativas ni en indicadores clínicos 
ni económicos con los hospi-
tales catalanes comparables. El 
propio informe advertía que la 
evaluación presenta limitaciones, 
fundamentalmente debidas a 
la falta de datos objetivos para 
poder establecer un comparador 
sintético creíble. 

También se ha generado evi-
dencia a través de análisis de 
frontera eficiente, que comparan 
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abordarlos requieren evaluación 
prospectiva.

Las desigualdades en el uso 
de servicios sanitarios, que pue-
den derivar en desigualdades 
en salud, han de ser evaluadas 
también. En este sentido, apun-
tamos la necesidad de estudiar 
cambios de diseño de los copa-
gos que incorporen criterios de 
eficiencia, equidad y objetivos 
presupuestarios.

En cuanto a la fiscalidad del 
sector sanitario y la financiación 
de las prestaciones, convendría 
tener evaluaciones prospectivas 
de posibles cambios impositivos 
en el sector como, por ejemplo, 
la eliminación de las exenciones 
en IRPF/sociedades por los se-
guros de salud, y debería revi-
sarse, como ya se ha apuntado,  
la arquitectura institucional de la  
evaluación económica de me-
dicamentos y otras tecnologías 
para decidir cobertura y precio, 
garantizando la transparencia 
y la rendición de cuentas de las 
decisiones tomadas.

El llamado modelo MUFACE 
( M u t u a l i d a d  G e n e r a l  d e 
Funcionarios Civiles del Estado) 
es una excepción española 
perdurable. Casi dos millones de 
funcionarios civiles del Estado, 
de justicia y de las fuerzas 
armadas tienen la posibilidad 
de elegir aseguradora entre las 
conveniadas, tanto privadas como 
el propio Instituto Nacional de 
la Seguridad Social. Ese modelo 
se ha puesto como ejemplo a 
seguir e incluso generalizar, desde 
posiciones de parte. Es una caja 
negra en la sanidad española, los 
datos que permitan comparar 
las prestaciones, acceso y salud 
lograda para los asegurados de 
ambas redes no están disponibles. 
El sesgo de autoselección lleva a 
que los pool de riesgos de ambos 

Trabajar en la seguridad del 
paciente y limitar la medicina 
defensiva (pedir pruebas o reali-
zar procedimientos innecesarios 
para evitar posibles demandas) 
con incentivos y regulación ade-
cuados son dos grandes retos de 
los sistemas sanitarios en los paí-
ses desarrollados, que necesitan 
urgentemente evaluación ex post 
y ex ante. La OCDE estima que 
el daño a los pacientes que in-
fringe el propio sistema sanitario 
representa en torno al 12,6 por 
100 de todo el gasto sanitario, y 
más de la mitad (8,7 por 100) es 
prevenible (OCDE, 2020). 

4.	Evaluaciones pendientes 
necesarias para tomar 
decisiones. Apuntes 
para una agenda de 
priorización

En su informe 2021 sobre la 
salud en Europa, la Comisión 
Europea (European Commission, 
DG SANTE, 2021) señala tres 
prioridades: 1) conocer las con-
secuencias de la pandemia sobre 
la salud de las poblaciones, la 
COVID persistente y los efec-
tos colaterales en la atención de 
otras enfermedades y su aborda-
je; 2) implementar una transfor-
mación digital de la sanidad con 
una hoja de ruta de evaluación 
para priorizar y redirigir; y 3) 
atender a la necesidad de más 
recursos humanos para la salud, 
más flexibles y con nuevos perfi-
les profesionales.

La evaluación de los efectos 
de la COVID sobre la salud en el 
medio plazo, como consecuen-
cia de los retrasos en la atención, 
es un tema imperativo, que co-
necta directamente con el de la 
priorización y gestión de listas de 
espera. Entre los efectos a largo 
plazo de la COVID, los problemas 
de salud mental y las respues-
tas del sistema sanitario para 

en embarazos de bajo riesgo, 
tonsilectomía en niños, libera-
ción del túnel carpiano, etc.), 
gracias al Atlas de variaciones en 
la práctica médica (https://www.
atlasvpm.org/), que también 
analiza las variaciones injustifica-
das en la calidad de los cuidados 
hospitalarios en España. La efec-
tividad de muchos procedimien-
tos y tratamientos médicos tiene 
gran variabilidad entre pacientes, 
de modo que una misma inter-
vención puede ser muy efectiva 
en uno y muy poco en otro. Esas 
tecnologías «tipo II», en la ter-
minología de Chandra y Skinner 
(Chandra y Skinner, 2012), son 
las que hay que protocolizar con 
más cuidado, y deben monitori-
zarse sus indicaciones para evitar 
sobreutilización que aporta esca-
so valor. No hay ningún riesgo, 
en cambio, de utilización inapro-
piada de un antiviral contra el 
VIH, que es efectivo en todos los 
pacientes. 

En la evaluación en sanidad 
es importante cuantificar no solo 
el coste de lo que se hace, y su 
relación con el beneficio tera-
péutico, sino también los costes 
que se podrían evitar con una 
práctica correcta. Las hospitaliza-
ciones potencialmente evitables 
aproximan de alguna manera la 
calidad del sistema de salud. Hay 
diferencias en Europa, como ha 
puesto en evidencia un estudio 
comparativo de seis países basa-
do en microdatos homogéneos 
de pacientes y para varias en-
fermedades crónicas (Thygesen 
et al., 2015). De forma paralela, 
es importante mejorar la medi-
ción de los resultados (salud): por 
ejemplo, es mejor hacerlo con la 
mortalidad prematura y sanitaria-
mente evitable (MIPSE) que con 
la esperanza de vida. La MIPSE re-
coge las muertes producidas por 
causas que el sistema sanitario es 
capaz de evitar (posponer). 
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la pandemia. Las denominadas 
«after-action reviews» (AAR) o 
«revisiones posactuación» pue-
den servir para identificar las 
lecciones aprendidas y diseñar 
respuestas futuras más eficaces 
de forma constructiva, sin nece-
sidad de identificar culpables.

9. La institucionalización de la 
evaluación de tecnologías sani-
tarias en España ha avanzado en 
los últimos años, pero todavía no 
está completada. La arquitectura 
institucional de la evaluación de 
tecnologías sanitarias y medica-
mentos es compleja y poco reso-
lutiva, y no existen criterios explí-
citos de priorización de grupos 
de pacientes o enfermedades, 
aunque se reconoce la necesidad 
de priorizar y se acepta el crite-
rio de coste-efectividad.

10. Durante la pandemia 
quedó en suspenso el coste-
efectividad como criterio de 
decisión, tanto por imperativo 
moral como por la apabullante 
evidencia de que prácticamente 
todo gasto sanitario en preven-
ción y tratamientos COVID es 
dominante, teniendo en cuenta 
los costes (y ahorros de costes) 
indirectos por la vía del impacto 
en la economía.

11. La evaluación en sanidad 
debe abarcar los tres niveles: 
macro (las políticas de salud y 
sanitarias), meso (la gestión y or-
ganización de centros y servicios 
sanitarios) y micro (la gestión 
clínica). Una parte importante 
de la evaluación es la de cam-
bios organizativos. España, por 
su descentralización sanitaria, 
cuenta con una enorme cantidad 
de experiencias que, si se evalúan 
bien, permitirán la mejora por 
comparación, el benchmarking 
y el escalado desde experiencias 
piloto hacia la generalización en 
todo el territorio.

vida real, estructurados o no, y 
de realizar megaensayos. 

4. Los modelos epieconó-
micos son de enorme utilidad 
y pueden ayudar a la toma de 
decisiones, pero sirven para lo 
que sirven: explicar el pasado, 
predecir a corto plazo, retratar el 
presente (nowcasting) y avanzar 
hipótesis plausibles sobre el futu-
ro (con enorme incertidumbre). 
Igual que la gestión de la pan-
demia, los modelos deben ser 
evaluados retrospectivamente, 
según su capacidad predictiva.

5. El mayor reto de los paí-
ses durante estos dos años de 
pandemia ha consistido en en-
contrar soluciones para compa-
tibilizar la pandemia con la vida 
de las personas y mantener el 
tejido productivo y el crecimien-
to económico a medio plazo. 
Nunca la sanidad y la economía 
habían sido tan interdependien-
tes, nunca las políticas sanitarias 
habían tenido tanto de políticas 
económicas.

6. A grandes rasgos, la ges-
tión de la pandemia abarca: 
1) las medidas para limitar los 
contagios; 2) la disposición y 
organización de recursos y ser-
vicios sanitarios y sociosanitarios 
para prevenir y tratar la enferme-
dad; 3) las medidas de carácter 
económico para minimizar los 
efectos de la pandemia sobre 
el tejido productivo y sobre las 
economías familiares.

7. Hoy por hoy no hay es-
tudios rigurosos que permitan 
establecer la dominancia de  
la estrategia de supresión sobre la  
de contención de la COVID, o 
viceversa.

8. Los métodos de investiga-
ción cualitativa deben reivindicar 
su utilidad, particularmente en 
la evaluación de la respuesta a 

colectivos no sean comparables, ni 
por tanto el coste unitario medio 
por persona. Una evaluación 
objetiva sería necesaria para 
fundamentar los debates y tomar 
decisiones.

Por último, un ensayo de polí-
ticas de gran interés para la eva-
luación es el área sanitaria única 
de Madrid, y convendría medir 
sus efectos sobre la eficiencia 
y la calidad de las prestaciones 
sanitarias públicas, así como los 
efectos cruzados sobre la utiliza-
ción y financiación de los centros 
propios de la red pública madri-
leña. Con los datos disponibles 
del Observatorio Madrileño se 
podría hacer una primera apro-
ximación.

III.	 CONCLUSIONES

1. En sanidad, las evaluacio-
nes ex post de las intervenciones 
y políticas públicas son útiles, 
pero cada vez resulta más nece-
saria la evaluación prospectiva  
ex ante para facilitar la toma 
de decisiones fundamentada en 
datos.

2. Ha habido un enorme 
avance del conocimiento duran-
te los años de pandemia 2020-
2021, en parte gracias al uso 
de datos masivos compartidos, 
de acceso abierto y en tiempo 
real. La inteligencia artificial, que 
hace uso de esos datos, es com-
plementaria, no sustitutiva, de la 
inteligencia humana y del cono-
cimiento de los problemas cuyos 
datos se analizan.

3. Los métodos de evalua-
ción de las políticas públicas se 
apoyan cada vez más en expe-
rimentos sociales y en la dispo-
nibilidad de registros y de datos 
cuasiexperimentales, así como en 
la posibilidad de explotar gran-
des masas de datos, datos de 
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nacionales estandarizadas) explican una parte im-
portante de la variación interanual en las tasas de 
crecimiento del PIB entre países (1).

Los economistas analizamos esta cuestión me-
diante una función de producción educativa, cuyo 
análisis empírico se ha visto impulsado y enriquecido 
tanto por la disponibilidad de datos derivados de 
la generalización de evaluaciones internacionales 
de los sistemas educativos como por el desarro- 
llo de métodos econométricos que permiten ana-
lizar la amplia variedad de factores que pueden 
influir en los resultados educativos, que van desde 
el entorno personal y familiar de los estudiantes y el  
aula, hasta los recursos escolares y factores de tipo 
institucional (Todd y Wolpin, 2003; Creemers y 
Kyriakides, 2007). Dado el espacio del que dispo-
nemos, hacemos un repaso ejemplificativo y no 
exhaustivo de estudios que utilizan técnicas de eva-
luación de impacto en el análisis de la función de 
producción educativa desde una doble perspectiva, 
internacional y española. Continuamos el trabajo 
con un ejemplo de evaluación educativa, el Progra-
ma 18-25, puesto en marcha en Extremadura con 
la intención de mejorar su capital humano con la 
obtención de la Enseñanza Secundaria Obligatoria 
(ESO) ofreciendo un incentivo monetario. Por últi-
mo, cerramos el artículo con el habitual apartado 
de conclusiones. 

I.	 INTRODUCCIÓN 

JUSTIFICAR la evaluación en educación puede 
resultar algo obvio. El gasto en educación cons-
tituye uno de los programas fundamentales del 

Estado de bienestar y tiene efectos positivos en los 
dos objetivos básicos de la economía pública, la 
eficiencia (crecimiento) y la equidad (igualdad de 
oportunidades), además de otras consecuencias 
favorables para la sociedad como son la mejora en 
los niveles de salud, la reducción de la actividad de-
lictiva o la mejora de su calidad democrática. Por su 
parte, la evaluación de las políticas públicas cons-
tituye un elemento de legitimación de la actuación 
del sector público en la economía y forma parte de 
la rendición de cuentas de los Gobiernos a sus ciu-
dadanos. Desde una perspectiva más pragmática, la 
evaluación constituye un elemento fundamental en 
la mejora de la gestión pública al basar los progra-
mas públicos en función de sus resultados más que 
en buenas intenciones o meras intuiciones.

Dada la amplitud del contenido, centramos 
nuestro artículo en la descripción de trabajos de 
evaluación relacionados con factores explicativos 
del rendimiento escolar. El interés de la selección 
se justifica por la relación de estos resultados con 
el crecimiento económico. Según Hanushek y 
Woessman (2011), medidas cualitativas de capital 
humano (resultados escolares en pruebas inter-
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1.  La estrategia de la aleatorización

La mejor manera de corregir los posibles sesgos 
de selección e identificar los efectos causales es me-
diante la realización de un experimento aleatorio, 
es decir, seleccionando aleatoriamente una mues-
tra de la población y, dentro de ella, asignando al 
azar a los individuos a los grupos de tratamiento 
y control. De este modo se crean dos grupos con 
características estadísticamente equivalentes salvo 
en lo referido a su participación en el programa 
objeto de evaluación. Esto permitirá concluir que 
las diferencias encontradas entre los resultados 
medios del grupo de individuos tratado y del grupo 
de control se deben al tratamiento (programa), ya 
que otras posibles explicaciones quedan anuladas 
por la propia estrategia del proceso de asignación 
aleatoria (Murname y Willett, 2011).

Uno de los primeros experimentos aleatorios en 
el ámbito educativo fue el Proyecto Perry, un pro-
grama que se puso en marcha en los años sesenta 
en Estados Unidos con el propósito de analizar la 
efectividad de los programas de educación preesco-
lar. Este estudio contó con la participación de 123 
alumnos en riesgo de fracaso escolar, a los que se 
dividió aleatoriamente en dos grupos; uno siguió 
un programa preescolar de alta calidad basado en 
el enfoque de aprendizaje activo; y otro, que actuó 
como grupo de control, no tuvo acceso al progra-
ma. La principal particularidad de este estudio es 
que se hizo un seguimiento longitudinal de los 
alumnos. Han sido muchos los trabajos que han ex-
plotado esta base de datos, aunque los análisis más 
relevantes, aquellos realizados por el premio nobel 
de economía James Heckman y sus colaboradores, 
concluyeron que los beneficiarios del programa 
obtuvieron mejoras significativas en los ámbitos 
educativo y laboral (acceso al empleo, estabilidad 
laboral y salarios), así como mejores niveles de salud 
y menores tasas de criminalidad (Heckman et al., 
2010a; 2010b).

Otro famoso experimento en este campo es 
el Proyecto STAR (Student/Teacher Achievement 
Ratio), implementado en los años ochenta en el 
estado de Tennessee (Estados Unidos) cuyo objeti-
vo fue comprobar el efecto del tamaño de la clase 
en los resultados escolares y en el que participaron 
alrededor de 11.600 alumnos. Se trata de un expe-
rimento controlado que comenzando en la guar-
dería se extendía hasta tercero de primaria y que 
asignaba aleatoriamente a los alumnos en clases 
de tamaño reducido (entre 13 y 17 alumnos) y en 

II.	 LA EVALUACIÓN EN EDUCACIÓN EN 
PERSPECTIVA INTERNACIONAL

El interés de los economistas por la función 
de producción educativa tiene su origen en las 
polémicas conclusiones obtenidas en el famoso 
informe Coleman (Coleman et al., 1966) cuyo ob-
jetivo era comprobar la importancia de los recursos 
escolares en el éxito escolar, principalmente, en los 
grupos socioeconómicos más desfavorecidos. Esta 
investigación, basada en datos de más de 700.000  
estudiantes en Estados Unidos, llegó a la conclusión 
de que los recursos escolares explicaban una parte 
muy reducida de las diferencias registradas en los 
resultados escolares en comparación con la impor-
tancia que tenían los factores socioeconómicos. 
Posteriormente, Hanushek (1986), en otro de los 
trabajos fundamentales dedicados a la función de 
producción educativa (2), llegó a una conclusión 
similar, destacando la escasa importancia de ese 
tipo de recursos.

En buena medida, esos resultados tenían su 
origen tanto en los datos disponibles como en las 
técnicas econométricas utilizadas que impedían 
tener en cuenta la diversidad de factores que for-
man parte del proceso educativo y la complejidad 
de sus relaciones. Diversidad y complejidad que 
dificultaban la identificación de relaciones causales 
entre las variables analizadas y con ello la posibili-
dad de evaluar el impacto de las intervenciones en 
el ámbito educativo.

Para poder evaluar correctamente esas inter-
venciones es necesario corregir los posibles sesgos 
que provoca la existencia de endogeneidad en los 
datos, derivada de la omisión o imposibilidad de  
observación de factores relevantes, la existencia  
de causalidad inversa, el sesgo de autoselección o 
los errores de medición en las variables de interés 
observadas. La búsqueda de soluciones para evitar 
los problemas vinculados con la endogeneidad se 
ha convertido en una de las principales preocupa-
ciones de los investigadores que trabajan la eco-
nomía de la educación (3). Nuestro propósito en 
este trabajo no es analizar las técnicas existentes 
para corregir esos problemas, sino mostrar aque-
llas que se han utilizado más habitualmente en la 
literatura de evaluación de políticas educativas, 
destacando algunas de sus ventajas e inconvenien-
tes, así como los requisitos que exige su correcta 
implementación.



128

LA EVALUACIÓN EN EL CONTEXTO EDUCATIVO

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

de diferencias en diferencias (DiD) y sus varian-
tes (efectos fijos y control sintético), la regresión 
en discontinuidad (RD) y el enfoque de variables 
instrumentales (VI) (4)(5). La elección entre estos 
métodos dependerá de las características del pro-
grama a evaluar y del tipo y calidad de los datos 
disponibles. 

La utilización de la estrategia de diferencias en 
diferencias requiere disponer de información sobre 
los individuos que componen los grupos de trata-
miento y control antes y después de la implementa-
ción de una determinada intervención, lo que exige 
la utilización de datos longitudinales. Esto explica 
que gran parte de los estudios empíricos que apli-
can esta técnica se hayan llevado a cabo en países 
desarrollados, donde este tipo de datos suelen estar 
disponibles gracias a la realización periódica de eva-
luaciones nacionales a gran escala o donde existen 
registros administrativos de carácter censal (6).

Un ejemplo puede encontrarse en el trabajo de 
Machin y McNally (2008) que aplica la técnica de DiD  
para evaluar el impacto de una hora semanal adi-
cional de lectura introducida en las escuelas de en-
señanza primaria de Inglaterra a finales de los años 
noventa, llegando a la conclusión de que tuvo un 
impacto positivo. También existen varios trabajos 
que utilizan esta metodología con datos adminis-
trativos para evaluar el impacto de programas de 
incentivos al profesorado aplicados en diferentes 
estados americanos (Eberts et al., 2002; Imberman 
y Lovenheim, 2015) que, en su mayoría, no parecen 
contribuir significativamente a la mejora del rendi-
miento de los estudiantes (7). Afortunadamente, en 
las dos últimas décadas, cada vez hay más países 
en vías de desarrollo que han hecho el esfuerzo 
de recopilar microdatos sobre los estudiantes y las 
escuelas de manera periódica, lo que permite la 
construcción de bases de datos con estructura de 
panel y facilita la evaluación de diferentes políticas 
educativas aplicando la técnica de DiD. Los trabajos 
de Lai et al. (2011) y Ding et al. (2020) para China, 
Angrist et al. (2006) o Laajaj et al. (2022) con datos 
colombianos o Glewwe et al. (2009) y Lucas y Mbiti 
(2012) para Kenia son buenos ejemplos.

A pesar de que uno de los requisitos del enfo-
que DiD es poder observar a los individuos antes 
y después de la implantación de una determinada 
política, también es posible aplicarlo con datos de 
sección cruzada (un único período) siempre que 
se disponga de, al menos, dos medidas diferentes 
de la variable de interés para cada individuo de 

clases de tamaño normal (entre 22 y 25) en las que 
un ayudante asistía al profesor (Word et al., 1990). 
Los trabajos que analizaron los resultados del ex-
perimento demostraron que aquellos alumnos que 
asistieron a las clases reducidas consiguieron me-
jores resultados y tuvieron mayor probabilidad de 
asistir a la universidad, siendo los efectos mayores 
en el caso de alumnos pertenecientes a entornos 
más desfavorecidos (Finn y Achilles, 1999; Chetty 
et al., 2011).

Con el paso del tiempo, este tipo de experimen-
tos se ha convertido en una práctica más frecuente 
en la evaluación de las políticas educativas, espe-
cialmente en los países anglosajones, donde la 
cultura de la evaluación está mucho más arraigada. 
No obstante, también es posible encontrar la apli-
cación de estas metodologías en países en vías de 
desarrollo. Los trabajos de Kremer (2003) y Duflo y 
Kremer (2005) resumen algunas evaluaciones de di-
ferentes intervenciones educativas como son la en- 
trega de dinero para promover la asistencia a la 
escuela, las comidas gratuitas en centros escolares, 
la gratuidad de uniformes escolares, la utilización 
de libros de texto o la incorporación de un segundo 
maestro a las clases.

Lamentablemente, la realización de estos experi-
mentos se ve limitada por inconvenientes de distin-
ta naturaleza, desde los económicos (por su elevado 
coste) hasta los éticos (selección de los grupos), 
pasando por la imposibilidad de su aplicación dado 
el carácter general de las políticas públicas. En todo 
caso, parece preferible ensayar las políticas públicas 
sobre las que existe un alto grado de incertidumbre 
mediante un programa piloto con el que evaluemos 
su impacto que aplicar esa política de forma gene-
ralizada al conjunto de la población.

Por otra parte, muchas políticas educativas no se 
diseñan con la intención de ser evaluadas. En este 
último caso, los investigadores deberán trabajar con 
los datos observados una vez que la política educa-
tiva ha sido implementada, tratando de imitar las 
condiciones de un experimento aleatorio mediante 
la utilización de técnicas cuasiexperimentales. 

2.  Aproximaciones cuasiexperimentales

Estas aproximaciones exigen controlar por 
todas las diferencias (sean o no observables) exis-
tentes entre los grupos de tratamiento y de control 
para poder estimar correctamente el efecto del 
tratamiento. Entre ellas cabe destacar el método 
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del tamaño de clase, aprovechando la existencia 
de normas en muchos países que fijan un tamaño 
máximo de clase en las escuelas y que obligan a su 
división en grupos más reducidos en caso de su-
perar ese máximo. En un trabajo reciente, Angrist  
et al. (2019) aplicaron el método de RD a una base 
de datos de escuelas públicas de Israel y no iden-
tificaron ningún efecto significativo de la política 
de reducción del tamaño de la clase (10). En otro 
relevante trabajo, Jacob y Lefgren (2009) utilizan 
esta técnica para analizar el efecto de la política de 
repetición de curso a partir de datos administrativos 
de las escuelas públicas de Chicago, llegando a la 
conclusión de que obligar a repetir a estudiantes 
con bajo rendimiento en la escuela primaria aumen-
ta sustancialmente la probabilidad de que abando-
nen la escuela secundaria. 

El uso del método de variables instrumentales 
tiene el propósito de eliminar, o al menos mitigar, 
los problemas de sesgo relacionados con la omisión 
de variables relevantes o la posible causalidad inver-
sa. Esta alternativa no es tan exigente con los datos 
necesarios para su aplicación, lo que resulta clave 
es identificar el instrumento apropiado que pueda 
ser considerado como una alteración exógena del 
proceso educativo (11). 

Un hecho que puede facilitar la identificación 
del instrumento es la existencia de una norma o 
un cambio en la regulación del sistema educativo. 
Por ejemplo, Machin et al. (2007) aprovechan un 
cambio en las reglas de asignación de recursos 
para la adquisición de tecnologías de informa-
ción y conocimiento (TIC) en los distintos distritos 
escolares de Inglaterra como instrumento para 
evaluar el efecto causal del gasto en TIC sobre 
los resultados de los alumnos, identificando un 
efecto positivo en dos de las tres competencias 
evaluadas en su estudio.

Otra variable frecuentemente utilizada como 
instrumento es la fecha de nacimiento de los alum-
nos, en combinación con la de su incorporación a la 
escuela, para corregir posibles sesgos asociados por 
la no consideración de las capacidades innatas de 
los estudiantes en el análisis. Esta estrategia se ha 
empleado tanto para analizar el efecto de los años 
de escolarización (Angrist y Krueger, 1991) como 
las consecuencias de la política de repetición (Green 
y Winters, 2007) o simplemente para identificar el 
efecto de la edad (o el grado de madurez) de los 
alumnos sobre su rendimiento académico (Lee y 
Fish 2010).

los grupos de tratamiento y control. Jürges et al. 
(2005), por ejemplo, analizan el efecto causal de la 
implantación de pruebas estandarizadas de cono-
cimientos en Alemania aprovechando el hecho de 
que en algunos Estados existen este tipo de pruebas 
solamente para las matemáticas y no para las cien-
cias. Por tanto, la primera diferencia es la registra- 
da entre las dos materias y la segunda es la dife-
rencia entre estudiantes en Estados con y sin prue-
bas. Schwerdt y Wuppermann (2011) y Bietenbeck 
(2014), por su parte, también analizan el efecto  
de dos tipologías de prácticas docentes (modernas 
frente a tradicionales), explotando las diferen- 
cias existentes entre los resultados obtenidos en 
las dos competencias evaluadas en el estudio 
TIMSS para controlar los rasgos no observados de 
los estudiantes.

La principal crítica que puede hacerse a estos 
trabajos es que la variación existente entre los resul-
tados obtenidos por los alumnos en las diferentes 
materias evaluadas en las pruebas internacionales 
puede ser ficticia. Esto se debe a que las medidas 
representativas de esos resultados, los denomina-
dos valores plausibles, se generan mediante un 
proceso de imputación que toma como referencia 
las respuestas de los estudiantes a un número 
reducido de preguntas y a su contexto personal y 
familiar  (8). Por tanto, es posible que la variación 
existente entre asignaturas se explique únicamente 
por el proceso de imputación utilizado en estas 
pruebas, especialmente aquellos casos en los que 
los estudiantes solo hayan respondido a preguntas 
de una única materia (Jerrim et al., 2017).

La aplicación de la regresión en discontinuidad 
también está condicionada en gran medida por la 
disponibilidad de un volumen de datos suficiente 
alrededor del punto de corte en la variable que 
determina quiénes podrán beneficiarse del progra-
ma y quiénes formarán parte del grupo de control. 
Por esa razón, no es extraño que muchos de los 
trabajos que emplean este enfoque metodológico 
utilicen datos administrativos. Este tipo de diseño 
fue utilizado por primera vez para analizar el efecto 
de un programa de becas al que accedían aquellos 
estudiantes que obtuvieran una nota superior a un 
valor obtenido mediante un test específico dise-
ñado para el programa (Thistlewaite y Campbell, 
1960).

Desde entonces, se ha utilizado para analizar po-
líticas educativas muy diversas (9). Esta técnica ha 
sido profusamente utilizada para analizar el efecto 
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Al igual que en el contexto internacional, los 
primeros trabajos que exploraron los determinan-
tes del rendimiento académico se centraron en la 
identificación de relaciones estadísticamente signifi-
cativas entre variables (12). Sin embargo, siguiendo 
la tendencia descrita en el ámbito internacional, 
pronto comenzaron a surgir trabajos en los que se 
utilizaban modelos de inferencia causal con el pro-
pósito de aproximar las condiciones ideales de los 
experimentos aleatorios a pesar de que, como se ha 
mencionado anteriormente, estas bases de datos no 
están diseñadas para la aplicación de esas técnicas.

Uno de los estudios pioneros en este sentido fue 
el de Salinas y Santín (2012), en el que se emplea-
ba el uso de variables instrumentales para corregir 
el posible sesgo en la estimación de la función de 
producción educativa al comparar el rendimiento 
de los alumnos inmigrantes y nacionales que asis-
tían a escuelas públicas y concertadas. Una de sus 
principales conclusiones fue que la concentración 
de alumnos inmigrantes en centros públicos reper-
cutía negativamente sobre los nativos, mientras que 
una baja concentración de aquel tipo de alumnado 
en las escuelas concertadas mejoraba el rendi-
miento educativo de los mismos. A una conclusión 
similar llegaron Pedraja et al. (2016) al analizar 
el efecto de la concentración de inmigrantes en 
determinados centros educativos utilizando datos 
procedentes de la base de datos PISA, aunque en 
su caso la estrategia de estimación se basaba en el 
uso de diferencias en diferencias.

El efecto de la política de repetición de curso 
sobre el rendimiento escolar de los alumnos es otra 
de las cuestiones que ha atraído la atención de los 
investigadores españoles debido a que nuestro país 
alcanza una de las mayores tasas de repetición de 
Europa (López-Rupérez et al., 2021). La obtención 
de resultados fiables exige tener en cuenta el pro-
blema de causalidad inversa, ya que si los repetido-
res presentan peores resultados puede ser debido a 
la repetición o a que ya tenían un peor rendimiento 
antes de repetir. Los únicos estudios empíricos 
que han empleado enfoques metodológicos que 
permiten corregir posibles sesgos derivados de este 
problema han sido los de García-Pérez et al. (2014), 
mediante el uso de variables instrumentales, y Choi 
et al. (2018), incorporando el rendimiento previo 
de los alumnos mediante la construcción de un 
pseudopanel. Ambos llegan a la conclusión de que 
la estrategia de repetición tiene un efecto negativo 
sobre el rendimiento, siendo este mucho más grave 
en primaria que en secundaria.

Por último, una estrategia de identificación habi-
tual consiste en utilizar la localización de las escuelas 
o la distancia de los alumnos a ellas para estimar su 
efecto sobre el rendimiento. En particular, este en-
foque ha sido principalmente empleado en trabajos 
que analizan si los alumnos que asisten a escuelas 
privadas presentan resultados significativa y esta-
dísticamente diferentes de aquellos matriculados 
en centros de titularidad pública (Vandenberghe  
y Robin, 2004; Pfeffermann y Landsman, 2011).

En la literatura más reciente podemos encontrar 
un conjunto de trabajos que utilizan la información 
que proporcionan profesores y directores de los 
centros educativos como instrumento para corregir 
la posible endogeneidad existente en los datos de 
los estudiantes al evaluar el efecto de una determi-
nada política sobre sus resultados académicos. Por 
ejemplo, al estudiar los efectos del tiempo dedicado 
a los deberes, Gustafsson (2013) emplea la infor-
mación proporcionada por los profesores como 
instrumento del tiempo que declaran los alumnos 
dedicar a sus tareas. Sin embargo, el uso de estos 
instrumentos y, por tanto, los resultados que se de-
rivan de ellos resultan bastante más cuestionables 
por la dificultad de otorgar un carácter exógeno a 
las opiniones personales.

III.		 LA EVALUACIÓN EN EDUCACIÓN EN 
ESPAÑA

Hasta principios de este siglo, apenas existían en 
nuestro país trabajos empíricos que analizaran los  
factores explicativos del rendimiento escolar de  
los estudiantes debido, en gran medida, a la esca-
sez de información adecuada para realizar este tipo 
de estudios. Los escasos ejemplos que había esta-
ban, en su mayoría, basados en datos agregados 
referidos a las escuelas, lo que limitaba el alcance 
de sus resultados. Sin embargo, desde que España 
comenzó a participar en las principales evaluacio-
nes internacionales (TIMSS, PIRLS, PISA O PIAAC), 
se produjo un importante avance en esta línea de 
investigación gracias a la disponibilidad de una am-
plia variedad de microdatos sobre múltiples factores 
que pueden influir en el proceso educativo. Asimis-
mo, la realización de dos evaluaciones nacionales a 
gran escala (Evaluaciones generales de diagnóstico 
–EGD–), impulsadas por el Instituto Nacional de 
Evaluación Educativa (INEE) en primaria (año 2009) 
y secundaria (año 2010), ofreció a los investigado-
res dos fuentes de información adicionales para el 
estudio específico de nuestro sistema educativo. 
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de la incorporación de las TIC en las escuelas a 
través de diferentes programas impulsados tanto 
por el Ministerio de Educación como por las comu-
nidades autónomas. Lamentablemente, la mayoría 
de estas iniciativas no obedecieron a un plan con-
sensuado para todo el territorio nacional ni estable-
cieron un criterio de evaluación rigurosa, por lo que 
resulta muy difícil comprobar si resultaron ser efica-
ces. La excepción ha sido el programa Escuela 2.0, 
cuyo objetivo era mejorar la dotación de ordenado-
res de los centros educativos y para el que existen 
estudios que han analizado su impacto mediante 
la aplicación de técnicas de inferencia causal a los 
datos disponibles en PISA (Villaplana, 2014; Cabras 
y Tena, 2016). Ambos concluyen que el efecto fue 
moderadamente positivo solamente en el caso de 
que tal política viniera acompañada con cambios en 
la metodología docente del profesorado.

Al margen de los trabajos mencionados, todos 
ellos basados en información procedente de bases 
de datos internacionales, existen otros que han 
explotado la información de la que disponen las 
comunidades autónomas gracias a las evaluaciones 
que estas realizan periódicamente en su territo-
rio. Su carácter censal y estructura longitudinal se 
adapta mucho mejor a la utilización de técnicas de 
inferencia causal. Así, podemos encontrar estudios 
que explotan los datos administrativos de los es-
tudiantes de Andalucía para analizar cómo afecta 
al rendimiento escolar el tamaño de clase (López-
Agudo y Marcenaro, 2021) o el tiempo que dedican 
a la realización de deberes y a la lectura (Jerrim et 
al., 2019; 2020). También se pueden encontrar 
trabajos que analizan los datos censales de los es-
tudiantes madrileños para examinar la efectividad 
de los programas de bilingüismo implantados en 
esa Comunidad (Anghel et al., 2016; Mediavilla et 
al., 2019) o los datos relativos a estudiantes cata-
lanes para evaluar el impacto del Programa para la  
Mejora de la Calidad Educativa implantado en va-
rios centros educativos de Cataluña (López-Torres 
et al., 2019). Por último, los microdatos de los 
estudiantes de primaria y secundaria del País Vasco 
han sido utilizados como referencia para analizar 
la pérdida de aprendizaje provocada por el cierre 
de los colegios por la pandemia de la COVID-19  
(Arenas y Gortazar, 2022).

Lamentablemente, estas bases de datos son 
de carácter informativo e interno y no están dis-
ponibles al público en general, de manera que su 
explotación se encuentra supeditada a la voluntad 
de que la institución responsable de los datos los 

También podemos encontrar estudios que han 
tratado de establecer una relación causal entre la 
asistencia a la educación preescolar y los resultados 
educativos, intentando corregir posibles sesgos pro-
vocados por la endogeneidad implícita de esta deci-
sión (los años de asistencia a educación infantil están 
correlacionados con variables no observables como 
sucede con la motivación de los padres), mediante 
diferentes aproximaciones cuasiexperimentales. En 
todos ellos se llega a la conclusión de que existe una 
relación estadísticamente significativa y positiva entre 
ambas variables (Santín y Sicilia, 2015; Mancebón et 
al., 2018). Asimismo, Felfe et al. (2015) analizaron el 
impacto que tuvo la ampliación gratuita de la edu-
cación infantil a los tres años con la implantación de 
la LOGSE (Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo) a principios de los años noventa, explo-
tando el experimento natural que se produjo como 
consecuencia de la distinta extensión de la reforma 
en las comunidades autónomas. Utilizando datos 
de diferentes oleadas de PISA y un enfoque de dife-
rencias en diferencias, se comprobó que la reforma 
afectó positivamente a la promoción de curso duran-
te la educación primaria y supuso una mejora en los 
resultados educativos en lectura y matemáticas que 
se mantuvo en el largo plazo. Además, este efecto 
fue mucho más acusado en los alumnos con peor 
nivel socioeconómico.

También contamos con estudios que han ex-
plotado la información disponible en las bases de 
datos internacionales y nacionales para analizar el 
efecto de diferentes factores como el número de 
horas de clase impartidas o las estrategias docentes 
que emplean los profesores. Sobre el primer as-
pecto, López-Agudo y Marcenaro (2019a, 2019b), 
tras aplicar un modelo de efectos fijos a los datos 
disponibles en PISA, obtienen que el tiempo de ins-
trucción semanal no parece afectar al rendimiento 
académico. En cuanto al segundo, la efectividad 
de métodos de enseñanza más modernos frente 
a los tradicionales, la evidencia no es concluyente 
ya que mientras Hidalgo y López-Mayán (2018), 
con datos procedentes de la EGD y aplicando un 
enfoque DiD, encuentran un efecto positivo sobre 
el rendimiento académico, Cordero y Gil-Izquierdo 
(2018), con datos procedentes de PISA y aplicando 
variables instrumentales, obtienen un efecto nega-
tivo. Sin embargo, ambos estudios coinciden en la 
identificación de un efecto positivo en el uso de las 
estrategias docentes tradicionales. 

Un aspecto que ha suscitado gran interés acre-
centado por la actual pandemia, ha sido el impacto 
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El objetivo de este programa era reducir, me-
diante un incentivo económico de 1.000 euros, el 
número de desempleados extremeños que carecían 
de la formación básica obligatoria y con ello me-
jorar sus posibilidades de incorporación al mundo 
laboral. Los beneficiarios potenciales eran todos 
los desempleados con edades comprendidas entre 
18 y 25 años que no contasen con el título de la 
ESO. Además, en el caso de las mujeres, también 
podían beneficiarse las mayores de 25 años que se 
encontrasen en situación de desempleo de larga 
duración. El programa se gestionaba de acuerdo 
con lo establecido en la Educación Secundaria para 
Adultos (ESPA) en Extremadura y, por tanto, estaba 
organizado en módulos en lugar de asignaturas. El 
alumno interesado en acogerse al Programa 18-25 
debía indicarlo expresamente en su solicitud de 
admisión en formación de adultos, matriculándose 
del total de módulos pendientes hasta un máximo 
de seis (que era el número máximo de módulos 
permitidos por curso académico en la ESPA). El in-
centivo económico estaba asociado al rendimiento 
académico, de manera que los participantes en 
el programa debían asistir regularmente a clase y 
aprobar los módulos en los que estuvieran matricu-
lados. Así, el alumno que cumpliera los requisitos 
anteriores recibiría un pago de 500 euros al finalizar 
cada cuatrimestre. 

Con esta evaluación se pretende comprobar si el 
programa incrementó la probabilidad de obtener  
el título de formación básica. Para ello, comparare-
mos el grado de éxito de aquellos que se acogieron 
al mismo con los que, asistiendo durante el mismo 
curso a la ESPA, no pudieron beneficiarse del pro-
grama por no cumplir el requisito de la edad (ser 
mayores de 25 años). Este análisis se centrará en 
la segunda convocatoria del programa, la corres-
pondiente al curso 2013-2014 y, puesto que no es 
posible evaluar el efecto del programa sobre toda 
la población objetivo por tener requisitos diferentes 
según género, optamos por observar su impacto 
únicamente sobre la población masculina.

Dentro de las diferentes técnicas cuasiexpe-
rimentales, se seleccionó como herramienta de 
análisis la regresión en discontinuidad por ser la 
que mejor se ajustaba a la naturaleza del programa 
que, al impedir el acceso a los mayores de 25 años, 
provoca una discontinuidad en el tratamiento. Este 
enfoque permite comparar a individuos en un en-
torno cercano al punto de corte con características 
razonablemente similares, lo que facilita la identifi-
cación del efecto causal de la política.

facilite a los investigadores, lo que solo sucede de 
forma excepcional. Esta situación debería corregirse 
pues son muchos los recursos destinados a recopilar 
esa información que debería estar disponible de 
modo general. Como dijimos, la evaluación de las 
políticas constituye un elemento de legitimación 
de la actuación del sector público en la economía 
y forma parte de la rendición de cuentas de los  
Gobiernos a sus ciudadanos.

La gran asignatura pendiente en nuestro país es 
el desarrollo de experimentos aleatorios para llevar 
a cabo la evaluación de las políticas educativas. Es 
cierto que existen algunas excepciones dignas de 
mención, como el estudio piloto desarrollado por 
el Banco de España para evaluar la efectividad de la 
implantación de un programa de educación finan-
ciera (Bover et al., 2018) o el proyecto financiado 
por el programa Erasmus+ de la Unión Europea 
para medir hasta qué punto la educación cívica 
activa influye en la participación y compromiso de-
mocrático de los jóvenes mediante una intervención 
experimental a gran escala en la que participaron 
Francia, Inglaterra, Grecia y España (Briole et al., 
2022). Por otro lado, cabe destacar la labor llevada 
a cabo en los últimos años por la Fundación «la 
Caixa», que se ha decidido a promocionar la inno-
vación educativa basada en evidencias poniendo 
en marcha el programa «Evaluación de programas 
educativos» de EduCaixa, cuyo objetivo es fomentar 
la evaluación de intervenciones e innovaciones edu-
cativas poniendo en contacto centros educativos 
con propuestas educativas innovadoras y equipos 
de investigación (13).

IV.		 UN EJEMPLO DE EVALUACIÓN 
EDUCATIVA EN ESPAÑA: EL PROGRAMA 
18-25

En este apartado se ofrece un breve resumen de 
un estudio empírico realizado en el contexto espa-
ñol con el propósito de mejorar el nivel de forma-
ción de la población desempleada. Se trata de una 
iniciativa puesta en marcha en Extremadura, donde 
en el año 2012 el 41 por 100 de los desempleados 
inscritos en el Servicio Extremeño Público de Empleo 
carecían de la Educación Secundaria Obligatoria 
(ESO). Con el propósito de reducir esas cifras, el 
Gobierno autonómico aprobó, en noviembre de 
ese mismo año, el denominado Programa 18-25, el 
cual se mantuvo vigente durante tres cursos acadé-
micos, suprimiéndose con el cambio de Gobierno 
regional en mayo de 2015. 
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edad igual o inferior a 25 años y 0 en caso contra-
rio); Xi es la variable de asignación (edad del alumno 
a 31 de diciembre de 2013); y Zi recoge las variables 
de control (como características socioeconómicas se 
incorporan los ingresos medios de la unidad fami-
liar; el entorno del alumno se delimita mediante la 
tasa de desempleo del municipio donde el alumno 
asiste a clase y si vive en una localidad considerada 
rural; por último, se agrega información sobre el 
número de módulos en los que está matriculado). 

Para llevar a cabo la evaluación hemos contado 
con información obtenida a partir de encuestas 
realizadas durante las primeras semanas del curso 
a los alumnos matriculados en educación de adul-
tos. Simultáneamente, el Servicio de Enseñanza 
de Personas Adultas y a Distancia del Gobierno de 
Extremadura nos proporcionó información admi-
nistrativa complementaria. Una vez fusionada la in-
formación disponible, restringimos la muestra para 
centrar el análisis en: i) la población masculina; ii) 
matriculada en al menos cuatro módulos; y iii) con 
edades comprendidas entre 20 y 31 años.

El cuadro n.º 1 recoge los resultados de los dos 
modelos estimados para estudiar el impacto del 
Programa 18-25. El Modelo 1 no tiene en cuenta 
las variables de control, mientras que el Modelo 2 
sí las incluye para reducir los posibles sesgos deriva-
dos de la amplitud de la horquilla. Además, puesto 
que dicha amplitud (seis años a cada lado del punto 
de corte) puede dar lugar a que la muestra esté for-
mada por personas con características muy diferen-
tes (individuales, sociales y económicas), repetimos 
el análisis reduciendo la horquilla, en primer lugar, 
a cuatro años por encima y por debajo del punto 
de corte (todos aquellos con edades comprendidas 
entre los 22 y 29 años) y, en segundo lugar, a los 
varones entre 24 y 27 años (dos años a cada lado 
del punto de corte). 

De acuerdo con el Modelo 1, el tratamiento 
resulta no ser estadísticamente significativo en 
ninguna de las horquillas de edad, observándose 
resultados similares en el Modelo 2, por lo que 
podemos concluir que, incluso corrigiendo por el 
posible sesgo existente mediante la incorporación 
de variables de control, el impacto del tratamiento 
continúa siendo no estadísticamente significativo. 
En definitiva, los resultados muestran que la pro-
babilidad de obtener el título de la ESO no fue es-
tadísticamente diferente para el grupo de tratados 
y para el grupo de control y, en consecuencia, el 
hecho de participar en el Programa 18-25 no supu-

Las regresiones en discontinuidad se aplican en 
aquellas situaciones en las que los beneficiarios y no 
beneficiarios de una política específica son deter-
minados por el hecho de encontrarse por encima o 
por debajo de un valor concreto -x de una variable de 
asignación Xi. La principal ventaja de las regresiones 
en discontinuidad es que, al comparar los resultados 
obtenidos por unidades situadas en un entorno cer-
cano (por encima y por debajo) del punto de corte, 
nos acerca a lo conocido como asignación aleatoria 
al tratamiento y, por tanto, cualquier diferencia 
en los resultados puede interpretarse como efecto 
causal del programa (Gertler et al., 2016). La regre-
sión en discontinuidad puede ser estricta (cuando 
la variable de asignación determina los grupos de 
tratamiento y control de forma inequívoca) o difusa 
(la variable de asignación no permite determinar 
con exactitud la participación en el programa, sino 
más bien la probabilidad de participar en el mismo 
[Schlotter et al., 2011]). Esto último sucede en nues-
tro caso, donde existen individuos que, cumpliendo 
los requisitos, decidieron no participar en el progra-
ma mientras que otros individuos, aun no cumplien-
do el requisito de la edad, acabaron formando parte 
del grupo de tratados. Esto significa que la variable 
de asignación (Edad) no determinó exactamente la 
participación, lo que nos llevó a estimar una regre-
sión discontinua difusa. 

Las regresiones discontinuas difusas pueden 
interpretarse desde un enfoque de variables ins-
trumentales, donde, a partir de la variable de asig-
nación Xi, se genera una variable Ii, que funciona 
como instrumento de la variable tratamiento Di  
(Angrist y Pischke, 2014). De este modo, las ecua-
ciones estimadas son las siguientes:

1.ª etapa o ecuación de tratamiento:

(1)

2.ª etapa o ecuación de resultado:

(2)

donde Yi representa la medida del impacto del 
programa (en nuestro caso, toma valor 1 si, al fi-
nalizar el curso académico, el individuo consiguió 
el título de la ESO y 0 en caso contrario); Di indi- 
ca el tratamiento real (variable dicotómica que toma 
valor 1 si el alumno participó en el Programa 18-25 
y 0 en caso contrario); D̂i representa el tratamiento 
estimado; Ii es el instrumento empleado para dicha 
estimación (es igual a 1 si el individuo tenía una 
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más frecuente encontrar ejemplos de su empleo 
también en países en vías de desarrollo, llegando la 
labor de tres investigadores en este campo (Esther 
Duflo, Abhijit Banerjee y Michael Kremer) a ser reco-
nocida en 2019 con un Premio Nobel por su labor 
de fomento del uso de ensayos aleatorios en aque-
llos países. En España, sin embargo, la utilización 
de este tipo de diseños es todavía una asignatura 
pendiente, aunque hay que reconocer su promo-
ción por parte de algunas instituciones privadas que 
han puesto en marcha algunas pruebas piloto des-
critas en este artículo. En todo caso, es preciso una 
mayor implicación de las instituciones públicas en 
la necesidad de evaluar las intervenciones con el fin 
de mejorar su diseño. El papel que en la actualidad 
está desarrollando la Autoridad Independiente de 
Responsabilidad Fiscal (AIReF) con la creación este 
año de la división de evaluación del gasto público 
va en la buena dirección.

Cuando no es posible utilizar experimentos 
aleatorios por razones diversas, fundamental-
mente éticas y económicas, los investigadores 
recurren al uso de técnicas cuasiexperimentales 
con las que tratan de reproducir las condiciones 
ideales de los experimentos aleatorios corrigiendo 

so, para los hombres comprendidos en las edades 
evaluadas, un incentivo suficiente.

V.  CONCLUSIONES

El análisis realizado ha tratado de poner de re-
lieve algunas de las principales aproximaciones que 
habitualmente se utilizan en el ámbito educativo 
para evaluar políticas o intervenciones dirigidas a 
mejorar los resultados académicos de los alumnos, 
como requisito previo para poder contar en el fu-
turo con una población más y mejor formada que 
garantice mayores tasas de crecimiento y desarrollo 
económico.

El método ideal para realizar evaluaciones de 
políticas educativas es el desarrollo de experimentos 
aleatorios que permiten comprobar si la implemen-
tación de una medida ha tenido los efectos desea-
dos mediante la comparación de resultados entre 
aquellos a los que se aplica la política educativa 
(grupo tratado) y a los que no (grupo de control). 
Su uso es cada vez más habitual, especialmente en 
algunos países anglosajones en los que su aplica-
ción se ha convertido en requisito a la hora de im-
plementar tales políticas. En los últimos años resulta 

IMPACTO DEL PROGRAMA 18-25 SOBRE LA PROBABILIDAD DE TITULAR 

CUADRO N.º 1

HORQUILLA DE 24 A 27 AÑOS DE 22 A 29 AÑOS DE 20 A 31 AÑOS

VARIABLES MODELO 1 MODELO 2 MODELO 1 MODELO 2 MODELO 1 MODELO 2

Tratamiento 0,6102 0,4830 -0,0306 -0,0442 -0,1100 -0,1285
(0,4992) (0,3945) (0,2332) (0,2232) (0,1910) (0,1913)

Edad 0,2556* 0,2424** 0,0222 0,0223 0,0051 0,0054
(0,1329) (0,1099) (0,0318) (0,0325) (0,0186) (0,0192)

Ingresos 1.000-1.500€ 0,1841 -0,0177 0,0057
(0,1528) (0,1111) (0,0865)

Ingresos >1.500€ 0,4966*** 0,0981 -0,0735
(0,1864) (0,1812) (0,1357)

Tasa desempleo 0,0263*** 0,0040 0,0063
(0,0100) (0,0074) (0,0064)

Rural -0,1042 0,0106 -0,0258
(0,1085) (0,0750) (0,0617)

Módulos matriculados -0,1768** -0,1083* -0,0687
(0,0802) (0,0615) (0,0496)

Constante -6,4226* -5,7688* -0,1761 0,3143 0,2851 0,5109
(3,6319) (2,8337) (0,9049) (0,9476) (0,5493) (0,5938)

Observaciones 100 190 279

Nota: Errores estándar entre paréntesis. ***significativo al 1 %; **5 %, *10 %. 
Fuente: Elaboración propia.
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se puede concluir que el Programa 18-25 no resultó 
efectivo. Este resultado es similar al obtenido en 
otra investigación realizada por los mismos autores 
con un diseño similar, aunque con alguna variación 
en los datos empleados (Pedraja et al., 2022).

NOTAS

(1) Con resultados del informe PISA, aproximadamente tres cuartas 
partes de la variación de las tasas de crecimiento entre países pueden 
explicarse por dos variables: el nivel inicial de ingresos y los resultados 
académicos de la población.

(2) Este artículo resume los principales resultados obtenidos en más de 
100 estudios sobre la función de producción educativa realizados en 
Estados Unidos.

(3) Los interesados en los problemas que origina la endogeneidad en 
la estimación de modelos econométricos en el ámbito educativo y  
en los principales métodos experimentales y cuasiexperimentales para 
la identificación de efectos causales, pueden consultar los trabajos de 
Webbink (2005) o Schlotter et al. (2011).

(4) Una detallada explicación de estas técnicas se encuentra en el tra-
bajo de Artés y Rodríguez-Sánchez (2022) en este mismo número o en 
alguno de los manuales sobre evaluación de impacto existentes en la 
literatura, entre otros, Angrist y Pischke (2014), Khandker et al. (2010) o 
Gertler et al. (2016).

(5) No incluimos dentro de esta categoría a los modelos de matching o 
emparejamiento (entre los que se incluye el propensity score matching) 
porque, aunque reducen los sesgos que genera el problema de la auto-
selección, no corrigen los sesgos asociados a la existencia de diferencias 
no observadas entre el grupo tratado y el de control.

(6) En Estados Unidos existe una Evaluación Nacional del Progreso 
Educativo (NAEP, por sus siglas en inglés) desde 1969. Además, desde 
mediados de los años noventa, muchos Estados disponen de sistemas 
de evaluación periódica de los conocimientos de los estudiantes que per-
miten un seguimiento longitudinal y emparejarlos con sus escuelas y, en 
algunos casos, con sus profesores. Los tres Estados que cuentan con los 
sistemas más antiguos y que han estado ampliamente disponibles para 
los investigadores son Florida, Carolina del Norte y Texas. En Europa, los 
países nórdicos cuentan con registros administrativos desde mediados de 
los años sesenta, en Reino Unido existe una base de datos censal (NPD) 
desde mediados de los noventa, y en Italia (INVALSI) desde 2005.

(7) Sin embargo, la mayoría de los programas de incentivos al profe-
sorado que se han instaurado en países en vías de desarrollo, donde el 
margen de mejora es mucho más amplio y los salarios de los docentes 
son más bajos, han tenido un impacto muy positivo, consiguiendo 
generar mejoras importantes en los resultados de los estudiantes  
(Ganimian y Murname, 2016).

(8) Véase Mislevy et al. (1992) o Wu (2005) para una explicación deta-
llada del concepto de valores plausibles y los procedimientos emplea-
dos para su construcción.

(9) Los trabajos de Van der Klaauw (2008) y Cattaneo et al. (2018) 
ofrecen explicaciones detalladas de este enfoque metodológico y 
muchos ejemplos prácticos sobre la aplicación de la regresión en 
discontinuidad.

(10) Este trabajo es una actualización de otro muy influyente en la 
literatura publicado veinte años antes (Angrist y Lavy, 1999), en el que, 
utilizando una estrategia de identificación muy parecida, los autores 
sí encontraron un efecto positivo de la reducción del tamaño de clase 
sobre los resultados escolares.

los habituales problemas de endogeneidad. Su 
correcta implementación se facilita si se dispone 
de datos administrativos o censales (Connelly et 
al., 2016) con los que poder analizar a toda la 
población de interés aprovechando las variacio-
nes existentes entre los diferentes grupos que 
componen la base de datos, o para crear cohor-
tes de individuos con el fin de estudiar los cam-
bios que se producen entre dos períodos y reunir 
información sobre individuos que han vivido un 
determinado cambio (repetición de curso, modi-
ficación en la regulación del sistema educativo en 
diferentes zonas geográficas, etc.). 

En España, la responsabilidad de recopilar y 
codificar este tipo de datos sobre los alumnos de 
educación primaria y secundaria de manera pe-
riódica recae sobre las comunidades autónomas, 
las responsables de su prestación. Su explotación 
en estudios empíricos, con técnicas de inferencia 
causal, es todavía muy escasa ya que no están 
disponibles, con generalidad, para la comunidad 
académica por los impedimentos que ponen tales 
administraciones educativas. 

Una alternativa a los datos de carácter censal 
en la evaluación de políticas educativas son los 
datos muestrales proporcionados por diferentes 
evaluaciones nacionales e internacionales de cono-
cimientos en distintas materias a gran escala, una 
práctica que se ha vuelto cada vez más habitual 
tanto en los estudios desarrollados en el ámbito 
internacional como especialmente en el caso de 
España, dada la ausencia o las dificultades de 
acceso a mejores fuentes de información. A pesar 
de que estos datos no fueron diseñados original-
mente para la implementación de técnicas de infe-
rencia causal, en la literatura pueden encontrarse 
múltiples ejemplos en los que los investigadores 
tratan de estimar efectos causales de programas 
o intervenciones educativas a partir de ese tipo de 
datos (Cordero et al., 2018).

Por último, en relación con el ejercicio de evalua-
ción presentado, el Programa 18-25 implementado 
por el Gobierno de Extremadura a principios de 
la década anterior con el propósito de mejorar el 
nivel de formación de los desempleados mediante 
un incentivo económico, los resultados obtenidos 
aplicando la técnica de regresión en discontinuidad 
muestran que la probabilidad de obtener el título 
de la ESO no fue estadísticamente diferente para el 
grupo de individuos que participaron en el progra-
ma respecto a los que no participaron. Por tanto, 
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¿Por qué evaluar las políticas públicas del mer-
cado de trabajo? La razón de evaluarlas se debe 
no solo a que a través de ellas es posible conocer 
cómo se gestionan las operaciones ejecutadas 
(análisis de implementación), el grado de cum-
plimiento de los objetivos propuestos (análisis de 
eficacia) y si la realización de los distintos progra-
mas generan unos beneficios mayores (o unos 
costes menores) que si no se hubieran llevado 
a la práctica (análisis de eficiencia), sino porque 
también permite saber si las acciones diseñadas y 
realizadas tienen algún efecto neto sobre ciertos 
indicadores relacionados con los participantes 
(análisis de impacto) que permitan determinar si 
los cambios observados se deben a la intervención 
de los programas y no a otros factores, y así ex-
plorar si existen estrategias alternativas con las que 
alcanzar mejor dichos resultados.

En este último caso, la pregunta clave es si los 
programas consiguen que las personas a las que 
se dirige la intervención mejoran su situación. 
Por ejemplo, en el caso particular de encontrarse 
desempleadas y participar en algún programa de 
las políticas de empleo, si dichas personas han 
logrado volver lo antes posible –y en las mejores 

I.	 INTRODUCCIÓN 

UN aspecto relevante de las políticas públicas 
dirigidas al mercado de trabajo es saber si 
son efectivas o no. Por un lado, las políticas 

pasivas del mercado de trabajo (que básicamente 
comprenden el sistema de prestaciones por des-
empleo, SPD, tanto el nivel contributivo como el 
asistencial) tratan de compensar la pérdida de in-
gresos sufrida por las personas trabajadoras como 
consecuencia de la pérdida del empleo, que puede 
afectar negativamente a la búsqueda y la disponi-
bilidad de las personas perceptoras. Por otro lado, 
las políticas activas del mercado de trabajo (la orien-
tación y la intermediación laboral, los programas 
de formación y los incentivos a la contratación y el 
emprendimiento, principalmente) están diseñadas 
para compensar estos posibles efectos adversos a 
la vez que tratar de conseguir lo más rápidamente 
posible la vuelta al empleo de las personas paradas 
y reducir los problemas de acceso y permanencia 
en el empleo a los que se enfrentan ciertos grupos 
desfavorecidos. Para saber si estas políticas son 
efectivas (si realmente producen algún efecto y 
ayudan a las personas trabajadoras que participan 
en ellas) es necesario evaluarlas. 
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II.	 REVISIÓN DE LA LITERATURA: ANÁLISIS 
DE EVALUACIÓN DE IMPACTO Y 
POLÍTICA LABORAL EN ESPAÑA

El análisis del mercado de trabajo, en general, y 
el examen de los efectos generados por las políticas 
laborales, en particular, son un campo en el que la 
utilización de las técnicas de evaluación de impacto 
resulta complicada. El problema fundamental reside 
en el hecho de que a menudo los cambios que se 
producen en los resultados laborales pueden verse 
influidos por una variedad de modificaciones en el 
entorno económico y social e incluso en las propias 
políticas del mercado de trabajo, cuya alteración 
no suele darse de manera aislada, sino que forma 
parte de conjuntos más amplios de cambios que 
afectan simultáneamente a distintos programas, 
como cuando los Gobiernos llevan a cabo una 
reforma laboral más o menos integral. Analizar el 
efecto de las reformas del mercado laboral es una 
tarea a veces desalentadora, dada la dificultad para 
encontrar o diseñar un grupo de control evidente o 
un contrafactual adecuado, sobre todo cuando se 
trata de medidas nuevas o cambios en los progra-
mas existentes que son uno más de muchos otros 
que forman parte de una reforma del mercado 
trabajo (como la que se produjo en 2012). En este 
sentido, la interacción de una medida con otras 
implementadas al mismo tiempo dificulta la tarea a 
la hora de determinar si una medida ha contribuido 
a aumentar efectivamente la estabilidad en el em-
pleo, la prevalencia de los contratos indefinidos o la 
probabilidad de encontrar un empleo, por ejemplo.

A pesar de ello, se ha ido creando un cuerpo 
(todavía bastante limitado) de estudios que han tra-
tado de analizar el impacto de las políticas públicas 
en el mercado de trabajo aprovechando alteracio-
nes en la normativa laboral y que han empleado 
alguna de las técnicas de evaluación de impacto 
existentes. En esta sección, se presenta con cierto 
detalle algunos de estos estudios, organizados 
según el diseño que llevan a cabo, haciendo hinca-
pié en el tipo de medida que tratan de evaluar y los 
resultados que obtienen.

1.	Diferencias en diferencias

El método de evaluación de impacto más utili-
zado es el de diferencias en diferencias. Dentro de 
las políticas activas, quizá el área en el que más se 
ha empleado es el del análisis de los efectos de los 
incentivos a la contratación y el emprendimiento. Es 

condiciones– a la actividad laboral. Solo median-
te una evaluación de impacto será posible saber 
si estos programas realmente producen algún 
efecto neto en los beneficiarios y conocer si los 
cambios observados en ellos pueden asociarse a 
los efectos del programa (es decir, existe causa-
lidad). Además, al responder a esta pregunta, se 
podrá comprobar si se han producido cambios 
estructurales como consecuencia de la actua-
ción pública o si se han generado resultados no 
deseados. 

Una descripción detallada de las técnicas cuan-
titativas de evaluación de impacto posibles puede 
encontrarse en otro artículo de este monográfico, 
así como en los múltiples manuales y referencias 
que existen en la literatura (véase, por ejemplo, 
Gertler et al., 2017; Pérez y Moral-Arce, 2015 y 
Khander, Koolwal y Samad, 2010, entre otros). 
El objetivo de este artículo no es revisar cada una 
de ellas, sino más bien pasar revista a cómo se 
han aplicado en el pasado para llevar a cabo una 
correcta evaluación del impacto de algunas polí-
ticas públicas vinculadas al mercado de trabajo. 
En concreto, el propósito del artículo es doble. 
Por un lado, mostrar cómo se han utilizado los 
métodos de evaluación de impacto en los análi-
sis del mercado de trabajo con algunos trabajos 
que emplean alguno de los métodos para estimar 
el impacto de determinados programas en los 
resultados del mercado de trabajo español. Por 
otro lado, presentar una aplicación que analiza el 
impacto de un cambio legislativo en el SPD y sus 
efectos sobre las salidas desde el desempleo de 
los trabajadores mayores. Este cambio legislativo 
se produjo en España en julio de 2012, cuando se 
elevó de 52 a 55 la edad para tener derecho a una 
prestación asistencial (o subsidio por desempleo) 
ilimitada. Para ello se utilizan los microdatos de los 
perceptores de prestaciones por desempleo pues-
tos a disposición por el Servicio Público de Empleo 
Estatal (SEPE).

El esquema del artículo es el siguiente. En la 
segunda sección, se ofrecen algunas aplicacio- 
nes de la literatura empírica centradas en el 
mercado de trabajo español que han empleado 
las técnicas de evaluación de impacto para cuan-
tificar el efecto producido por algunas políticas 
laborales. En la sección tercera, se lleva a cabo 
una evaluación de impacto de una modificación 
normativa que afectó a una política pasiva del 
mercado de trabajo español. Finalmente, la últi-
ma sección contiene las conclusiones.
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permanente para los hombres jóvenes (23 por 100) 
y las mujeres jóvenes (26 por 100), y los trabajadores 
de más edad y las mujeres de mediana edad (60 por 
100), después del programa de 1997; y b) los efectos 
positivos en las tasas de transición trimestrales del 
desempleo y el empleo temporal al empleo perma-
nente mejoraron para los trabajadores más jóvenes 
(35 por 100) y los trabajadores de mediana edad (71 
por 100), después del PNE de 1999.

En el caso de los incentivos al emprendimiento, 
Cueto, Mayor y Suárez (2017) utilizan la técnica 
de DD para estudiar el impacto de la implantación 
de la «tarifa plana» para trabajadores autónomos 
jóvenes en el año 2013. El grupo objetivo estaba 
formado por varones de hasta 30 años y mujeres de 
hasta 35 años. Los incentivos consistieron en una 
reducción de la cotización mínima a la Seguridad 
Social para aquellos trabajadores que comenzaran 
un empleo por cuenta propia a partir de marzo de 
2013. Los trabajadores por cuenta propia estable-
cidos no tenían derecho a la subvención: la medida 
de política solo estaba disponible para las empre- 
sas de nueva creación. La reducción de las coti-
zaciones dependía de si la persona había tenido 
experiencia en el trabajo por cuenta propia durante 
los cinco años anteriores y de la duración del epi-
sodio de autoempleo. Si los solicitantes no habían 
trabajado por cuenta propia durante los cinco años 
anteriores, la reducción era del 80 por 100 para los 
primeros seis meses, del 50 por 100 para los seis 
meses siguientes y del 30 por 100 para los próximos 
18 meses, sin distinción entre hombres y mujeres. Si 
los solicitantes habían trabajado por cuenta propia 
durante los cinco años anteriores, la reducción era 
del 30 por 100 durante 30 meses. El umbral de 
edad en ambos casos se estableció en 30 años para 
los hombres y en 35 años para las mujeres. 

Los autores utilizan la edición de 2013 de la 
MCVL para seleccionar a las personas que entraron 
en el empleo por cuenta propia durante ese año e 
identifican a los participantes en el programa en 
función del cumplimiento individual de los requisi-
tos. Luego utilizan la edición 2014 de la MCVL para 
seguir la muestra y obtener información actualizada 
sobre el período de trabajo por cuenta propia. Esto 
les permite estudiar la supervivencia en el trabajo 
por cuenta propia tanto de participantes como de 
no participantes. Sus resultados indican que las en-
tradas en el trabajo por cuenta propia aumentaron 
durante los primeros meses después de la puesta 
en marcha de la medida de política (alrededor del 
30 por 100 en los primeros cinco meses). Sin em-

el caso de los estudios que analizan el impacto que 
han tenido distintos programas de «bonificaciones 
de las cotizaciones empresariales a la Seguridad 
Social a la contratación de trabajadores». Algunos 
trabajos, centrados en el programa de incentivos a 
la contratación iniciado en 1997, son los de Kugler, 
Jimeno y Hernanz (2003) y García-Pérez y Rebollo 
(2009). Quizá el estudio más amplio es el de Méndez  
(2013), ya que analiza no solo los programas de in-
centivos a la contratación de 1994 y de 1997, sino 
también el incluido en el Plan Nacional de Empleo 
(PNE) para 1999 (que era una continuación del plan 
de 1997). Más recientemente, AIReF (2020) ha lle-
vado a cabo una evaluación completa del sistema 
de incentivos a la contratación y el emprendimiento 
vigente en España entre 2012 y 2018, examinando 
por separado los incentivos a la contratación inde-
finida (distinguiendo entre los jóvenes, las mujeres 
y los trabajadores mayores), los incentivos a la 
conversión de contratos temporales en indefinidos, 
los incentivos al trabajo autónomo y los incentivos 
a la contratación de personas con discapacidad. La 
metodología que emplea en todos los casos es la 
de diferencias en diferencias, utilizando los datos de 
la Muestra continua de vidas laborales (MCVL)  (1).

En particular, Méndez (2013) adapta los esti-
madores que se utilizan comúnmente en la eva-
luación de tratamientos específicos (es decir, los 
que se aplican a ciertos grupos de empleadores 
y/o trabajadores) a la evaluación de tratamientos 
no específicos (es decir, los que se aplican a todos 
los empleadores y trabajadores). En particular, pre-
senta un procedimiento de estimación que utiliza 
períodos de tiempo de pretratamiento T −1 para 
predecir el resultado que se habría observado en 
el período posterior al tratamiento en ausencia del 
tratamiento, siendo los estimadores antes-después, 
de dobles diferencias (DD) y de triples diferencias 
casos particulares del estimador general de T perío-
dos. El efecto de interés se identifica utilizando el 
estimador más simple cuya condición de identifica-
ción no se rechaza en el período de pretratamiento.

Este autor utiliza la Encuesta de población activa 
(EPA) para el período 1987-2000 y encuentra que 
los empleadores reaccionaron al PNE aumentando 
tanto las contrataciones permanentes iniciales como 
las conversiones de contratos de trabajadores jóve-
nes y de mediana edad durante el primer semestre 
de 1999. Los resultados para los trabajadores de 
más edad fueron nulos. En particular, sus resul-
tados apuntan a: a) efectos positivos en las tasas 
trimestrales de transición del desempleo al empleo 
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(p. p.) después de que se suprimieran los subsidios. 
Además, aunque este aumento se produjo para 
todos los niveles de edad (1,4 p. p. para los trabaja-
dores de 60 a 63 años), fue mayor y estadísticamen-
te significativo para los trabajadores de 64 años (un 
aumento de 2,8 p. p.). Los autores realizan análisis 
adicionales por antigüedad y nivel de cualificación, 
encontrando que los efectos positivos se concen-
tran en los trabajadores con menor antigüedad (5-9 
años) y en los puestos de trabajo con menores re-
quisitos de cualificaciones (aunque en este caso las 
diferencias no son estadísticamente significativas).

Estos resultados apoyan el argumento de que 
los incentivos al mantenimiento del empleo para 
los trabajadores de edad madura se asociaron po-
sitivamente con una mayor retención del empleo 
mientras el subsidio estaba en vigor. Cuando se 
eliminaron los incentivos, los trabajadores que an-
teriormente habían tenido derecho a una reducción 
de sus cotizaciones a la Seguridad Social vieron cre-
cer la probabilidad de perder su empleo. Además, el 
subsidio de mantenimiento del empleo habría con-
tribuido a generar más estabilidad laboral y menos 
transiciones hacia la desocupación para aquellos 
trabajadores con mayor riesgo de ser excluidos per-
manentemente del mercado laboral.

Finalmente, el método de DD también se ha 
empleado para tratar de evaluar otras medidas 
relacionadas con el mercado de trabajo, como el 
impacto de las subidas del salario mínimo interpro-
fesional (SMI). Es el caso de Galán y Puente (2015), 
que se centran en los incrementos llevados a cabo 
durante la primera década de los años 2000. La 
metodología que utilizan es la que se ha empleado 
en otros estudios llevados a cabo por el Banco de 
España para analizar los aumentos del SMI que se 
han producido posteriormente: el del 2017, un 8 
por 100 en términos nominales (Banco de España, 
2017) y el de 2019, un 22,3 por 100 en términos 
nominales (Lacuesta, Izquierdo y Puente, 2019). 
Galán y Puente (2015) examinan los efectos de 
las subidas que se hicieron efectivas entre 2004 y 
2010, generando un incremento acumulado de un 
37,5 por 100 en términos nominales (18,7 por 100 
en términos reales). Estos aumentos implicaron un 
crecimiento sostenido del SMI real por primera vez 
desde finales de la década de 1970, dando lugar a 
que en 2008 hubiese recuperado el poder adquisi-
tivo que tenía en 1980. 

Los autores analizan el período 2000-2010, 
que incluye un subperíodo sin aumentos del SMI 

bargo, utilizando la salida del trabajo por cuenta 
propia como variable dependiente y un modelo de 
duración basado en el estimador de diferencias en 
diferencias, el resultado es que la medida no tuvo 
un efecto significativo en términos de tasas de 
supervivencia de los nuevos autoempleados. Esto 
significa que la medida política no pudo ayudar a 
los trabajadores jóvenes a superar las desventajas 
potenciales a las que se enfrentan al iniciar una em-
presa. Tampoco encontraron efectos significativos 
cuando se realizaron análisis para examinar si existe 
algún efecto específico por género y experiencia 
previa de autoempleo. Parece que esta medida de 
política tuvo un elevado efecto de peso muerto.

El método de diferencias en diferencias también 
se ha utilizado para examinar programas que pue-
den considerarse políticas pasivas, en el sentido de 
que tratan de evitar la salida del empleo de los traba-
jadores y mantenerlos en la ocupación. Este sería el 
caso del «subsidio para el mantenimiento del empleo 
de los trabajadores mayores», que estuvo en vigor en 
el período 2006-2012 y dirigida a los trabajadores 
de 60 a 64 años, ya contratados con un contrato 
indefinido y con al menos cinco años de antigüedad 
dentro de una empresa. Esta medida no tenía por 
objeto aumentar la contratación, sino mantener en 
el empleo a un grupo definido de trabajadores (en 
riesgo de desempleo y/o de abandonar la población 
activa). Font, Izquierdo y Puente (2021) evaluaron el 
efecto que este subsidio pudo tener sobre la proba-
bilidad de que los trabajadores de edad avanzada 
permanecieran en la misma empresa a partir de los 
datos de la MCVL. Los autores estiman la probabili-
dad de perder sus empleos entre agosto y finales de 
año para los trabajadores mayores que mantuvieron 
su empleo hasta julio de 2012. Consideran que la 
eliminación de las subvenciones al mantenimiento 
del empleo en julio de 2012 es el tratamiento, y los 
trabajadores de 60 años o más sujetos a un contrato 
indefinido y con al menos cinco años de antigüedad 
dentro de la empresa como el grupo tratado. Para 
inferir el resultado contrafactual, explotan la conti-
nuación de los subsidios para el mantenimiento del 
empleo de los trabajadores de 59 años hasta diciem-
bre de 2012; de ahí que su grupo de control consista 
en aquellos trabajadores de 59 años con contrato 
indefinido y con al menos cinco años de antigüedad 
en la empresa.

Sus resultados indican que la diferencia en la 
probabilidad de separación de la empresa en el 
grupo tratado (60 a 64 años) frente al grupo de 
control (59 años) aumentó 1,8 puntos porcentuales 
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nuevas normas sobre la duración de los CFA, au-
mentando la duración mínima a un año; y elevó el 
límite de edad para acceder a dichos contratos de 
25 a 29 años (esto fue motivado por el fuerte au-
mento observado en el número de jóvenes «ninis» 
con bajo nivel educativo y de edad superior a 25 
años). Este hecho ofrece un escenario único para 
evaluar el impacto de los CFA en la integración de 
los jóvenes en el mercado laboral español ya que, 
antes de la implantación de esta medida, este co-
lectivo de jóvenes de entre 25 y 29 años podía no 
acceder a un dicho tipo de contrato.

Aprovechando este escenario para evaluar la efec-
tividad de los CFA, los autores crean un grupo de tra-
tamiento y otro de control. El primero está formado 
por el conjunto de contratos de formación y aprendi-
zaje a tiempo completo firmados en 2011, mientras 
que el segundo incluye los contratos temporales por 
obra o servicio y eventuales por circunstancias de la 
producción. Del grupo de control se excluyen a las 
personas que han tenido contratos de formación 
en el pasado. Además, como la entrada en vigor de 
la reforma fue el 31 de agosto de 2011, la muestra 
se divide en dos: un grupo prerreforma (que incluye 
todos los contratos firmados antes de la introducción 
de la reforma –de enero a agosto de 2011–) y un 
grupo posrreforma (que incluye todos los contratos 
firmados después de la introducción de la reforma 
(de septiembre a diciembre de 2011). La muestra 
se limita a los jóvenes de entre 16 y 25 años, ya que 
este fue el límite de edad aplicable durante el primer 
semestre de 2011. En cuanto al grupo de control, 
solo se seleccionan aquellos contratos temporales 
que tuvieron una duración superior a seis meses  
para que ambos grupos sean lo más homogéneos 
posible. Dado que se eliminan los contratos tempo-
rales de muy corta duración, el estudio analiza si el 
contrato de formación, con sus propias peculiarida-
des, contribuye a una mejor inserción laboral que un 
contrato temporal de la misma duración.

Los autores utilizan varias variables relacionadas 
con los resultados laborales: si la persona trabajó en 
algún momento una vez finalizado el contrato; si 
obtuvo acceso a un contrato permanente; el tiempo 
trabajado como porcentaje del tiempo de trabajo 
potencial al final del contrato; y los salarios mensua-
les promedio en los años siguientes después de la 
contratación. Con casi todas las variables de resulta-
do analizadas, se obtienen efectos significativamen-
te negativos. Ser contratado bajo un CFA con una 
duración mínima de seis meses para un joven entre 
16 y 25 años es menos efectivo que ser contratado 

real (2000-2004) y otro con aumentos del SMI real 
(2005-2009), utilizando el primero como control 
para el efecto de los salarios bajos sobre la proba-
bilidad de empleo. La estrategia de identificación 
consiste en comparar trabajadores con un salario 
real por debajo del próximo mínimo durante el 
segundo período con trabajadores de similares ca-
racterísticas que tienen un salario real por encima 
(pero cerca) del mínimo, que por tanto no se ven 
afectados por el aumento, y también con trabaja-
dores con similares características y mismo salario 
durante el primer período. Utilizando datos admi-
nistrativos procedentes de la MCVL y definiendo 
la variable dependiente como la probabilidad de 
perder un empleo doce meses después, el resulta-
do que obtienen es que las subidas del SMI fueron 
negativas para el empleo: un aumento en el SMI 
induce un impacto significativamente positivo en 
las tasas de salida del empleo para los trabajadores 
jóvenes (de 16 a 24 años) y mayores (de 46 a 64 
años). Estas transiciones fuera del empleo corres-
ponden a un aumento de la probabilidad de quedar 
desempleado para ambos grupos y también a un 
impacto positivo en la probabilidad de convertirse 
en autónomo para los trabajadores de más edad.

2.	Emparejamiento

Otros estudios que examinan las políticas labora-
les han empleado el método de emparejamiento. Es 
el caso de Jansen y Troncoso (2018) y Cueto y López 
(2019), que se centran en un cambio producido 
en el «contrato de formación y aprendizaje» (CFA). 
Este tipo de contrato está dirigido a jóvenes de 
entre 16 y 24 años con solo educación primaria o 
secundaria. Su objetivo es contribuir a incrementar 
la cualificación profesional de estos trabajadores 
alternando la formación con la actividad laboral en 
una empresa, y mejorar su integración en el mer-
cado laboral. Esta medida de política se considera 
un instrumento para luchar contra el desempleo 
juvenil y la segmentación del mercado laboral y se 
ha utilizado desde la década de 1990, sufriendo 
varias reformas desde el comienzo de la crisis finan-
ciera en 2008, con modificaciones llevadas a cabo 
por distintos Gobiernos en el período 2010-2012, 
introduciendo cambios que pretendían hacerlo más 
atractivo para los empresarios.

Cueto y López (2019) centran su análisis de 
evaluación en la reforma de 2011 utilizando datos 
procedentes de la MCVL referidos al período 2011-
2015. Entre otros cambios, la reforma estableció 
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meses. Sin embargo, para aquellos que están ocupa-
dos posteriormente, las características del empleo de 
los tratados son algo mejores que las de los contro-
les (mayor probabilidad de estar ocupado a tiempo 
completo y menor probabilidad de que los contratos 
sean de corta duración y/o de baja cualificación).

3.	Regresión en discontinuidad

En cuanto al método de regresión en discon-
tinuidad, los estudios son más escasos. Un caso 
interesante lo constituye el estudio de Gamberoni, 
Gradeva y Weber (2016) que analiza el impacto del 
«contrato de apoyo a emprendedores» utilizando 
datos individuales de empresa (provenientes de 
«Amadeus», una base de datos comercial en el ám-
bito internacional que se basa en la información de 
los balances de las empresas). Este tipo de contrato 
indefinido se introdujo en febrero de 2012, para 
trabajadores jóvenes y previamente desempleados 
contratados por empresas pequeñas, con el objeti-
vo de luchar contra el desempleo y la rotación exce-
siva. Este contrato estaba dirigido a los trabajadores 
desempleados desfavorecidos (jóvenes de 16 a 30 
años y trabajadores mayores de 45 años registrados 
en el SEPE) y a las empresas pequeñas (empresas 
que tenían menos de 50 empleados antes de hacer 
uso del contrato). Se podía utilizar tanto para el 
empleo a tiempo completo como para el empleo 
a tiempo parcial, implicaba un período de prueba 
ampliado de doce meses (con la posibilidad de ter-
minar el contrato a voluntad durante ese tiempo) e 
incorporaba varios incentivos financieros (aplicables 
hasta que la tasa global de desempleo fuese inferior 
al 15 por 100). Los incentivos incluían importan-
tes desgravaciones fiscales y reducciones en las 
cotizaciones patronales a la Seguridad Social, que 
variaban según la edad y el período de desempleo 
anterior del trabajador contratado, incluida una 
deducción fiscal del 50 por 100 de las prestaciones 
por desempleo que recibiría el trabajador desem-
pleado en el momento de su contratación con el 
nuevo contrato permanente. Los incentivos estaban 
condicionados a mantener al trabajador al menos 
tres años dentro de la empresa.

Como la subvención solamente se concedió a 
empresas que tenían menos de 50 empleados, el lí-
mite de tamaño arbitrario proporciona un candidato 
natural para analizar las respuestas de las empresas 
comparando las empresas tratadas con las empre-
sas de control, con características similares, en el 
entorno del umbral de 50 empleados. Gamberoni, 
Gradeva y Weber (2016) encuentran pequeños efec-

bajo un contrato temporal similar, tanto en términos 
de probabilidad de ser contratado para otro traba-
jo (casi un 30 por 100 menos), del porcentaje de 
tiempo trabajado (aproximadamente un 30 por 100 
menos) y de la remuneración al final del contrato 
(alrededor de 400 euros mensuales menos después 
de un año; alrededor de 200 euros mensuales menos 
después de tres años). Por lo que se refiere al acceso 
a un contrato indefinido, el efecto del tratamiento 
no es significativo, por lo que indica que el CFA no 
muestra ni ventajas ni desventajas con respecto a 
un contrato temporal (este efecto es ligeramente 
positivo solo cuando se consideran contratos más 
largos –un año o más–). Por tanto, se puede decir 
que los CFA no parecen conducir a mejores resulta-
dos en el mercado laboral de los jóvenes. El único 
aspecto positivo es que los CFA tienen una duración 
más larga (3-4 meses más) que los temporales. Esto 
puede estar relacionado con el hecho de que la nor-
mativa legal impide que este tipo de contratos se  
encadenen en el tiempo (aunque esta protección  
se redujo con la reforma de 2012). Jansen y Troncoso  
(2018) también analizan la reforma aprobada en 
2011 con una metodología similar y llegan a unos 
resultados parecidos: el aumento temporal del límite 
de edad para acceder a un CFA no produjo una me-
jora significativa en la tasa de empleo de las personas 
afectadas por la medida.

Un trabajo reciente que también utiliza el método 
de emparejamiento es el de Rebollo y García-Pérez 
(2021). En su caso, los autores realizan un ejercicio 
de evaluación de impacto de un tipo de programa 
que se dirige a parados de difícil inserción laboral 
(las iniciativas locales de empleo) y, en particular, 
dos medidas desarrolladas en Andalucía en 2016-
2018 («Emple@Joven», dirigido a parados menores 
de 30 años, y «Emple@30+», dirigido a parados 
mayores de 30 años). Utilizan datos procedentes de 
los ficheros de demandantes de empleo del Servicio  
Andaluz de Empleo (SAE) para delimitar los grupos 
de tratamiento y de control de cada medida, así 
como información sobre la situación laboral de be-
neficiarios y no beneficiarios seis meses después de 
haber finalizado el contrato asociado a los progra-
mas y, en caso de estar ocupados, sobre las caracte-
rísticas del empleo. Los resultados del estudio apun-
tan a que el programa «Emple@Joven» no aumenta 
los niveles de empleabilidad para los beneficiarios 
del programa en comparación con no beneficiarios 
similares, mientras que el programa «Emple@30+» 
solo favorece la empleabilidad de los parados sin 
experiencia laboral o aquellos que han estado fuera 
del mercado de trabajo durante más de veinticuatro 
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Los programas de jubilación anticipada a menu-
do presentaban períodos prolongados de la dura-
ción máxima de las prestaciones contributivas por 
encima de ciertos límites de edad (Schmieder, Von 
Watcher y Bender, 2016) o criterios de elegibilidad 
para recibir las prestaciones por discapacidad rela-
jados para los trabajadores mayores (Chen y Van 
der Klaauw, 2008). El sistema español de jubilación 
anticipada basado en las prestaciones por desem-
pleo era similar al de otros países europeos (Belloni, 
Monticone y Trucchi, 2006). En España, existía el 
denominado «subsidio para personas mayores de 
52 años», mediante el cual las personas desem-
pleadas que cumplían 52 años después de agotar 
su prestación contributiva (PC), habiendo cotizado 
durante al menos seis años durante su vida laboral y 
cumpliendo todas las condiciones (excepto la edad) 
para recibir una pensión de la Seguridad Social, po-
dían cobrar una prestación asistencial (PA) hasta el 
momento en que fuesen elegibles para una pensión 
de jubilación normal. Estos términos cambiaron en 
2012, cuando la edad para ser elegible para este 
subsidio se elevó de 52 a 55 (entonces, el subsidio 
tomó el nombre de «subsidio para personas mayo-
res de 55 años»). Esta reforma redujo el período de 
derecho ilimitado para el grupo de personas de 52 
a 54 años, proporcionando un escenario ideal para 
una evaluación cuasiexperimental de la influencia 
de la duración potencial de una prestación en la du-
ración efectiva del desempleo. Aprovechando esta 
reforma, y utilizando dos dimensiones disponibles 
para la identificación (la elegibilidad –edad– y el 
tiempo –antes y después del cambio normativo–), 
podemos identificar los efectos de las PA sobre la 
duración del desempleo (2).

1.	El contexto: el sistema de prestaciones  
y la reforma de 2012

El SPD español dispone de dos tipos de presta-
ciones: PC y PA. Las PC se pagan a los empleados 
(excluidos los funcionarios públicos, los trabajado-
res contratados por hogares y aquellos sin experien-
cia laboral previa) que perdieron su trabajo o cuyo 
contrato temporal terminó, que pueden y quieren 
trabajar y que han cotizado un tiempo mínimo en 
el empleo (al menos doce meses durante el período 
de referencia de los seis años anteriores). Las PC 
se pueden recibir por un mínimo de cuatro meses 
y un máximo de veinticuatro meses, dependiendo 
del tiempo trabajado (una persona tiene derecho 
al máximo si ha trabajado durante todo el período 
de referencia). La cantidad de PC pagada es igual a 

tos positivos de la medida de política a corto plazo: 
el crecimiento del empleo de las empresas elegibles 
es aproximadamente un 2 por 100 más alto que 
el crecimiento del empleo de las empresas que no 
podrían beneficiarse de la subvención. Sin embargo, 
las pruebas complementarias (basadas en regresio-
nes de diferencias en discontinuidades y excluyendo 
a las empresas que potencialmente se clasificaban 
deliberadamente por debajo del umbral) hacen que 
los efectos estimados disminuyan, de modo que la 
diferencia entre el crecimiento del empleo de las 
empresas elegibles y las empresas de control ya no es 
estadísticamente significativa. Aplicando los criterios 
de umbral a los cuatro años anteriores a la reforma, 
los autores encuentran la presencia de posibles fac-
tores de «selección» en el año anterior a la reforma 
(2011). Tener en cuenta este aspecto con el uso del 
enfoque de diferencias en discontinuidades y otras 
pruebas de robustez implica que la subvención no 
tuvo un efecto significativo en el crecimiento del 
empleo. Por tanto, el crecimiento diferencial de las 
empresas en torno al umbral de los 50 empleados 
parece derivarse más bien del menor crecimiento 
después de 2011 de las empresas de más de 50 em-
pleados que desean eludir los requisitos contables 
más estrictos como resultado de las nuevas regula-
ciones que imponían requisitos de información más 
estrictos a las empresas más grandes aprobadas en 
el contexto de la reforma de 2010.

III.	 UNA APLICACIÓN: EVALUACIÓN DE UNA 
POLÍTICA LABORAL EN ESPAÑA

Debido al elevado y persistente desempleo du-
rante la década de 1980, muchos países europeos 
idearon medidas para reducir la oferta efectiva 
de mano de obra, extendiendo los períodos de 
derecho de las prestaciones por desempleo para 
los trabajadores mayores y/o adaptando planes de 
jubilación anticipada para ellos, de modo que las 
prestaciones y subsidios por desempleo proporcio-
naron un camino para su retirada anticipada del 
mercado laboral (Duval, 2003). Estos programas 
generaban fuertes incentivos para que los trabaja-
dores mayores despedidos antes de tener derecho 
a una pensión completa recibieran prestaciones por 
desempleo y utilizaran el sistema de prestaciones 
como vía hacia la jubilación. Al mismo tiempo, 
desde el punto de vista de las empresas, despedir 
primero a los trabajadores mayores podía parecer 
más aceptable socialmente que colocar la carga de 
la pérdida del empleo en otros empleados. 
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PC para tener la opción de cobrar el «subsidio para 
personas mayores de 55» hasta el ingreso posterior 
al régimen de pensiones. La reforma se aplicó con 
derechos adquiridos, de modo que todos los benefi-
ciarios que estaban percibiendo un «subsidio de 52 
años» seguirían recibiéndolo incluso si el requisito de 
edad ya no se cumpliera después de que se aprobara 
la reforma. Este cambio se adoptó en el contexto de 
una reforma del mercado laboral más general. Como 
no hay razón para creer que el umbral de edad se 
elevó en respuesta a un cambio en las condiciones 
relativas del mercado laboral para los trabajadores 
mayores, nuestro análisis no debería estar sujeto a 
sesgos de política endógenos.

2.	 Identificación

La reforma de 2012 redujo efectivamente el pe-
ríodo de derecho a prestaciones entre el grupo de 
52 a 54 años, proporcionando un entorno cuasiex-
perimental para estudiar la relación entre la duración 
de las PA y las transiciones para salir del desempleo. 
A partir de los datos del SEPE, extraeremos dos 
muestras: una muestra «antes de la reforma» y una 
muestra «después de la reforma». En nuestro primer 
escenario, los trabajadores de 49 a 51 años que per-
cibieron una PA porque agotaron sus PC en 2011 y 
2013, respectivamente, serán etiquetados como gru-
pos de control antes y después de la reforma. Ningu-
no de los dos fue elegible para recibir el «subsidio de 
52/55 años». Los trabajadores de 52 a 54 años que 
percibieron la PA en 2011 son considerados el grupo 
de tratamiento antes de la reforma, puesto que su 
comportamiento se vio potencialmente afectado por 
su elegibilidad para el «subsidio de 52/55 años». El 
grupo de tratamiento posterior a la reforma estaría 
compuesto por trabajadores de 52 a 54 años que 
percibieron una PA después del agotamiento de la 
PC en 2013, ya que ya no serían elegibles para per-
cibir el «subsidio de 52/55 años» en esas edades. En 
nuestro segundo escenario, los trabajadores de 55 
a 57 años que percibieron una PA debido al agota-
miento de las PC en 2011 y 2013, respectivamente, 
se consideran los grupos de control antes y después 
de la reforma. En este caso, ambos fueron elegibles 
para el «subsidio de 52/55 años».

Para estimar el efecto de las prestaciones por 
desempleo en los resultados de los trabajadores, 
adoptaremos un método de DD para comparar las 
transiciones desde el desempleo antes y después de 
la reforma para los grupos afectados (tratados) y no 
afectados (control) por la reforma. Que el estimador 
DD identifique correctamente el efecto causal de la 

una fracción del salario bruto de los seis meses an-
teriores al desempleo y disminuye con la duración 
del período: la tasa de reemplazo bruta es del 70 
por 100 durante los meses 1 a 6 de la recepción de 
PC y del 60 por 100 a partir de entonces.

Los trabajadores que no son elegibles para una 
PC (porque no han acumulado el período mínimo 
de contribución) pueden acceder a una PA. Aquellos 
que han agotado la PC también pueden solicitar una 
PA. La percepción de una PA requiere ciertas con-
diciones de elegibilidad: estar registrado durante al 
menos un mes en alguna oficina pública de empleo; 
no haber rechazado ninguna oferta de empleo ade-
cuada o participación en un programa de formación 
o cualificación profesional dirigido por el SEPE; y 
tener ingresos inferiores al 75 por 100 del salario 
mínimo. La cuantía de la PA es fija, el 80 por 100 
del indicador público de renta de efectos múltiples 
(IPREM), es decir, 452 euros en 2021. La duración 
del período de derecho de las PA es de al menos seis 
meses y varía según el número de familiares a cargo y 
la edad del beneficiario (el máximo es de 36 meses). 

Las personas mayores que pierden el empleo no 
están, en principio, sujetas a PC más generosas. Sin 
embargo, existe una excepción en el sistema de PA 
anterior. Los desempleados que cumplieron 52 años 
durante su período de derecho potencial y cotizaron 
a la Seguridad Social por el riesgo de desempleo 
durante al menos seis años durante su vida laboral y 
cumpliendo todas las condiciones (excepto la edad) 
para recibir una pensión de la Seguridad Social, 
podían reclamar el «subsidio para mayores de 52 
años» que forma parte de las PA. Las condiciones 
que debían cumplir para recibir este tipo de subsidio 
eran las mismas que las generales de las PA («Otros 
tipos de PA»). Recibir el «subsidio para mayores de 
52 años» permitía a esos trabajadores percibir pres-
taciones por desempleo hasta el momento en que 
eran elegibles para una pensión de jubilación nor-
mal, siendo un subsidio con un período de derecho 
de la PA ilimitado. Ambas características estaban au-
sentes en el resto de las PA. Así, las PC y PA regulares 
seguidas de este subsidio especial para trabajadores 
mayores potencialmente les permitían retirarse del 
mercado laboral a una edad muy temprana.

Esta situación cambió en julio de 2012 cuando 
en la reforma del mercado laboral aprobada por el 
nuevo Gobierno español, la edad para acceder a este 
subsidio especial se elevó de 52 a 55 años. Por tanto, 
a partir de julio de 2012 una persona desempleada 
debe de tener al menos 55 años cuando agota una 
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nalidad y municipio y provincia de residencia) y los 
atributos del último empleo (ocupación y sector), 
así como la causa de salida del empleo (despido in-
dividual, fi n de contrato temporal, etc.). La base de 
datos también contiene información sobre el tipo 
de prestaciones por desempleo, la cuantía y los pe-
ríodos de derecho de las prestaciones en el momento 
de la entrada y la duración efectiva del desempleo.

Para el análisis utilizaremos todos los trabajado-
res de 49 a 57 años que comenzaron a recibir PA 
en 2011 (período previo a la reforma) y en 2013 
(posterior a la reforma). Podemos seguirles hasta 
septiembre de 2017 (último mes disponible). Para 
cada trabajador de la muestra, observamos la dura-
ción del período de desempleo (en días), su tipo de 
salida y un conjunto de variables de control. Hace-
mos una distinción entre salidas desde PA hacia el 
empleo y «Otras PA». Todos los períodos de desem-
pleo que continúan más allá de los tres años desde 
el momento en que ingresaron al desempleo se 
tratarán como períodos censurados artifi cialmente 
en los modelos estimados para evaluar el impacto 
de la reforma, porque los benefi ciarios del «subsi-
dio de 52/55 años» pueden recibir este tipo de pres-
taciones hasta la jubilación.

La credibilidad de nuestra identifi cación depen-
de de la similitud entre los grupos de tratamiento 
y control. El cuadro n.º 1 proporciona estadísticos 
descriptivos para los grupos de edad de tratamiento 
y control antes y después del cambio de política, 

duración extendida del subsidio sobre el tránsito 
desde el desempleo depende de si el cambio de 
política fue exógeno. Hay dos razones por las que 
la endogeneidad de esta política es probablemente 
de menor importancia en nuestro contexto. Por 
un lado, la presión política para tratar a los traba-
jadores en riesgo de despido permanente y a los 
trabajadores desempleados que aún están en su 
mejor momento (menores de 55 años) con menos 
generosidad que antes fue una de las razones para 
cambiar las reglas del acceso a las prestaciones por 
desempleo. En la medida en que tales preocupa-
ciones de equidad fueron la razón del cambio de 
política, la reducción en los períodos de derecho 
potenciales de las prestaciones (a través de la elimi-
nación de la extensión de las PA para las personas 
de 52 a 54 años) puede considerarse exógena con 
respecto a los resultados del mercado laboral de las 
personas elegibles en nuestra muestra.

Por otro lado, la segunda razón es que la econo-
mía española estaba en recesión económica antes 
del cambio de política (en los años 2010 y 2011). 
Después del cambio de política (en los años 2013 
y 2014), la economía española estaba iniciando 
una rápida recuperación. La endogeneidad de la 
política no es un problema en este caso porque 
todos los grupos de edad considerados en nuestro 
análisis estaban sufriendo los efectos de la recesión 
de una manera similar antes del cambio de polí-
tica y benefi ciándose de la recuperación después. 
Esta característica está relacionada con el supuesto 
de «tendencia común» en el que se basa la estra-
tegia DD. En nuestro análisis utilizamos el grupo 
49-51 (alternativamente, el grupo 55-57) como 
grupo de control para examinar los cambios en las 
entradas en el desempleo en ausencia de la reduc-
ción de la duración de los derechos. El gráfico 1 
ofrece la información sobre las tendencias en las 
entradas de PA durante el período 2010-2014 y 
proporciona evidencia de que las entradas de los 
grupos de edad 49-51 y 52-54 (y también de 55-57) 
se movieron de manera similar en 2010-2011 y no 
mostraron diferencias sustanciales en la tendencia 
durante el período anterior a la reforma.

3. Base de datos y descriptivos

La base de datos utilizada en este estudio procede 
de los registros administrativos del SEPE español. En 
estos registros administrativos las observaciones de 
cada individuo contienen información sociodemo-
gráfi ca de los demandantes de empleo, incluidas las 
características del trabajador (género, edad, nacio-

GRÁFICO 1
FLUJO DE ALTAS DE SUBSIDIOS POR DESEMPLEO 
PARA LOS TRES GRUPOS DE EDAD 
(49–51, 52–54 Y 55–57)
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MEDIAS DESCRIPTIVAS DE LAS ENTRADAS A UN SUBSIDIO POR DESEMPLEO: GRUPOS DE CONTROL Y TRATAMIENTO, ANTES  
Y DESPUÉS DEL CAMBIO LEGISLATIVO (PERCEPTORES DE SUBSIDIOS: GRUPOS DE EDAD 49-51, 52-54 Y 55-57)

CUADRO N.º 1

AÑO 2011 (ANTES DEL 
CAMBIO LEGISLATIVO)

AÑO 2013 (DESPUÉS DEL 
CAMBIO LEGISLATIVO)

DIFERENCIAS
DESPUÉS-ANTES

CONTROL I
49-51

TRATADO
52-54

CONTROL II
55-57

CONTROL I
49-51

TRATADO
52-54

CONTROL II
55-57

CONTROL I
49-51

TRATADO
52-54

CONTROL II
55-57

Edad 50,5 53,1 56,5 50,5 53,4 56,3 0,0 0,4 -0,2

Sexo (varones) 0,631 0,629 0,652 0,611 0,619 0,653 -0,020 -0,010 0,002

Nacionalidad (española) 0,893 0,928 0,913 0,913 0,917 0,932 0,020 -0,011 0,019

Sector

  Valores perdidos 0,010 0,021 0,019 0,010 0,009 0,024 0,000 -0,012 0,005

  Agricultura y pesca 0,047 0,045 0,043 0,050 0,045 0,044 0,003 -0,001 0,001

  Industria 0,156 0,179 0,185 0,125 0,145 0,166 -0,030 -0,035 -0,019

  Construcción 0,234 0,207 0,229 0,191 0,200 0,201 -0,042 -0,007 -0,028

  Servicios 0,554 0,547 0,524 0,624 0,601 0,565 0,070 0,054 0,041

Ocupaciones

  Directores y gerentes 0,008 0,009 0,011 0,010 0,010 0,011 0,002 0,002 0,000

  Profesionales, científicos e 
  intelectuales 0,025 0,031 0,025 0,046 0,040 0,034 0,020 0,008 0,009

  Técnicos profesionales de nivel 
  medio 0,045 0,055 0,061 0,067 0,068 0,070 0,022 0,013 0,009

  Personal de apoyo administrativo 0,072 0,091 0,091 0,102 0,098 0,098 0,030 0,007 0,007

  Trabajadores de servicios 0,128 0,134 0,125 0,181 0,179 0,168 0,053 0,045 0,043

     Agricultores y trabajadores  cualificados 0,015 0,016 0,016 0,017 0,016 0,016 0,001 0,000 0,000

  Oficiales, operadores y artesanos 0,213 0,224 0,238 0,217 0,227 0,250 0,004 0,003 0,012

  Operadores de instalaciones 
  y máquinas ensambladoras 0,082 0,101 0,090 0,097 0,099 0,099 0,014 -0,001 0,009

  Ocupaciones elementales 0,283 0,317 0,311 0,264 0,263 0,256 -0,018 -0,054 -0,055

  Militares 0,006 0,003 0,004 0,000 0,000 0,000 -0,006 -0,003 -0,004

  Valores perdidos 0,121 0,020 0,029 0,000 0,000 0,000 -0,121 -0,020 -0,029

Número de hijos 0,832 0,230 0,196 0,865 0,628 0,331 0,033 0,398 0,135

Causa de entrada a PA

  Otras causas (agotamiento) 1,000 0,206 0,241 1,000 1,000 0,301 0,000 0,794 0,060

  Subsidio 52/55 años 0,000 0,794 0,759 0,000 0,000 0,699 0,000 -0,794 -0,060

Causa de salida de PA

  Otras PA 0,225 0,115 0,131 0,226 0,321 0,175 0,001 0,206 0,043

  Empleo 0,224 0,161 0,159 0,354 0,289 0,234 0,129 0,128 0,075

  Agotamiento (censura) 0,551 0,724 0,454 0,420 0,389 0,591 -0,131 -0,334 0,137

Período de derecho 478,9 3456,6 2397,3 581,4 535,6 1775,3 102,5 -2921,0 -621,9

Duración efectiva 334,3 802,9 758,1 372,0 309,9 645,9 37,7 -493,0 -112,2

Nivel PA (€/día) 14,7 14,4 14,4 13,1 13,2 13,4 -1,6 -1,2 -0,9

Salarios (€/mes) 532,5 532,5 532,5 532,5 532,5 532,5 0,0 0,0 0,0

Número de individuos 52.141 68.578 37.585 50.716 42.473 42.243

Fuente: Datos del SEPE (2010-2017).
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el estado de desempleo bajo PA sobre la probabili-
dad instantánea de encontrar un trabajo cuando el 
resto de los factores o componentes se mantienen 
constantes. Segundo, la función ji(X) representa el 
efecto de las variables explicativas en la probabili-
dad de encontrar un empleo. Y tercero, la función 
Fi(q) recoge los efectos del componente de la hete-
rogeneidad inobservada, como es la capacidad, las 
actitudes, las habilidades, etc., de los trabajadores 
sobre la probabilidad de encontrar un trabajo. Las 
tres funciones deben asegurar que la expresión 
[1] no sea negativa. Garantizamos esta propiedad 
mediante el uso de una representación exponencial 
para cada función. Para capturar el efecto de las va-
riables explicativas sobre la tasa de riesgo de encon-
trar un empleo, se utiliza la siguiente especificación:

[2]

donde Xi se puede dividir en varias partes: Zi repre-
senta un vector de variables de control exógenas; 
Ri es una variable ficticia para el cambio de política 
adoptado en 2012 (toma el valor 0 para personas 
que comenzaron un período de PA en 2011, es 
decir, antes de que tuviera lugar el cambio de po-
lítica; y el valor 1 para aquellas que comenzaron 
un período de PA en 2013, después del cambio de 
política); y Age52_54i es una variable ficticia que 
indica si el individuo pertenece al grupo de control 
(=0) o al grupo de tratamiento (=1). 

Por tanto, b2 mide el efecto del momento del 
tiempo (calendario) en las transiciones desde las PA 
al empleo que es independiente del estado de ele-
gibilidad de la observación i; b3 es la probabilidad 
media de transición de los individuos pertenecientes 
al grupo de edad de 52 a 54 años; y b4 el corres-
pondiente estimador de DD que captura el impacto 
de tener entre 52 y 54 años después del cambio de 
política, es decir, cuando se eliminó la elegibilidad 
a la extensión del subsidio para ese grupo de edad. 
Este último parámetro identifica el efecto causal 
bajo el supuesto de «tendencia común», es decir, 
que cualquier factor no observable variable en el 
tiempo tiene el mismo efecto en los trabajadores 
tratados y no tratados. La interpretación de este 
parámetro es que mide la mayor o menor probabi-
lidad de salir del desempleo en el período posterior 
al cambio de 2012, en relación con los beneficiarios 
no tratados y en relación con el período anterior al 
cambio legislativo.

así como la diferencia «después-antes» para cada 
grupo. Como puede verse, las características so-
ciodemográficas y laborales parecen estar bastante 
equilibradas entre las muestras. 

Este cuadro también ofrece información sobre 
las entradas y las salidas de los grupos de trata-
miento y de control. En cuanto a las entradas, la 
proporción de perceptores tratados que entran en 
el «subsidio de 52/55 años» después de agotar la 
PC se redujo mucho (79 por 100) en 2013 en com-
paración con 2011, lo que sugiere que la reforma 
redujo efectivamente las transiciones de PC al subsi-
dio para trabajadores mayores. Aunque este efecto 
es grande, se debe en gran parte a la aplicación de 
la ley. Al mismo tiempo, aumentó la proporción  
de entradas en otras PA (debido al agotamiento de 
la PC), lo que simplemente refleja la sustitución del 
«subsidio de 52/55 años» por «Otras PA» para las 
personas que ya no eran elegibles para el subsidio 
ilimitado hasta cumplir los 55 años.

Por lo que respecta a las salidas, una gran parte 
de los períodos de desempleo del grupo de trata-
miento antes de la reforma duraron más allá del 
período de observación, como lo indica la tasa de 
censura (72 frente a 38,9 por 100). De hecho, las 
salidas al empleo se observaron con mayor fre-
cuencia en el grupo de control más joven que en 
el grupo tratado tanto antes del cambio de política 
(22,4 frente al 16,1 por 100) como después del 
cambio de política (35,4 frente al 28,9 por 100). Al 
mismo tiempo, las tasas de transición al empleo del 
grupo de control de mayor edad fueron cercanas a 
las del grupo de tratamiento tanto antes (15,9 por 
100) como después del cambio de política (23,4 
por 100).

4.	Modelo econométrico

En nuestro caso, las tasas de salida de las PA se 
analizarán utilizando un modelo de duración de 
riesgo proporcional mixto de tipo continuo (mixed 
proportional hazard model). La representación de la 
tasa de salida del modelo es la siguiente:

[1]

donde ti es la duración actual del período de PA 
para cada individuo i. Esta ecuación muestra que la 
tasa de salida del desempleo bajo PA hacia el em-
pleo se ve afectada por tres componentes. Primero, 
la función l0i(t), denominada función de riesgo 
básico, captura el efecto del tiempo transcurrido en 
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días) y el conjunto de variables de control son el 
sexo, la nacionalidad, el número de hijos, la ocupa-
ción, el sector de actividad económica y la tasa de 
desempleo regional. La columna 1 del cuadro n.º 2  
proporciona los resultados de las estimaciones del 
modelo semiparamétrico de duración con hetero-
geneidad inobservada para la muestra total, utili-
zando los perceptores de PA de 49 a 51 años antes 
y después del cambio de política como grupo de 
control (grupo de control I).

Los parámetros de los modelos de duración 
estimados se muestran en términos de la métrica 
del modelo de riesgo proporcional (proportional 
hazard, PH) en lugar de la métrica del tiempo de 
riesgo de salida acelerado (accelerated failure time, 
AFT). Esto significa, por ejemplo, que un coeficiente 
positivo implica un aumento en la tasa de riesgo (en 
términos logarítmicos), mientras que un coeficiente 
con signo negativo implica una disminución. Hemos 
estimado los modelos sin y con heterogeneidad in-
observada (utilizando una distribución gamma). 
La prueba de razón de verosimilitud de un modelo 
con heterogeneidad inobservada frente a otro sin 
ella sugiere que la heterogeneidad inobservada no 

Para estimar el modelo de duración, se puede 
considerar un modelo paramétrico que hace fuertes 
supuestos sobre la forma de la función de riesgo 
básico o un modelo de Cox que no hace ninguna. 
Nosotros, elegimos un modelo de riesgo semipara-
métrico exponencial por partes (piecewise constant 
exponential model) que se encuentra entre ambos, 
que es muy utilizado en modelos de duración de 
tiempo continuo. En este tipo de modelos, se supone 
que el riesgo de salida es constante dentro de los in-
tervalos de tiempo de supervivencia prespecificados, 
pero esta salida constante puede diferir entre interva-
los (Jenkins, 2005). En nuestro caso, permitimos que 
el riesgo difiera en intervalos de treinta y seis meses y 
usamos la distribución gamma (una opción popular 
debido a la trazabilidad matemática) para la distri-
bución de la heterogeneidad individual inobservada.

5.	Resultados de las estimaciones

En esta subsección, presentamos los resultados 
empíricos de las estimaciones del modelo presenta-
do en la subsección anterior. En estas estimaciones, 
la variable dependiente es la duración de las PA (en 

RESULTADOS DE LAS ESTIMACIONES DEL MODELO DE DURACIÓN SEMIPARAMÉTRICO DE LA ECUACIÓN [2]: CON EL GRUPO DE CONTROL I, 
PERCEPTORES DE EDADES 49-51 (COLUMNA 1); CON EL GRUPO DE CONTROL II, PERCEPTORES DE EDADES 55–57 (COLUMNA 2); 

Y TEST DE PLACEBO A (2010–2011) Y B (2013–2014) CON EL GRUPO DE CONTROL I (COLUMNAS 3 Y 4). COEFICIENTES 
Y DESVIACIONES TÍPICAS (ENTRE PARÉNTESIS) 

CUADRO N.º 2

GRUPO CONTROL 49-51 GRUPO CONTROL 55-57 PLACEBO A PLACEBO B

Cambio legislativo (R) (b2) 0,391*** 0,475*** -0,179*** 0,175***
(0,0125) (0,0171) (0,0120) (0,0106)

Edad 52-54 (b3) -0,877*** -0,0346** -0,936*** -0,0328***
(0,0149) (0,0162) (0,0127) (0,0115)

R*Edad 52-54 (b4) 0,858*** 0,605*** -0,00711 0,0133
(0,0188) (0,0216) (0,0179) (0,0164)

Constante -4,277*** -4,696*** -3,618*** -3,824***
(0,0333) (0,0406) (0,0169) (0,0167)

/lntheta -20,00 -18,34 -18,933*** -18,815***
(695,0) (395,2) (0,0199) (0,011)

Theta 2,07e-09  1,08e-08 5,99e-09 6,74e-09
(1,44e-06) (4,28e-06) (1,20e-10) (7,29e-11)

Log likelihood -154.458,51 -128.760,31 -164.240,74 -150.432,89
Individuos 211.079 187.364 238.276 174.083
Episodios individuales 359.566 4.072.489 4.644.175 1.952.781

Nota: El cuadro muestra las estimaciones del modelo de duración con una variable que indica el cambio de política, otra variable que indica la 
pertenencia al grupo de edad de 52 a 54 años, el término de interacción de ambas variables y las variables explicativas adicionales, que incluyen 
atributos personales, laborales y del empleador, como sexo, nacionalidad, número de hijos, ocupación, industria, tasa de desempleo regional 
y 36 variables ficticias mensuales. Niveles de significación: * p<0,10, ** p<0,05, *** p<0,01.

Fuente: Datos del SEPE (2010-2017).
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reduce sus transiciones del desempleo al empleo y 
aumenta la duración del desempleo.

También se han estimado modelos separados 
por sexo, sectores económicos y ocupaciones (3). 
Los resultados (no mostrados) sugieren que la pro-
babilidad de encontrar un trabajo asociado con el 
cambio de política fue de algo mayor para las muje-
res, los desempleados que trabajaban anteriormen-
te en la industria manufacturera y los trabajadores 
en ocupaciones no manuales, en particular aque-
llos en trabajos de cualificación media (ocupaciones 
administrativas y operadores de máquinas y ensam-
bladores, respectivamente).

Para terminar, y como elemento adicional a los 
análisis anteriores, se llevan a cabo dos estrategias 
para probar la solidez de nuestras estimaciones de 
referencia. En primer lugar, mostramos que nues-
tros principales resultados son robustos a definicio-
nes alternativas del grupo de control. En particular, 
utilizamos el grupo de control II, que está compues-
to por beneficiarios de PA entre 55 y 57 años antes 
y después del cambio de política. En segundo lugar, 
se realiza una prueba de placebo. Reproducimos el 
análisis de una reforma placebo en enero de 2011, 
un año y medio antes de que se llevara a cabo la 
reforma real, y en enero de 2014, un año y medio 
después de que se llevara a cabo la reforma real. El 
objetivo de este ejercicio es proporcionar eviden-
cia adicional de la falta de tendencias temporales 
diferenciales entre los grupos de tratamiento y de 
control.

Por un lado, la columna 2 del cuadro n.º 2 ofre-
ce los resultados para la muestra completa cuando 
se utiliza el grupo de control II. Aunque las mag-
nitudes de los coeficientes estimados varían, los 
principales hallazgos permanecen. Centrándonos 
en el efecto del cambio normativo, el coeficiente 
estimado de «R * Edad52_54» es +0,605, por lo 
que la probabilidad de encontrar trabajo fue un 83 
por 100 mayor para los desempleados que no pu-
dieron recurrir a PA ilimitadas después del cambio 
de la política, después de controlar los efectos de la 
mejora de la situación del mercado laboral en 2013 
y las similares tasas de salida de ambos grupos de 
edad en promedio. Por tanto, el impacto de elimi-
nar los subsidios ilimitados para los perceptores de 
PA tratados fue relevante. Los resultados (no mos-
trados) son similares para hombres y mujeres y los 
tres sectores y las seis categorías ocupacionales con-
sideradas, con las diferencias mencionadas ante-
riormente: el impacto de la reforma fue mayor para 

es significativa. Además, no se detectan diferencias 
en los coeficientes de las variables entre ambos mo-
delos al incluir la heterogeneidad inobservada.

Todos los coeficientes tienen el signo esperado. 
El efecto de aumentar/reducir el derecho potencial 
de las prestaciones es significativo. El coeficiente de  
«Edad52_54» indica que la probabilidad de que 
una persona abandone el desempleo en el próxi-
mo mes es un 58 por 100 menor (coeficiente de 
-0,877) para las personas de 52 a 54 años que fue-
ron elegibles para la extensión de las prestaciones 
por desempleo (a través del «subsidio de mayores 
de 55 años») en relación con el grupo de control de  
personas de 49-51 años. Al mismo tiempo, las 
estimaciones puntuales para ambos grupos de 
edad después del cambio de política son estadísti-
camente significativas e indican que son un 48 por 
100 mayor (coeficiente de +0,391) que antes del 
cambio, como se puede deducir del parámetro de 
la variable «R». Este último resultado puede deberse 
al hecho de que la economía estaba en recesión en 
2011 y mejoró en 2013.

El coeficiente de «R * Edad52_54» (b4), que 
mide el impacto causal de las dobles diferencias 
del cambio de política, presenta el resultado espe-
rado a priori, lo que sugiere que el impacto de las 
prestaciones ilimitadas de las PA fue relevante. El 
coeficiente estimado fue positivo (+0,858), por lo 
que la probabilidad de encontrar trabajo es 2,35 
veces mayor para las personas que no tuvieron ac-
ceso a esos subsidios ilimitados de PA después de 
que se produjera el cambio de política y después 
de controlar los efectos de la mejora de la situación 
del mercado laboral en 2013 y las similares tasas de 
salida de ambos grupos de edad en promedio.

Por tanto, las reducciones en el período de de-
recho de las prestaciones de los trabajadores de 
mayor edad (que limitaban el uso de las PA para 
asegurar ingresos hasta la jubilación como instru-
mento de jubilación anticipada) están asociadas 
a aumentos en la salida del desempleo al empleo, 
ceteris paribus. Cuando utilizamos las estimaciones 
para calcular la duración promedio esperada de la 
percepción de las PA, los resultados son 912 días 
para el grupo de tratamiento y 1242 días para el 
grupo de control. La diferencia entre ellos sugiere 
que hubo una reducción de 330 días en la duración 
promedio debido al impacto de la reforma. La con-
clusión sería que la elegibilidad de prestaciones por 
desempleo más prolongadas a edades relativamen-
te tempranas en el caso de los trabajadores mayores 
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Por un lado, la revisión de la literatura muestra 
que la evaluación de las políticas del mercado de 
trabajo todavía no está muy extendida en el caso 
de España. El número de trabajos que llevan a cabo 
evaluaciones de impacto es bastante limitado, de 
modo que para algunos programas de las políti-
cas activas o pasivas solo hay unos pocos trabajos 
que utilicen las técnicas de evaluación. Una de las  
razones puede ser la dificultad de disponer de 
datos adecuados (sobre todo, longitudinales), que 
además sean representativas, para poder llevar a 
cabo los análisis pertinentes. Otra es que en mu-
chas ocasiones la simultaneidad de cambios en 
la normativa laboral hace casi imposible delimitar 
tanto los grupos de tratamiento como los grupos 
de control adecuados.

Por otro lado, la reforma que se analiza en el 
artículo, al aumentar de 52 a 55 años la edad mí-
nima para solicitar el «subsidio para mayores de 
52/55 años» en 2012, de modo que los trabajado-
res desempleados pudieran cobrar una PA hasta el 
momento en que fuesen elegibles para una pensión 
normal de jubilación, redujo el período de derecho 
ilimitado para el grupo de personas de 52 a 54 
años en el momento de la pérdida del empleo, pro-
porcionando un entorno ideal para una evaluación 
cuasiexperimental de la influencia de la reducción 
de la duración potencial de las PA en las salidas del 
desempleo hacia el empleo. Para ello, se ha hecho 
uso de los datos extraídos de los registros adminis-
trativos del SEPE español. 

Nuestro trabajo empírico sigue la línea de la 
literatura que evalúa el impacto de la extensión / 
reducción de la duración potencial de las presta-
ciones por desempleo y sus efectos sobre las tran-
siciones desde una PA hacia el empleo utilizando 
un enfoque de diferencias en diferencias (o dobles 
diferencias). Nuestros resultados sugieren que los 
cambios de este importante parámetro del período 
de derecho de las prestaciones provocan efectos 
sustanciales en el comportamiento de los traba-
jadores mayores. En particular, la probabilidad de 
salir del desempleo hacia un empleo para las perso-
nas de 52 a 54 años que dejaron de tener acceso a 
los subsidios ilimitados después de que se produjo 
el cambio de política fue 2,5 veces mayor que antes 
del cambio, una vez que se controla la situación 
económica experimentada durante el período 
posterior a la reforma y las diferencias de las tasas 
de salida medias entre los grupos de edad de 52 a 
54 y de 49 a 51 años. Este hallazgo se mantiene 
cuando utilizamos un grupo de control alternativo 

los trabajadores de la industria manufacturera y los 
trabajadores no manuales de cualificación media.

Por otro lado, una forma alternativa de probar 
el supuesto de tendencias iguales sería realizar 
una prueba de placebo, una prueba que sirve para 
ganar confianza en que las entradas en el desem-
pleo habrían continuado moviéndose en paralelo 
después de la fecha de la reforma si la interven-
ción no hubiera ocurrido. Para hacer esta prueba, 
realizamos una estimación de dobles diferencias 
adicional utilizando períodos «falsos» previos y 
posteriores a la reforma. Se han utilizado los datos 
de los años 2010 y 2011, suponiendo que 2010 es 
el período anterior a la reforma y 2011 el período 
posterior a la reforma. Y se ha repetido el mismo 
ejercicio utilizando 2013 como período anterior a la 
reforma y 2014 como período posterior a la refor-
ma. Las columnas 3 y 4 del cuadro n.º 2 muestran 
los resultados. No se observa ningún efecto de tra-
tamiento significativo utilizando datos de los años 
anteriores a la reforma (véase el parámetro b4 en la 
columna 3) ni de los años posteriores a la reforma 
(véase el parámetro b4 en la columna 4).

IV.  CONCLUSIONES

En las últimas décadas, la mejora de las técnicas 
de evaluación de impacto y la disponibilidad de 
bases de datos con información individual longi-
tudinal han permitido que el volumen de estudios 
empíricos dirigidos a analizar el impacto de las po-
líticas públicas del mercado de trabajo haya aumen-
tado de manera considerable. En algunos casos, 
los investigadores utilizan experimentos cuasiexpe-
rimentales en los que se pueden observar cambios 
exógenos y, a veces, selectivos en los programas. En 
estos trabajos, los cambios normativos brindan a los 
autores la oportunidad de estudiar los efectos de las 
políticas del mercado de trabajo sobre las variables 
laborales (la duración del empleo o del desempleo, 
la transición hacia un determinado estado, etc.) en 
un entorno controlable.

En este contexto, este artículo ha revisado algu-
nos estudios que utilizan los métodos para evaluar 
el impacto de políticas públicas en el caso de las 
políticas activas y pasivas del mercado de trabajo en 
España y, además, ha aplicado la técnica de dobles 
diferencias a un cambio de política que tuvo lugar 
en julio de 2012 que elevó de 52 a 55 años la edad 
mínima para solicitar un subsidio de desempleo 
ilimitado.
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gurasen una vida digna a todas 
las personas (Comisión Europea, 
1992). Más adelante, posteriores 
documentos e informes promo-
vieron cada vez con mayor én-
fasis el desarrollo de este tipo de 
programas (Comisión Europea,  
2006). Estos se fueron desarro-
llando en varios países que hasta 
entonces no disponían de un 
programa nacional, con cierta 
convergencia en la definición de 
esquemas que trataban de unir 
dotación económica e inserción 
(Moreno, 2010). Pese a ello, al 
igual que en la mayoría de las 
políticas sociales de la UE, la he-
terogeneidad de estos esquemas 
es amplia, sobre todo en aspec-
tos relativos a organización ins-
titucional, dotación económica y 
condiciones de activación (Peña-
Casas y Bouget, 2014).

Los nuevos programas de 
renta mínima han sido, por 
tanto, una de las principales 
innovaciones de política social 
desde las últimas décadas del 
siglo XX, contribuyendo a la re-
estructuración de la mayoría de 
los Estados de bienestar euro-
peos. Esa extensión ha sido con-
siderablemente más limitada en 
el caso de España, pese a que el  
diagnóstico de los problemas 
más destacados de las prestacio-
nes de garantía de ingresos es 
conocido: la complejidad de su 
mapa, que fue desarrollándose 
como respuesta a necesidades 
muy específicas, la persistencia 

Resumen

En este trabajo se analizan los primeros 
efectos de la implantación del ingreso míni-
mo vital desde su puesta en marcha en 2020. 
Para su estudio se utilizan los microdatos de la  
Encuesta de condiciones de vida 2020 y de  
la encuesta Encuesta de Integración Social  
de la Fundación FOESSA  de 2021, así como 
los registros del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones. El resulta-
do más general es una limitada eficacia, con 
importantes problemas de cobertura, e inefi-
ciencia horizontal y vertical: hay un gran por-
centaje de la población objetivo que no recibe 
la prestación, junto a otro que sin pertenecer 
a ella sí la recibe. La principal causa de dene-
gación es el incumplimiento de los umbrales 
económicos de ingresos y patrimonio.

Palabras clave: ingreso mínimo vital, efi-
cacia, adecuación, pobreza, exclusión.

Abstract

This paper analyses the first effects of the 
of the Ingreso Mínimo Vital since its launch 
in 2020. The study uses microdata from the 
ECV 2020 and the EINSFOESSA survey of 
2021, as well as the administrative records 
of the Ministry of Inclusion, Social Security 
and Migration. The most general result is 
its limited effectiveness, with important 
problems of coverage, and horizontal 
and vertical inefficiency: there is a large 
percentage of the target population that does 
not receive the benefit, along with another 
that does not belong to it but does receive it. 
The main cause of refusal is non-compliance 
with economic thresholds of income and 
wealth.

Keywords: minimum income, take-up, 
adequacy, poverty, social exclusion.

JEL classification: H20, I30, I38.

I.	 INTRODUCCIÓN (1)

E L  s istema de garant ía  
de ingresos mínimos en 
España está formado por 

un mosaico de prestaciones muy 
variadas, con un entramado de 
distintas prestaciones dirigidas a 
colectivos y necesidades específi-
cas (jubilación, maternidad, en-
fermedad, discapacidad, edad, 
emigración, actividad agraria…). 
Su objetivo es garantizar unos in-
gresos mínimos, suficientes para 
reducir los niveles de pobreza y 
de desigualdad social. La preo-
cupación de la Unión Europea 
(UE) por estos dos problemas es 
creciente y es particularmente 
importante en España por su 
elevada magnitud en el contexto 
comparado. 

La persistencia de altos nive-
les de pobreza obliga a prestar 
mayor atención al sistema de ga-
rantía de ingresos. En España, son 
dos los niveles administrativos en 
él implicados: la Administración 
Central y las administraciones 
autonómicas. Las rentas mínimas 
de inserción (RMI) fueron im-
plantadas por las comunidades 
autónomas entre finales de los 
años ochenta y el ecuador de  
los noventa. La Unión Europea ya 
invitaba a principios de aquella 
década a los países miembros 
a desarrollar programas de ren-
tas mínimas que garantizasen el 
derecho a unos recursos básicos 
y a servicios adecuados que ase-
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insuficientes o sin ellos y su cuan-
tía depende de la situación eco-
nómica de la unidad beneficiaria 
y del límite máximo establecido. 
Su percepción está condicionada 
en muchos casos a la participa-
ción en un proceso personali-
zado de inserción laboral con el 
fin de evitar el desincentivo a la 
búsqueda de empleo. Su fina-
lidad es ofrecer un nivel básico 
de protección mientras dure la 
situación de necesidad, siendo 
una «última red» de protección 
social (Arriba, 2009).

Dada la falta de iniciativa por 
parte del Gobierno central y la 
asignación de las competencias 
asistenciales a las comunidades 
autónomas en la Constitución, el 
primer programa de rentas mí-
nimas español se creó en 1989 
en el País Vasco (ingreso mínimo 
familiar), siguiendo el modelo 
francés de renta mínima de in-
serción (RMI). En los años poste-
riores, se fueron generalizando 
en el resto de las comunidades 
autónomas. En la segunda mitad 
de los años noventa, cuando ya 
todas las regiones contaban con 
un programa de renta mínima, 
varios trabajos demostraron que, 
dada la notable heterogeneidad 
de los programas autonómicos, 
hablar de política española de 
RMI era poco realista (Aguilar, 
Gaviria y Laparra, 1995; Estévez,  
1998; Ayala, 2000). Posterior-
mente, otras críticas fueron co-
brando importancia. Se apre-
ciaban, sobre todo, problemas 
de articulación entre prestacio-
nes y administraciones (Ayala 
et al., 2016), con el surgimien-
to de redes paralelas más o 
menos complementarias y con 
una profunda falta de coordi-
nación (Sanzo, 2018). Además 
de las RMI autonómicas, existe 
un conglomerado de subsidios 
que tratan de dar respuesta a la 
insuficiencia de ingresos de dis-

pese a ello de lagunas y obs-
táculos en el acceso, altos nive-
les de inequidad por categorías 
demográficas y territorios, bajos 
niveles de adecuación y limitada 
eficacia en la activación de las 
personas beneficiarias (Ayala et 
al., 2016; AIReF, 2019; Aguilar y 
Arriba, 2020). 

Tales deficiencias hacen que 
la respuesta al aumento de las 
necesidades sociales en las fases 
recesivas sea menos eficaz que la 
de otros sistemas de garantía de  
ingresos europeos. Los niveles  
de adecuación de las prestacio-
nes durante la Gran Recesión 
fueron claramente inferiores a 
los de otros países, aunque con 
grandes diferencias regionales 
(Ayala et al., 2021). En 2020 
España se enfrentó a una nueva 
crisis sin haber completado el di-
seño de la última red de protec-
ción social. El drástico aumento 
de las necesidades de los hoga-
res por el impacto económico  
de las restricciones de la acti-
vidad, las citadas lagunas del 
sistema, con colectivos despro-
tegidos, y la complejidad de los 
procedimientos administrativos 
para conseguir las prestaciones, 
lo hacían necesario. 

El dilema era cómo combi-
nar una respuesta inmediata al 
aumento de la vulnerabilidad 
económica de los hogares con 
la creación de una nueva pres-
tación de carácter permanente, 
que, como en otros países euro-
peos, contribuyera a cerrar la úl-
tima red de protección económi-
ca. En junio de 2020 se puso en 
marcha una nueva prestación, el 
ingreso mínimo vital (IMV), con 
una novedad importante respec-
to al conjunto de prestaciones 
que articulaban previamente el 
sistema de garantía de ingresos, 
al tratarse de la primera renta 
mínima de ámbito nacional. 

Desde su inicio, la eficacia del 
IMV ha sido cuestionada por su 
reducido número relativo de uni-
dades beneficiarias. La premu-
ra de su puesta en marcha, sin 
contar con una red de gestión 
de las solicitudes diseñada es-
pecíficamente para hogares con 
características distintas de los 
perceptores de prestaciones de la 
Seguridad Social, y la falta de un 
sistema de información que per-
mitiera monitorizar adecuada-
mente la evolución del programa 
han hecho que el cumplimiento 
de algunos de esos objetivos, 
sobre todo la cobertura de los 
hogares vulnerables, haya sido 
hasta ahora muy limitado.

En este trabajo se analiza 
cómo se integra el IMV en la 
estructura creada por los pro-
gramas de renta mínima en Es-
paña pasando luego a estudiar, 
a partir de los datos disponibles, 
algunos de sus problemas de 
eficacia y eficiencia. El trabajo 
se estructura como sigue. Tras 
una introducción al concepto, se 
describe el encaje del IMV en los 
programas de rentas mínimas. 
En la tercera sección se estudian 
las características principales. En 
la cuarta se analiza la adecuación 
de la prestación en el entorno 
europeo. En la quinta sección se 
presentan los resultados obteni-
dos a partir de distintas fuentes 
sobre la limitada cobertura de la 
población vulnerable. El trabajo 
se cierra con una recopilación de 
las principales conclusiones.

II. 	 EL ENCAJE DEL IMV 
EN LOS PROGRAMAS 
DE RENTA MÍNIMA EN 
ESPAÑA

El eslabón final del sistema de 
protección social en España es 
un conjunto de prestaciones que 
representan un último recurso 
para las personas con ingresos 



157

LUIS AYALA CAÑÓN . ANTONIO JURADO MÁLAGA . JESÚS PÉREZ MAYO

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 172, 2022. ISSN: 0210-9107. «EVALUACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS»

La comunidad que asigna una 
mayor dotación presupuestaria 
a las rentas mínimas (País Vasco) 
gasta por habitante más de 30 
veces más que la que dedica 
menos recursos (Murcia). Esas 
diferencias no se explican única-
mente por la riqueza media de 
cada comunidad, como muestra 
el dato de que Madrid gaste diez 
veces menos, en términos rela-
tivos, que País Vasco o menos 
de la mitad del promedio de las 
RMI. Son también muy abultadas 
las diferencias en la incidencia 
demográfi ca de los programas, 
con tres regiones claramente por 
encima de la media (País Vasco, 
Navarra y Asturias) y otras muy 
por debajo (Madrid, Murcia y 
Andalucía). Esas diferencias se 
repiten también en las cuantías 
que ofrece cada programa, aso-
ciadas a niveles muy distintos 
de protección del riesgo de po-
breza. Madrid destaca por ser la 
comunidad con la cuantía básica 
más baja, muy por debajo de la 

tintas categorías demográficas 
mediante niveles de protección 
desiguales y condiciones de ac-
ceso diferentes.

Una parte importante de la 
atención se ha centrado en las 
RMI autonómicas. Las diferencias 
en el grado de cobertura de la 
población potencialmente bene-
ficiaria y en los niveles de pro-
tección son muy grandes y dan 
forma a importantes problemas 
de equidad interterritorial. Se ha 
señalado, con razón, que para 
una gran mayoría de la población 
española (el 80 por 100) no exis-
ten programas de RMI (Laparra, 
2004). Antes de la crisis de 2008, 
los programas de RMI solamente 
atendían al 17 por 100 de las 
personas situadas bajo el umbral 
de pobreza severa y un tercio de 
los perceptores pertenecían al 
programa vasco (Laparra y Ayala, 
2009). Con la prolongación de 
aquella, aumentó tanto la hete-
rogeneidad de sus características 
más básicas, como las condicio-
nes de acceso o su duración, y 
de la protección ofrecida, con un 
recorte más intenso en determi-
nadas comunidades.

A pesar de las reformas que se 
han llevado a cabo en estos pro-
gramas desde mediados de los 
años noventa, las comunidades 
autónomas se han encontrado 
con dos problemas importantes: 
su limitada dotación presupues-
taria, con grandes dificultades 
para dar respuesta a las necesi-
dades sociales en las fases recesi-
vas, y la difi cultad para disponer 
de una única defi nición del obje-
tivo «exclusión social». Aunque la 
mayoría de los autores coinciden 
en la multidimensionalidad del 
problema, alcanzar un consenso 
respecto a los indicadores para 
su seguimiento, el peso de cada 
dimensión, los métodos de agre-
gación y otras cuestiones meto-

dológicas, es una tarea comple-
ja, dada la realidad autonómica 
actual. 

Desde el año 2000 la Direc-
ción General de Política Social, 
en un intento de ofrecer trans-
parencia y facilitar una posible 
armonización, recopila anual-
mente la información básica 
relativa a las características de 
las prestaciones de las distintas 
RMI autonómicas. Con ello se 
da continuidad, en este caso 
ofi cial, a las revisiones que pun-
tualmente y con gran limita-
ción de datos llevaron a cabo 
algunos investigadores (Aguilar, 
Gaviria y Laparra, 1995; Ayala, 
2000). El análisis de esas cifras 
confi rma no solo la persistencia 
de importantes desigualdades 
entre las RMI autonómicas, sino 
su ampliación en el tiempo. Tal 
como muestra el cuadro n.º 1, 
las diferencias en los recursos in-
vertidos por los distintos progra-
mas regionales son muy amplias. 

GRÁFICO 1
DISPERSIÓN DE LAS CUANTÍAS DE LOS PROGRAMAS AUTONÓMICOS 
DE RMI
(Coefi ciente de variación, 1996-2020)
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des autónomas puedan conceder 
en concepto de rentas mínimas. 
El decreto ley estableció también 
que es el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social quien se encar-
ga del reconocimiento y control 
de la prestación.

IV. 	LA ADECUACIÓN DEL 
IMV

El análisis de la adecuación 
de la prestación es uno de los 
elementos habituales en la eva-
luación de las rentas mínimas. 
Como en cualquier programa de 
esta naturaleza, uno de los fines 
principales del IMV es reducir 
la pobreza de los hogares con 
menores recursos. Para algunos 
autores, la adecuación de una 
renta mínima sería la capacidad 
que tiene un programa de este 
tipo para garantizar que el cre-
cimiento de las prestaciones no 
se desvíe de la tasa de crecimien-
to económico (Iacono, 2017). 
Desde otras interpretaciones, la 
adecuación sería la capacidad 
para satisfacer las necesidades 
básicas de las personas benefi-
ciarias. Tal aproximación remite, 
sin embargo, a un concepto de 
pobreza absoluta que es poco 
frecuente en los países de renta 
alta. La alternativa más sencilla 
es utilizar umbrales relativos de 
pobreza monetaria. Aunque lo 
más común es el uso de la renta 
disponible del hogar como varia-
ble para construir esos umbrales, 
algunos autores optan por varia-
bles salariales (Immervoll, 2010; 
Vandenbroucke et al., 2012). 

Siguiendo el criterio más es-
tándar, en este trabajo opta-
mos por medir la adecuación 
como la relación que hay entre 
la cuantía de la renta mínima 
para cada tipo de hogar y el 
umbral de pobreza correspon-
diente a ese hogar (Figari et 
al., 2013; Marchal, Marx y Van 

junto al objetivo de dar respues-
ta a algunas de las deficiencias 
estructurales que impedían una 
reducción más intensa de los 
indicadores de pobreza y des-
igualdad, hizo que en el año 
2020 entrara en funcionamien-
to el IMV. El decreto ley por el 
que se estableció fija como su 
objetivo principal garantizar, a 
través de condiciones materia-
les mínimas, «la participación 
plena de toda la ciudadanía en 
la vida social y económica, rom-
piendo el vínculo entre ausencia 
estructural de recursos y falta 
de acceso a oportunidades en 
los ámbitos laboral, educativo, 
o social de los individuos» (Real 
Decreto Ley 20/2020, de 29 de 
mayo de 2020, y Ley 19/2021, 
de 20 de diciembre de 2021, 
por la que se establece el ingreso 
mínimo vital). El objetivo final 
es, por tanto, la inclusión social 
de la población excluida. Como  
se subraya en la normativa, esta se  
adaptará a las características del 
individuo, incentivando la for-
mación y la búsqueda activa de 
empleo, resultando imprescin-
dible la coordinación con co-
munidades autónomas y enti-
dades locales y el desarrollo de 
itinerarios de inclusión flexibles y 
adaptados.

El IMV es una prestación eco-
nómica mensual que pretende 
cubrir la diferencia entre el con-
junto de ingresos del hogar y la 
renta garantizada determinada 
por la norma. Mediante la utiliza-
ción de distintos baremos según 
tipologías de hogar, protege con 
mayor intensidad a los hogares 
monoparentales y a los menores 
en general y su carácter es inde-
finido siempre y cuando perma-
nezcan las causas que motivaron 
su concesión. Como dice el de-
creto, es una prestación «suelo» 
compatible con las prestaciones 
autonómicas que las comunida-

media y de las cuantías de co-
munidades como Cataluña, País 
Vasco o Comunidad Valenciana.

Estas diferencias en la protec-
ción del riesgo de pobreza han 
ido ampliándose en el tiempo 
(gráfico 1). La dispersión entre 
regiones, que había ido redu-
ciéndose en los años inmedia-
tamente posteriores a la gene-
ralización de las RMI, aumentó 
con el cambio de siglo y volvió a 
hacerlo en la primera etapa de la 
crisis de 2008 y en los años más 
recientes. La desigual respuesta a 
las crisis de estos programas bajo 
un diseño completamente des-
centralizado agudizó los proble-
mas de equidad interterritorial.

Al inicio de la pandemia, el 
sistema de rentas mínimas era, 
por tanto, una realidad muy 
fragmentada territorialmente, 
con niveles de protección muy 
diferentes para situaciones si-
milares de necesidad y con una 
cobertura, en términos de unida-
des perceptoras de la población 
sobre las elegibles, también muy 
desigual. A esos problemas de 
inequidad se le añadían muchas 
otras disfunciones, como la ci-
tada falta de articulación de las 
distintas prestaciones que com-
ponían el sistema de garantía 
de ingresos además de las RMI 
autonómicas, la persistencia de 
lagunas importantes en la cober-
tura de los diferentes grupos de 
población y la complejidad admi-
nistrativa que dificultaba el acce-
so a las prestaciones de hogares 
económicamente vulnerables.

III. 	CARACTERÍSTICAS DEL 
IMV

La necesidad de extender el 
sistema de garantía de ingre-
sos para dar cobertura al veloz 
aumento de la pobreza como 
consecuencia de la pandemia, 
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el contexto de la Unión Europea 
(gráfi co 2). Si la cuantía que se 
toma como referencia es la co-
rrespondiente a una persona sola 
puede decirse que con el nuevo 
programa España ha pasado a 
situarse en el primer tercio de los 
países de la UE según las tasas 

necesidades educativas y muchas 
otras variables, que no siempre 
son fácilmente identifi cables en 
los fi cheros del MISSOC.

El cálculo de los indicadores 
para distintos tipos de hogar y 
países permite situar el IMV en 

Mechelen, 2016), definidos 
como un porcentaje de la renta 
mediana del país ajustada con 
algún tipo de escala de equiva-
lencia. La principal ventaja de 
esta alternativa es la disponi-
bilidad de información compa-
rable entre países, la facilidad 
del cálculo y la inclusión de la 
pobreza relativa como uno de 
los indicadores propuestos por 
la Comisión Europea para la 
monitorización de la pobreza y 
la exclusión social. La principal 
objeción es la crítica habitual 
contra las líneas relativas de po-
breza, como la sensibilidad de los 
resultados a la utilización de un 
porcentaje determinado de la 
mediana, la falta de considera-
ción de las posibles diferencias 
interterritoriales motivadas por 
un diferente coste de la vida y 
la subjetividad en la elección 
del porcentaje respecto a la 
mediana. 

Otra ventaja importante es 
la disponibilidad de informa-
ción para calcular el indicador en 
los países de la Unión Europea. 
Por un lado, existe una fuente 
con información homogénea 
sobre la renta y las condiciones 
de vida de los Estados miembros 
(EU-SILC), que permite disponer 
de umbrales de pobreza para 
distintos tipos de hogar en todos 
los países. Por otro lado, también 
se dispone de información admi-
nistrativa sobre la cuantía de las 
prestaciones de renta mínima en 
cada país (Mutual Information 
System on Social Protection, 
MISSOC). Debe advertirse que 
no se trata de comparaciones 
perfectamente homogéneas, 
ya que en varios países existen, 
además, otras prestaciones que 
complementan la renta mínima 
y que tienen en cuenta distintas 
circunstancias personales y fami-
liares, como la edad, la enferme-
dad, los gastos de vivienda, las 

GRÁFICO 2
ADECUACIÓN DE LAS RENTAS MÍNIMAS EN LA UNIÓN EUROPEA, 2019
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Notas: 1. Los datos de RMI de España son el promedio de los programas de rentas mí-
nimas. 2. El dato de IMV de 2020 ha sido defl actado para poder compararlo con los 
umbrales de pobreza de 2019, último año con información disponible (el dato de renta de 
EU-SILC 2020, último año disponible, recoge la renta del año anterior). 3. El dato de Reino 
Unido corresponde a 2018.

Fuentes: Elaboración propia a partir de EU-SILC y MISSOC.
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cantidad de hogares elegibles 
o si llega a quienes no lo son. 
Esto último podría dar lugar, 
además, a problemas de equidad 
horizontal, si entre hogares con 
la misma necesidad algunos la 
reciben y otros no, y vertical, si 
hogares por encima del baremo 
fijado no la reciben, mientras 
que otros con rentas superiores 
a ese baremo sí lo hacen.

Para evaluar la cobertura es 
necesario partir de un concepto 
consensuado, con objeto de evi-
tar un rango demasiado amplio 
de valores. En este trabajo se-
guimos la clasificación propues-
ta por Nelson y Nieuwenhuis 
(2021), que permite conocer de 
manera secuencial los distintos 
niveles de cobertura. Partiendo 
de una población de referencia, 
normalmente el conjunto de la 
población, se van eliminando las 
unidades que no pertenecen a 
los perfiles de riesgo hasta llegar 
a los beneficiarios potenciales. 
Al relacionar ambos colectivos, 
se obtiene un primer indicador, 
que puede acotarse más si se 
consideran los criterios de elegi-
bilidad para recibir la prestación, 
ya que no todas las personas 
que podrían necesitarla pueden 
solicitarla. Quienes cumplen los 
requisitos forman la población 
elegible, colectivo que sirve para 
un tercer indicador, más restricti-
vo, que toma como referencia las 
unidades beneficiarias reales de 
la prestación: la falta de acceso o 
non-take-up o aquella situación 
en la que una persona u hogar 
que podría solicitar una presta-
ción al pertenecer a la población 
elegible no la recibe. 

Hay algunas cuestiones que 
deben tenerse en cuenta al apli-
car esta clasificación a las situa-
ciones reales. En primer lugar, 
pueden producirse errores o, 
incluso, fraude, por lo que algu-

bertura del número de hogares 
vulnerables. Sin la disponibilidad 
de microdatos oficiales hasta el 
momento, dado que la Encuesta 
de condiciones de vida (ECV) re-
coge la renta del año anterior, es 
necesario acudir a otras fuentes. 
Una de las más completas, por su 
tamaño muestral y, sobre todo, 
por llegar mejor a los hogares 
vulnerables, es la Encuesta de 
Integración Social EINSFOESSA,  
elaborada desde hace años por 
la Fundación FOESSA para anali-
zar la exclusión social en España. 
Hasta ahora se han realizado 
cinco encuestas (2007, 2009, 
2013, 2018 y 2021). Progresi-
vamente, se han ido ampliando 
los esfuerzos para obtener resul-
tados significativos en el ámbito 
regional, con una muestra en la 
actualidad de casi 30.000 per-
sonas. Aunque el objetivo de la 
encuesta no es recoger informa-
ción sobre la percepción del IMV, 
existen varias preguntas en la ola 
de 2021 que permiten una apro-
ximación al número de percep-
tores respecto a los potenciales 
demandantes y, sobre todo, a 
las razones por las que estos no 
reciben la prestación.

a) 	El concepto de non take-up 
en las rentas mínimas 

La identificación del problema 
de falta de acceso a la prestación 
(non take-up) es especialmente 
relevante en instrumentos como 
el ingreso mínimo vital, diseñado 
con el propósito de construir una 
última red de protección en todo 
el territorio nacional a partir de la  
cual garantizar un nivel de vida 
básico. La eficacia, entendida 
como el grado de cobertura de  
la población vulnerable, y la efi-
ciencia asignativa, entendida 
como la asignación sin errores 
de la prestación, pueden verse 
limitadas, respectivamente, si la 
prestación no llega a una gran 

de adecuación, aunque lejos de 
alcanzar el 60 por 100 del um-
bral de pobreza y de los países 
con prestaciones más generosas, 
como Dinamarca, Luxemburgo y 
Países Bajos. De la comparación 
trazada se desprende también 
que el IMV ofrece una protección 
mayor que el promedio de los es-
quemas autonómicos, que ubica-
ban a España cerca de la mediana 
de la distribución de los países 
según los niveles de adecuación.

Para los otros dos tipos de 
hogares considerados, familias 
monoparentales y parejas con 
dos hijos, la situación es menos 
favorable. Aunque en ambos 
casos la prestación es más ge-
nerosa que la que en promedio 
ofrecían a sus ciudadanos más 
vulnerables las comunidades au-
tónomas, los complementos co-
rrespondientes a los menores de 
edad son menos generosos en 
el IMV que en la mayoría de los 
países de mayor renta dentro de 
la UE. La nueva prestación sigue 
ubicando a España dentro del 
modelo mediterráneo de presta-
ciones asistenciales, con cuantías 
y niveles de protección inferiores 
a los de otros modelos, como el 
centroeuropeo o el anglosajón.

En síntesis, el IMV ha supues-
to una mejora respecto al nivel 
de protección económica que 
ofrecían las rentas mínimas au-
tonómicas, pero su adecuación 
todavía queda lejos, especial-
mente en los hogares de mayor 
dimensión, de la de prestaciones 
equivalentes de los países euro-
peos de mayor renta.

V. 	 LA COBERTURA 
DE LA POBLACIÓN 
VULNERABLE

La segunda dimensión rele-
vante en el análisis de un pro-
grama de renta mínima es la co-
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de la falta de acceso requiere 
disponer de diferentes tipos de 
datos. Dependiendo del concep-
to de falta de acceso utilizado se 
necesitarán diferentes tipos de 
información: número de bene-
ficiarios efectivos y tamaño de 
la población elegible o de refe-
rencia si el objetivo es la tasa de 
falta de acceso, número de pres-
taciones sin usar o recibir como 
porcentaje de las necesarias para 
el acceso total, o tiempo total 
que las personas elegibles estu-
vieron sin recibir la prestación.

El más común de todos esos 
conceptos es el primero y es el 
que se va a utilizar en este traba-
jo. Las tasas se pueden calcular 
a partir de tres tipos de bases 
de datos: encuestas generales 
como la ECV, datos procedentes 
de registros administrativos o en-
cuestas diseñadas especialmente 
para este objetivo. 

La información en las encues-
tas para evaluar el acceso a un 
programa de rentas mínimas 
presenta diversos problemas. El 
primero es la infrarrepresenta-
ción de la población objetivo, ya 
que en casi todas las encuestas 
a hogares solo se recoge la in-
formación de la población que 
reside en una vivienda norma-
lizada, por lo que las personas 
sin hogar o las residentes en una 
institución o una infravivienda 
no aparecen. Puede darse tam-
bién cierto error de medida al 
estimar la población elegible 
en una prestación, así como la 
receptora, debido fundamen-
talmente a la infradeclaración 
tanto de las prestaciones reci-
bidas como de otras variables 
relacionadas con la elegibilidad. 
Otro inconveniente es la falta 
de información necesaria para 
determinar la elegibilidad para la 
prestación por el desajuste en el 
período de referencia de los in-

no recepción de la prestación 
y, finalmente, la proposición 
de concesión negativa (Warin, 
2010). Las dos primeras catego-
rías equivalen a la falta de acceso 
primaria porque se producen 
cuando una persona potencial-
mente beneficiaria no sabe que 
puede acceder y tiene derecho a 
la prestación o cuando, sabién-
dolo, decide no hacer efectiva 
la solicitud. La tercera categoría 
se corresponde con la falta de 
acceso secundaria según la clasi-
ficación antes propuesta, puesto 
que la persona efectivamente 
realiza la solicitud, aunque sin 
efecto positivo, y la última tiene 
lugar cuando la Administración 
no propone la concesión de la 
prestación a las personas poten-
cialmente beneficiarias.

Una última propuesta para 
categorizar los diferentes tipos 
de falta de acceso toma como 
referencia la magnitud de esta y 
el tiempo durante el que no se 
accede a la prestación. La falta de 
acceso permanente se da cuando 
una persona no recibe la pres-
tación durante todo el período 
transcurrido desde que empieza 
a formar parte de la población 
elegible hasta que deja de hacer-
lo. La transitoria se da cuando la 
prestación es concedida a una 
persona un tiempo después de 
haber realizado la solicitud, siem-
pre que no sea retroactivo su dis-
frute (2). La última modalidad, la 
falta de acceso friccional, es muy 
similar a la anterior al basarse 
también en un acceso limitado en 
el tiempo, aunque centrándose 
en el período que transcurre entre 
la solicitud y la recepción de la 
prestación.

b) 	Fuentes disponibles para la 
evaluación del non take-up 

La implementación de las dis-
tintas definiciones del problema 

nos perceptores de la prestación 
no deberían percibirla e incluso 
no ser elegibles (Sutherland et 
al., 2009). Además, como pro-
ponen Van Mechelen y Janssens 
(2017), puede darse la llamada 
falta de acceso terciaria cuando 
una persona vulnerable no tiene 
derecho a la prestación por las 
reglas de elegibilidad. Otros au-
tores, como Goedemé y Janssens 
(2020), plantean una definición 
más amplia de la falta de acceso 
terciaria poniendo en relación 
todas las personas sin acceso a 
la prestación sin diferenciar entre 
los motivos de la falta de acceso 
y la población de referencia.

El motivo de la falta de acceso 
es un criterio seguido en la litera-
tura para identificar sus distintos 
tipos. La falta de acceso primaria 
(Van Oorschot, 1994) se produ-
ce cuando una unidad elegible 
no solicita la prestación a la que 
tiene derecho y, por tanto, no la 
recibe. Se llama primaria porque 
es fruto de la decisión individual 
de los potenciales solicitantes. La 
falta de acceso secundaria tiene 
lugar cuando una unidad elegi-
ble inicia el proceso de solicitud, 
pero no recibe la prestación. Está 
asociada con los procedimientos 
y el funcionamiento de la Admi-
nistración. Las posibles causas 
son varias, incluyendo la comple-
jidad de esos procedimientos, la 
dificultad de demostrar la insu-
ficiencia de recursos, los errores 
en la valoración y concesión, 
que esos procedimientos sean 
percibidos como degradantes o, 
incluso, la discrecionalidad de las 
personas encargadas de la valo-
ración y concesión.

Esta clasificación según el ori-
gen de la falta de acceso fue 
revisada posteriormente con una 
nueva tipología basada en la 
falta de conocimiento, la deci-
sión de no hacer la solicitud, la 
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mulados de solicitudes aproba-
das y beneficiarios efectivos (4) 
con alguna información global 
sobre la edad de los percepto-
res, el tipo de hogar y el núme-
ro de beneficiarios menores de 
edad. Además, se proporciona 
información sobre el número 
de expedientes válidos, el de 
expedientes tramitados, las so-
licitudes resueltas (aprobadas y 
denegadas) y en subsanación. 

In ic ia lmente,  se  seguirá 
como definición la falta de 
acceso terciaria (Goedemé y 
Janssens, 2020) relacionando 
todas las personas sin acceso a 
la prestación, sin diferenciar los 
motivos de esa falta de acceso, 
y la población de referencia. 
El acceso se medirá a partir de 
los titulares y beneficiarios de-
clarados en las notas de pren-
sa oficiales y la población de 
referencia a partir de diversas 
fuentes: las estimaciones del 
Ministerio de Inclusión, Seguri-
dad Social y Migraciones publi-
cadas al aprobar la medida, los 
hogares e individuos en riesgo 
de pobreza severa estimados 
con los microdatos de la ECV 
de 2020 y los hogares e indi-
viduos en riesgo de pobreza 
severa y exclusión severa según 
la EINSFOESSA 2021. Estas dos 
últimas bases de datos se han 
utilizado para servir de contras-
te a las estimaciones realizadas 
por la Administración. Para el 
propósito de este trabajo se 
toman como indicadores de las 
situaciones extremas de los ho-
gares la exclusión social severa 
y la exclusión en el consumo, 
que son las dimensiones del 
indicador de exclusión social de 
FOESSA más relacionadas con 
el IMV. Los datos de la ECV, al 
igual que la estimación oficial 
del Ministerio a partir de datos 
fiscales, se basan en ingresos 
del año 2019.

conveniente está relacionado 
con la población objetivo, ya 
que no se recoge información de 
toda la población, sino la referi-
da a solicitantes y perceptores. 
La explotación de este tipo de 
datos, además, suele estar li-
mitada a la Administración y el 
acceso de los investigadores es 
limitado.

La mejor opción es una com-
binación de encuestas y regis-
tros administrativos mediante 
procedimientos de matching. 
Las encuestas se usan para de-
terminar la población elegible 
para la prestación y los registros 
administrativos para calcular las 
personas beneficiarias. Aunque 
puede haber problemas de con-
sistencia entre las fuentes, es la 
mejor metodología porque apro-
vecha las fortalezas de ambos 
tipos de datos. 

c)	 Una estimación del non  
take-up en el IMV 

Debido a su reciente intro-
ducción, los datos disponibles 
de solicitantes, perceptores o 
población objetivo del IMV son 
todavía muy limitados. Para rea-
lizar el análisis se combinarán 
datos procedentes de diferentes 
fuentes, como la información 
administrativa del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y  
Migraciones, los microdatos de 
la ECV de 2020 y los microdatos 
de la Encuesta de Integración 
Social de la Fundación FOESSA  
(EINSFOESSA) de 2021.

La principal limitación que 
los datos imponen al análisis 
afecta a las unidades beneficia-
rias y las perceptoras, ya que la 
única información disponible 
es la procedente de las suce-
sivas notas de prensa publica-
das por el ministerio. En estas 
notas aparecen los totales acu-

gresos, a menudo el año anterior 
al de realización de la encuesta. 
Por último, hay otras desventa-
jas, como el reducido tamaño 
muestral y la falta de informa-
ción sobre los determinantes de 
la falta de respuesta. A pesar  
de estos problemas, los datos de 
encuesta son usados asiduamente 
para estimar la falta de acceso 
(Arrighi et al., 2015; Bruckmeier 
y Wiemers, 2012; Callan y Keane, 
2008; Chareyron, 2014; Chareyron  
y Domingues, 2018; Herber y  
Kalinowski, 2019; Matsaganis, 
Levy y Flevotomou, 2010; Riphahn,  
2001; Rouwendal, 2002 o Tasseva,  
2016). El principal motivo es la 
mayor disponibilidad de datos, 
junto a la facilidad para estimar 
el total de receptores y la pobla-
ción elegible en la misma base de 
datos.

Las encuestas diseñadas es-
pecíficamente para medir la falta 
de acceso pueden recoger toda 
la información necesaria para es-
timar la elegibilidad y la percep-
ción de la prestación, así como 
las posibles razones de aquella. 
Se trata, sin embargo, de datos 
cuya producción es cara y que 
requieren una cantidad de tiem-
po elevada para su elaboración. 
No están exentos, además, de  
los problemas de los errores  
de medida o de falta de cobertu-
ra de la muestra.

A diferencia de los datos de 
encuestas, los registros adminis-
trativos contienen mucha infor-
mación precisa sobre las caracte-
rísticas de los hogares solicitantes 
y los beneficiarios o sus ingresos, 
en la que los errores de medida 
habituales en las encuestas son 
menores (3). La renta que apare-
ce en estos registros es, además, 
la misma que usa la Adminis-
tración Pública para determinar  
la elegibilidad y la concesión  
de la prestación. El principal in-
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cuanto a cifras de población más 
reducidas, son las ofi ciales.

La otra variable necesaria para 
determinar la falta de acceso, 
las personas que no acceden a 
la prestación, puede construirse 
a partir de la información sobre 
solicitudes aprobadas y benefi -
ciarios procedentes de la última 
nota de prensa del ministerio, 
publicada en diciembre de 2021, 
un año y medio después de la 
implantación del IMV y justo 
cuando se aprobaba la ley que 
regula esta prestación (gráfi co 3). 
Aunque en el primer año y 
medio de vigencia del IMV se 
produjo un paulatino crecimien-
to tanto de las solicitudes apro-
badas como de las unidades be-
neficiarias, la prestación llegó 
únicamente a 824.441 personas 
desde las 362.017 solicitudes 
aprobadas, datos muy alejados 
de la previsión inicial de la Ad-
ministración Pública. El ritmo 
de crecimiento, además, se mo-
deró notablemente en el último 
trimestre de 2021. A fecha de 

dores resultantes de la encuesta 
EINSFOESSA, con ingresos y cir-
cunstancias del año 2021, sobre 
todo al comparar el indicador 
de pobreza severa. Los datos de 
exclusión severa, que incorporan 
dimensiones que van más allá de 
la renta, más que duplican las 
previsiones de la Administración.
Este conjunto de datos muestra 
que las estimaciones más opti-
mistas de la falta de acceso, en 

El cuadro n.º 2, que recoge las 
diferentes propuestas de pobla-
ción objetivo para perceptores y 
benefi ciarios, muestra cómo el cri-
terio de pobreza severa usado por 
la Administración en el momento 
de aprobar el decreto regulador 
del IMV se acerca al 30 por 100 
de la mediana de la renta equiva-
lente del hogar. Puede observarse 
que la magnitud de la diferencia 
entre la estimación de la Adminis-
tración y la procedente de la ECV
de 2020 –con ingresos del año 
anterior– es reducida, aunque la 
cifra es casi un 20 por 100 inferior 
a la que resulta del umbral del 30 
por 100 en la encuesta. Hay que 
advertir que esta última no tiene 
en cuenta criterios de elegibilidad 
exigidos por la normativa, como 
el patrimonio del hogar. Cabe 
recordar también que el umbral 
tradicionalmente utilizado para 
medir la pobreza severa no es el 
30 por 100 de la mediana, sino 
el 40 por 100. El uso de esa línea 
de pobreza ofrece con los da-
tos de la ECV de 2020 una po-
blación objetivo sensiblemente 
superior, que prácticamente du-
plica las previsiones de la Admi-
nistración.

El fuerte impacto de la pan-
demia se constata en los indica-

CRITERIO SOLICITUDES BENEFICIARIOS BENEFICIARIOS 
MENORES DE EDAD

Estimación ofi cial 850.000 2.300.000 690.000

Pobreza severa 30% ECV 2020 1.046.517 2.566.678 639.872

Pobreza severa 40% ECV 2020 1.761.075 4.508.261 1.118.950

Pobreza severa 30% FOESSA 1.314.711 3.646.387 1.124.910

Pobreza severa 40% FOESSA 1.824.842 5.322.778 1.683.595

Exclusión severa FOESSA 2.014.265 6.028.378 1.915.215

Exclusión consumo FOESSA 3.250.206 8.348.807 2.082.192

Fuentes: Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, ECV y FOESSA.

UNIDADES PERCEPTORAS Y BENEFICIARIOS POTENCIALES

CUADRO N.º 2

GRÁFICO 3
EVOLUCIÓN DE PERCEPTORES Y BENEFICIARIOS DEL IMV 
(Totales acumulados)
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severa. En ese caso, la falta de 
acceso se elevaría al 80 por 100 
de los beneficiarios potenciales.

La información disponible no 
permite explicar qué motiva esta 
falta de acceso tan elevada. Una 
de las razones podría ser el cri-
terio para determinar el umbral 
económico, que incluye el pa-
trimonio del hogar excluyendo 
la vivienda habitual y que no se 
puede determinar en las fuentes 
de datos alternativas por falta de 
información. En cualquier caso, 
el acceso es muy reducido con los 
datos de la Administración, que 
sí lo incluyó en su estimación de 
beneficiarios potenciales. Tam-
poco se dispone de información 
suficiente sobre el grado de cono-
cimiento de la medida por parte 
de la población de referencia. 

Como aproximación al aná-
lisis de los motivos de la falta 
de acceso, se muestra la infor-
mación disponible en la última 
ola de la encuesta EINSFOESSA 
sobre la información que tienen 
los hogares del IMV, la dificul-
tad del proceso de solicitud, la 
situación del expediente en caso 
de solicitud y el motivo de dene-
gación. El conocimiento sobre 
la prestación, como muestra el 
cuadro n.º 4, parece ser insu-
ficiente. Un porcentaje impor-
tante de los hogares declara no 
haber recibido información, una 
proporción aún más llamativa si 
se limita el dato a los colectivos 
teóricamente más interesados en 
el IMV, como las familias en po-
breza severa con cualquiera de 
los dos umbrales o en exclusión 
severa. Como era esperable se re-
duce, pero manteniéndose en un 
valor de más del 40 por 100 de 
los hogares en dicha situación.

Al mismo tiempo, los datos 
permiten recabar otros indicios 
de la necesidad de mejorar la 

gresos prepandemia (ECV 2020). 
Tal resultado empeora aún más 
cuando la identificación de la 
población objetivo se basa en 
los ingresos corrientes durante la 
crisis sanitaria (EINSFOESSA).

En resumen, si el objetivo 
principal era acabar con la po-
breza severa, se puede afirmar 
que, por el momento, la medida 
ha sido poco eficaz, al haber 
alcanzado a una parte muy pe-
queña del colectivo objeto de la 
prestación. Esta reducida inci-
dencia sería aún menor si el crite-
rio para determinar la población 
objetivo fuera el uso de los um-
brales más habituales para medir 
la pobreza severa o la exclusión 

septiembre de 2021, se habían 
tramitado 1.244.029 solicitudes, 
de las que se habían denegado el 
72,5 por 100.

Como puede observarse en el 
cuadro n.º 3, destaca la cobertu-
ra tan limitada de la prestación 
en sus primeros 18 meses. Inclu-
so en las previsiones más favo-
rables, únicamente ha llegado a 
un tercio de las unidades benefi-
ciarias previstas y casi a la mitad 
de los hogares esperados. La 
utilización de otras estimaciones 
de la población objetivo muestra 
una falta de acceso generalizada, 
con un impacto muy reducido 
sobre las personas en situación 
de pobreza severa según los in-

POBLACIÓN OBJETIVO SOLICITUDES BENEFICIARIOS BENEFICIARIOS 
MENORES

Estimación oficial 57,4 64,2 55,7

Pobreza severa 30% ECV 2020 65,4 67,9 52,2

Pobreza severa 40% ECV 2020 79,4 81,7 72,7

Pobreza severa 30% FOESSA 72,5 77,4 72,8

Pobreza severa 40% FOESSA 80,2 84,5 81,8

Exclusión severa FOESSA 82,0 86,3 84,0

Exclusión consumo FOESSA 88,9 90,1 85,3

Fuente: Elaboración propia.

TASA DE FALTA DE ACCESO
(Porcentaje)

CUADRO N.º 3

¿HA RECIBIDO INFORMACIÓN
SOBRE EL IMV?

POBLACIÓN 
GENERAL

POBREZA 
SEVERA 30%

POBREZA 
SEVERA 40%

EXCLUSIÓN 
SEVERA

Sí, pero no tengo información 
suficiente para solicitarlo

3,5 11,7 14,3 13,0

Sí, y fue suficiente para 
solicitarlo

7,7 34,6 34,3 35,1

Sí, pero no lo necesito 16,5 4,7 5,0 8,0
No 71,8 48,5 45,8 43,4

Nota: La diferencia entre los porcentajes mostrados y el 100 por 100 se debe a la categoría 
no sabe/no contesta.
Fuente: EINSFOESSA 2021.

GRADO DE INFORMACIÓN SOBRE EL IMV
(Porcentaje)

CUADRO N.º 4
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que la mayor parte de las solici-
tudes en espera reportadas en el 
cuadro n.º 6 fueron finalmente 
denegadas.

Cuando se analiza el motivo 
de denegación, emerge un re-
sultado ya comentado anterior-
mente: se debe principalmente 
al incumplimiento de los um-
brales económicos de ingresos 
y patrimonio. Es llamativo que 
hogares cuyos ingresos les hacen 
estar bajo el umbral de pobreza 
severa, incluso usando un criterio 
muy restrictivo como el 30 por 
100, no cumplen los requisitos 
económicos. Parece necesario 
revisar la forma de determinar 
las magnitudes económicas que 
se deben evaluar o la declaración 

n.º 4 o a la dificultad de ser aten-
dido que lleva a no formalizar la 
solicitud. Finalmente, el reducido 
porcentaje de solicitudes permite 
explicar, parcialmente, las tasas 
de falta de acceso analizadas 
anteriormente.

Limitando el análisis a los so-
licitantes destaca, de manera im-
portante, el gran porcentaje de 
solicitudes denegadas, cercano 
al 50 por 100, junto a la elevada 
frecuencia de las solicitudes sin 
resolución. Estos datos están 
condicionados por el momento 
de realización de la encuesta, an-
terior a septiembre de 2021. En 
esta fecha, la tasa de resolución 
ya se situaba en torno al 90 por 
100, por lo que se puede afirmar 

información. Entre el 12 y el 14 
por 100 de los entrevistados en 
la población objetivo, depen-
diendo del criterio, declaran 
haber sido informados sobre la 
prestación, aunque dicha infor-
mación no les permitió realizar 
la solicitud. Destaca, asimismo, 
el porcentaje pequeño, pero no 
desdeñable, de posibles solici-
tantes que reportan haber reci-
bido información a pesar de no 
necesitar la garantía de rentas. 
No hay información suficiente en 
la encuesta para determinar si la 
falta de necesidad se debe a una 
infradeclaración de los ingresos o 
a un desconocimiento real de la 
prestación que lleva a los hoga-
res a pensar que no la necesitan.

Junto al desconocimiento de 
la prestación, otro de los motivos 
de la falta de acceso esgrimido 
en la literatura es la complejidad 
del proceso administrativo de so-
licitud. Los datos de la encuesta 
(cuadro n.º 5) no parecen, apa-
rentemente, reflejar este proble-
ma, dada la reducida incidencia 
de los intentos de solicitud sin 
resultado efectivo.

Por otra parte, la especial si-
tuación motivada por la pande-
mia, que impulsó los procesos 
de digitalización de buena par- 
te de las actividades hasta enton-
ces presenciales, provocó que en 
el momento de realización de 
la encuesta las solicitudes por 
vía telemática fueran mayores 
que las presenciales. Destaca, de 
nuevo, el porcentaje de hogares 
que declaran no haber solicitado 
la prestación –más de la mitad 
de los que están en pobreza o 
exclusión severa–, de los que se 
desconoce el motivo de la falta 
de solicitud. Puede ser una deci-
sión consciente y meditada por 
el hogar –falta de acceso prima-
ria–, deberse a la falta de cono-
cimiento que mostraba el cuadro 

¿HA ENCONTRADO ALGUNAS 
DIFICULTADES EN LA SOLICITUD?

POBLACIÓN 
GENERAL

POBREZA 
SEVERA 30%

POBREZA 
SEVERA 40%

EXCLUSIÓN 
SEVERA

No se ha solicitado 89,5 54,1 53,4 55,0
Intento presencial sin tramitación 0,8 2,5 3,4 4,0
Intento telemático sin tramitación 0,7 4,6 4,5 4,3
Solicitud presencial 2,7 14,5 14,2 14,1
Solicitud telemática 4,7 22,2 22,3 21,0

Nota: La diferencia entre los porcentajes mostrados y el 100 por 100 se debe a la categoría 
no sabe/no contesta.

Fuente: EINSFOESSA 2021. 

GRADO DE DIFICULTAD EN LA SOLICITUD DEL IMV
(Porcentaje)

CUADRO N.º 5

¿HA ENCONTRADO ALGUNAS 
DIFICULTADES EN LA SOLICITUD?

POBLACIÓN 
GENERAL

POBREZA 
SEVERA 30%

POBREZA 
SEVERA 40%

EXCLUSIÓN 
SEVERA

Esperando respuesta o en trámite 31,2 36,6 35,9 36,0
Concedido, sin percepción 2,7 1,2 1,1 0,8
Percepción regular 12,8 15,1 15,2 17
Denegación 51,6 47,2 47,0 45,8

Nota: La diferencia entre los porcentajes mostrados y el 100 por 100 se debe a la categoría 
no sabe/no contesta.

Fuente: EINSFOESSA 2021. 

SITUACIÓN DE LA SOLICITUD (SOLO SOLICITANTES)
(Porcentaje)

CUADRO N.º 6
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supuesto niveles altos de inequi-
dad interterritorial. En un intento 
de corregir esas desigualdades  
y de cerrar las lagunas existentes 
en el sistema de garantía de in-
gresos, se creó en 2020 el IMV 
como una prestación mensual 
que pretendía cubrir la diferencia 
entre los ingresos del hogar y la 
renta que se fijó como objetivo 
mínimo. 

Este trabajo supone una 
primera valoración de algunos  
de sus resultados en términos de 
eficacia y eficiencia asignativa. 
Un aspecto, sin duda, positivo 
es la constatación de una mejora 
en los indicadores de adecua-
ción respecto al nivel previamente 
ofrecido por los programas auto-
nómicos. Los indicadores, sin em-
bargo, todavía quedan lejos de 
los de programas similares en los 
países europeos de mayor renta, 
especialmente en el caso de los 
hogares de mayor dimensión.

Con la escasa información 
disponible, dado el breve pe-
ríodo de desarrollo del IMV, el 
trabajo ha intentado también 
medir el grado de falta de res-
puesta o non take-up de la pres-
tación. Mediante los microdatos 
de la ECV 2020 y de la encuesta  
EINSFOESSA 2021, junto a la 
información divulgada por el  
Ministerio de Inclusión, Seguridad  
Social y Migraciones, se han 
obtenido algunos resultados 
relevantes. En primer lugar, el 
criterio de pobreza usado por 
la Administración para determi-
nar la población objetivo en el 
momento de aprobar el decreto 
regulador del IMV se asemeja al 
del 30 por 100 de la mediana de 
la renta equivalente del hogar. 
Si se hubiera utilizado el umbral 
del 40% de la mediana, más 
frecuente en la literatura espe-
cializada, la población objetivo 
casi se habría duplicado.

no pertenecientes a la población 
objetivo. Aún con las cautelas 
derivadas del reducido tamaño 
muestral, destaca el porcentaje 
de hogares no pertenecientes a 
la población objetivo que decla-
ran recibir la prestación, coinci-
dente con altos porcentajes de 
hogares que, aunque pertene-
cientes a la población objetivo, 
ven denegadas sus solicitudes 
por superar el umbral económi-
co. Este tipo de errores son una 
importante fuente de inequidad.

VI. 	CONCLUSIONES

El ingreso mínimo vital (IMV) 
responde a una prolongada insu-
ficiencia del Estado de bienestar 
en España en el ámbito de la 
garantía de ingresos, cubierto 
hasta su implantación por una 
amplia gama de rentas mínimas 
desarrolladas por las administra-
ciones autonómicas. Estas pres-
taciones se caracterizan por una 
gran heterogeneidad, tanto en 
población sin recursos cubier-
ta como en el nivel económico  
de protección, con problemas de 
articulación entre prestaciones y 
administraciones y una acusada 
falta de coordinación, que ha 

de la situación económica en la 
solicitud. Llama la atención cómo 
las solicitudes aprobadas según 
la información oficial están tan 
alejadas de las previsiones de la 
propia Administración basadas 
en simulaciones con datos fisca-
les de renta y patrimonio.

Por último, los microdatos de 
la encuesta EINSFOESSA propor-
cionan un indicio del grado de 
ineficiencia asignativa vertical, 
que, como se señaló, permitía 
identificar la concesión de la 
prestación a personas u hogares 

¿HA ENCONTRADO ALGUNAS 
DIFICULTADES EN LA SOLICITUD?

POBLACIÓN 
GENERAL

POBREZA 
SEVERA 30%

POBREZA 
SEVERA 40%

EXCLUSIÓN 
SEVERA

No cumplir con el umbral 
económico

61,6 43,2 47,2 56,6

No cumplir con el requisito de 
unidad de convivencia

13,3 13,1 15,3 13,4

Causa no indicada por la 
Administración

8,6 25,0 19,5 13,8

No se recuerda la causa 5,6 7,2 5,2 5,7
Otros 6,2 6,5 8,7 7,2

Nota: La diferencia entre los porcentajes mostrados y el 100 por 100 se debe a la categoría 
no sabe/no contesta.

Fuente: EINSFOESSA 2021. 

CAUSA PRINCIPAL DE LA DENEGACIÓN (SOLO SOLICITUDES DENEGADAS)
(Porcentaje)

CUADRO N.º 7

¿HA ENCONTRADO ALGUNAS 
DIFICULTADES EN LA 

SOLICITUD?

CONCESIONES

No pobreza severa 
30%

27,7

No pobreza severa 
40%

38,1

No exclusión severa 
FOESSA

41,0

Nota: La diferencia entre los porcentajes 
mostrados y el 100 por 100 se debe a la 
categoría no sabe/no contesta.

Fuente: EINSFOESSA 2021. 

PERCEPTORES NO PERTENECIENTES A 
LA POBLACIÓN OBJETIVO

(Porcentaje)

CUADRO N.º 8
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